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Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México 

TITULO PRIMERO 

Del Estado de México como Entidad Política 

Artículo 1.- El Estado de México es parte integrante de la Federación de los Estados Unidos 

Mexicanos, libre y soberano en todo lo que concierne a su régimen interior.  

Artículo 2.- El Estado de México tiene la extensión y límites que le corresponden 

históricamente y los que se precisen en los convenios que se suscriban con las entidades 

colindantes o los que deriven de las resoluciones emitidas de acuerdo a los procedimientos 

legales.  

Artículo 3.- El Estado de México adopta la forma de gobierno republicana, representativa, 

democrática, laica y popular. El ejercicio de la autoridad se sujetará a esta Constitución, a 

las leyes y a los ordenamientos que de una y otras emanen.  

Artículo 4.- La soberanía estatal reside esencial y originariamente en el pueblo del Estado 

de México, quien la ejerce en su territorio por medio de los poderes del Estado y de los 

ayuntamientos, en los términos de la Constitución Federal y con arreglo a esta Constitución. 

TITULO SEGUNDO DE LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES, LOS DERECHOS 

HUMANOS Y SUS GARANTÍAS  

Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados 

internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes 

que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantías para su protección, las cuales no 

podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales en la 

materia y esta Constitución para favorecer en todo tiempo a las personas la protección más 

amplia.  

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 

deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 

los términos que establezca la ley.  

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, género, edad, 

discapacidades, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, orientación 

sexual e identidad de género, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 

humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 



El Estado garantizará la vigencia del principio de igualdad, combatiendo toda clase de 

discriminación.  

El Estado de México garantizará el Derecho Humano a la Ciudad, entendiéndose como un 

derecho de las colectividades, con el cual se busca lograr la igualdad, sustentabilidad, justicia 

social, participación democrática, respeto a la diversidad cultural, la inclusión social, la 

distribución equitativa de bienes públicos y la justicia territorial; buscando que los grupos 

vulnerables y desfavorecidos logren su derecho. 

 

El derecho a la ciudad se garantizará a través de instrumentos que observen las funciones 

social, política, económica, cultural, territorial y ambiental de la ciudad, determinados por 

ordenamientos secundarios que prevean las disposiciones para su cumplimiento.  

El hombre y la mujer son iguales ante la ley, ésta garantizará el desarrollo pleno y la 

protección de la familia y sus miembros por ser base fundamental de la sociedad. Bajo el 

principio de igualdad consagrado en este precepto, debe considerarse la equidad entre 

hombre y mujer, en los ámbitos de desarrollo humano primordiales como lo son el educativo, 

laboral, político, económico, social y en general, todos aquellos que dignifiquen a la persona, 

por consiguiente las autoridades deben velar porque en los ordenamientos secundarios se 

prevean disposiciones que la garanticen.  

Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado de México y los Municipios 

impartirán educación preescolar, primaria, secundaria y media superior de forma 

obligatoria para todos los mexiquenses.  

La educación que imparta el Estado será de calidad, gratuita, laica y tenderá a desarrollar 

armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentar en él, a la vez, el amor a la 

patria y la conciencia de la solidaridad internacional en la independencia y en la justicia, 

garantizando la libertad de creencias, el criterio que orientará a esa educación se basará en 

los resultados del progreso científico, luchará contra la ignorancia y sus efectos, será una 

educación para la diversidad sin discriminación, también será democrática, nacional, 

humanista y contribuirá a la mejor convivencia humana.  

La educación en el Estado de México se ajustará estrictamente a las disposiciones del artículo 

3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones en la 

materia. 

La Universidad Autónoma del Estado de México es un organismo público descentralizado del 

Estado de México, contará con personalidad jurídica y patrimonio propios; se encontrará 

dotada de plena autonomía en su régimen interior en todo lo concerniente a sus aspectos 

académico, técnico, de gobierno, administrativo y económico. Tendrá por fines impartir la 

educación media superior y superior; llevar a cabo la investigación humanística, científica y 

tecnológica; difundir y extender los avances del humanismo, la ciencia, la tecnología, el arte 

y otras manifestaciones de la cultura, conforme a lo dispuesto en la fracción VII del artículo 

3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Además de impartir la educación básica, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos, 

modalidades y niveles educativos incluyendo la educación inicial, superior e indígena 

considerados necesarios para el desarrollo de la nación; favorecerá políticas públicas para 

erradicar el analfabetismo en la Entidad. El sistema educativo del Estado contará con 

escuelas rurales, de artes y oficios y de agricultura, educación especial, educación indígena 

y educación para adultos.  

Los particulares podrán impartir educación, siempre con apego a los mismos fines y criterios 

que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo tercero 



y deberán obtener en cada caso, la autorización expresa del poder público, siempre 

sujetándose a la vigilancia e inspecciones oficiales establecidas.  

Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue 

autonomía, soberanía y gobierno, tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse por 

sí mismas.  

El Estado garantizará a todas las personas el acceso a la ciencia y a la tecnología; establecerá 

políticas de largo plazo e implementará mecanismos que fomenten el desarrollo científico y 

tecnológico de la entidad, que permitan elevar el nivel de vida de la población, combatir la 

pobreza y proporcionar igualdad de oportunidades.  

La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, 

sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de tercero, provoque 

algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos 

dispuestos por la ley.  

Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y 

oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por 

cualquier medio de expresión.  

Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, a través de cualquier 

medio. No se puede restringir este derecho por vías o medios indirectos, tales como el abuso 

de controles oficiales o particulares, de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas 

o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios 

y tecnologías de la información y comunicación encaminados a impedir la transmisión y 

circulación de ideas y opiniones.  

Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar la libertad de 

difusión, que no tiene más límites que los previstos en el párrafo décimo cuarto de este 

mismo artículo, de esta Constitución. En ningún caso podrán secuestrarse los bienes 

utilizados para la difusión de información, opiniones e ideas, como instrumento del delito.  

En el Estado de México toda persona tiene derecho a la libertad de convicciones éticas, de 

conciencia y de religión, y a tener o adoptar, en su caso, la de su agrado, conforme a lo 

establecido en el Artículo 24 de la Constitución Federal. 

La Legislatura del Estado en ningún momento podrá dictar leyes que establezcan o prohíban 

religión alguna.  

El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones 

que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.  

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y 

protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, 

transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información 

será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso.  

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:  

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de 

los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, 

fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la 

administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier 

persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice 

actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 

temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la 



interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los 

sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, 

competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales 

procederá la declaración de inexistencia de la información.  

II. La información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas 

será protegida a través de un marco jurídico rígido de tratamiento y manejo de datos 

personales, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.  

III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá 

acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.  

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión 

expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que 

establece esta Constitución.  

V. Los procedimientos de acceso a la información pública, de acceso, corrección y supresión 

de datos personales, así como los recursos de revisión derivados de los mismos, podrán 

tramitarse por medios electrónicos, a través de un sistema automatizado que para tal efecto 

establezca la ley reglamentaria y el organismo autónomo garante en el ámbito de su 

competencia. Las resoluciones que correspondan a estos procedimientos se sistematizarán 

para favorecer su consulta.  

VI. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos 

actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información 

completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que 

permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y los resultados obtenidos.  

VII. La ley reglamentaria, determinará la manera en que los sujetos obligados deberán hacer 

pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o 

jurídicas colectivas. 

VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con 

capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización 

interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a 

la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos 

obligados en los términos que establezca la ley.  

El organismo autónomo garante previsto en esta fracción, se regirá por la ley en materia de 

transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales en posesión 

de sujetos obligados.  

En su funcionamiento se regirá por los principios de certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y máxima publicidad.  

El organismo autónomo garante tiene competencia para conocer de los asuntos relacionados 

con la transparencia, el acceso a la información pública y la protección de datos personales 

en posesión de cualquiera de los sujetos obligados a que se refiere la fracción I del presente 

artículo, con excepción de aquellos asuntos jurisdiccionales que correspondan al Tribunal 

Superior de Justicia en cuyo caso resolverá un comité integrado por tres Magistrados. 

Resolverá la reserva, confidencialidad, inexistencia o negativa de la información, en los 

términos que establezca la ley.  

La ley establecerá la información que se considere reservada o confidencial.  

Las resoluciones del organismo autónomo garante son vinculatorias, definitivas e 

inatacables para los sujetos obligados.  



Cuando dichas resoluciones puedan poner en peligro el interés público y la seguridad de las 

instituciones locales, la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos podrá interponer recurso 

de revisión ante el Tribunal Superior de Justicia en términos de las disposiciones aplicables.  

El organismo autónomo garante podrá acudir ante el organismo garante federal a través de 

petición fundada para que éste conozca de los recursos de revisión que por su interés y 

trascendencia así lo ameriten.  

El organismo autónomo garante se integra por cinco comisionados. Para su nombramiento, 

la Legislatura, previa realización de una consulta a la sociedad, a propuesta de los grupos 

parlamentarios, con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, nombrará 

al comisionado que deba cubrir la vacante, siguiendo el proceso establecido en la ley. El 

nombramiento podrá ser objetado por el Gobernador en un plazo de diez días hábiles. Si el 

Gobernador no objetara el nombramiento dentro de este plazo, ocupará el cargo la persona 

nombrada por la Legislatura.  

En caso de que el Gobernador objetara el nombramiento, la Legislatura hará un nuevo 

nombramiento, en los términos del párrafo anterior, pero con una votación de las tres 

quintas partes de los miembros presentes. Si este segundo nombramiento fuera objetado, la 

Legislatura, en los términos del párrafo anterior, con la votación de las tres quintas partes 

de los miembros presentes, designará al comisionado que ocupará la vacante.  

Los comisionados durarán en su encargo siete años y deberán cumplir con los requisitos 

previstos en las fracciones I, II, V y VI del artículo 91 de esta Constitución, no podrán tener 

otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados en instituciones 

docentes, científicas o de beneficencia, sólo podrán ser removidos de su cargo en los 

términos del Título Séptimo de esta Constitución y serán sujetos de juicio político.  

En la conformación del organismo autónomo garante se procurará la equidad de género.  

El comisionado presidente será designado por los propios comisionados, mediante voto 

secreto, por un periodo de tres años, con posibilidad de ser reelecto por un periodo igual; 

estará obligado a rendir un informe anual ante la Legislatura, en la fecha y en los términos 

que disponga la ley.  

El organismo autónomo garante tendrá un Consejo Consultivo, integrado por cinco 

consejeros, que serán elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miembros 

presentes de la Legislatura. La ley determinará los procedimientos a seguir para la 

presentación de las propuestas por la propia Legislatura. Anualmente serán sustituidos los 

dos consejeros de mayor antigüedad en el cargo, salvo que fuesen propuestos y ratificados 

para un segundo periodo.  

La ley establecerá las medidas de apremio que podrá imponer el organismo autónomo 

garante, para asegurar el cumplimiento de sus decisiones.  

Toda autoridad y servidor público estará obligado a coadyuvar con el organismo autónomo 

garante y sus integrantes para el buen desempeño de sus funciones.  

El organismo autónomo garante coordinará sus acciones con el Órgano Superior de 

Fiscalización del Estado de México, con la entidad especializada en materia de archivos y 

con el Instituto de Información e Investigación Geográfica, Estadística y Catastral del Estado 

de México, así como los organismos garantes federal, de las entidades federativas y del 

Distrito Federal, con el objeto de fortalecer la rendición de cuentas del Estado de México.  

El organismo garante podrá formular programas de difusión de la cultura de transparencia, 

acceso a la información pública y protección de datos personales, en términos de las 

disposiciones jurídicas aplicables.  



IX. La inobservancia de las disposiciones en materia de acceso a la información pública será 

sancionada en los términos que dispongan las leyes.  

Toda persona tiene derecho a una alimentación adecuada.  

En el Estado de México se fomentará a sus habitantes el cuidado de su salud, procurando que 

las autoridades atiendan la nutrición adecuada, la promoción de la activación física y 

deportiva de las familias, la alimentación segura, así como los medios para obtenerla, con 

primordial atención en la calidad de la alimentación que consumen los niños y jóvenes, en 

esta tarea participarán las dependencias y organismos competentes de la administración 

pública del Gobierno del Estado de México, así como los correspondientes de los Municipios 

de la Entidad.  

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del 

interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las 

niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación 

y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. Los 

ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento 

de estos derechos y principios. 

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su 

nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de este derecho. La autoridad competente 

expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento.  

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que 

presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado 

promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad 

cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. 

La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación 

cultural.  

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Corresponde al 

Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la materia.  

El Estado garantizará a toda persona el derecho a la movilidad universal, atendiendo a los 

principios de igualdad, accesibilidad, disponibilidad, sustentabilidad y progresividad.  

Toda persona tiene derecho al acceso a la gestión pública a través del uso de medios 

electrónicos. Las autoridades del Estado y los municipios en el ámbito de su competencia, 

tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar ese derecho, mediante el 

uso de las tecnologías de información en el ejercicio de la gestión pública, en los términos 

que disponga la Ley y en su caso el Estado deberá prevenir, investigar y sancionar los ilícitos 

y violaciones a este derecho.  

El Poder Ejecutivo del Estado de México organizará el sistema penitenciario sobre la base 

del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, 

la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y 

procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley. Las 

mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres para 

tal efecto.  

El Estado de México podrá celebrar convenios con otras entidades federativas y la Ciudad de 

México, para que los sentenciados por delitos del ámbito de su competencia extingan las 

penas en establecimientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción diversa.  

El sistema integral de justicia para adolescentes del Estado de México, será aplicable a 

quienes se atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito y 



tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad. Este sistema 

garantizará los derechos humanos que reconoce la Constitución para toda persona, así como 

aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido 

reconocidos a los adolescentes. Las personas menores de doce años a quienes se atribuya 

que han cometido o participado en un hecho que la ley señale como delito, sólo podrán ser 

sujetos de asistencia social.  

Artículo 6.- Los habitantes del Estado gozan del derecho a que les sea respetado su honor, su 

crédito y su prestigio.  

Artículo 7.- Las leyes del Estado no podrán establecer sanciones que priven de la vida a las 

personas, confisquen sus bienes, ni penas crueles, inhumanas o degradantes.  

No se considerará confiscación la aplicación, el decomiso o la extinción del dominio de bienes 

que se haga de conformidad con el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

Artículo 8.- Nadie estará exceptuado de las obligaciones que las leyes le impongan, salvo en 

los casos de riesgo, siniestro o desastre, en cuya situación el Gobernador del Estado de 

acuerdo con los titulares de las secretarías del Poder Ejecutivo dictará los acuerdos 

necesarios para hacer frente a la contingencia, los cuales deberán ser por un tiempo limitado 

y de carácter general y únicamente por lo que hace a las zonas afectadas; el Fiscal General 

de Justicia únicamente tendrá voz.  

Artículo 9.- En los casos de riesgo, siniestro o desastre, el Ejecutivo del Estado acordará la 

ejecución de acciones y programas públicos en relación a las personas, de sus bienes o del 

hábitat para el restablecimiento de la normalidad; para ello podrá disponer de los recursos 

necesarios, sin autorización previa de la Legislatura. Asimismo podrá ordenar la ocupación 

o utilización temporal de bienes o la prestación de servicios.  

Una vez tomadas las primeras medidas para atender las causas mencionadas, el Ejecutivo 

del Estado, dará cuenta de inmediato a la Legislatura o a la Diputación Permanente de las 

acciones adoptadas para hacer frente a esos hechos.  

Artículo 10.- El sufragio constituye la expresión soberana de la voluntad popular.  

Los ciudadanos, los partidos políticos y las autoridades velarán por su respeto y cuidarán 

que los procesos electorales sean organizados, desarrollados y vigilados por órganos 

profesionales conforme a los principios rectores de certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, máxima publicidad y objetividad.  

La ley establecerá las sanciones por violaciones al sufragio.  

Artículo 11.- La  organización, desarrollo y vigilancia de los procesos electorales para las 

elecciones de Gobernador, Diputados a la Legislatura del Estado y miembros de 

Ayuntamientos es una función que se realiza a través del Instituto Nacional Electoral y el 

Organismo Público Electoral del Estado de México, denominado Instituto Electoral del 

Estado de México, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, éste contará con 

un Órgano de Dirección Superior, integrado por un Consejero Presidente y seis Consejeros 

Electorales, con derecho a voz y voto, designados por el Consejo General del Instituto 

Nacional Electoral. Asimismo, se integrará con un representante de cada partido político y 

un Secretario Ejecutivo, quienes asistirán con voz, pero sin voto. En el ejercicio de esta 

función, la certeza, imparcialidad, independencia, legalidad, máxima publicidad y 

objetividad serán principios rectores.  

El Instituto Electoral del Estado de México será autoridad en la materia, independiente en 

sus decisiones y funcionamiento, y profesional en su desempeño; contará en su estructura 

con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos, operativos y de vigilancia.  



El Secretario Ejecutivo será nombrado por el Consejo General del Instituto Electoral del 

Estado de México en la forma y términos que señale la ley, durará en su cargo seis años y 

fungirá como Secretario del Consejo General.  

El Instituto Electoral del Estado de México contará con una Contraloría General adscrita al 

Consejo General, que tendrá a su cargo la fiscalización de las finanzas y recursos que este 

ejerza y conocerá de las responsabilidades administrativas de sus servidores públicos. El 

Titular de la Contraloría General del Organismo será designado por la Legislatura del Estado, 

mediante las dos terceras partes de la votación de sus integrantes presentes, en la forma y 

términos que señale la ley. Durará seis años en el cargo y podrá ser reelecto por una sola vez 

y mantendrá la coordinación técnica necesaria con el Órgano Superior de Fiscalización del 

Estado de México. 

 

El Consejero Presidente y los Consejeros Electorales durarán en su cargo siete años y no 

podrán ser reelectos. Durante su ejercicio no podrán tener otro empleo, cargo o comisión, 

con excepción de los no remunerados en actividades docentes, científicas, culturales, de 

investigación o de beneficencia. Tampoco podrán asumir un cargo público en los órganos 

emanados de las elecciones en cuya organización y desarrollo hubieren participado, ni ser 

postulados para un cargo de elección popular o asumir un cargo de dirigencia partidista, 

durante los dos años posteriores al término de su encargo.  

El Instituto Electoral, de ser el caso que ejecute las funciones de fiscalización delegadas por 

el Instituto Nacional Electoral, contará con su respectivo órgano técnico de fiscalización.  

El Consejero Presidente y los Consejeros Electorales, cuando no haya proceso electoral, 

estarán obligados a realizar tareas de investigación, docencia y difusión de la materia 

electoral, de participación ciudadana y de educación cívica. 

La ley establecerá los requisitos que deberán reunirse para ocupar los cargos de Secretario 

Ejecutivo y titular de la Contraloría General.  

La ley determinará las reglas para la organización y funcionamiento de los órganos del 

Instituto Electoral del Estado de México, así como las relaciones jerárquicas y 

administrativas entre éstos.  

Los emolumentos que perciban el Consejero Presidente, los Consejeros Electorales, el 

Secretario Ejecutivo y el titular de la Contraloría General serán los previstos en el 

Presupuesto de Egresos del Estado del ejercicio fiscal del año correspondiente.  

Las leyes determinarán los regímenes laboral y de responsabilidades de los servidores 

públicos del Instituto Electoral del Estado de México.  

El Instituto Electoral del Estado de México contará con servidores públicos investidos de fe 

pública para actos de naturaleza electoral, cuyas atribuciones y funcionamiento serán 

reguladas por la ley de la materia. 

El Instituto Electoral del Estado de México tendrá a su cargo, además de las que determine 

la ley de la materia, las actividades relativas al desarrollo de la democracia y la cultura 

política, derecho y acceso a las prerrogativas de los candidatos y partidos políticos, 

educación cívica, preparación de la jornada electoral, impresión de documentos y la 

producción de materiales electorales, escrutinios y cómputos, declaración de validez y 

otorgamiento de constancias en las elecciones locales, resultados preliminares, encuestas o 

sondeos de opinión, observación electoral, conteo rápido y sobre mecanismos de 

participación ciudadana, así como las que le delegue el Instituto Nacional Electoral.  



Asimismo, se faculta al Instituto Electoral del Estado de México a celebrar convenios con los 

ayuntamientos del Estado de México para la organización, desarrollo y vigilancia de las 

elecciones de autoridades auxiliares municipales. A petición de los partidos políticos locales 

y con cargo a sus prerrogativas, en los términos que establezca la ley, podrá organizar las 

elecciones de sus dirigentes. Las sesiones de todos los órganos colegiados de dirección serán 

públicas en los términos que señale la ley.  

La ley determinará las facultades y atribuciones que en materia de candidaturas 

independientes y de consulta popular tendrá el Instituto Electoral del Estado de México. 

El Instituto Electoral del Estado de México podrá convenir con el Instituto Nacional Electoral 

que se haga cargo de la organización de los procesos electorales locales, en los términos que 

disponga la legislación aplicable.  

Artículo 12.- Los partidos políticos son entidades de interés público con personalidad 

jurídica y patrimonio propio, con registro ante el Instituto Nacional Electoral y el Instituto 

Electoral del Estado de México, tienen como fin promover la participación del pueblo en la 

vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y 

como organizaciones de ciudadanos, facilitarles el acceso al ejercicio del poder público, de 

acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, 

libre, secreto y directo, así como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros en 

candidaturas a Diputados Locales e integrantes de los Ayuntamientos. Su participación en 

los procesos electorales estará determinada por la ley. Es derecho de los partidos políticos 

solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular. Solo los ciudadanos podrán 

formar partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a ellos, sin la intervención de 

organizaciones civiles, sociales o gremiales, nacionales o extranjeras, o con objeto social 

diferente a la creación de partidos y sin que medie afiliación corporativa.  

Las autoridades electorales solamente podrán intervenir en los asuntos internos de los 

partidos políticos en los términos que señalen ésta Constitución y la ley respectiva. 

En los procesos electorales los partidos políticos tendrán derecho a postular candidatos, 

formulas, planillas o listas, por sí mismos, en coalición o en candidatura común con otros 

partidos.  

La coalición podrá ser total, parcial o flexible y deberá formalizarse, mediante convenio por 

el cual no podrá existir transferencia o distribución de votación entre los partidos 

coaligados, de acuerdo con lo que establece la legislación de la materia.  

Cada partido político en lo individual, independiente de participar coaligado, deberá 

garantizar la paridad entre los géneros, en las candidaturas locales correspondientes.  

Ningún ciudadano podrá ser registrado como candidato a distintos cargos de elección 

popular en el mismo proceso electoral. Los partidos políticos podrán registrar 

simultáneamente, en un proceso comicial hasta cuatro fórmulas de candidatos a Diputados 

por mayoría relativa y por representación proporcional.  

Derogado 

El partido político local que no obtenga, al menos el tres por ciento de la votación válida 

emitida en la elección para Gobernador o Diputados a la Legislatura del Estado, le será 

cancelado el registro. Para tener derecho a participar en la asignación de Diputados de 

representación proporcional, los partidos políticos deberán haber obtenido al menos el tres 

por ciento de la votación válida emitida en la elección para Diputados.  

La ley garantizará que los partidos políticos cuenten de manera equitativa con elementos 

para llevar a cabo sus actividades. La ley establecerá las reglas a las que se sujetará el 

financiamiento tanto público como privado de los partidos políticos.  



De igual manera, la ley establecerá el procedimiento para la liquidación de las obligaciones 

de los partidos que pierdan su registro y los supuestos en que sus bienes y remanentes 

pasarán a formar parte del patrimonio del Estado. 

Los partidos políticos y los candidatos independientes, en su caso, podrán acceder a la radio 

y a la televisión, conforme a lo dispuesto en el apartado B de la base III del artículo 41 de la 

Constitución Federal, los cuales en ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí o 

por terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión.  

Ninguna otra persona, física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, podrá 

contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias electorales 

de los ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos políticos o de candidatos a cargos de 

elección popular.  

La ley establecerá los plazos para la realización de los procesos partidistas de selección y 

postulación de candidatos a cargos de elección popular, así como las reglas para el desarrollo 

de las precampañas. También establecerá los plazos para el desarrollo de las campañas 

electorales de los partidos políticos y los candidatos independientes.  

La duración máxima de las campañas será de sesenta días para la elección de Gobernador y 

de treinta y cinco días cuando se elijan Diputados locales o Ayuntamientos. Asimismo, las 

precampañas no podrán durar más de las dos terceras partes de las respectivas campañas 

electorales; la ley de la materia fijará los criterios para establecer los límites a las 

erogaciones de los partidos políticos en sus precampañas y campañas electorales, así como 

los montos máximos que tengan las aportaciones de los militantes y simpatizantes. 

La violación a estas disposiciones por los partidos o cualquier otra persona física o moral, 

será sancionada conforme a la ley.  

La propaganda política o electoral que realicen y difundan los partidos políticos y candidatos 

deberán abstenerse de expresiones que calumnien a las personas.  

Desde el inicio de las campañas electorales y hasta la conclusión de la respectiva jornada 

electoral, deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación social toda 

propaganda gubernamental, tanto de las autoridades estatales, como municipales y 

cualquier otro ente público. Las únicas excepciones a lo anterior serán las campañas de 

información de las autoridades electorales, las relativas a servicios educativos y de salud o 

las necesarias para la protección civil en caso de emergencia.  

La propaganda impresa deberá ser reciclable, preferentemente deberá elaborarse con 

materiales reciclados o biodegradables que no contengan sustancias tóxicas ni materiales 

que produzcan riesgos a la salud de las personas.  

Las infracciones a lo dispuesto en materia de propaganda electoral darán motivo a la 

imposición de sanciones en los términos que determine la ley. El Instituto Electoral del 

Estado de México impondrá las sanciones en el ámbito de su competencia mediante 

procedimientos ordinarios y especiales expeditos o, en su caso, solicitará a la autoridad 

competente la imposición de las mismas.  

El Instituto Electoral del Estado de México y el Tribunal Electoral podrán ordenar la 

realización de recuentos de alguna o algunas casillas, siempre que ello no sea obstáculo para 

resolver dentro de los plazos establecidos en la ley, la que determinará los casos en que 

podrán realizarse recuentos totales o parciales en los ámbitos administrativo y 

jurisdiccional.  

La ley determinará las faltas en materia electoral, estableciendo los procedimientos 

aplicables y las sanciones que deba imponerse. 



Artículo 13.- Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y 

resoluciones electorales, la ley establecerá un sistema de medios de impugnación que dará 

definitividad a las distintas etapas de los procesos electorales locales y garantizará la 

protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos.  

Habrá un Tribunal Electoral autónomo, de carácter permanente con personalidad jurídica y 

patrimonio propios, independiente en sus decisiones que será la máxima autoridad 

jurisdiccional en la materia, con la jurisdicción y competencia que determinen esta 

Constitución y la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su 

adecuado funcionamiento.  

El Tribunal Electoral funcionará en Pleno, se integrará por cinco Magistrados designados por 

el Senado de la República en los términos que establece la legislación de la materia y gozarán 

de todas las garantías judiciales previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, a efecto de garantizar su independencia y autonomía. Sus emolumentos serán 

los previstos en el Presupuesto de Egresos del Estado del ejercicio fiscal del año 

correspondiente.  

Los Magistrados del Tribunal Electoral designarán a su Presidente, por mayoría de votos, 

entre ellos; la Presidencia deberá ser rotatoria por un periodo de dos años conforme al 

procedimiento y requisitos establecidos en la ley. 

En caso de falta absoluta de alguno de los Magistrados, el Magistrado Presidente del Tribunal 

lo hará del conocimiento al Senado. Si ocurriera una vacante temporal, corresponderá a la 

Legislatura designar, de entre una terna de ciudadanos propuestos por el Pleno del Tribunal 

Electoral y con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, a quien cubrirá 

la vacante.  

Quienes hayan fungido como magistrados electorales no podrán asumir un cargo público en 

los órganos emanados de las elecciones celebradas durante su periodo, ni ser postulados 

para un cargo de elección popular o asumir un cargo de dirigencia partidista, durante los 

dos años posteriores al término de su encargo.  

Al Tribunal Electoral le corresponderá resolver de forma definitiva e inatacable las 

impugnaciones en contra de los actos y resoluciones del Instituto Electoral del Estado de 

México a través de los medios establecidos en la ley de la materia; los conflictos o diferencias 

laborales entre el Tribunal Electoral y sus servidores y entre el Instituto Electoral del Estado 

de México y sus servidores públicos electorales, así como las determinaciones sobre 

imposición de sanciones por parte del Instituto Electoral del Estado de México.  

El Tribunal Electoral expedirá su reglamento interno y los acuerdos generales para su 

adecuado funcionamiento, en los términos que señale la ley. 

El Tribunal Electoral contará con una Contraloría General adscrita al Pleno, que tendrá a su 

cargo la fiscalización de las finanzas y recursos del Tribunal Electoral; su titular será 

nombrado por la Legislatura del Estado, en la forma y términos que señale la ley. 

El Magistrado Presidente y los Magistrados Electorales, durante el tiempo que transcurra 

entre dos procesos electorales, estarán obligados a realizar tareas de investigación, docencia 

y difusión de la materia electoral y de participación ciudadana.  

La ley fijará las causales de nulidad de las elecciones de Gobernador, Diputados locales y 

Ayuntamientos. El Tribunal Electoral sólo podrá declarar la nulidad de una elección por la 

actualización de alguna de las causales expresamente establecidas en la ley. 

La ley establecerá los supuestos y las reglas para el ejercicio de los medios de apremio para 

hacer cumplir de manera expedita sus resoluciones.  



Artículo 14.- El Gobernador del Estado podrá someter a referéndum total o parcial las 

reformas y adiciones a la presente Constitución y las leyes que expida la Legislatura, excepto 

las de carácter tributario o fiscal.  

Los ciudadanos de la Entidad podrán solicitar al Gobernador que sean sometidas a 

referéndum total o parcial esos ordenamientos, siempre y cuando lo hagan al menos el 20 

por ciento de los inscritos en las listas nominales de electores, debidamente identificados y 

dentro de los 30 días naturales siguientes a su publicación en el diario oficial del Estado.  

La ley de la materia determinará las normas, términos y procedimiento a que se sujetarán 

el referéndum constitucional y el legislativo.  

Artículo 15.- Las organizaciones civiles podrán participar en la realización de actividades 

sociales, cívicas, económicas y culturales relacionadas con el desarrollo armónico y 

ordenado de las distintas comunidades. 

Asimismo, podrán coadyuvar en la identificación y precisión de las demandas y aspiraciones 

de la sociedad para dar contenido al Plan de Desarrollo del Estado, a los planes municipales 

y a los programas respectivos, propiciando y facilitando la participación de los habitantes 

en la realización de las obras y servicios públicos.  

La ley determinará las formas de participación de estas organizaciones, y la designación de 

contralores sociales para vigilar el cumplimiento de las actividades señaladas en el párrafo 

anterior.  

Artículo 16.- La Legislatura del Estado establecerá un organismo autónomo para la 

protección de los derechos humanos que reconoce el orden jurídico mexicano, el cual 

conocerá de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa, 

provenientes de cualquier autoridad o servidor público del Estado, o de los municipios que 

violen los derechos humanos. Este organismo formulará recomendaciones públicas no 

vinculatorias, así como denuncias y quejas ante las autoridades respectivas.  

El organismo no será competente tratándose de asuntos electorales y jurisdiccionales. 

El organismo que establecerá la Legislatura del Estado se denominará Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de México, contará con autonomía de gestión y presupuestaria, 

personalidad jurídica y patrimonio propio.  

Toda autoridad o servidor público está obligado a responder las Recomendaciones que les 

presente este organismo. Cuando las Recomendaciones emitidas no sean aceptadas o 

cumplidas, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa. La Legislatura podrá 

llamar, a solicitud del organismo a las autoridades o servidores públicos responsables para 

que comparezcan ante dicho órgano, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa o de 

incumplimiento.  

La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México tendrá un Consejo Consultivo 

integrado por un presidente, un secretario técnico y cinco consejeros ciudadanos, estos 

últimos elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la 

Legislatura o, en sus recesos, por la Diputación Permanente, con la misma votación 

calificada. Los consejeros ciudadanos durarán en su cargo tres años, salvo que fuesen 

propuestos y ratificados para un segundo periodo.  

El Presidente de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de México, quien lo será 

también del Consejo Consultivo, será elegido en los mismos términos del párrafo anterior y 

durara en su encargo cuatro años, podrá ser reelecto por una sola vez y removido de sus 

funciones en los términos del Título Séptimo de esta Constitución.  



Para los efectos de la elección del Presidente y de los consejeros ciudadanos, la Legislatura 

estatal deberá establecer mecanismos de consulta pública, con la sociedad civil, organismos 

públicos y privados que tengan por objeto la protección y defensa de los derechos humanos. 

Con base en dicha consulta, que deberá ser transparente, la comisión legislativa que 

corresponda propondrá una terna de candidatos, de la cual se elegirá a quien ocupe el cargo, 

en los términos y condiciones que señale la ley correspondiente.  

El Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México presentará, 

anualmente a los Poderes del Estado, un informe de actividades, de manera personal. 

Artículo 17.- El Estado de México tiene una composición pluricultural y pluriétnica 

sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. Esta Constitución reconoce como 

pueblos indígenas dentro del territorio mexiquense a los Mazahua, Otomí, Náhuatl, 

Matlazinca, Tlahuica y aquellos que se identifiquen en algún otro pueblo indígena. El Estado 

favorecerá la educación básica bilingüe.  

La ley protegerá y promoverá el desarrollo de sus culturas, lenguas, usos, costumbres, 

recursos y formas específicas de organización social y garantizará a sus integrantes el 

efectivo acceso a la jurisdicción del Estado.  

Las autoridades promoverán el bienestar de estos grupos mediante las acciones necesarias, 

convocando incluso a la sociedad, en especial en las materias de salud, educación, vivienda 

y empleo, así como en todas aquellas que con respeto a las expresiones y manifestaciones de 

su cultura, faciliten e impulsen la participación de quienes los integran en todos los ámbitos 

del desarrollo del Estado y en igualdad de condiciones y oportunidades que los demás 

habitantes. Los pueblos y comunidades indígenas tienen derecho a elegir, en los municipios 

con población indígena, representantes ante los Ayuntamientos, con el propósito de 

fortalecer su participación y representación política, de conformidad con sus tradiciones y 

normas internas.  

Los pueblos y comunidades indígenas podrán elegir, de acuerdo con sus normas, 

procedimientos y prácticas tradicionales, a sus autoridades o sus representantes para el 

ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los 

hombres indígenas disfruten y ejerzan su derecho de votar y ser votados en condiciones de 

igualdad; así como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección popular para 

los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto federal y la 

soberanía estatal. En ningún caso las practicas comunitarias podrán limitar los derechos 

político electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades municipales.  

Artículo 18.- Corresponde al Estado procurar el desarrollo integral de los pueblos y 

personas, garantizando que fortalezca la Soberanía del Estado y su régimen democrático y 

que, mediante la competitividad, el fomento del crecimiento económico, una política estatal 

para el desarrollo industrial que incluya vertientes sectoriales y regionales, el empleo y una 

más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la 

dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta 

Constitución y las disposiciones legales de la Federación. La competitividad se entenderá 

como el conjunto de condiciones necesarias para generar un mayor crecimiento económico, 

promoviendo la inversión y la generación de empleo digno y bien remunerado. El desarrollo 

se basará en el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales, cuidando la 

integridad de los ecosistemas, fomentando un justo equilibrio de los factores sociales y 

económicos, de manera que no se comprometa la satisfacción de las necesidades de las 

generaciones futuras.  

Las autoridades ejecutarán programas para conservar, proteger y mejorar los recursos 

naturales del Estado y evitar su deterioro y extinción, así como para prevenir y combatir la 

contaminación ambiental. 



La legislación y las normas que al efecto se expidan harán énfasis en el fomento a una cultura 

de protección a la naturaleza, al mejoramiento del ambiente, al aprovechamiento racional 

de los recursos naturales, a las medidas de adaptación y mitigación al cambio climático en 

el Estado y a la propagación de la flora y de la fauna existentes en el Estado. El daño y 

deterioro ambiental generarán responsabilidad en términos de ley.  

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar.  

En el Estado de México toda persona tiene derecho al acceso y disposición de agua de manera 

suficiente, asequible y salubre, para consumo personal y doméstico. La ley definirá las bases, 

accesos y modalidades en que se ejercerá este derecho, siendo obligación de los ciudadanos 

su cuidado y uso racional.  

La Legislatura del Estado establecerá en la Ley la existencia de un organismo en materia de 

agua, integrado por un Comisionado Presidente aprobado por la Legislatura a propuesta del 

Gobernador, por representantes del Ejecutivo del Estado, de los municipios y por 

ciudadanos, el cual regulará y propondrá los mecanismos de coordinación para la prestación 

del servicio de agua potable, alcantarillado, saneamiento, tratamiento y disposición de aguas 

residuales y, en general, el mejoramiento de la gestión integral del agua en beneficio de la 

población. 

Artículo 19.- Los recursos cuya captación y administración corresponda a las autoridades, 

se aplicarán adecuadamente en la atención y solución de las necesidades de los habitantes, 

para lo cual las leyes de ingresos y los presupuestos de egresos del Estado y de los 

municipios, estarán orientados a la asignación prudente de tales recursos, considerando 

criterios de proporcionalidad y equidad en la distribución de cargas y de los beneficios 

respectivos entre los habitantes.  

Artículo 20.- La ley establecerá la sanción penal por la distracción de los recursos públicos 

para objetos distintos de los señalados en los presupuestos. 

TITULO TERCERO 

De la Población 

CAPITULO PRIMERO 

De los Habitantes del Estado 

Artículo 21.- Son habitantes del Estado las personas que residan en él temporal o 

permanentemente.  

Artículo 22.- Los habitantes del Estado, se considerarán como mexiquenses, vecinos o 

transeúntes. 

Artículo 23.- Son mexiquenses:  

I. Los nacidos dentro de su territorio, sea cual fuere la nacionalidad de sus padres;  

II. Los nacidos fuera del Estado, hijo de padre o madre nacidos dentro del territorio del 

Estado; y  

III. Los vecinos, de nacionalidad mexicana, con 5 años de residencia efectiva e 

ininterrumpida en el territorio del Estado.  

Se entenderá por residencia efectiva, el hecho de tener domicilio fijo en donde se habite 

permanentemente.  



Artículo 24.- Los mexiquenses serán preferidos en igualdad de circunstancias a los demás 

mexicanos para el desempeño de cargos públicos del Estado o de los municipios, siempre 

que cumplan los otros requisitos que las leyes o reglamentos exijan.  

Artículo 25.- Son vecinos del Estado:  

I. Los habitantes que tengan cuando menos seis meses de residencia fija en determinado 

lugar del territorio de la entidad con el ánimo de permanecer en él; y 

II. Los que antes del tiempo señalado manifiesten a la autoridad municipal su deseo de 

adquirir la vecindad y acrediten haber hecho la manifestación contraria ante la autoridad 

del lugar donde tuvieron inmediatamente antes su residencia. 

Artículo 26.- Sólo los vecinos de nacionalidad mexicana, tendrán derecho a servir en los 

cargos municipales de elección popular o de autoridad pública del lugar de su residencia.  

Artículo 27.- Son deberes de los vecinos del Estado:  

I. Inscribirse oportunamente y proporcionar la información que se requiera para la 

integración de censos, padrones o registros de carácter público con fines estadísticos, 

catastrales, de reclutamiento para el servicio de las armas, civiles o de otra índole, en la 

forma y términos que la Constitución Federal, esta Constitución y las leyes establezcan;  

II. Contribuir para los gastos públicos del Estado y de los municipios donde residan o realicen 

actividades gravables, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, según 

lo establecido por la Constitución Federal;  

III. Hacer que sus hijos o pupilos concurran a las escuelas públicas o privadas, para obtener 

la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior, y reciban la instrucción 

militar, en los términos que establezca la ley; y  

IV. Las demás que esta Constitución y las leyes establezcan. 

CAPITULO SEGUNDO 

De los Ciudadanos del Estado 

Artículo 28.- Son ciudadanos del Estado los habitantes del mismo que tengan esta calidad 

conforme a la Constitución Federal, y que además reúnan la condición de mexiquenses o 

vecinos a que se refiere esta Constitución. 

Artículo 29.- Son prerrogativas de los ciudadanos del Estado:  

I. Inscribirse en los registros electorales;  

II. Votar y ser votados para los cargos públicos de elección popular del Estado y de los 

municipios y desempeñar cualquier otro empleo o comisión, si reúnen los requisitos que las 

normas determinen;  

III. Solicitar el registro de candidatos independientes ante la autoridad electoral cumpliendo 

con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación aplicable en la 

materia;  

IV. Desempeñar las funciones electorales que se les asignen;  

V. Asociarse libre y pacíficamente para tomar parte en los asuntos políticos del Estado y sus 

municipios;  

VI. Participar en las organizaciones de ciudadanos que se constituyan en sus comunidades, 

para la atención de sus necesidades;  



VII. Iniciar leyes, en los términos y con los requisitos que señalen tanto la Constitución como 

las leyes;  

VIII. Votar en las consultas populares sobre temas de trascendencia estatal, las que se 

sujetarán a lo siguiente: 

1º. Serán convocadas por la Legislatura, a petición de:  

a) El Gobernador del Estado;  

b) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Legislatura, o  

c) Los ciudadanos, en un número equivalente, al menos, al dos por ciento de los inscritos en 

la lista nominal de electores de la entidad con corte a la fecha que se haga la petición, 

debiéndose atender los términos que determine la ley.  

Con excepción de la hipótesis prevista en el inciso c) anterior, la petición deberá ser 

aprobada por la mayoría de la Legislatura. 

2º. Cuando la participación total corresponda, al menos, al cuarenta por ciento de los 

ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores con corte a la fecha que se haga la 

consulta, en el respectivo ámbito, el resultado será vinculatorio para los poderes Ejecutivo 

y Legislativo locales y para las autoridades estatales competentes;  

3º. No podrán ser objeto de consulta popular la restricción de los derechos humanos 

reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la particular del 

Estado; los principios consagrados en el artículo 40 de la Constitución Federal; los principios 

consagrados en el artículo 3 de esta Constitución; la materia electoral; los ingresos y gastos 

del Estado y, la seguridad estatal. La Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia 

del Estado resolverá, previo a la convocatoria que realice la Legislatura, sobre la 

constitucionalidad de la materia de la consulta; 

4o. El Instituto Electoral del Estado de México tendrá a su cargo, en forma directa, la 

verificación del requisito establecido en el inciso c) del apartado 1o de la presente fracción, 

así como la organización, desarrollo, cómputo y declaración de resultados;  

5º. La consulta popular se realizará el mismo día de la jornada electoral local;  

6o. Las resoluciones del Instituto Electoral del Estado de México podrán ser impugnadas en 

los términos de lo dispuesto en el artículo 13 de esta Constitución.  

7º. Las leyes establecerán lo conducente para hacer efectivo lo dispuesto en la presente 

fracción.  

IX. Acceder a la gestión pública de forma alternativa más no limitativa, a través del uso de 

medios electrónicos. 

Artículo 30.- Tienen suspendidos los derechos y prerrogativas de ciudadanos del Estado:  

I. Los que estén sujetos a un proceso penal por delito que merezca pena privativa de libertad, 

a contar desde la fecha del auto de vinculación a proceso hasta que cause ejecutoria la 

sentencia que los absuelva o se extinga la pena.  

II. Los que sean declarados incapaces por resolución judicial;  

III. Los prófugos de la justicia desde que se dicte la orden de aprehensión hasta que prescriba 

la acción penal;  

IV. Los que pierdan la condición de vecinos; y  



V. Los que incumplan injustificadamente cualquiera de las obligaciones de ciudadano, 

señaladas en la Constitución Federal. Esta suspensión durará un año.  

La Ley determinará los casos en que se suspenden los derechos de ciudadano y la forma de 

su rehabilitación. 

Artículo 31.- Pierden la calidad de ciudadanos del Estado:  

I. Los que por cualquier causa dejen de ser ciudadanos mexicanos; y  

II. Los ciudadanos electos para cargos públicos que se nieguen a desempeñarlos sin causa 

justificada.  

La Ley determinará los términos y procedimientos para la declaratoria de la pérdida de la 

ciudadanía y la manera de hacer la rehabilitación.  

Artículo 32.- El desempeño de comisiones al servicio de la nación o del Estado o la 

realización de estudios, fuera de la entidad, no son causas de la pérdida de la calidad de 

vecino.  

Artículo 33.- Quienes se encuentren accidental o transitoriamente en el territorio del Estado, 

estarán sujetos a sus leyes y ordenamientos jurídicos. 

TITULO CUARTO  

Del Poder Público del Estado  

CAPITULO PRIMERO 

De la División de Poderes 

Artículo 34.- El Poder Público del Estado de México se divide para su ejercicio en Legislativo, 

Ejecutivo y Judicial.  

Artículo 35.- Los poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado se depositan en ciudadanos 

electos mediante sufragio universal, libre, secreto y directo, conforme a las leyes 

correspondientes.  

Artículo 36.- No podrán reunirse dos o más poderes del Estado en una sola persona o 

corporación ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo en el caso previsto por la 

fracción XI del artículo 61 de esta Constitución.  

Artículo 37.- La ciudad de Toluca de Lerdo es la sede de los poderes públicos del Estado y 

capital del mismo. 

CAPITULO SEGUNDO 

Del Poder Legislativo 

SECCION PRIMERA 

De la Legislatura 

Artículo 38.- El ejercicio del Poder Legislativo se deposita en una asamblea denominada 

Legislatura del Estado, integrada por diputados electos en su totalidad cada tres años, 

conforme a los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, mediante 

sufragio universal, libre, secreto y directo.  

Por cada diputado propietario se elegirá un suplente.  

El o los diputados electos en elecciones extraordinarias concluirán el período de la 

Legislatura respectiva.  



Artículo 39.- La Legislatura del Estado se integrará con 45 diputados electos en distritos 

electorales según el principio de votación mayoritaria relativa y 30 de representación 

proporcional.  

Derogado  

La asignación de diputaciones por el principio de representación proporcional se efectuará 

conforme a las siguientes bases: 

I. Se constituirán hasta tres circunscripciones electorales en el Estado, integradas cada una 

por los distritos electorales que en los términos de la ley de la materia se determinen.  

II. Para tener derecho a la asignación de diputaciones de representación proporcional, el 

partido político de que se trate deberá acreditar la postulación de candidatos propios de 

mayoría relativa en por lo menos 30 distritos electorales y de haber obtenido al menos el 

tres por ciento de la votación válida emitida, se le asignará una curul por el principio de 

representación proporcional, independientemente de los triunfos de mayoría que haya 

obtenido;  

III. Realizada la distribución anterior, se procederá a asignar el resto de las diputaciones de 

representación proporcional, conforme a la fórmula establecida en la ley. 

Los diputados de mayoría relativa y los de representación proporcional tendrán iguales 

derechos y obligaciones.  

En ningún caso un partido político podrá contar con un número de diputados por ambos 

principios que representen un porcentaje del total de la Legislatura del Estado que exceda 

en ocho puntos su porcentaje de votación emitida.  

Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos uninominales 

obtenga un porcentaje de curules del total de la Legislatura del Estado superior a la suma 

del porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento. Así mismo, en la integración 

de la Legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor 

al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales. 

Artículo 40.- Para ser diputado propietario o suplente se requiere:  

I. Ser ciudadano del Estado en pleno ejercicio de sus derechos;  

II. Ser mexiquense con residencia efectiva en su territorio no menor a un año o vecino del 

mismo, con residencia efectiva en su territorio no menor a tres años, anteriores al día de la 

elección;  

III. No haber sido condenado por sentencia ejecutoriada por delito intencional que merezca 

pena corporal;  

IV. Tener 21 años cumplidos el día de la elección;  

V. No ser ministro de algún culto religioso, a menos de que se separe formal, material y 

definitivamente de su ministerio cuando menos 5 años antes del día de la elección;  

VI. No ser consejero presidente o consejero electoral, en los consejos distritales o 

municipales del Instituto Electoral del Estado de México, salvo que se hubiera separado del 

cargo dos años antes del día de la elección;  

VII. No ser diputado local, diputado federal o senador en ejercicio;  

VIII. No ser juez, magistrado ni integrante del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, 

servidor público federal, estatal o municipal;  



IX. No ser militar o jefe de las fuerzas de seguridad pública del Estado o de los municipios 

en ejercicio de mando en el territorio del distrito o circunscripción por el que se pretenda 

postularse.  

En el caso a que se refieren las tres fracciones anteriores, podrán postularse si se separan 

del cargo noventa días antes de las elecciones ordinarias y treinta de las extraordinarias.  

El Gobernador del Estado, durante todo el período del ejercicio, no podrá ser electo diputado.  

Artículo 41.- Ningún ciudadano podrá excusarse de desempeñar el cargo de diputado, salvo 

por causa justificada calificada por la Legislatura, la cual conocerá la solicitud.  

Artículo 42.- Los diputados jamás podrán ser reconvenidos o enjuiciados por las 

declaraciones o los votos que emitan con relación al desempeño de su cargo. 

Los presidentes de la Legislatura y de la Diputación Permanente velarán por el respeto al 

fuero constitucional de sus miembros y por la inviolabilidad del recinto donde se reúnan a 

sesionar.  

Artículo 43.- El ejercicio del cargo de diputado es incompatible con cualquier comisión o 

empleo del Gobierno Federal, del Estado o de los municipios y de sus organismos auxiliares 

por el que se disfrute sueldo. La Legislatura podrá conceder licencia a sus miembros, según 

los casos, para desempeñar otras funciones que les hayan sido encomendadas.  

Artículo 44.- La Legislatura del Estado se renovará en su totalidad cada tres años, la ley de 

la materia determinará la fecha de la elección. Los Diputados podrán ser electos de manera 

consecutiva hasta por cuatro periodos; la postulación sólo podrá ser realizada por el mismo 

partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubiera postulado, 

salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato.  

La Ley establecerá las medidas para que la elección conserve el carácter de libre y auténtica, 

garantizando la observancia de los principios consagrados en esta Constitución.  

Artículo 45.- Las elecciones de diputados por el principio de mayoría relativa serán 

computadas y declaradas válidas por los órganos electorales en cuyo territorio se haya 

llevado a cabo el proceso electoral correspondiente, el que otorgará las constancias 

respectivas a las fórmulas de candidatos que hubiesen obtenido mayoría de votos, en los 

términos de la ley de la materia.  

El cómputo y la declaración de validez de las elecciones de diputados de representación 

proporcional, así como la asignación de éstos, será hecha por el Instituto Electoral del Estado 

de México encargado de la organización, desarrollo y vigilancia de las elecciones. 

Artículo 46.- La Legislatura del Estado de México se reunirá en sesiones ordinarias tres 

veces al año, iniciando el primer periodo el 5 de septiembre y concluyendo, a más tardar el 

18 de diciembre; el segundo iniciará el 1° de marzo y no podrá prolongarse más allá del 30 

de abril; y el tercero iniciará el 20 de julio, sin que pueda prolongarse más allá del 15 de 

agosto.  

En el año de inicio del período constitucional del Ejecutivo Federal el primer período podrá 

prolongarse hasta el 31 de diciembre.  

El Gobernador del Estado y el Presidente del Tribunal Superior de Justicia podrán asistir al 

recinto de la Legislatura a la apertura del primer período.  

Excepcionalmente, la Legislatura podrá invitar a los titulares de los poderes Ejecutivo y 

Judicial a asistir a su recinto con motivo de la celebración de sesiones solemnes.  

Artículo 47.- En cualquier tiempo, la Diputación Permanente o el Ejecutivo del Estado por 

conducto de aquélla, podrán convocar a la Legislatura a sesiones extraordinarias.  



Los períodos extraordinarios de sesiones se destinarán exclusivamente para deliberar sobre 

el asunto o asuntos comprendidos en la convocatoria, y concluirán antes del día de la 

apertura de sesiones ordinarias, aún cuando no hubieren llegado a terminarse los asuntos 

que motivaron su reunión, reservando su conclusión para las sesiones ordinarias.  

Artículo 48.- Los diputados en ejercicio tienen el deber de acudir a todas las sesiones 

ordinarias y extraordinarias y votar la resolución de los asuntos sujetos a debate. El mismo 

deber asiste a los diputados electos de concurrir a las juntas preparatorias necesarias a que 

sean convocados. 

En ningún caso la Legislatura del Estado podrá sesionar sin la concurrencia de la mitad más 

uno del total de sus miembros.  

Los diputados que asistan tanto a las juntas preparatorias como a las sesiones ordinarias y 

extraordinarias, y éstas excepcionalmente no pudieran celebrarse por falta de quórum, 

deberán compeler a los ausentes a que se presenten en un plazo que no exceda de 48 horas, 

apercibiéndolos de que, si no lo hacen, se llamará desde luego a los suplentes; y si éstos no 

se presentaran después de haber sido apercibidos, se declarará vacante la diputación y, si 

procede, se convocará a elecciones extraordinarias.  

Los diputados que falten a tres sesiones consecutivas sin previa licencia del Presidente de la 

Legislatura, perderán el derecho de ejercer sus funciones durante el periodo en que ocurran 

las faltas y se llamará desde luego a los suplentes. 

Artículo 49.- La Legislatura del Estado sesionará por lo menos una vez cada año fuera de la 

capital del Estado.  

Artículo 50.- Las sesiones serán conducidas por una directiva, cuyos integrantes velarán por 

el cumplimiento de las normas contenidas en la Ley Orgánica correspondiente sobre el 

debate y votación de los asuntos.  

En la segunda sesión del primer período ordinario del ejercicio de la Legislatura y para todo 

el período constitucional, se integrará un órgano denominado Junta de Coordinación Política, 

cuya integración y funciones serán determinadas por la Ley Orgánica del Poder Legislativo 

y demás ordenamientos jurídicos aplicables. 

Artículo 51.- El derecho de iniciar leyes y decretos corresponde:  

I. Al Gobernador del Estado;  

II. A los diputados;  

III. Al Tribunal Superior de Justicia;  

IV. A los ayuntamientos;  

V. A los ciudadanos del Estado;  

VI. A la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, en materia de derechos 

humanos.  

VII. A la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, en materia de su competencia.  

El Gobernador del Estado tendrá derecho a presentar hasta tres iniciativas de carácter 

preferente al inicio del periodo ordinario de sesiones, debiendo sustentar las razones por las 

cuales les otorga dicho carácter.  

Las iniciativas con carácter preferente deberán ser sometidas a discusión y votación de la 

asamblea, a más tardar, en la última sesión del periodo ordinario en el que fueren 



presentadas. La ley establecerá los mecanismos aplicables para dar cumplimiento a lo 

previsto por el presente artículo. 

No podrán incluirse como iniciativas preferentes las que modifiquen disposiciones en 

materia electoral, las relacionadas con la creación de impuestos o las referidas en el artículo 

61 fracción XXX de esta Constitución.  

Artículo 52.- La Legislatura podrá solicitar del Gobernador del Estado la presencia de los 

titulares de las dependencias del Poder Ejecutivo, así como de los directores de los 

organismos auxiliares. Del Presidente del Tribunal Superior de Justicia podrá solicitar la 

presencia de los magistrados y de los miembros del Consejo de la Judicatura del Poder 

Judicial, cuando sea necesaria para el estudio de iniciativas de ley o decreto, de sus 

respectivas competencias.  

Cuando se trate de iniciativas de los ayuntamientos o se discutan asuntos de su competencia, 

podrá solicitarse al presidente municipal que concurra él o un integrante del ayuntamiento, 

para responder a los cuestionamientos que se les planteen. Tratándose de iniciativas que 

incidan en el ámbito de competencia de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 

México, o de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, la Legislatura podrá 

solicitar la presencia de un representante de los mismos para responder los 

cuestionamientos que se les planteen. Las solicitudes de la Legislatura se harán por conducto 

de la Junta de Coordinación Política.  

El Gobernador del Estado podrá participar en el análisis de los proyectos legislativos que 

caigan dentro de su ámbito competencial, así como de la discusión del dictamen, ya sea de 

propia voz, o a través de la voz del representante que designe al efecto. El mismo derecho 

tendrán las autoridades a quienes la Constitución otorga el derecho de iniciativa. La ley y el 

reglamento establecerán las bases bajo las cuales se dará esta participación una vez que haya 

sido formalmente solicitada por quien tiene derecho a ello.  

Artículo 53.- La discusión y aprobación de las resoluciones de la Legislatura se hará con 

estricta sujeción a su Ley Orgánica. Las iniciativas del Ejecutivo y del Tribunal Superior de 

Justicia serán turnadas desde luego a las comisiones respectivas con arreglo a ese 

ordenamiento.  

En la discusión de los proyectos de ley de ingresos municipales, como en toda iniciativa de 

ley, el Ejecutivo tendrá la intervención que le asigna la presente Constitución.  

Artículo 54.- La votación de las leyes y decretos será nominal.  

Artículo 55.- La Legislatura del Estado o la Diputación Permanente, antes de la votación de 

algún asunto, podrán dispensar trámites legislativos previstos en su Ley Orgánica, cuando 

se considere de urgente o de obvia resolución el asunto correspondiente.  

Artículo 56.- Para la adición, reforma o derogación del articulado o abrogación de las leyes 

o decretos se observarán los mismos trámites que para su formación.  

Artículo 57.- Toda resolución de la Legislatura tendrá el carácter de ley, decreto, iniciativa 

al Congreso de la Unión o acuerdo. Las leyes o decretos aprobados se comunicarán al 

Ejecutivo para su promulgación, publicación y observancia, salvo aquéllos que sean de la 

incumbencia exclusiva de la Legislatura, en los que no tendrá el derecho de veto. 

Las leyes o decretos aprobados se comunicarán al Ejecutivo firmados por el Presidente y los 

secretarios, y los acuerdos por los secretarios.  

Las iniciativas al Congreso de la Unión se comunicarán también con la firma del Presidente 

y los secretarios. 

Artículo 58.- Las leyes y decretos se publicarán en la siguiente forma:  



N.N. Gobernador (aquí el carácter que tenga, si es constitucional, interino o sustituto) del 

Estado Libre y Soberano de México, a sus habitantes, sabed: Que la Legislatura del Estado 

ha tenido a bien aprobar lo siguiente:  

La (número ordinal que corresponda) Legislatura del Estado de México decreta: (El texto de 

la ley o decreto).  

Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado, haciendo que se publique y se cumpla. (Fecha 

y rúbricas del Presidente y Secretarios).  

Por tanto, mando se publique, circule, observe y se le dé el debido cumplimiento.  

(Fecha y rúbricas del Gobernador y del Secretario General de Gobierno)  

(La exposición de motivos que originó su expedición y el dictamen legislativo 

correspondiente). 

Artículo 59. El Gobernador del Estado podrá formular observaciones a las leyes o decretos 

que expida la Legislatura y remitirlas para su discusión y, en su caso, aprobación dentro de 

los treinta días naturales siguientes a su recepción.  

Las leyes o decretos desechados en todo o en parte por el Ejecutivo, serán devueltos, con sus 

observaciones a la Legislatura. Deberán ser discutidos de nuevo por ésta, y si fuesen 

confirmados por las dos terceras partes del número total de sus integrantes serán ley o 

decreto y volverán al Ejecutivo para su promulgación.  

Artículo 60.- Cuando un proyecto de ley o decreto sea devuelto a la Legislatura con 

observaciones del Gobernador y no se apruebe con arreglo al artículo anterior, no podrá ser 

sometido nuevamente a discusión sino hasta el siguiente período ordinario de sesiones. 

 

SECCION SEGUNDA 

De las Facultades y Obligaciones de la Legislatura 

Artículo 61. Son facultades y obligaciones de la legislatura:  

I. Expedir leyes, decretos o acuerdos para el régimen interior del Estado, en todos los ramos 

de la administración del gobierno;  

II. Examinar y opinar sobre el Plan de Desarrollo del Estado que le remita el Ejecutivo;  

III. Expedir su Ley Orgánica y todas las normas necesarias para el debido funcionamiento de 

sus órganos y dependencias;  

V. Informar al Congreso de la Unión, en los casos a que se refiere el inciso 3o. de la fracción 

III del artículo 73 de la Constitución Federal y ratificar en su caso, la resolución que dicte el 

mismo Congreso, de acuerdo con los incisos 6o. y 7o. de la misma fracción;  

VI. Recibir la declaratoria a que se refiere el segundo párrafo del artículo 110 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos e iniciar el Juicio Político 

correspondiente;  

VII. Iniciar leyes o decretos ante el Congreso de la Unión;  

VIII. Excitar a los poderes de la Unión, para que cumplan con el deber de proteger al Estado 

en caso de invasión o violencia exterior, de sublevación o trastorno interior, a que se refiere 

la Constitución General de la República;  



IX. Reclamar ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando alguna ley o acto del 

Gobierno Federal constituya un ataque a la libertad, a la soberanía del Estado, a su 

Constitución o a la Constitución Federal, dando vista al Gobernador;  

X. Conocer y resolver sobre las modificaciones a la Constitución General de la República que 

el Congreso de la Unión le remita;  

XI. Autorizar facultades extraordinarias en favor del Ejecutivo, en casos excepcionales, y 

cuando así lo estime conveniente por las circunstancias especiales en que se encuentre el 

Estado, por tiempo limitado y previa aprobación de las dos terceras partes del total de sus 

miembros. En tales casos, se expresarán con toda precisión y claridad las facultades que se 

otorgan, mismas que no podrán ser las funciones electorales;  

XII. Convocar a elecciones ordinarias o extraordinarias de Gobernador, diputados y 

miembros de los ayuntamientos.  

Para el caso de elecciones ordinarias de Gobernador la convocatoria deberá expedirse por lo 

menos 100 días antes de la fecha de elección y para las de diputados y miembros de los 

ayuntamientos 80 días antes;  

XIII. Designar a los funcionarios electorales cuyo nombramiento le reserve ésta constitución;  

XIV. Constituirse en Colegio Electoral para designar Gobernador interino o sustituto, en los 

casos que determine la presente Constitución;  

XV. Aprobar por las dos terceras partes de la Legislatura, los nombramientos de Magistrados 

del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

México que hagan el Consejo de la Judicatura y el Gobernador, respectivamente, dentro de 

los 10 días hábiles siguientes a la fecha de los nombramientos, en los términos que disponga 

la Ley.  

En caso de negativa, el Consejo o el Gobernador, según corresponda, podrán formular una 

segunda propuesta diversa, y si tampoco es aprobada, el Consejo o el Gobernador quedarán 

facultados para hacer un tercer nombramiento, que surtirá efectos desde luego.  

Durante los recesos de la Legislatura, los nombramientos a que se refiere este precepto 

podrán ser aprobados por la Diputación Permanente; 

XV Bis. Expedir la Ley que instituya el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

México, dotado de plena autonomía para dictar los fallos y que establezca su organización, 

su funcionamiento y los recursos para impugnar sus resoluciones.  

XVI. Nombrar a los miembros de los ayuntamientos cuya designación le corresponda en los 

términos de la presente Constitución;  

XVII. Resolver sobre las licencias temporales o absolutas de sus miembros, del Gobernador, 

de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de México, cuando las ausencias excedan del término que establezcan las leyes 

respectivas.  

Para los efectos de esta fracción, se consideran temporales las ausencias que excedan de 15, 

pero no de 60 días. La Legislatura calificará cuando existan los motivos fundados que 

justifiquen una licencia temporal por un período mayor y que podrá extenderse por el tiempo 

que dure la causa que la motivó;  

XVIII. Conocer y resolver de las solicitudes de destitución por faltas graves, de los 

Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México y del Tribunal 

Superior de Justicia en términos de la presente Constitución.  



XIX. Recibir el aviso del Ejecutivo del Estado y de los presidentes municipales, cuando salgan 

al extranjero en misiones oficiales.  

XX. Nombrar y remover al personal del Poder Legislativo y de sus dependencias en los 

términos de la Legislación respectiva;  

XXI. Recibir la protesta del Gobernador, los Diputados, y los Magistrados del Tribunal 

Superior de Justicia, del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, del 

Auditor Superior de Fiscalización y del Presidente y miembros del Consejo de la Comisión de 

Derechos Humanos.  

El Gobernador del Estado protestará en los siguientes términos:  

"Protesto guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, las leyes que de una y otra 

emanen, y desempeñar leal y patrióticamente el cargo de Gobernador que el pueblo me ha 

conferido, mirando en todo por su bien y prosperidad; y si no lo hiciere así, que la Nación y 

el Estado me lo demanden".  

Los demás servidores públicos, prestarán la protesta en la forma siguiente:  

Uno de los Secretarios de la Legislatura interrogará: "¿Protesta guardar y hacer guardar la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de México, las leyes que de una y otra emanen y desempeñar leal y 

patrióticamente con los deberes de su encargo".  

El servidor público deberá contestar: "Sí, protesto".  

El Presidente de la Legislatura dirá: " Si no lo hiciere así, la Nación y el Estado se lo 

demanden";  

XXII. Convocar a ejercicio a los diputados suplentes en los casos de muerte, licencia o 

inhabilitación de los diputados propietarios; 

XXIII. Aprobar en su caso, los convenios que celebre el Ejecutivo en relación con los límites 

del Estado;  

XXIV. Cambiar la residencia de los Poderes del Estado;  

XXV. Fijar los límites de los municipios del Estado y resolver las diferencias que en esta 

materia se produzcan;  

XXVI. Crear y suprimir municipios, tomando en cuenta criterios de orden demográfico, 

político, social y económico;  

XXVII. Legislar en materia municipal, considerando en todos los casos el desarrollo del 

Municipio, como ámbito de gobierno más inmediato a los habitantes de la Entidad, conforme 

lo dispuesto por el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y demás ordenamientos aplicables;  

XXVIII. Declarar por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, la suspensión de 

ayuntamientos y que éstos han desaparecido; suspender o revocar el mandato de alguno o 

algunos de sus miembros por cualesquiera de las causas graves que la ley prevenga, siempre 

y cuando se haya sustanciado el procedimiento correspondiente en el que éstos hayan tenido 

conocimiento de las conductas y hechos que se les imputan y oportunidad para rendir las 

pruebas y formular los alegatos que a su juicio convengan.  

La Legislatura hará del conocimiento del Ejecutivo dentro de los cinco días siguientes a la 

resolución, cuando suspenda o declare desaparecido un ayuntamiento, para que dicte las 

medidas necesarias que procedan para asegurar la vigencia del orden jurídico y la paz social;  



XXIX. Designar, de entre los vecinos del municipio que corresponda, a propuesta en terna 

del Gobernador del Estado:  

A). A los concejos municipales que concluirán los períodos en caso de declararse 

desaparecido un ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus 

miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes, ni que se 

celebren nuevas elecciones.  

Estos concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley.  

B). Al ayuntamiento provisional cuando no se verifiquen o se declaren nulas las elecciones 

de un ayuntamiento, que actuará hasta que entre en funciones el electo.  

C). A los miembros sustitutos de los ayuntamientos para cubrir las faltas absolutas de los 

propietarios y suplentes.  

Los integrantes de los concejos municipales y de los ayuntamientos provisionales, así como 

los miembros sustitutos de los ayuntamientos, deberán cumplir los requisitos de elegibilidad 

establecidos para los miembros de los ayuntamientos;  

XXX. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos del Estado, previo examen, discusión y, 

en su caso, modificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo Estatal, una vez aprobadas 

las contribuciones establecidas en la Ley de Ingresos del Estado, a más tardar el 15 de 

diciembre, o hasta el 31 del mismo mes, cuando inicie el periodo constitucional el Ejecutivo 

Federal. En el Presupuesto de Egresos se dispondrá de las medidas apropiadas para vigilar 

su correcta aplicación. 

Si cumplidos los plazos a que se refiere el párrafo anterior no se hubieren aprobado los 

ordenamientos jurídico financieros referidos, seguirán en vigor hasta el 31 de enero del 

ejercicio fiscal inmediato siguiente los expedidos para el ejercicio fiscal inmediato anterior 

al de las iniciativas en discusión. En el caso de la Ley de Ingresos del Estado, sólo seguirán 

vigentes aquellos rubros que no se hayan visto afectados por la entrada en vigor de los 

ordenamientos legales correspondientes de carácter federal. En el caso del Presupuesto de 

Egresos, la extensión de su vigencia se entenderá referida únicamente a lo relativo al gasto 

corriente.  

Si llegado el 31 de enero no se hubiese aprobado la Ley de Ingresos del Estado o el 

Presupuesto de Egresos correspondientes al ejercicio fiscal en transcurso, o ambos, se 

turnará al Pleno de la Legislatura para su votación la iniciativa que en su momento hubiese 

mandado el Titular del Ejecutivo.  

La Legislatura al expedir el Presupuesto de Egresos, aprobará la retribución mínima y 

máxima que corresponda a cada nivel de empleo, cargo o comisión. Las remuneraciones de 

los servidores públicos deberán sujetarse a lo previsto en el artículo 147 de esta Constitución 

y en caso de que por cualquier circunstancia se omita establecer ésta, se entenderá por 

señalada la que hubiere tenido fijada en el presupuesto inmediato anterior.  

Cuando se trate de la creación de un nuevo empleo, cuya remuneración no se hubiere fijado, 

se le asignará la prevista para alguno similar.  

La retribución estará sujeta a las modificaciones que, en su caso, sean convenidas conforme 

a la legislación de la materia.  

La Legislatura examinará, discutirá y aprobará las asignaciones presupuestales multianuales 

que el Ejecutivo proponga en el proyecto de presupuesto de egresos, las cuales deberán estar 

destinadas a programas y proyectos de obra pública, de conformidad con los requisitos 

establecidos en el marco legal aplicable.  



La Legislatura aprobará proyectos para la prestación de servicios conforme a la ley de la 

materia y las asignaciones presupuestales que cubran los gastos correspondientes a dichos 

proyectos durante los ejercicios fiscales en que estén vigentes los mismos. Asimismo, 

aprobará las adjudicaciones directas de dichos proyectos, conforme a las excepciones 

previstas por la legislación aplicable.  

Los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los Organismos Autónomos, deberán 

incluir dentro de sus proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de las 

remuneraciones que se propone perciban sus servidores públicos. Estos presupuestos 

deberán observar el mismo procedimiento para la aprobación del presupuesto del Estado.  

XXXI. Expedir anualmente, a más tardar el 15 de diciembre, o hasta el 31 del mismo mes, 

cuando inicie el periodo constitucional el Ejecutivo Federal, la Ley de Ingresos de los 

Municipios, cuya iniciativa será turnada por el Ejecutivo del Estado.  

Si cumplido el plazo que corresponda no se hubiere aprobado el ordenamiento jurídico 

financiero referido, seguirá en vigor hasta el 31 de enero del ejercicio fiscal inmediato 

siguiente el expedido para el ejercicio fiscal inmediato anterior al de la iniciativa en 

discusión, únicamente respecto de aquellos rubros que no se hayan visto afectados por la 

entrada en vigor de los ordenamientos legales correspondientes de carácter federal. 

Si llegado el 31 de enero no se hubiese aprobado la Ley de Ingresos de los Municipios 

correspondiente al ejercicio fiscal en transcurso, se turnará al Pleno de la Legislatura para 

su votación la iniciativa que en su momento hubiese mandado el Titular del Ejecutivo.  

XXXII. Recibir, revisar, fiscalizar y calificar las cuentas públicas del Estado y de los 

Municipios, del año anterior, mismas que incluirán, en su caso, la información 

correspondiente a los Poderes Públicos, organismos autónomos, organismos auxiliares, 

fideicomisos públicos o privados y demás entes públicos que manejen recursos del Estado y 

Municipios. Para tal efecto, contará con un Órgano Superior de Fiscalización, dotado de 

autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su 

organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la 

legislación aplicable.  

La función de fiscalización se desarrollará conforme a los principios de legalidad, 

definitividad, imparcialidad, confiabilidad y de máxima publicidad. Así mismo deberá 

fiscalizar, a través del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, las acciones 

del Estado y Municipios en materia de fondos, recursos estatales y deuda pública.  

El Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México deberá entregar a la Legislatura 

un informe de resultados y los informes de auditoría que correspondan, dichos informes 

serán de carácter público y se presentarán en los términos y con el contenido que determine 

la Ley.  

El Auditor Superior de Fiscalización será designado y removido por el voto de las dos terceras 

partes de los miembros presentes de la Legislatura, a propuesta de la Junta de Coordinación 

Política.  

El Auditor Superior de Fiscalización durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado 

nuevamente por una sola vez, por el voto de las dos terceras partes de los miembros 

presentes de la Legislatura, y deberá contar con experiencia de cinco años en materia de 

control, auditoría financiera y de responsabilidades;  

XXXIII. Revisar, por conducto del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, las 

cuentas y actos relativos a la aplicación de los fondos públicos del Estado y de los Municipios, 

así como fondos públicos federales en los términos convenidos con dicho ámbito que 

incluirán la información correspondiente a los Poderes Públicos, organismos autónomos, 



organismos auxiliares, fideicomisos públicos o privados y demás entes que manejen recursos 

del Estado y Municipios.  

El Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México podrá solicitar y revisar, de manera 

casuística y concreta, información de ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en 

revisión, sin que por este motivo se entienda, para todos los efectos legales, abierta 

nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que pertenece la información solicitada, 

exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, contenidos en el presupuesto 

en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios fiscales o se trate de 

revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas estatales y municipales. 

Las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, el Órgano Superior de 

Fiscalización del Estado de México emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos 

públicos de la Cuenta Pública en revisión.  

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que determine la Ley 

de la materia, derivado de denuncias, el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 

México, previo análisis de procedencia, podrá revisar durante el ejercicio fiscal en curso a 

las autoridades fiscalizables, así como respecto de ejercicios anteriores, o en su caso 

remitirlas a la autoridad competente. Las autoridades fiscalizables proporcionarán la 

información que se solicite para la revisión, en los plazos y términos señalados por la Ley de 

la materia y en caso de incumplimiento, serán aplicables las sanciones previstas en la misma. 

El Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México rendirá un informe específico a la 

Legislatura en Pleno y en su caso, promoverá las acciones que correspondan ante el Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de México, la Fiscalía Especializada en Combate a la 

Corrupción o las autoridades competentes.  

Derivado de sus revisiones, el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México podrá 

promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, para la imposición de 

sanciones que correspondan a los servidores públicos del Estado y municipios y a los 

particulares.  

XXXIV. Fiscalizar la administración de los ingresos y egresos del Estado y de los Municipios, 

que incluyen a los Poderes Públicos, organismos autónomos, organismos auxiliares, 

fideicomisos públicos o privados y demás entes que manejen recursos del Estado y 

Municipios, a través del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México.  

El Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México podrá iniciar el proceso de 

fiscalización a partir del primer día hábil del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio que las 

observaciones o recomendaciones que, en su caso realice, deberán referirse a la información 

definitiva presentada en las cuentas públicas.  

Respecto a la planeación de las auditorías, el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 

México podrá solicitar información del ejercicio en curso, respecto de procesos concluidos, 

sin que se entiendan abiertos nuevamente.  

Los Poderes Públicos del Estado de México y las demás autoridades fiscalizables auxiliarán 

al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México en el ejercicio de sus funciones y 

atribuciones, en caso de no hacerlo, se harán acreedores a las sanciones que establezca la 

Ley en la materia. Asimismo, los servidores públicos estatales y municipales, así como 

cualquier autoridad, persona física o jurídico colectiva, pública o privada, fideicomiso, 

mandato o fondo, o cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos 

federales, estatales y municipales deberán proporcionar la información y documentación que 

solicite el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, de conformidad con los 

procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras 

autoridades y de los derechos de las y los usuarios del sistema financiero. En caso de no 



proporcionar la información, las y los responsables serán acreedores a las sanciones que 

establezca la Ley.  

XXXV. Determinar por conducto del Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, 

los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública del Estado y de los Municipios, 

incluyendo a los Poderes Públicos, organismos autónomos, organismos auxiliares, 

fideicomisos públicos o privados y demás entes que manejen recursos del Estado y 

Municipios; asimismo, promover las responsabilidades que sean procedentes ante el 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, la Fiscalía Especializada en 

Combate a la Corrupción y demás autoridades competentes, para el fincamiento de 

responsabilidades resarcitorias y la imposición de sanciones que correspondan a las y los 

servidores públicos estatales, municipales y a los particulares.  

XXXVI. Autorizar los actos jurídicos que impliquen la transmisión del dominio de los bienes 

inmuebles propiedad del Estado y de los municipios; establecer los casos en que se requiera 

el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de los ayuntamientos para dictar 

resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal; o para celebrar actos o 

convenios que trasciendan al período del Ayuntamiento; 

XXXVII. Aprobar los montos y conceptos de endeudamiento anual del Estado y de los 

municipios, de conformidad con las bases establecidas en las leyes de la materia y dentro de 

las limitaciones previstas en la Constitución Federal;  

XXXVII Bis. Autorizar por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes los 

montos máximos para en las mejores condiciones del mercado, contratar empréstitos y 

obligaciones por parte del Estado, municipios, sus organismos auxiliares y autónomos, así 

como cualquier otro ente sobre el que tengan control respecto de sus decisiones o acciones, 

previo análisis de su destino, capacidad de pago y, en su caso, el otorgamiento de garantía o 

el establecimiento de la fuente de pago, de conformidad con las bases establecidas en las 

leyes de la materia.  

XXXVIII. Conceder amnistía por delitos de la competencia de los tribunales del Estado;  

XXXIX. Declarar en su caso que ha o no lugar a proceder contra servidores públicos que gocen 

de fuero constitucional, por delitos graves del orden común y de los que cometan con motivo 

de sus funciones durante el desempeño de éstas;  

XL. Expedir la ley que establezca las bases de coordinación con la Federación, otras entidades 

y los municipios en materia de seguridad pública, así como para la organización y 

funcionamiento, el ingreso, selección, promoción y reconocimiento de los integrantes de las 

instituciones de seguridad pública en el ámbito estatal;  

XLI. Crear organismos descentralizados;  

XLII. Conceder premios y recompensas por servicios eminentes e importantes prestados a la 

humanidad, al Estado o a la comunidad; y  

XLIII. Aprobar el que uno o más municipios del Estado:  

a) Previo acuerdo entre sus ayuntamientos, se coordinen y asocien con uno o más municipios 

de otras entidades federativas, para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el 

mejor ejercicio de las funciones que les correspondan.  

b) Mediante la declaratoria correspondiente integren con el Gobierno del Estado, zonas 

metropolitanas para la coordinación de los planes, programas y acciones, de estos entre sí o 

del Estado y sus municipios con planes federales o de entidades federativas colindantes; 

para lo cual asignará los presupuestos respectivos.  



XLIV. Expedir las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren 

tanto las fracciones III, IV y V del artículo 115 de la Constitución Federal así como el segundo 

párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esa Constitución;  

XLV. Expedir las normas que regulen el procedimiento y condiciones para que el Gobierno 

del Estado asuma una función o servicio público municipal, cuando al no existir el convenio 

correspondiente, la Legislatura considere que el municipio de que se trate esté 

imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del 

ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras partes de sus 

integrantes;  

XLVI. Expedir las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los 

bandos o reglamentos correspondientes. 

Así como, emitir las normas que establezcan los procedimientos mediante los cuales se 

resuelvan los conflictos que se presenten entre los ayuntamientos y el Gobierno del Estado, 

o entre aquellos, con motivo de los actos a que se refieren las fracciones XLIV y XLV de este 

artículo;  

XLVII. Aprobar la afectación de los ingresos del Estado y, en su caso, el derecho a percibirlos, 

derivados de contribuciones, productos, aprovechamientos, accesorios u otros conceptos 

susceptibles de afectación, respecto al cumplimiento de todo tipo de obligaciones que 

deriven de la contratación de financiamiento o proyectos para prestación de servicios que 

contraten el Estado y los municipios. Igualmente corresponderá a la Legislatura, a solicitud 

del Gobernador, la aprobación de la desafectación de esos ingresos o derechos en términos 

de la legislación aplicable.  

XLVIII. Legislar en materia de participación ciudadana;  

XLIX. Convocar a consultas populares en los términos de esta Constitución y de la ley en la 

materia;  

L. Nombrar a los comisionados del organismo autónomo garante en materia de 

transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales.  

LI. Ratificar los nombramientos que el Gobernador haga de los servidores públicos que 

integren su gabinete, cuando opte por un gobierno de coalición, con excepción del titular en 

el ramo de seguridad pública.  

LII. Ejercer las acciones necesarias para el debido cumplimiento de las disposiciones en 

materia de disciplina financiera, equilibrio presupuestario y responsabilidad hacendaria, en 

términos de la legislación aplicable.  

LIII. Autorizar al Ejecutivo del Estado la celebración de convenios con la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público para adherirse al mecanismo de contratación de Deuda Estatal 

Garantizada.  

LIV. Designar por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, a los titulares 

de los órganos internos de control de los organismos a los que esta Constitución reconoce 

autonomía y que ejerzan recursos del Presupuesto de Egresos del Estado, en términos que 

disponga la Ley.  

LV. Objetar en su caso, en un plazo no mayor de 10 días hábiles con el voto de las dos terceras 

partes de los miembros presentes, el nombramiento del titular de la Fiscalía Especializada 

en Combate a la Corrupción que realice el Fiscal General de Justicia del Estado de México.  

LVI. Las demás que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente 

Constitución, las leyes federales, o las del Estado le atribuyan.  



SECCION TERCERA 

De la Diputación Permanente 

Artículo 62.- A más tardar, tres días antes de la clausura de los períodos ordinarios de 

sesiones, la Legislatura designará una Diputación Permanente compuesta por nueve de sus 

miembros como propietarios y cinco suplentes para cubrir las faltas de aquéllos. 

Artículo 63.- La Diputación Permanente funcionará en los recesos de la Legislatura y en el 

año de su renovación, hasta la instalación de la nueva.  

Artículo 64.- Son facultades y obligaciones de la Diputación Permanente:  

I. Convocar por propia iniciativa o a solicitud del Ejecutivo a períodos extraordinarios de 

sesiones. Cuando pasados tres días de haber recibido la convocatoria el Gobernador no 

hubiera ordenado la publicación respectiva, el Presidente de la Diputación Permanente hará 

dicha publicación;  

II. Llamar a los suplentes respectivos en caso de inhabilidad o fallecimiento de los 

propietarios, y si aquéllos también estuvieren imposibilitados, expedir los decretos 

respectivos para que se proceda a nueva elección;  

III. Recibir la protesta de los servidores públicos que deban rendirla ante la Legislatura 

cuando ésta se encuentre en receso;  

IV. Resolver sobre las renuncias, licencias o permisos que competan a la Legislatura;  

V. Recibir el aviso del Ejecutivo del Estado y de los presidentes municipales, cuando salgan 

al extranjero en misiones oficiales.  

VI. Dictaminar sobre todos los asuntos que queden pendientes de resolución en los recesos, 

a fin de que continúen sus trámites al abrirse los períodos de sesiones; y  

VII. Cumplir con las obligaciones que le impongan la Legislatura y otras disposiciones 

legales.  

CAPITULO TERCERO 

Del Poder Ejecutivo 

SECCION PRIMERA 

Del Gobernador del Estado 

Artículo 65.- El Poder Ejecutivo del Estado se deposita en un solo individuo que se denomina 

Gobernador del Estado de México. Artículo 66.- La elección de Gobernador del Estado de 

México será mediante sufragio universal, libre, secreto y directo.  

Artículo 67.- El Gobernador del Estado durará en su encargo seis años. Quien haya sido 

electo popularmente, nunca podrá serlo para otro período constitucional ni designado para 

cubrir ausencias absolutas o temporales del Ejecutivo.  

Artículo 68.- Para ser Gobernador del Estado se requiere:  

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce de sus derechos políticos;  

II. Ser mexiquense con residencia efectiva en su territorio no menor a tres años o vecino del 

mismo, con residencia efectiva en su territorio no menor a cinco años, anteriores al día de 

la elección. 

Se entenderá por residencia efectiva para los efectos de esta Constitución, el hecho de tener 

domicilio fijo en donde se habite permanentemente;  



III. Tener 30 años cumplidos el día de la elección;  

IV. No pertenecer al estado eclesiástico ni ser ministro de algún culto, a menos que se separe 

formal, material y definitivamente de su ministerio cuando menos cinco años antes del día 

de la elección;  

V. No ser servidor público en ejercicio de autoridad, ni militar en servicio activo o con mando 

de fuerzas dentro del Estado en los últimos 90 días anteriores al día de la elección ordinaria, 

o a partir del quinto día de la fecha de la publicación de la convocatoria para la elección 

extraordinaria; y V 

I. No contar con una o más nacionalidades distintas a la mexicana.  

Artículo 69.- El período constitucional del Gobernador del Estado comenzará el 16 de 

septiembre del año de su renovación.  

Nunca podrán ser electos para el período inmediato:  

a) El Gobernador sustituto o el designado para concluir el período en caso de falta absoluta 

del electo popularmente.  

b) El Gobernador interino, el provisional, o el ciudadano que bajo cualquier denominación 

supla las faltas temporales del Gobernador, siempre que desempeñe el cargo los dos últimos 

años del período.  

Artículo 70.- Cuando el Gobernador electo por causa de fuerza mayor, no se presente a 

desempeñar sus funciones el día en que deba tener lugar la renovación del período 

constitucional, lo suplirá el Presidente del Tribunal Superior de Justicia entre tanto la 

Legislatura se reúne para nombrar un Gobernador interino.  

Si dentro de 30 días siguientes al inicio del período constitucional, el electo no se presenta 

a rendir protesta, la Legislatura convocará de inmediato a elecciones extraordinarias, las 

cuales deberán realizarse en un plazo no mayor de 120 días a partir del inicio del período 

constitucional.  

Artículo 71.- Si por algún motivo no hubiera podido efectuarse la elección de Gobernador, 

fuese nula o no estuviera hecha y declarada el 16 de septiembre del año que corresponda, 

cesará el saliente y se encargará del poder ejecutivo en calidad de Gobernador interino el 

que designe la Legislatura. El mismo día en que la Legislatura nombre al Gobernador 

interino, expedirá la convocatoria para nuevas elecciones, las cuales deberán tener 

verificativo dentro de los 90 días siguientes contando a partir del inicio del período 

constitucional.  

Artículo 72.- Cuando el Gobernador hubiere tomado posesión del cargo y se produjera falta 

absoluta ocurrida en los dos primeros años del período respectivo, si la Legislatura estuviere 

en sesiones se constituirá en Colegio Electoral y con la concurrencia de cuando menos las 

dos terceras partes del número total de sus miembros, nombrará en escrutinio secreto y por 

mayoría absoluta de votos, un gobernador interino y en la misma sesión expedirá la 

convocatoria para la elección de Gobernador que deba concluir el período respectivo, 

debiendo mediar entre la fecha de la convocatoria y la que se señale para la verificación de 

la elección un plazo no mayor de noventa días. 

Si la Legislatura no estuviere en sesiones, lo suplirá como encargado del despacho el 

Secretario General de Gobierno o el Presidente del Tribunal Superior de Justicia; la 

Diputación Permanente convocará de inmediato a la Legislatura a un período extraordinario 

de sesiones para que designe al Gobernador interino y expida la convocatoria a elecciones 

de Gobernador en los términos del párrafo anterior.  



Cuando la falta del Gobernador ocurriese en los últimos cuatro años del período respectivo, 

si la Legislatura se encontrase en sesiones, designará al Gobernador sustituto que deberá 

concluir el período; si no estuviese reunida, lo suplirá como encargado del despacho el 

Secretario General de Gobierno o el Presidente del Tribunal Superior de Justicia; la 

Diputación Permanente convocará de inmediato a la Legislatura a un período extraordinario 

de sesiones para que se erija en Colegio Electoral y designe al Gobernador sustituto.  

Artículo 73.- Las faltas temporales del Gobernador hasta por 15 días las suplirá el Secretario 

General de Gobierno. Aquellas que excedan de 15 días pero no de 60, las cubrirá como 

encargado del despacho el Secretario General de Gobierno. La Legislatura del Estado si 

estuviere reunida o la Diputación Permanente, decretará el nombramiento respectivo.  

Artículo 74.- Si la falta temporal se convierte en absoluta, se procederá como lo dispone el 

artículo 72.  

Artículo 75.- El Gobernador del Estado rendirá la protesta constitucional ante la Legislatura 

o ante la Diputación Permanente en los recesos de aquélla.  

Si por cualquier circunstancia el Gobernador no pudiere rendir la protesta en los términos 

del párrafo anterior, lo hará de inmediato ante la Directiva de la Legislatura.  

En caso de que el Gobernador no pudiere rendir la protesta ante la Legislatura, la Diputación 

Permanente o su Directiva, lo hará de inmediato ante el Presidente del Tribunal Superior de 

Justicia.  

Artículo 76.- El Gobernador del Estado podrá renunciar al cargo por causa grave, o solicitar 

licencia por causa justificada, pero en ambos casos no se hará efectiva sino hasta que sea 

aprobada por la Legislatura.  

SECCION SEGUNDA 

De las Facultades y Obligaciones del Gobernador del Estado 

Artículo 77.- Son facultades y obligaciones del Gobernador del Estado:  

I. Cumplir y hacer cumplir la Constitución Federal, las leyes del Congreso de la Unión y los 

Tratados Internacionales en materia de derechos fundamentales de los que el Estado 

Mexicano sea parte;  

II. Cuidar el cumplimiento de la presente Constitución y de las leyes, reglamentos, acuerdos 

y demás disposiciones que de ella emanen, expidiendo al efecto las órdenes 

correspondientes; 

III. Promulgar y publicar las leyes, decretos o acuerdos que expida la Legislatura del Estado, 

proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia; IV. Expedir los reglamentos 

necesarios para la ejecución y cumplimiento de las leyes y decretos expedidos por la 

Legislatura. V. Presentar ante la Legislatura del Estado iniciativas de ley o decreto;  

VI. Planear y conducir el desarrollo integral del Estado; formular, aprobar, desarrollar, 

ejecutar, controlar y evaluar el Plan Estatal de Desarrollo, planes sectoriales, metropolitanos 

y regionales, y los programas que de éstos se deriven. En los procesos de planeación 

metropolitana y regional deberá consultarse a los ayuntamientos;  

VII. Convocar a la Legislatura a sesiones extraordinarias por conducto de la Diputación 

Permanente, expresando el objeto de ellas;  

VIII. Ejercitar todos los derechos que asigna a la Nación el artículo 27 de la Constitución 

Federal, siempre que por el texto mismo de ese artículo o por las disposiciones federales que 

de él se deriven no deban considerarse como reservados al Gobierno Federal o concedidos a 

los Cuerpos Municipales;  



IX. Conservar el orden público en todo el territorio del Estado; mandar personalmente las 

fuerzas de seguridad pública del Estado y coordinarse en esta materia con la Federación, 

otras entidades y los municipios en términos de ley;  

X. Cuidar de la instrucción de la Guardia Nacional en el Estado, conforme a las leyes y 

reglamentos federales y mandarla como jefe;  

XI. Formular observaciones, dentro de los treinta días naturales siguientes a su recepción, a 

las leyes o decretos aprobados por la Legislatura, en términos de lo dispuesto por el artículo 

59 de esta Constitución.  

XII. Nombrar a las y los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

México, sometiendo los nombramientos a la aprobación de la Legislatura o de la Diputación 

Permanente, en su caso.  

XIII. Aceptar las renuncias de los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de México, previo sometimiento a la aprobación de la Legislatura o de la Diputación 

Permanente, en su caso, así como acordar las licencias de esos funcionarios cuando éstas 

excedan de tres meses, sometiéndolas a la aprobación de la Legislatura del Estado o la 

Diputación permanente en su caso.  

XIV. Nombrar y remover libremente a los servidores públicos del Estado cuyo nombramiento 

o remoción no estén determinados en otra forma por esta Constitución y por las leyes;  

XV. Solicitar a la Legislatura Local, o en su caso, a la Diputación Permanente, la destitución 

por faltas graves, de las y los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de México.  

XVI. Hacer que las sentencias ejecutoriadas dictadas por los tribunales en materia penal sean 

debidamente ejecutadas;  

XVII. Conceder el indulto necesario y por gracia, con arreglo a la ley de la materia. 

XVIII. Rendir a la Legislatura del Estado, a través de la entrega, por sí mismo o por medio 

de un representante, de un documento impreso o de un archivo en medio magnético o 

electrónico, dentro del mes de septiembre de cada año, previo aviso a la Legislatura, por lo 

menos, con ocho días naturales de anticipación, el informe acerca del estado que guarde la 

administración pública, con excepción del último año del período constitucional del 

Gobernador del Estado que deberá ser en los primeros quince días del mes de septiembre, 

en cuyo caso, el aviso deberá darse, por lo menos, con cinco días naturales de anticipación.  

XIX. Enviar cada año a la Legislatura, a más tardar el 21 de noviembre, los proyectos de ley 

de ingresos y presupuesto de egresos del Gobierno del Estado, que deberán regir en el año 

fiscal inmediato siguiente, o hasta el 20 de diciembre, cuando inicie su periodo 

Constitucional el Ejecutivo Federal, y presentar la cuenta pública del año inmediato anterior, 

a más tardar el 30 de abril del año siguiente.  

Dicho Presupuesto deberá incluir los tabuladores desglosados de las remuneraciones que se 

propone perciban sus servidores públicos conforme a lo previsto en el artículo 147 de esta 

Constitución.  

XX. Enviar cada año a la Legislatura a más tardar el 21 de noviembre o el 20 de diciembre, 

cuando inicie el periodo constitucional el Ejecutivo Federal, el proyecto de Ley de Ingresos 

de los Municipios, que considerará las propuestas que formulen los Ayuntamientos y que 

regirá en el año fiscal inmediato siguiente;  

XXI. Cuidar la recaudación y buena administración de la Hacienda Pública del Estado;  



XXII. Informar a la Legislatura por escrito o verbalmente, por conducto del titular de la 

dependencia a que corresponda el asunto, sobre cualquier ramo de la administración, cuando 

la Legislatura lo solicite;  

XXIII. Convenir con la Federación la asunción del ejercicio de funciones, la ejecución y 

operación de obras y la prestación de servicios públicos cuando el desarrollo económico y 

social lo haga necesario;  

XXIV. Fomentar la organización de instituciones para difundir o inculcar entre los habitantes 

de Estado, hábitos, costumbres o actividades que les permitan mejorar su nivel de vida;  

XXV. Nombrar y remover al titular del Centro de Conciliación Laboral de conformidad con la 

legislación aplicable.  

XXVI. Prestar apoyo a los poderes Legislativo y Judicial y a los ayuntamientos, cuando le sea 

solicitado, para el ejercicio de sus funciones;  

XXVII. Derogada.  

XXVIII. Conducir y administrar los ramos de la administración pública del gobierno del 

Estado, dictando y poniendo en ejecución las políticas correspondientes mediante las 

acciones públicas y los procedimientos necesarios para este fin;  

XXIX. Crear organismos auxiliares, cuya operación quedará sujeta a la ley reglamentaria;  

XXX. Determinar los casos en los que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad 

privada y decretar la expropiación en términos de la ley respectiva; 

XXXI. Asumir la representación política y jurídica del Municipio para tratar los asuntos que 

deban resolverse fuera del territorio estatal;  

XXXII. Proponer a la Legislatura del Estado las ternas correspondientes para la designación 

de ayuntamientos provisionales, concejos municipales y miembros de los cuerpos edilicios 

en los casos previstos por ésta Constitución y en la ley orgánica respectiva;  

XXXIII. Ser el conducto para cubrir a los Municipios las Participaciones Federales que les 

correspondan conforme a las bases, montos y plazos que fije la Legislatura;  

XXXIV. Enviar a la Legislatura, al término de cada período constitucional, una memoria sobre 

el estado de los asuntos públicos;  

XXXV. Formar la estadística del Estado y normar, con la participación de los municipios, la 

organización y funcionamiento del catastro y, en su caso, administrarlo conjuntamente con 

éstos, en la forma que establezca la ley;  

XXXVI. Celebrar convenios con los municipios para la asunción por éstos, del ejercicio de 

funciones, ejecución y operación de obras y prestación de servicios públicos federales que el 

Estado asuma, en términos de la fracción XXIII de este artículo;  

XXXVII. Otorgar el nombramiento de notario con arreglo a la ley de la materia;  

XXXVIII. Las que sean propias de la autoridad pública del Gobierno del Estado y que no estén 

expresamente asignadas por esta Constitución a los otros Poderes del mismo Gobierno o a 

las autoridades de los municipios;  

XXXIX. Convenir con los municipios, para que el Gobierno del Estado, de manera directa o a 

través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal del ejercicio de 

funciones o de la prestación de servicios públicos municipales, o bien se presten o ejerzan 

coordinadamente por el Estado y el propio municipio;  



XL. Girar órdenes a la policía preventiva municipal en aquéllos casos en que juzgue como de 

fuerza mayor o alteración grave del orden público;  

XLI. Comunicar por escrito, con anticipación a su salida, a la Legislatura o a la Diputación 

Permanente, señalando los propósitos y objetivos del viaje e informar de las acciones 

realizadas dentro de los diez días siguientes de su regreso.  

XLII. Representar al Estado en las controversias constitucionales establecidas en la fracción 

I del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ante la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación;  

XLIII. Representar al Poder Ejecutivo en las controversias constitucionales previstas en el 

artículo 88 Bis de esta Constitución;  

XLIV. Representar al Estado ante cualquier autoridad judicial del ámbito Federal o del fuero 

común, así como ante autoridades administrativas Federales o Locales en los procedimientos 

legales en que sea parte, sin perjuicio de las facultades que otorga esta Constitución a los 

otros poderes; 

XLV. Asumir la representación política y jurídica del Estado en los conflictos sobre límites 

territoriales que prevé el artículo 46 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.  

XLVI. Solicitar a la Legislatura las consultas populares sobre los temas de trascendencia 

estatal, conforme a lo dispuesto en la presente Constitución y las leyes aplicables en la 

materia; 

 XLVII. Objetar los nombramientos de los comisionados del organismo autónomo garante en 

materia de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales 

hechos por la Legislatura, en los términos establecidos en esta Constitución y en la Ley.  

XLVIII. Optar en cualquier momento por un gobierno de coalición con uno o varios de los 

partidos políticos representados en la Legislatura del Estado.  

El gobierno de coalición se regulará por el convenio y el programa respectivos, los cuales 

deberán ser aprobados por mayoría de los Diputados presentes en la sesión del pleno de la 

Legislatura donde se discuta. Si la Legislatura se encontrara en receso la Diputación 

Permanente convocará de inmediato a la Legislatura del Estado a un periodo extraordinario. 

El convenio establecerá las causas de la disolución del gobierno de coalición.  

XLIX. Garantizar la aplicación de las reglas y criterios de disciplina financiera, equilibrio 

presupuestario y responsabilidad hacendaria.  

L. Celebrar el convenio correspondiente con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para 

adherirse al mecanismo de contratación de Deuda Estatal Garantizada.  

LI. Las demás que la Constitución General de la República, la presente Constitución, las leyes 

federales o las del Estado y sus respectivos reglamentos le atribuyen.  

Artículo 78.- Para el despacho de los asuntos que la presente Constitución le encomienda, el 

Ejecutivo contará con las dependencias y los organismos auxiliares que las disposiciones 

legales establezcan.  

Artículo 79.- Para ser Secretario General de Gobierno se requiere cumplir los mismos 

requisitos que para ser Gobernador del Estado.  

Para ser secretario del despacho del Ejecutivo, se requiere ser ciudadano mexicano por 

nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos, y tener como mínimo 30 años cumplidos.  



Artículo 80. Los reglamentos, decretos, circulares y acuerdos expedidos por el Gobernador 

deberán, para su validez y observancia, ir firmados por el Secretario del Despacho respectivo 

y, cuando se refieran a asuntos de la competencia de dos o más Secretarías, deberán ser 

refrendados por todos los titulares de las mismas.  

Tratándose de los decretos promulgatorios de las leyes o decretos expedidos por la 

Legislatura, sólo se requerirá el refrendo del titular de la Secretaría General de Gobierno.  

El Secretario General de Gobierno y los demás titulares de las dependencias del Ejecutivo, 

serán responsables de todas las órdenes y providencias que autoricen con su firma, contra 

la Constitución y las leyes del Estado. 

SECCIÓN TERCERA 

DEL MINISTERIO PÚBLICO Y DE LA SEGURIDAD PÚBLICA 

Artículo 81.- La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las 

policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta 

función.  

La persecución de los delitos y la decisión del ejercicio de la acción penal ante los órganos 

jurisdiccionales corresponden, en forma autónoma, al Ministerio Público. Los particulares 

podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial y hacer la persecución del delito en 

los casos previstos en la ley.  

Las policías del Estado auxiliarán al Ministerio Público en el cumplimiento de sus 

atribuciones. Todas las autoridades del Estado y los municipios, deben cumplir los 

requerimientos del Ministerio Público en ejercicio de sus atribuciones.  

El Ministerio Público solicitará las medidas cautelares contra los imputados y providencias 

precautorias, buscará y presentará las pruebas que acrediten la participación de éstos en 

hechos que las leyes señalen como delitos, aplicará medidas de protección, procurará que 

los procesos en materia penal se sigan con regularidad para que la impartición de justicia 

sea pronta y expedita, pedirá la aplicación de las penas e intervendrá en todos los asuntos 

que la Ley determine.  

Asimismo, podrá aplicar mecanismos alternativos de solución de controversias, criterios de 

oportunidad para el ejercicio de la acción penal y formas anticipadas de terminación del 

procedimiento, en los supuestos y condiciones que establezcan las leyes.  

Artículo 82.- El Ministerio Público hará efectivos los derechos del Estado en los casos que 

incidan en el ámbito de su competencia y en los casos previstos por la ley intervendrá en los 

juicios que afecten a quienes se otorgue especial protección, así como también en los 

procedimientos de ejecución de sentencias penales.  

Artículo 83.- El Ministerio Público se integra en una Fiscalía General de Justicia, órgano 

público autónomo, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios con autonomía 

presupuestal, técnica y de gestión, así como con capacidad para decidir sobre el ejercicio de 

su presupuesto, en los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, esta Constitución y las demás leyes aplicables, la cual estará a cargo de un Fiscal 

General.  

La ley establecerá las bases para la formación y profesionalización de los servidores públicos 

de la Fiscalía General de Justicia, así como para el desarrollo del servicio de carrera, el cual 

se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez 

y respeto a los derechos humanos.  



Los servidores públicos de la Fiscalía General del Estado de México, se regirán por los 

principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los 

derechos humanos.  

Artículo 83 Bis.- La Fiscalía General de Justicia será responsable de definir las políticas, 

lineamientos y visión estratégica para el cumplimiento de sus atribuciones, en los términos 

que establezca su Ley y los demás ordenamientos jurídicos aplicables. 

Las policías se ajustarán a las políticas y lineamientos generales que emita la Fiscalía 

General de Justicia para la investigación y persecución de delitos.  

Su organización se regirá por los ejes de desconcentración territorial y especialización, de 

manera que otorgue el mejor servicio a los habitantes del Estado.  

Asimismo contará con las unidades administrativas necesarias para el ejercicio de sus 

funciones, de conformidad con las normas aplicables y la disponibilidad presupuestal.  

La Fiscalía General de Justicia contará con las fiscalías en materia de delitos electorales y 

anticorrupción, cuyos titulares serán nombrados y removidos por el Fiscal General y estarán 

jerárquicamente subordinados a éste.  

El nombramiento y la remoción referidos podrán ser objetados por el voto de las dos terceras 

partes de los miembros presentes de la Legislatura del Estado en el plazo de diez días hábiles, 

a partir de la notificación de éstos.  

Si la Legislatura se encontrará en receso, la Diputación Permanente convocará de inmediato 

a la Legislatura del Estado, a un periodo extraordinario, para objetar la designación o 

remoción, de conformidad con el procedimiento establecido.  

Si la Legislatura del Estado no se pronunciare y notificare su decisión durante el plazo 

referido, se entenderá que no tiene objeción.  

Artículo 83 Ter.- El Fiscal General durará en su cargo nueve años y será designado y 

removido conforme al siguiente procedimiento:  

A partir de la ausencia definitiva del Fiscal General, la Legislatura contará con un plazo 

improrrogable de veinte días naturales para integrar y enviar al Ejecutivo una lista de hasta 

diez candidatos al cargo, que surgirá del dictamen que emita la Legislatura de acuerdo al 

procedimiento que se establezca en la Ley, la cual deberá ser aprobada por las dos terceras 

partes de los miembros presentes en el Pleno de la Legislatura del Estado. Recibida la lista 

a que se refiere el párrafo anterior, dentro de los diez días siguientes el Ejecutivo formulará 

una terna y la enviará a la consideración de la Legislatura.  

Si el Ejecutivo no recibe la lista en el plazo antes señalado, enviará libremente a la 

Legislatura una terna y designará provisionalmente al Fiscal General, quien ejercerá sus 

funciones hasta en tanto se realice la designación definitiva conforme a lo establecido en 

este artículo. En este caso, el Fiscal General designado podrá formar parte de la terna.  

La Legislatura, con base en la terna y previa comparecencia de las personas propuestas, 

designará al Fiscal General con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes 

dentro del plazo de diez días.  

En caso que el Ejecutivo no envíe la terna a que se refiere el párrafo anterior, la Legislatura 

tendrá diez días para designar al Fiscal General de entre los candidatos de la lista a que se 

refiere este artículo.  

Si la Legislatura no hace la designación en los plazos que establecen los párrafos anteriores, 

el Ejecutivo designará al Fiscal General de entre los candidatos que integren la lista o, en su 

caso, la terna respectiva. 



El Fiscal General presentará anualmente a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado un 

informe de actividades y comparecerá ante la Legislatura del Estado cuando se le cite a 

rendir cuentas o a informar sobre su gestión.  

El Fiscal General presentará de manera directa a la Legislatura su proyecto de presupuesto, 

para su incorporación al Presupuesto de Egresos de cada Ejercicio Fiscal, el cual no podrá 

ser reducido respecto del autorizado para el ejercicio anterior.  

El Fiscal General y sus agentes serán responsables de toda falta, omisión o violación a la ley 

en que incurran con motivo de sus funciones.  

Artículo 84.- Para ser Fiscal General de Justicia se requiere:  

I. Ser mexicano por nacimiento y vecino del Estado, mínimo por dos años al día de su 

designación, en pleno goce de sus derechos;  

II. Tener cuando menos 35 años de edad cumplidos al día de su designación;  

III. Poseer título de licenciado en derecho expedido por institución educativa legalmente 

facultada para ello y tener por lo menos diez años de ejercicio profesional;  

IV. No haber sido condenado por sentencia ejecutoria por delitos dolosos que ameriten pena 

privativa de la libertad;  

V. Ser honrado y gozar de buena reputación; y  

VI. Tener experiencia en la investigación y persecución de los delitos, así como en la 

administración pública.  

El Fiscal General podrá ser removido por el Ejecutivo Estatal por las causas graves que 

establezca la ley. La remoción podrá ser objetada por el voto de la mayoría de los miembros 

presentes de la Legislatura del Estado dentro de un plazo de diez días hábiles, en cuyo caso 

el Fiscal General será restituido en el ejercicio de sus funciones. Si la Legislatura no se 

pronuncia al respecto, se entenderá que no existe objeción.  

En los recesos de la Legislatura del Estado, su Diputación Permanente la convocará de 

inmediato a sesiones extraordinarias para la designación o formulación de objeción a la 

remoción del Fiscal General.  

Las ausencias del Fiscal General serán suplidas en los términos que determine la ley.  

Artículo 85.- La ley determinará los requisitos necesarios para ser agente del Ministerio 

Público y agente de la Policía de Investigación.  

No podrán desempeñar estos cargos quienes hayan sido destituidos en el desempeño de 

iguales o similares empleos en ésta o en cualquiera otra entidad federativa o en la 

administración pública federal.  

Artículo 86.- El Ministerio Público y las policías se coordinarán en términos de la Ley 

General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como de la Ley local en la materia.  

El Ministerio Público y las policías, en el ejercicio de sus funciones, prestarán el auxilio que 

les soliciten los órganos del poder público y los órganos constitucionales autónomos. 

Artículo 86 Bis.- La Seguridad Pública, en la Entidad, es una función a cargo del Estado y 

los municipios, en sus respectivos ámbitos de competencia que comprende la prevención e 

investigación de los delitos y las sanciones de las infracciones administrativas, en términos 

de ley, y deberá regirse bajo los principios de autonomía, eficiencia, imparcialidad, 

legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, responsabilidad y respeto a los derechos 

humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los 



tratados internacionales en materia de derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea 

parte y en esta Constitución.  

Las Instituciones de Seguridad Pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El 

Ministerio Público y las Instituciones Policiales, deberán de coordinarse entre si para 

cumplir los objetivos de la Seguridad Pública y conformarán los Sistemas Nacional y Estatal 

de Seguridad Pública.  

SECCIÓN CUARTA 

Del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México 

Artículo 87. El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México es un órgano dotado 

de plena autonomía para dictar sus fallos y ejercer su presupuesto; su organización, 

funcionamiento, procedimientos y en su caso, recursos contra sus resoluciones, se regirán 

por lo establecido en la Ley de la materia.  

Conocerá y resolverá de las controversias que se susciten entre la administración pública 

estatal, municipal, organismos auxiliares con funciones de autoridad y los particulares. Así 

mismo, impondrá en los términos que disponga la Ley, las sanciones a las y los servidores 

públicos por responsabilidad administrativa grave y a los particulares que incurran en actos 

vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar el pago de las 

responsabilidades resarcitorias, a quien corresponda, indemnizaciones y sanciones 

pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública estatal y 

municipal o al patrimonio de los entes públicos locales y municipales.  

El Tribunal funcionará en Pleno o en Salas Regionales. Las y los Magistrados de la Sala 

Superior serán designados por el Gobernador y ratificados por el voto de las dos terceras 

partes de los miembros presentes de la Legislatura o, en sus recesos, por la Diputación 

Permanente.  

Durarán en su encargo diez años improrrogables.  

Las y los Magistrados solo podrán ser removidos de sus encargos por las causas graves que 

determine la ley de la materia.  

CAPITULO CUARTO 

Del Poder Judicial 

SECCION PRIMERA 

Del Ejercicio de la Función Judicial 

Artículo 88.- El ejercicio del Poder Judicial del Estado se deposita en:  

a) Un órgano colegiado denominado Tribunal Superior de Justicia, el cual funcionará en 

Pleno, Sala Constitucional, Salas Colegiadas y Unitarias Regionales; 

b) En tribunales y juzgados de primera instancia, juzgados de cuantía menor y tribunales 

laborales, organizados de acuerdo a su competencia establecida en las leyes secundarias. Los 

órganos jurisdiccionales aplicarán las leyes federales, tratándose de jurisdicción 

concurrente.  

El Poder Judicial contará con jueces de control que tendrán las atribuciones que la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Código Nacional de Procedimientos 

Penales, esta Constitución y las demás leyes aplicables les confieran.  

Los jueces y magistrados del Estado de México, en el ámbito de su competencia, al emitir sus 

resoluciones observarán en lo concerniente el respeto a los derechos fundamentales, a las 



libertades, derechos y garantías reconocidas por la Constitución Federal, esta Constitución, 

los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, las leyes y reglamentos 

que el Estado establecen.  

Las leyes determinarán los procedimientos que habrán de seguirse para sustanciar los juicios 

y todos los actos en que intervenga el Poder Judicial. La ley establecerá las bases para la 

selección, formación y actualización de funcionarios, así como para el desarrollo de la 

carrera judicial, la cual se regirá por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, 

profesionalismo e independencia.  

El Presupuesto de Egresos del Poder Judicial que se apruebe para el ejercicio fiscal anual, no 

podrá ser menor al porcentaje que represente de los ingresos ordinarios del Estado, 

correspondiente al año inmediato anterior.  

En ningún caso, el Presupuesto Anual de Egresos que se apruebe para el Poder Judicial del 

Estado, podrá ser inferior al 2.0% de los ingresos ordinarios del Estado, para el año fiscal 

de que se trate. De conformidad con las necesidades del servicio, dicho porcentaje se 

incrementará anualmente.  

Los integrantes de los tribunales laborales serán designados atendiendo a lo dispuesto por 

el artículo 116 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

conforme a los procedimientos de selección y formación que el Consejo de la Judicatura del 

Estado de México determine y deberán contar con capacidad y experiencia en materia 

laboral. Sus sentencias y resoluciones deberán observar los principios de legalidad, 

imparcialidad, transparencia, autonomía e independencia.  

Antes de acudir a los tribunales laborales, los trabajadores y patrones deberán asistir al 

Centro de Conciliación Laboral, el cual contará con personalidad jurídica y patrimonio 

propios, plena autonomía técnica, operativa, presupuestaria, de decisión y de gestión 

rigiéndose por los principios de certeza, independencia, legalidad, imparcialidad, 

confiabilidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y publicidad.  

Artículo 88 BIS.- Corresponde a la Sala Constitucional:  

I. Garantizar la supremacía y control de esta Constitución;  

II. Substanciar y resolver los procedimientos en materia de controversias que se deriven de 

esta Constitución, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, surgidos entre:  

a) El Estado y uno o más Municipios;  

b) Un Municipio y otro;  

c) Uno o más Municipios y el Poder Ejecutivo o Legislativo del Estado; 

d) El Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo del Estado.  

III. Conocer y resolver las acciones de inconstitucionalidad planteadas en contra de leyes, 

reglamentos estatales o municipales, bandos municipales o decretos de carácter general por 

considerarse contrarios a esta Constitución, y que sean promovidos dentro de los 45 días 

naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma en el medio oficial 

correspondiente, por:  

a) El Gobernador del Estado;  

b) Cuando menos el treinta y tres por ciento de los miembros de la Legislatura;  

c) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de un Ayuntamiento del 

Estado;  



d) La o el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, en materia 

de derechos humanos.  

e) La o el Presidente del organismo autónomo garante en materia de transparencia, acceso 

a la información pública y protección de datos personales, en el ámbito de su competencia.  

IV. La Sala Constitucional conocerá de los recursos ordinarios en contra de resoluciones 

judiciales definitivas en donde se inapliquen normas en ejercicio del control difuso de la 

constitucionalidad o de la convencionalidad, en los términos que señale la ley.  

Las resoluciones dictadas en los procesos a que se refiere este artículo, que declaren la 

invalidez de disposiciones generales del Poder Ejecutivo, del Poder Legislativo o de los 

Municipios, tendrán efectos generales cuando sean aprobados cuando menos por cuatro 

votos de los integrantes de la Sala Constitucional.  

Las resoluciones que no fueren aprobadas por cuatro de cinco votos, tendrán efectos 

particulares.  

Contra la resolución emitida por la Sala Constitucional en primera instancia, podrá 

interponer el recurso de revisión, mismo que será resuelto por la propia Sala, y para su 

aprobación se requerirá de unanimidad de votos.  

En caso de que la controversia o acción de inconstitucionalidad verse sobre la 

constitucionalidad de actos, o presunta violación o contradicción de preceptos 

constitucionales federales, se estará a lo dispuesto en la Constitución General de la 

Republica, así como a la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Artículo 89.- El Tribunal Superior de Justicia se compondrá del número de magistrados que 

determine la Ley Orgánica del Poder Judicial, durarán en su encargo 15 años y serán 

sustituidos de manera escalonada.  

Al finalizar su encargo los magistrados gozarán de un haber de retiro por el monto, plazo y 

bajo las condiciones que señale la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.  

Los jueces de primera instancia, los de cuantía menor, los tribunales laborales y los 

ejecutores de sentencias serán los necesarios para el despacho pronto y expedito de los 

asuntos que les correspondan en los distritos judiciales y en los municipios del Estado.  

Artículo 90.- Los magistrados del Tribunal Superior de Justicia sólo podrán ser privados de 

sus cargos por la Legislatura del Estado, a petición del Consejo de la Judicatura, por faltas u 

omisiones graves en el desempeño de sus funciones, por mala conducta o porque estén 

incapacitados física o mentalmente. La ley determinará el procedimiento correspondiente. 

Artículo 91.- Para ser magistrado del Tribunal Superior de Justicia se requiere:  

I. Ser ciudadano del Estado, mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos 

civiles y políticos y con vecindad efectiva de tres años;  

II. Tener más de 35 años de edad;  

III. Haber servido como Juez de Primera Instancia y que haya sido ratificado por el Consejo 

de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de México, o tener méritos profesionales y 

académicos reconocidos;  

III. Bis. Haber aprobado un examen de admisión a un curso de capacitación para magistrado 

y aprobado éste, se tendrá derecho a presentar el concurso de oposición para tal designación;  



IV. Poseer título profesional de licenciado en derecho expedido por las instituciones de 

educación superior legalmente facultadas para ello, con una antigüedad mínima de 10 años 

al día de la designación;  

V. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena 

corporal de más de un año de prisión; pero si se tratara de robo, fraude, falsificación, abuso 

de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público inhabilitará 

para el cargo, cualquiera que haya sido la pena; y  

VI. No haber ocupado el cargo de Secretario del despacho, Fiscal General de Justicia, Senador, 

Diputado federal o local, o Presidente Municipal, a menos que se separe de su puesto un año 

antes del día de su designación. 

Artículo 92.- No podrán integrar un Juzgado, Sala del Tribunal Superior de Justicia o Consejo 

de la Judicatura, dos o más parientes por consanguinidad en línea recta sin limitación de 

grado, colateral dentro del cuarto grado, o por afinidad dentro del segundo o cónyuges.  

Artículo 93.- Aunque los magistrados no se presenten a tomar posesión de sus cargos en el 

término en que deban hacerlo, cesarán sin embargo los anteriores, entrando desde luego en 

funciones los que se presenten, y en lugar de aquéllos, los interinos conforme a las leyes 

respectivas.  

Artículo 94.- El Pleno estará integrado por todos los magistrados; la Sala Constitucional, 

por cinco magistrados; las Salas Colegiadas, por tres magistrados cada una; y las Unitarias, 

por un magistrado en cada Sala.  

Artículo 95.- Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Justicia:  

I. Iniciar leyes o decretos;  

II. Determinar el ámbito territorial en el que ejercerán su competencia las salas regionales 

y los juzgados;  

III. Dirimir los conflictos de competencia que se susciten entre las salas regionales del 

Tribunal;  

IV. Expedir y modificar el Reglamento Interior del Tribunal; y  

V. Ejercer las atribuciones que le señalen la Ley Orgánica del Poder Judicial y otros 

ordenamientos legales. 

Artículo 96.- Corresponde a las salas colegiadas y unitarias regionales del Tribunal Superior 

de Justicia conocer y resolver:  

I. En segunda instancia, los asuntos que determinen los ordenamientos legales aplicables;  

II. Los conflictos de competencia que se susciten entre los jueces del Estado; y  

III. Los demás asuntos que les confieran las leyes.  

Artículo 97.- Para el despacho de los asuntos habrá en cada región, salas colegiadas y 

unitarias, que conocerán de los asuntos que la ley les otorgue competencia.  

Artículo 98.- Ningún negocio judicial podrá tener más de dos instancias.  

Artículo 99.- Los magistrados y jueces estarán impedidos para el ejercicio de la abogacía, 

salvo en causa propia o por actividad académica.  

Tampoco podrán desempeñar ningún otro cargo, empleo o comisión que sea remunerado e 

incompatible con su función.  



Artículo. 100.- Los jueces de primera instancia y los titulares de los tribunales laborales 

durarán en su encargo seis años y podrán ser ratificados por el Consejo de la Judicatura al 

término de tal periodo previa aprobación de exámenes de actualización, de acuerdo con los 

mecanismos y demás requisitos que señale la ley, y únicamente podrán ser suspendidos o 

destituidos en sus funciones conforme a la misma.  

Artículo 101.- Los jueces de primera instancia y los titulares de los tribunales laborales 

deberán reunir los mismos requisitos que los magistrados, menos el referente a la edad, que 

bastará que sea de 28 años y cinco años de poseer título profesional de licenciado en derecho 

y de ejercicio profesional.  

Artículo 102.- En cada distrito o región judicial habrá un juez y tribunal laboral o los que 

sean necesarios, quienes conocerán de los asuntos para los que la ley les otorgue 

competencia.  

Artículo 103.- Los jueces de cuantía menor durarán en su encargo tres años y podrán ser 

ratificados por el Consejo de la Judicatura, al término de tal periodo previa aprobación de 

exámenes de actualización, de acuerdo con los mecanismos y demás requisitos que señale la 

ley, únicamente podrán ser suspendidos o destituidos en sus funciones conforme a la misma. 

Tendrán la competencia que les señale la Ley Orgánica del Poder Judicial y demás 

ordenamientos aplicables, ejerciendo su jurisdicción en el ámbito territorial que determine 

el Pleno del Tribunal.  

Artículo 104.- Los jueces de cuantía menor deberán cumplir los requisitos establecidos en 

las fracciones I y V del artículo 91 de esta Constitución, tener cuando menos 25 años el día 

de su designación y poseer título profesional de licenciado en derecho, expedido por 

institución legalmente facultada para ello.  

Artículo 104 Bis.- El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 

publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, así como los principios 

señalados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Código Nacional 

de Procedimientos Penales. 

La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas del Poder 

Judicial del Estado.  

Los jueces ejecutores de sentencias durarán en su encargo seis años, podrán ser ratificados 

en los mismos términos que los demás jueces de primera instancia, y únicamente podrán ser 

suspendidos y destituidos en sus funciones conforme a la ley.  

Los jueces de ejecución de sentencias deberán reunir los mismos requisitos que la ley 

establece para los demás jueces de primera instancia.  

El juez de ejecución controlará y vigilará la exacta ejecución de la pena.  

La ley establecerá los medios necesarios para que se garantice la independencia de los 

órganos jurisdiccionales y la plena ejecución de sus resoluciones.  

El imputado, la víctima o el ofendido tendrán los derechos que consagra la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Constitución, el Código Penal del 

Estado de México y el Código Nacional de Procedimientos Penales.  

Artículo 105.- Para efectos de la administración de justicia, el Estado de México se dividirá 

en distritos y regiones judiciales que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

SECCION SEGUNDA 

Del Consejo de la Judicatura del Estado de México 



Artículo 106.- La administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial, estarán a cargo 

del Consejo de la Judicatura del Estado de México, conforme a las bases que señala esta 

Constitución y las leyes respectivas.  

Para la investigación, sustanciación y resolución de los procedimientos de responsabilidad 

administrativa, el Consejo de la Judicatura deberá auxiliarse de un órgano interno de control, 

con la denominación y en los casos, términos y condiciones que señalen la Ley.  

Artículo 107.- El Consejo de la Judicatura del Estado de México se integrará por:  

I. Un Presidente, que será el del Tribunal Superior de Justicia;  

II. Dos Magistrados del Pleno del Tribunal Superior de Justicia designados por el Pleno del 

Tribunal Superior de Justicia;  

III. Dos jueces de primera instancia designados por el propio Pleno del Tribunal Superior de 

Justicia;  

IV. Uno designado por el titular del Ejecutivo del Estado; y  

V. Uno designado por la Legislatura del Estado.  

Las personas designadas por el Ejecutivo y la Legislatura deberán cumplir con los requisitos 

que para magistrado señala esta Constitución, salvo el de haber servido en el Poder Judicial 

del Estado. 

Los magistrados y los jueces designados por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia 

deberán tener cuando menos cinco años en el cargo y cumplir con los requisitos que señale 

la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.  

Artículo 108.- Salvo el Presidente del Consejo, los demás consejeros durarán en su cargo 

cinco años, serán sustituidos de manera escalonada, y no podrán ser nombrados para un 

nuevo período.  

Artículo 109.- El Consejo funcionará en Pleno o en comisiones. El Pleno resolverá sobre la 

designación, adscripción y remoción de magistrados y jueces, así como de los demás asuntos 

que la ley determine.  

El Consejo estará facultado para expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de 

sus funciones, de conformidad con lo que establezca la ley.  

Las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables.  

Artículo 110.- Los consejeros ejercerán su función con independencia e imparcialidad y, no 

representan a quien los designa.  

Durante su encargo sólo podrán ser removidos en los términos que establece esta 

Constitución.  

Artículo 111.- El ejercicio del cargo de consejero es incompatible con cualquier comisión o 

empleo del Gobierno Federal, del Estado o de los municipios y de sus organismos auxiliares 

por el que se disfrute sueldo.  

Los miembros del Consejo de la Judicatura no desempeñarán la función jurisdiccional, con 

excepción del Presidente que integrará pleno. 

TITULO QUINTO 

Del Poder Público Municipal 

CAPITULO PRIMERO 



De los Municipios 

Artículo 112.- La base de la división territorial y de la organización política y administrativa 

del Estado, es el municipio libre. Las facultades que la Constitución de la República y el 

presente ordenamiento otorgan al gobierno municipal se ejercerá por el ayuntamiento de 

manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.  

Los municipios del Estado, su denominación y la de sus cabeceras, serán los que señale la 

ley de la materia.  

Artículo 113.- Cada municipio será gobernado por un ayuntamiento con la competencia que 

le otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente Constitución 

y las leyes que de ellas emanen.  

Artículo 114.- Los Ayuntamientos serán electos mediante sufragio universal, libre, secreto y 

directo. La ley de la materia determinará la fecha de la elección. Las elecciones de 

Ayuntamientos serán computadas y declaradas válidas por el órgano electoral municipal, 

mismo que otorgará la constancia de mayoría a los integrantes de la planilla que hubiere 

obtenido el mayor número de votos en términos de la ley de la materia. 

El cargo de miembro del ayuntamiento no es renunciable, sino por justa causa que calificará 

el ayuntamiento ante el que se presentará la renuncia y quien conocerá también de las 

licencias de sus miembros.  

Artículo 115.- En ningún caso los ayuntamientos, como cuerpos colegiados, podrán 

desempeñar las funciones del presidente municipal, ni éste por sí solo las de los 

ayuntamientos, ni el ayuntamiento o el presidente municipal, funciones judiciales.  

Artículo 116.- Los ayuntamientos serán asamblea deliberante y tendrán autoridad y 

competencia propias en los asuntos que se sometan a su decisión, pero la ejecución de esta 

corresponderá exclusivamente a los presidentes municipales, quienes durarán en sus 

funciones tres años.  

La elección consecutiva para el mismo cargo de presidentes municipales, regidores y 

síndicos, será por un periodo adicional. La postulación solo podrá ser realizada por el mismo 

partido o por cualquiera de los partidos integrantes de la coalición que los hubiere postulado, 

salvo que hayan renunciado o perdido su militancia antes de la mitad de su mandato y de 

conformidad con lo establecido en la ley respectiva.  

Artículo 117.- Los ayuntamientos se integrarán con un jefe de asamblea que se denominará 

Presidente Municipal, y con varios miembros más llamados Síndicos y Regidores, cuyo 

número se determinará en razón directa de la población del municipio que representen, como 

lo disponga la Ley Orgánica respectiva.  

Los ayuntamientos de los municipios podrán tener síndicos y regidores electos según el 

principio de representación proporcional de acuerdo a los requisitos y reglas de asignación 

que establezca la ley de la materia. 

CAPITULO SEGUNDO 

De los Miembros de los Ayuntamientos 

Artículo 118.- Los miembros de un ayuntamiento serán designados en una sola elección. Se 

distinguirán los regidores por el orden numérico y los síndicos cuando sean dos, en la misma 

forma.  

Los regidores de mayoría relativa y de representación proporcional tendrán los mismos 

derechos y obligaciones, conforme a la ley de la materia. Los síndicos electos por ambas 

fórmulas tendrán las atribuciones que les señale la ley.  



Por cada miembro del ayuntamiento que se elija como propietario se elegirá un suplente.  

Artículo 119.- Para ser miembro propietario o suplente de un ayuntamiento se requiere:  

I. Ser mexicano por nacimiento, ciudadano del Estado, en pleno ejercicio de sus derechos;  

II. Ser mexiquense con residencia efectiva en el municipio no menor a un año o vecino del 

mismo, con residencia efectiva en su territorio no menor a tres años, anteriores al día de la 

elección; y  

III. Ser de reconocida probidad y buena fama pública.  

Artículo 120.- No pueden ser miembros propietarios o suplentes de los ayuntamientos: 

I. Los diputados y senadores al Congreso de la Unión que se encuentren en ejercicio de su 

cargo;  

II. Los diputados a la Legislatura del Estado que se encuentren en ejercicio de su cargo;  

III. Los jueces, magistrados o consejeros de la Judicatura del Poder Judicial del Estado o de 

la Federación;  

IV. Los servidores públicos federales, estatales o municipales en ejercicio de autoridad;  

V. Los militares y los miembros de las fuerzas de seguridad pública del Estado y los de los 

municipios que ejerzan mando en el territorio de la elección; y  

VI. Los ministros de cualquier culto, a menos que se separen formal, material y 

definitivamente de su ministerio, cuando menos cinco años antes del día de la elección.  

Los servidores públicos a que se refieren las fracciones de la I a la V serán exceptuados del 

impedimento si se separan de sus respectivos cargos por lo menos noventa días antes de la 

elección. 

Artículo 121.- Para el despacho de los asuntos municipales cada Ayuntamiento designará 

un Secretario y sus atribuciones serán las que determine la ley respectiva. 

CAPITULO TERCERO 

De las Atribuciones de los Ayuntamientos 

Artículo 122.- Los ayuntamientos de los municipios tienen las atribuciones que establecen 

la Constitución Federal, esta Constitución, y demás disposiciones legales aplicables.  

Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos que señala la fracción 

III del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Los municipios ejercerán las facultades señaladas en la Constitución General de la República, 

de manera coordinada con el Gobierno del Estado, de acuerdo con los planes y programas 

federales, estatales, regionales y metropolitanos a que se refiere el artículo 139 de este 

ordenamiento.  

Artículo 123. Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, desempeñarán facultades 

normativas, para el régimen de gobierno y administración del Municipio, así como lo 

relacionado al Sistema Municipal Anticorrupción y funciones de inspección, concernientes 

al cumplimiento de las disposiciones de observancia general aplicables.  

Artículo 124.- Los ayuntamientos expedirán el Bando Municipal, que será promulgado y 

publicado el 5 de febrero de cada año; los reglamentos; y todas las normas necesarias para 

su organización y funcionamiento, conforme a las previsiones de la Constitución General de 



la República, de la presente Constitución, de la Ley Orgánica Municipal y demás 

ordenamientos aplicables.  

En caso de no promulgarse un nuevo bando municipal el día señalado, se publicará y 

observará el inmediato anterior. 

Artículo 125.- Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de 

los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros 

ingresos que la ley establezca, y en todo caso:  

I. Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales sobre la propiedad 

inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como 

las que tengan como base el cambio del valor de los inmuebles;  

Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado, para que éste se haga cargo de 

algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones;  

II. Las participaciones federales que serán cubiertas por la Federación a los municipios, con 

arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente determine la Legislatura;  

III. Los ingresos derivados de la prestación de los servicios públicos a su cargo.  

Las leyes del Estado no podrán establecer exenciones o subsidios en favor de persona o 

institución alguna, respecto de las contribuciones anteriormente citadas. Sólo estarán 

exentos los bienes de dominio público de la Federación, del Estado y los municipios. Los 

bienes públicos que sean utilizados por organismos auxiliares, fideicomisos públicos o por 

particulares bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de 

su objeto público, causarán las mencionadas contribuciones.  

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a la Legislatura, las cuotas 

y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores 

unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las contribuciones 

sobre la propiedad inmobiliaria, en los términos que señalen las leyes de la materia.  

Los Ayuntamientos podrán celebrar sesiones extraordinarias de cabildo cuando la Ley de 

Ingresos aprobada por la Legislatura, implique adecuaciones a su Presupuesto de Egresos, 

así como por la asignación de las participaciones y aportaciones federales y estatales. Estas 

sesiones tendrán como único objeto concordar con el Presupuesto de Egresos. El Presidente 

Municipal, promulgará y publicará el Presupuesto de Egresos Municipal, a más tardar el día 

25 de febrero de cada año debiendo enviarlo al Órgano Superior de Fiscalización en la misma 

fecha.  

El Presupuesto deberá incluir los tabuladores desglosados de las remuneraciones que 

perciban los servidores públicos municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 147 

de esta Constitución.  

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los 

ayuntamientos, o por quien ellos autoricen, conforme a la ley.  

Artículo 126.- El Ejecutivo del Estado podrá convenir con los ayuntamientos la asunción de 

las funciones que originalmente le corresponden a aquél, la ejecución de obras y la 

prestación de servicios públicos, cuando el desarrollo económico y social o la protección al 

ambiente lo hagan necesarios.  

Tratándose de la protección al ambiente, el Ejecutivo del Estado podrá establecer Regiones 

Ambientales y Centros Integrales de Residuos en cada región y coordinarse en esta materia 

con los municipios, a través de los convenios respectivos, en términos de las disposiciones 

jurídicas aplicables. 



Los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse 

para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones 

que les correspondan, asimismo, podrán asociarse para concesionar los servicios públicos, 

de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables, prefiriéndose en igualdad de 

circunstancias a vecinos del municipio. Cuando trascienda el periodo constitucional del 

Ayuntamiento se requerirá autorización de la Legislatura del Estado.  

Artículo 127.- La administración de las participaciones del erario que por ley o por convenio 

deba cubrir el Estado a los municipios, se programará y entregará oportunamente a los 

ayuntamientos.  

Cualquier incumplimiento en la entrega de las participaciones que correspondan a los 

municipios, en las fechas programadas, será responsabilidad de los servidores públicos que 

originen el retraso; el Ejecutivo proveerá para que se entreguen inmediatamente las 

participaciones retrasadas y resarcirá al ayuntamiento que corresponda el daño que en su 

caso se cause, con cargo a los emolumentos de los responsables. En los casos de 

participaciones federales, las autoridades del Estado convendrán con las de la Federación el 

calendario respectivo; no asistirá responsabilidad a quien, por razones que no le sean 

imputables, origine retraso en la ejecución de dicho calendario. 

CAPITULO CUARTO 

De las Atribuciones de los Presidentes Municipales 

Artículo 128.- Son atribuciones de los presidentes municipales:  

I. Presidir las sesiones de sus ayuntamientos;  

II. Ejecutar las decisiones de los ayuntamientos e informar de su cumplimiento;  

III. Cumplir y hacer cumplir dentro del municipio, las leyes federales y del Estado y todas 

las disposiciones que expidan los mismos ayuntamientos;  

IV. Ser el responsable de la comunicación de los ayuntamientos que presiden, con los demás 

ayuntamientos y con los Poderes del Estado;  

V. Asumir la representación jurídica del Municipio, conforme a la ley respectiva;  

VI. Rendir al ayuntamiento en sesión solemne de cabildo, dentro de los primeros cinco días 

hábiles del mes de diciembre de cada año, un informe por escrito y en medio electrónico del 

estado que guarda la administración pública municipal y de las labores realizadas durante 

el ejercicio;  

VII. Someter a la consideración del Ayuntamiento los nombramientos de los titulares de las 

dependencias y entidades de la administración pública municipal;  

VIII. Nombrar y remover libremente a los servidores públicos del municipio cuyo 

nombramiento o remoción no estén determinados en otra forma por esta Constitución y por 

las leyes que de ella emanan;  

IX. Presentar al Ayuntamiento la propuesta de presupuesto de egresos para su respectiva 

discusión y dictamen; 

X. Asumir el mando de la policía preventiva municipal; XI. Realizar acciones tendientes al 

desarrollo institucional del Ayuntamiento e informar sobre el particular en los términos que 

la Ley señale;  

XII. Expedir los acuerdos necesarios para el cumplimiento de las determinaciones del 

ayuntamiento;  



XIII. Comunicar por escrito, con anticipación a su salida, a la Legislatura o a la Diputación 

Permanente y al cabildo, los propósitos y objetivos del viaje e informar de las acciones 

realizadas dentro de los diez días siguientes a su regreso.  

XIV. Las demás que le señale la presente Constitución, la Ley Orgánica respectiva y otros 

ordenamientos legales.  

TITULO SEXTO 

De la Administración y Vigilancia de los Recursos Públicos 

Artículo 129.- Los recursos económicos del Estado, de los municipios, así como de los 

organismos autónomos, se administrarán con eficiencia, eficacia y honradez, para cumplir 

con los objetivos y programas a los que estén destinados.  

Las adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, la prestación de 

servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra se llevarán a cabo y se 

adjudicarán por medio de licitaciones públicas mediante convocatoria pública, para que se 

presenten propuestas en sobre cerrado que serán abiertos públicamente, procesos en los que 

se privilegiará el uso de las tecnologías de la información y comunicación, a fin de asegurar 

al Gobierno del Estado y a los municipios, las mejores condiciones disponibles en cuanto a 

precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes. La ley 

establecerá las bases para el uso de dichas tecnologías.  

Cuando las licitaciones a las que hace referencia el párrafo anterior no sean idóneas para 

asegurar dichas condiciones, las leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, 

requisitos y demás elementos para acreditar la economía, eficacia, eficiencia, imparcialidad 

y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado, los municipios y los órganos 

autónomos.  

Todos los pagos se harán mediante orden escrita en la que se expresará la partida del 

presupuesto a cargo de la cual se realicen.  

Los servidores públicos del Estado y municipios, tienen en todo tiempo la obligación de 

aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir 

en la equidad de la competencia entre los partidos políticos.  

La propaganda que bajo cualquier modalidad de comunicación social, difundan como tales 

los poderes públicos, los órganos autónomos, los Ayuntamientos, las dependencias y 

entidades de la administración pública estatal y municipal, así como las empresas de 

participación estatal o municipal, sociedades o asociaciones asimiladas a éstas y en los 

fideicomisos y cualquier otra entidad pública del Estado de México, deberá tener carácter 

institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta 

propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción 

personalizada de cualquier servidor público, de cualquiera de los poderes del Estado u 

órganos de gobierno. Las leyes de la materia regularán estas circunstancias. 

El Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, la Secretaría de la Contraloría del 

Gobierno del Estado, los órganos internos de control de los Poderes Legislativo y Judicial, de 

los organismos constitucionalmente autónomos y de los ayuntamientos, vigilarán el 

cumplimiento de lo dispuesto en este Título, conforme a sus respectivas competencias.  

La infracción a las disposiciones previstas en este Título será sancionada conforme a lo 

dispuesto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de México y 

sus Municipios y demás leyes aplicables.  

TITULO SÉPTIMO 



DE LA RESPONSABILIDAD DE LAS Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO, 

PATRIMONIAL DEL ESTADO, DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN Y DEL JUICIO 

POLÍTICO. 

Artículo 130. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título, se considera 

como servidor público a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en alguno 

de los poderes del Estado, organismos autónomos, en los municipios y organismos auxiliares, 

así como los titulares o quienes hagan sus veces en empresas de participación estatal o 

municipal, sociedades o asociaciones asimiladas a éstas y en los fideicomisos públicos. Por 

lo que toca a las y los demás trabajadores del sector auxiliar, su calidad de servidores 

públicos estará determinada por los ordenamientos legales respectivos. Las y los servidores 

públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta de 

decir verdad, su declaración patrimonial, de intereses ante las autoridades competentes y 

constancia de presentación de la declaración fiscal y en los términos que determine la ley.  

La Ley de Responsabilidades regulará sujetos, procedimientos y sanciones en la materia.  

Las y los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, 

serán sancionados conforme a lo siguiente:  

I. Se aplicarán sanciones administrativas a las y los servidores públicos por los actos u 

omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 

observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán 

en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones 

económicas y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, 

haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los 

actos u omisiones. La ley de la materia establecerá los procedimientos para la investigación 

y sanción de dichos actos u omisiones.  

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Secretaría de la 

Contraloría del Poder Ejecutivo, por el Órgano Superior de Fiscalización del Estado de 

México y los órganos internos de control, según corresponda, y serán resueltas por el 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México. Las demás faltas y sanciones 

administrativas que no sean calificadas como graves, serán conocidas y resueltas por los 

órganos internos de control, quienes substanciarán los procedimientos y en su caso aplicarán 

las sanciones correspondientes.  

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de 

los miembros del Poder Judicial del Estado, se regirá por lo previsto en el artículo 106 de 

esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones del Órgano Superior de Fiscalización del 

Estado de México en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de 

recursos públicos. 

La ley de la materia establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la 

clasificación de las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos 

de control.  

Las dependencias, organismos auxiliares del Ejecutivo Estatal, los órganos 

constitucionalmente autónomos y los ayuntamientos tendrán órganos internos de control 

con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos y omisiones 

que pudieran constituir responsabilidades administrativas, para sancionar aquellas distintas 

a las que son competencia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, 

revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos federales, 

estatales y municipales, así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que 

pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la 

Corrupción.  



Las instituciones de seguridad pública tendrán su sistema de separación del servicio, de 

investigación y sanción disciplinaria, de conformidad con lo previsto en las leyes respectivas 

en congruencia con la fracción XIII del apartado B, del artículo 123 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos.  

II. El Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, impondrá a los particulares 

que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia 

de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas, inhabilitación para participar 

en adquisiciones, arrendamientos, servicios y obras públicas, así como el resarcimiento de 

los daños y perjuicios ocasionados a la hacienda pública Estatal o Municipal o al patrimonio 

de las entidades públicas estatales o municipales. Las personas jurídico colectivas serán 

sancionadas en los términos de este párrafo cuando los actos vinculados con faltas 

administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o 

representación de la persona jurídico colectiva y en beneficio de ella. También podrá 

ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva 

cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la hacienda pública 

estatal o municipal o al patrimonio de las entidades públicas, estatales o municipales, 

siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus 

órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta 

que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas 

graves, en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las 

leyes de la materia establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de 

sanciones aplicables de dichos actos u omisiones.  

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas en las fracciones 

anteriores se desarrollarán autónomamente y no podrán imponerse dos veces por una sola 

conducta sanciones de la misma naturaleza.  

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de 

elementos de prueba podrá formular denuncia ante el Órgano Superior de Fiscalización del 

Estado de México, respecto de las conductas a las que se refiere el presente artículo.  

III. En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y 

sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles 

las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la 

relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos 

monetarios que competan al ámbito local. La ley de la materia establecerá los 

procedimientos para que les sea entregada dicha información.  

La responsabilidad del Estado y de los municipios por los daños que, con motivo de su 

actividad administrativa irregular, causen en los bienes o derechos de los particulares, será 

objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las 

bases, límites y procedimientos que establezca la ley.  

Artículo 130 bis. El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las 

autoridades de los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción 

de responsabilidades administrativas, actos y hechos de corrupción, así como en la 

fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se sujetará a 

las siguientes bases mínimas y conforme a la ley respectiva:  

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por el titular de la 

Secretaría de la Contraloría del Poder Ejecutivo, el titular del Órgano Superior de 

Fiscalización del Estado de México, el titular de la Fiscalía Especializada en Combate a la 

Corrupción, el Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, el 

titular del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 

Personales del Estado de México y Municipios, así como un representante del Consejo de la 



Judicatura Estatal y otro del Comité de Participación Ciudadana, quien lo presidirá. El 

Sistema tendrá la organización y funcionamiento que determine la Ley.  

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos 

que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, rendición de cuentas o 

combate a la corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley.  

III. Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la ley:  

a) El establecimiento de mecanismos de coordinación con el sistema federal y con las 

instituciones integrantes del Sistema Estatal.  

b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de 

recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas, actos y 

hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan.  

c) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y 

actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones 

competentes de los órdenes de gobierno.  

d) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades 

de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos.  

e) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de 

sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia. Derivado de este 

informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, para que adopten 

medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de faltas 

administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del 

control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité 

sobre la atención que brinden a las mismas.  

El Sistema Municipal Anticorrupción es la instancia de coordinación y coadyuvancia con el 

Sistema Estatal Anticorrupción que concurrentemente tendrá por objeto establecer 

principios, bases generales, políticas públicas, acciones y procedimientos en la prevención, 

detección y sanción de faltas administrativas, actos y hechos de corrupción, así como 

coadyuvar con las autoridades competentes en la fiscalización y control de recursos públicos 

en el ámbito municipal, en congruencia con los Sistemas Federal y Estatal. 

Para su funcionamiento se sujetará a las siguientes bases mínimas y conforme a la ley 

respectiva:  

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por el titular de la 

Contraloría Municipal, el de la Unidad de Transparencia y Acceso a la Información, así como 

un representante del Comité de Participación Ciudadana, quien lo presidirá.  

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por tres ciudadanos 

que se hayan destacado por su contribución al combate a la corrupción, de notoria buena 

conducta y honorabilidad manifiesta, los cuales serán designados en los términos que 

establezca la ley.  

III. Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley:  

a) El establecimiento de mecanismos de coordinación y armonización con el Sistema Estatal 

Anticorrupción.  

b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de prevención, control y 

disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción.  

c) Actualización y difusión de la información que sobre estas materias generen las 

instituciones competentes de los órdenes de gobierno.  



d) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de 

sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia.  

e) Elaboración y entrega de un informe anual al Comité Coordinador del Sistema Estatal 

Anticorrupción de las acciones realizadas, las políticas aplicadas y del avance de éstas con 

respecto al ejercicio de sus funciones, además informar al mismo Comité de la probable 

comisión de hechos de corrupción y faltas administrativas para que en su caso, emita 

recomendaciones no vinculantes a las autoridades competentes, a fin de que adopten 

medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención y erradicación de tales 

conductas.  

Artículo 131. Los Diputados de la Legislatura del Estado, los Magistrados y los integrantes 

del Consejo de la Judicatura del Tribunal Superior de Justicia, los magistrados del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de México, los titulares de las dependencias del Poder 

Ejecutivo, el Fiscal General de Justicia y los integrantes de los órganos superiores de los 

organismos a los que la presente Constitución les otorga autonomía, son responsables de los 

delitos graves del orden común, que cometan durante su encargo y de los delitos, faltas u 

omisiones en que incurran en el ejercicio de sus funciones. El Gobernador lo será igualmente, 

pero durante el período de su ejercicio sólo podrá ser acusado por delitos graves del orden 

común y por delitos contra la seguridad del Estado.  

Artículo 132.- Tratándose de los delitos a que se refiere el artículo anterior, la Legislatura 

erigida en Gran Jurado declarará por mayoría absoluta del número total de sus integrantes 

si ha lugar o no a proceder contra el acusado. En caso negativo, no habrá procedimiento 

ulterior, pero tal declaración no será obstáculo para que la acusación continúe su curso 

cuando la persona haya dejado el cargo, salvo en el caso de prescripción de la acción 

conforme a la ley penal, los plazos de ésta se interrumpen en tanto el servidor desempeña 

alguno de los encargos a que se refiere el artículo anterior. En caso afirmativo, el acusado 

quedará separado de su cargo y sujeto a la acción de los tribunales comunes; si la decisión 

de éstos fuera condenatoria, el mismo acusado quedará separado definitivamente, y si es 

absolutoria podrá reasumir su función. 

Contra las declaraciones y resoluciones de la Legislatura erigida en Gran Jurado no procede 

juicio o recurso alguno.  

Artículo 133. El Gobernador del Estado, cuando el caso lo amerite, podrá pedir a la 

Legislatura o a la Diputación Permanente la destitución de los Magistrados del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de México. Si por el voto de las dos terceras partes de los 

miembros de la Legislatura o de la Diputación Permanente, en sesión de una u otra, se 

declara justificada la petición, el magistrado acusado quedará privado de su puesto a partir 

de la fecha en que se le haga saber la resolución, independientemente de la responsabilidad 

en que, en su caso, haya incurrido y se procederá a nueva designación.  

El Consejo de la Judicatura del Estado de México, cuando el caso lo amerite, por causas de 

responsabilidad administrativa o por la comisión de delitos del fuero común, incluidas 

aquellas faltas y delitos relacionados con actos de corrupción, podrá pedir a la Legislatura o 

a la Diputación Permanente la destitución de los magistrados del Tribunal Superior de 

Justicia, misma que será aprobada en su caso por el voto de las dos terceras partes de los 

miembros presentes de la Legislatura o de la Diputación Permanente, en términos del 

Procedimiento que al efecto determine la ley.  

Artículo 134. La Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción es la unidad 

administrativa competente de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, encargada 

de la investigación de los delitos, y del ejercicio de la acción penal, ante los tribunales 

correspondientes, derivado de las acciones u omisiones de los servidores públicos y 



particulares constitutivos de delitos en materia de corrupción, de acuerdo con las leyes de 

la materia.  

Los servidores públicos condenados por delitos cometidos con motivo del desempeño de sus 

funciones públicas no gozarán del indulto por gracia.  

Artículo 135.- Se concede acción popular para denunciar ante la Legislatura los delitos 

graves del orden común en que incurran los servidores públicos a que se refiere el artículo 

131 de esta Constitución.  

Artículo 136.- En demandas del orden civil no hay fuero ni inmunidad para ningún servidor 

público.  

TITULO OCTAVO 

Prevenciones Generales 

Artículo 137.- Las autoridades del Estado y de los municipios, en la esfera de su competencia, 

acatarán sin reservas los mandatos de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y cumplirán con las disposiciones de las leyes federales y de los tratados 

internacionales.  

De conformidad con lo dispuesto en la legislación federal aplicable, los titulares de los 

poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, de cualquier dependencia u organismo 

descentralizado de la Administración Pública Estatal y los presidentes municipales, podrán 

convenir acuerdos interinstitucionales con uno o varios órganos gubernamentales 

extranjeros u organizaciones internacionales.  

Artículo 138.- El Estado y los municipios tienen personalidad jurídica para ejercer derechos 

y asumir obligaciones en términos de ley. 

Artículo 139.- El desarrollo de la entidad se sustenta en el Sistema Estatal de Planeación 

Democrática, que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 

crecimiento de la economía para la libertad y la democratización política, social y cultural 

del Estado y que tiene como base el Plan de Desarrollo del Estado de México:  

I. El Sistema Estatal de Planeación Democrática se integra por los planes y programas que 

formulen las autoridades estatales y municipales y considerará en su proceso: El 

planteamiento de la problemática con base en la realidad objetiva, los indicadores de 

desarrollo social y humano, la proyección genérica de los objetivos para la estructuración de 

planes, programas y acciones que regirán el ejercicio de sus funciones públicas, su control y 

evaluación. Las Leyes de la materia proveerán la participación de los sectores público, 

privado y social en el proceso y el mecanismo de retroalimentación permanente en el 

sistema.  

Los planes, programas y acciones que formulen y ejecuten los ayuntamientos en las materias 

de su competencia, se sujetarán a las disposiciones legales aplicables y serán congruentes 

con los planes y programas federales, estatales, regionales y metropolitanos, en su caso.  

Los ciudadanos del Estado, individualmente o a través de agrupaciones legalmente 

constituidas podrán participar en el proceso de planeación democrática en los términos 

establecidos por las leyes para la formulación de planes y programas estatales, municipales, 

regionales y metropolitanos para la integración social de sus habitantes y el desarrollo de 

las comunidades.  

II. En materia metropolitana, el Gobierno del Estado y los Ayuntamientos de los municipios 

deberán en forma coordinada y en términos de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos:  



a) Participar en la planeación y ejecución de acciones coordinadas con la Federación, y con 

las entidades federativas colindantes con el Estado, en las materias de: Abasto y Empleo, 

Agua y Drenaje, Asentamientos Humanos, Coordinación Hacendaría, Desarrollo Económico, 

Preservación, Recolección, Tratamiento y Disposición de Desechos Sólidos, Protección al 

Ambiente, Protección Civil, Restauración del Equilibrio Ecológico, Salud Pública, Seguridad 

Pública y Transporte, Turismo y aquellas que resulten necesarias y conformar con dichas 

entidades las comisiones metropolitanas en las que concurran y participen con apego a sus 

atribuciones y conforme a las leyes de la materia. Estas comisiones también podrán ser 

creadas al interior del Estado, por el Gobernador del Estado y los ayuntamientos cuando sea 

declarada una Zona Metropolitana.  

b) Integrar invariablemente al proceso de planeación regional y metropolitana a través de 

las comisiones respectivas para la ejecución de las obras y prestación de los servicios que 

conjuntamente hubieren aprobado para sus zonas metropolitanas y ejecutarán los 

programas conjuntos en los distintos ramos de la administración estatal y municipal, en los 

términos de los convenios suscritos al efecto.  

c) Presupuestar a través de la legislatura y sus cabildos respectivamente las partidas 

presupuestales necesarias para ejecutar en el ámbito de su competencia los planes y 

programas metropolitanos, en cada ejercicio, y constituirán fondos financieros comunes 

para la ejecución de acciones coordinadas. Su participación se regirá por principios de 

proporcionalidad y equidad atendiendo a criterios de beneficio compartido, en términos de 

los convenios respectivos.  

d) Regular la ejecución conjunta y coordinada de los planes, programas y acciones que de 

ellos deriven a través de las comisiones metropolitanas. 

e) Suscribir convenios con la Federación, los Estados y municipios limítrofes y el Distrito 

Federal, en su caso, para la ejecución de obras, operación y prestación de servicios públicos 

o la realización de acciones en las materias que fueren determinadas por las comisiones 

metropolitanas y relacionados con los diversos ramos administrativos.  

f) Publicar los acuerdos y convenios que se suscriban para dar cumplimiento a los planes 

metropolitanos, en los periódicos oficiales.  

Artículo 139 Bis.- La Mejora Regulatoria y el Gobierno Digital son instrumentos de 

desarrollo. Es obligatorio para el Estado y los municipios, sus dependencias y organismos 

auxiliares, implementar de manera permanente, continua y coordinada sus normas, actos, 

procedimientos y resoluciones, ajustándose a las disposiciones que establece esta 

Constitución, a fin de promover políticas públicas relativas al uso de las tecnologías de la 

información e impulsar el desarrollo económico del Estado de México.  

La Ley establecerá la creación de registros estatales y municipales que incluyan todos los 

trámites y servicios de la administración pública, atendiendo las disposiciones relativas a la 

protección de datos personales y acceso a la información pública que la ley en la materia 

disponga, con el objetivo de generar certeza, seguridad jurídica y facilitar su cumplimiento 

mediante el uso de las tecnologías de la información y comunicaciones. La inscripción en el 

registro y su actualización será obligatoria para todas las dependencias de las 

administraciones públicas estatal, municipal y organismos auxiliares, en los términos que 

señale la ley de la materia.  

Artículo 140.- Las autoridades del Estado darán entera fe y crédito a los actos públicos, 

registros y procedimientos judiciales de las autoridades de las demás entidades de la 

Federación y tomarán las providencias necesarias para que causen los efectos que 

legalmente procedan en territorio de esta entidad.  



Artículo 141.- Ninguna autoridad que no emane de la Constitución y las leyes federales o de 

la Constitución y las leyes de la entidad podrá ejercer mando ni jurisdicción en el Estado.  

Artículo 142.- Ninguna autoridad podrá suspender la vigencia de las leyes, salvo por las 

causas previstas en esta Constitución.  

Artículo 143.- Las autoridades del Estado sólo tienen las facultades que expresamente les 

confieren las leyes y otros ordenamientos jurídicos.  

Artículo 144.- Los servidores públicos del Estado y de los municipios por nombramiento o 

designación, al entrar a desempeñar sus cargos, rendirán protesta formal de cumplir con la 

Constitución General de la República, la particular del Estado y todas las leyes que de ambas 

emanen.  

Artículo 145.- Nunca podrán reunirse en un solo individuo dos empleos o cargos públicos 

del Estado o de los municipios por los que se disfrute un sueldo. Tratándose de docencia ésta 

podrá prestarse siempre que sea compatible con las funciones y actividades de los servidores 

públicos.  

Ningún individuo podrá desempeñar dos cargos de elección popular, pero el electo podrá 

optar de entre ambos el que quiera desempeñar.  

Artículo 146.- Los ciudadanos mexicanos que ejerzan el ministerio de cualquier culto no 

podrán desempeñar cargos de secretarios, subsecretarios, directores en la administración 

pública estatal, o ser titulares de organismos auxiliares a menos que se separen formal, 

material y definitivamente de su ministerio cuando menos cinco años antes de la aceptación 

del cargo respectivo y seis meses para los demás puestos.  

Artículo 147. El Gobernador, los Diputados, y los Magistrados de los Tribunales Superior de 

Justicia y de Justicia Administrativa del Estado de México, los miembros del Consejo de la 

Judicatura, los trabajadores al servicio del Estado, los integrantes y los servidores de los 

organismos constitucionalmente autónomos, así como los miembros de los ayuntamientos y 

demás servidores públicos municipales recibirán una retribución adecuada e irrenunciable 

por el desempeño de su empleo, cargo o comisión, que será determinada en el presupuesto 

de egresos que corresponda.  

Las remuneraciones mínimas y máximas se determinarán con base, entre otros, en los 

factores siguientes: población, recursos económicos disponibles, costo promedio de vida, 

índice inflacionario, grado de marginalidad, productividad en la prestación de servicios 

públicos, responsabilidad de la función y eficiencia en la recaudación de ingresos, de acuerdo 

con la información oficial correspondiente. La remuneración será determinada anual y 

equitativamente en el Presupuesto de Egresos correspondiente bajo las bases siguientes:  

I. Se considera remuneración o retribución toda percepción en efectivo o en especie, con 

excepción de los apoyos y los gastos sujetos a comprobación que sean propios del desarrollo 

del trabajo y los gastos de viaje en actividades oficiales;  

II. Ningún servidor público podrá recibir remuneración, en términos de la fracción anterior, 

por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión, mayor a la establecida;  

III. Ningún servidor público podrá tener una remuneración igual o mayor que su superior 

jerárquico; salvo que el excedente sea consecuencia del desempeño de varios empleos 

públicos, que su remuneración sea producto de las condiciones generales de trabajo, 

derivado de un trabajo técnico calificado o por especialización en su función, la suma de 

dichas retribuciones no deberá exceder la mitad de la remuneración establecida para el 

Presidente de la República y la remuneración establecida para el Gobernador del Estado en 

el presupuesto correspondiente;  



IV. No se concederán ni cubrirán jubilaciones, pensiones o haberes de retiro, ni liquidaciones 

por servicios prestados, como tampoco préstamos o créditos, sin que éstas se encuentren 

asignadas por la ley, decreto legislativo, contrato colectivo o condiciones generales de 

trabajo. Estos conceptos no formarán parte de la remuneración. Quedan excluidos los 

servicios de seguridad que requieran los servidores públicos por razón del cargo 

desempeñado;  

V. Las remuneraciones y sus tabuladores serán públicos, y deberán especificar y diferenciar 

la totalidad de sus elementos fijos y variables tanto en efectivo como en especie.  

TITULO NOVENO 

De la Permanencia de la Constitución 

CAPITULO PRIMERO 

De las Reformas a la Constitución 

Artículo 148. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para que las 

adiciones o reformas lleguen a ser parte de ella, se requiere que la Legislatura del Estado, 

por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes, acuerde tales reformas o 

adiciones y que estas sean aprobadas por la mayoría de los ayuntamientos. La Legislatura o 

la Diputación Permanente, en su caso, hará el cómputo de los votos de los ayuntamientos y 

la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas.  

La convocatoria que haga la Presidencia de la Legislatura o la Diputación Permanente, para 

la reforma o adición constitucional, será emitida cuando menos con siete días previos a la 

sesión deliberante, donde se discutirá, para la cual no procederá dispensa de trámite.  

CAPITULO SEGUNDO 

De la Inviolabilidad de la Constitución 

Artículo 149.- Esta Constitución no perderá su fuerza y vigencia, aún cuando por cualquier 

causa se interrumpa su observancia. En caso de que por trastornos públicos se establezca un 

gobierno contrario a sus principios o a los de la Constitución Federal, tan pronto como el 

pueblo recobre su libertad se restablecerá su observancia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

DEL ESTADO DE MÉXICO 

TÍTULO PRIMERO  



De las Disposiciones Generales 

Capítulo Único  

Del Objeto y Principios Rectores 

Artículo 1. Las disposiciones de esta ley son de orden público, interés social y observancia 

general en el Estado de México, que tiene por objeto garantizar el pleno goce, respeto, 

protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes conforme a 

lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano forma parte, la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, esta Ley y las leyes vigentes que con fundamento en ellas emanen.  

A falta de disposición expresa en esta Ley se aplicará de manera supletoria la Ley General 

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.  

Artículo 2. La presente Ley regula los aspectos siguientes: 

I. Reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos y promover, garantizar 

y proteger el pleno ejercicio y goce de los derechos humanos, conforme a su edad, desarrollo 

evolutivo, cognoscitivo y madurez, considerando los derechos y obligaciones de quienes 

ejerzan la patria potestad, tutela, guarda y custodia, bajo los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad, progresividad y el interés superior de ellos.   

II. Garantizar las bases y procedimientos sobre prevención, atención y protección de los 

derechos de las niñas, niños y adolescentes en el Estado de México.  

III. Establecer los principios rectores y criterios que orientarán la política pública estatal y 

municipal en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes; así como las facultades, 

competencias, concurrencia y bases de coordinación entre el Gobierno del Estado y los 

municipios, así como la actuación de los poderes Legislativo y Judicial, y los organismos 

constitucionales autónomos.    

IV. Fijar los lineamientos y establecer las bases para la participación de los sectores privado 

y social en la instrumentación y evaluación de las políticas públicas y de las acciones para 

garantizar el goce, la defensa y representación jurídica, asistencia, provisión, promoción, 

prevención, protección y vigencia de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.    

V. Impulsar y consolidar la atención integral y la generación de oportunidades de manera 

igualitaria para todas las niñas, niños y adolescentes.    

VI. Crear y regular los mecanismos institucionales y de procedimiento a nivel estatal y 

municipal para la efectiva garantía de los derechos de la infancia y adolescencia.    

VII. Promover la cultura de respeto y equidad de género hacia las niñas, niños y adolescentes 

en el ámbito familiar, comunitario, social, público y privado.    

VIII. Regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Estatal de Protección 

Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

IX. Regular la integración, organización y funcionamiento de los sistemas municipales de 

Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.   

Artículo 3. Para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las 

autoridades estatales y municipales deberán:    

I. Concurrir en el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas públicas en 

materia de goce, respeto, protección y promoción de los derechos de las niñas, niños y 

adolescentes.    



II. Garantizar el interés superior de la niñez a través de las medidas estructurales, legales, 

administrativas y presupuestales que para tal efecto se establezcan.    

III. Diseñar políticas públicas con un enfoque integral, progresista e incluyente para 

contribuir en la adecuada formación física, psicológica, económica, social, educativa, 

cultural, recreativa, ambiental y cívica de las niñas, niños y adolescentes. 

IV. Promover la participación, tomar en cuenta la opinión y considerar los aspectos 

culturales, éticos, afectivos, educativos y de salud de niñas, niños y adolescentes, en todos 

aquellos asuntos de su incumbencia, de acuerdo a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo 

y madurez.  

V. Establecer mecanismos transparentes de seguimiento y evaluación de la implementación 

de políticas y programas gubernamentales en materia de respeto, protección y promoción de 

los derechos de niñas, niños y adolescentes.    

VI. Priorizar el interés superior de la niñez en la toma de decisiones en cuestiones que 

involucren a niñas, niños y adolescentes. 

La Legislatura del Estado establecerá en el presupuesto de egresos los recursos suficientes 

que permitan dar cumplimiento a la totalidad de las acciones establecidas por la presente 

Ley y los ayuntamientos harán lo propio en sus respectivos presupuestos.    

Artículo 4. El Estado de México y sus municipios, en el diseño y ejecución de políticas 

públicas, deberán garantizar el máximo bienestar posible de niñas, niños y adolescentes, 

privilegiando su interés superior, a través de medidas estructurales, legales, administrativas 

y presupuestales.    

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Acciones Afirmativas: A las medidas temporales que las autoridades realizan en el ámbito 

de su competencia cuyo objetivo es corregir situaciones de desigualdad en el goce y disfrute 

de los derechos para lograr la igualdad entre niñas, niños y adolescentes. Se adecuarán a la 

situación a remediar y deberán ser legítimas y respetar los principios de justicia y 

proporcionalidad.    

II. Acciones de Prevención: A aquellas que deben realizarse por las entidades públicas, 

privadas, sociales y la sociedad en general, a fin de evitar que se vulneren los derechos y las 

condiciones de vida de las niñas, niños y adolescentes, así como las situaciones que pongan 

en riesgo su supervivencia y desarrollo.    

III. Acciones de Promoción: A aquellas que deben realizarse por los órganos locales de 

gobierno, familia y sociedad a fin de difundir, fomentar e impulsar el conocimiento y goce 

de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.    

IV. Acciones de Provisión: A aquellas que deben realizarse por los órganos de gobierno, 

familia y sociedad a fin de garantizar la supervivencia, bienestar y desarrollo pleno de las 

niñas, niños y adolescentes para dar cumplimiento a sus derechos.    

V. Adolescente: A toda persona cuya edad esté comprendida entre los doce años y menor a 

los dieciocho años, cuando exista duda de si se trata de una persona mayor de dieciocho años 

de edad, se presumirá que es adolescente.    

VI. Adopción Internacional: A aquella que se realice en términos de lo dispuesto por los 

tratados internacionales en la materia, especialmente en la Convención sobre la Protección 

de Menores y Cooperación en materia de Adopción Internacional.    

VII. Ajustes Razonables: A las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no 

impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso 



particular, para garantizar a niñas, niños y adolescentes con discapacidad el goce y disfrute, 

en igualdad de condiciones con los demás, de todos los derechos humanos.    

VIII. Atención Integral: Al conjunto de acciones que deben realizar las entidades públicas, 

privadas y sociales, familia y la sociedad en general a favor de las niñas, niños y 

adolescentes, tendientes a satisfacer sus necesidades básicas, propiciar su desarrollo 

integral y garantizar el goce de sus derechos.    

IX. Centro de Asistencia Social: Al establecimiento, lugar o espacio de cuidado alternativo o 

acogimiento residencial para niñas, niños y adolescentes sin cuidado parental o familiar que 

brindan instituciones públicas, privadas y asociaciones. 

X. Constitución Federal: A la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.    

XI. Constitución Estatal: A la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México.    

XII. Convención: A la Convención sobre los Derechos del Niño.    

XIII. Desarrollo Integral: Al derecho que tienen niñas, niños y adolescentes a formarse física, 

mental, emocional y socialmente en las condiciones que permitan satisfacer sus necesidades 

básicas y el goce pleno de sus derechos.    

XIV. Discapacidad: A la deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza 

permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades. 

XV. Discriminación Múltiple: A la situación de vulnerabilidad específica en la que se 

encuentran niñas, niños y adolescentes que al ser discriminados por tener simultáneamente 

diversas condiciones, ven anulados o menoscabados sus derechos.  

XVI Bis. Familia Ampliada: Aquella compuesta por la persona o personas que, sin existir 

parentesco, tienen un vínculo afectivo adecuado para el desarrollo de niñas, niños y 

adolescentes atendiendo a su interés superior;   

Fracción reformada PO 07-06-2018 
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XVII. Familia de Acogida: Aquella que cuente con la certificación de la autoridad competente 

y que brinde cuidado, protección, crianza positiva y la promoción del bienestar social de 

niñas, niños y adolescentes por un tiempo limitado hasta que se pueda asegurar una opción 

permanente con la familia de origen, extensa o adoptiva; 
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XVIII. Familia de Acogimiento Pre-adoptivo: Aquella distinta de la familia de origen y de la 

extensa que acoge provisionalmente en su seno niñas, niños y adolescentes con fines de 

adopción, y que asume todas las obligaciones en cuanto a su cuidado y protección, de 

conformidad con el principio de interés superior de la niñez;  

Fracción reformada PO 07-06-2018 
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XIX. Familia de Origen: Aquella compuesta por titulares de la patria potestad o tutela, 

respecto de niñas, niños y adolescentes quienes tienen parentesco ascendente hasta segundo 

grado, de conformidad con el Código Civil del Estado de México;  

Fracción reformada PO 07-06-2018 
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XX. Familia Extensa: Aquella compuesta por los ascendientes de niñas, niños y adolescentes 

en línea recta sin limitación de grado, y los colaterales hasta el cuarto grado; 
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XXI. Igualdad Sustantiva: Al acceso al mismo trato y oportunidades para el reconocimiento, 

goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales.    

XXII. Interés superior de la niñez: Al máximo beneficio que ha de otorgarse de conformidad 

con los derechos de las niñas, niños y adolescentes respecto de cualquier otro beneficio o 

derecho y que tiene como propósito alcanzar su desarrollo integral, así como la plenitud de 

sus aptitudes y capacidades hasta el máximo de sus posibilidades, tomando en consideración 

que cada uno de ellos es una universalidad y una individualidad en la que la familia, la 

comunidad y el propio estado garantizarán ese pleno desarrollo.    

XXIII. Ley General: A la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.    

XXIV. Ley: A la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México. 

XXV. Niña o Niño: A toda persona cuya edad sea menor a doce años, cuando exista duda de 

si se trata de una persona mayor o menor de doce años de edad, se presumirá que es niña o 

niño.    

XXVI. Medidas de Protección: A los mecanismos idóneos que se ejecutan cuando se advierta 

un riesgo inminente en contra de niñas, niños o adolescentes.    

XXVII. Órgano Jurisdiccional: A los juzgados o tribunales del Estado de México.    

XXVIII. Procuraduría de Protección: A la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de México. 

XXIX. Programa Estatal: Al Programa de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del 

Estado de México.    

XXX. Programa Municipal: Al Programa de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes de cada 

municipio.    

XXXI. Protección Integral: Al conjunto de mecanismos que se ejecuten en los tres órdenes de 

gobierno con el fin de garantizar de manera universal y especializada en cada una de las 

materias relacionadas con los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes de 

conformidad con los principios de esta Ley, la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, de la Constitución Política del Estado de México y los tratados internacionales 

de los que el Estado mexicano forma parte.    

XXXII. Representación Coadyuvante: Al acompañamiento de niñas, niños y adolescentes en 

los procedimientos jurisdiccionales y administrativos, que de manera oficiosa, quedará a 

cargo de la Procuraduría de Protección, sin perjuicio de la intervención que corresponda al 

Ministerio Público.    

XXXIII. Representación Originaria: A la representación de niñas, niños y adolescentes a 

cargo de quienes ejerzan la patria potestad o tutela, de conformidad con lo dispuesto en el 

Código Civil del Estado de México. 

XXXIV. Representación en Suplencia: A la representación de niñas, niños y adolescentes a 

cargo de la Procuraduría de Protección, conforme a sus respectivos ámbitos de competencia, 

sin perjuicio de la intervención que corresponda al Ministerio Público.    

XXXV. Sistema Estatal DIF: Al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado 

de México.    

XXXVI. Sistema Estatal de Protección Integral: Al Sistema de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de México.    



XXXVII. Sistema Municipal de Protección Integral: Al Sistema de Protección de Niñas, Niños 

y Adolescentes de los municipios del Estado de México.  

XXXVIII. Sistemas Municipales DIF: A los sistemas municipales para el desarrollo integral 

de la familia del Estado de México.    

XXXIX. Tratados Internacionales: A los tratados internacionales vigentes en materia de 

derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte. 

Artículo 6. Esta Ley se aplicará a favor de las niñas, niños y adolescentes sin distinción 

alguna independientemente de su origen, cultura, sexo, idioma, religión, ideología, 

nacionalidad, discapacidad, circunstancias de nacimiento o cualquier otra condición propia 

de quienes legalmente ejerzan la patria potestad, su guarda o tutela en términos de las 

disposiciones aplicables, tomando en consideración las condiciones particulares de las niñas, 

niños y adolescentes en los diferentes grupos de población, a fin de proteger el goce 

igualitario de todos sus derechos humanos.    

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

adoptarán medidas de protección especial de derechos de las niñas, niños y adolescentes que 

se encuentren en situación de vulnerabilidad por circunstancias específicas de carácter 

socioeconómico, alimentario, psicológico, físico, discapacidad, identidad cultural, origen 

étnico o nacional, situación migratoria o apatridia, o bien, género, preferencia sexual, 

creencias religiosas o prácticas culturales, u otros que restrinjan o limiten el ejercicio de sus 

derechos. 

Artículo 7. Son principios rectores en la observancia, interpretación y aplicación de esta Ley 

los establecidos en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte y la 

Ley General, considerándose, de manera enunciativa más no limitativa  los siguientes:    

I. El interés superior de la niñez.    

II. La universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad e integralidad.    

III. La igualdad.    

IV. La no discriminación.    

V. La inclusión.    

VI. El derecho a la vida, supervivencia y desarrollo.    

VII. La participación.    

VIII. La interculturalidad. 

IX. La corresponsabilidad de los miembros de la familia, la sociedad y las autoridades.    

X. La transversalidad en la legislación, políticas públicas, actividades administrativas, 

económicas y culturales.    

XI. La autonomía progresiva.    

XII. El principio pro-persona.    

XIII. El acceso a una vida libre de violencia.    

XIV. La accesibilidad. 

Artículo 8. Es deber de la familia, la comunidad a la que pertenecen, del Estado y, en general, 

de todos los integrantes de la sociedad, el respeto y el auxilio para la protección de los 

derechos de niñas, niños y adolescentes, así como garantizarles un nivel adecuado de vida 

para su desarrollo integral.    



Artículo 9. Es obligación de toda persona que tenga conocimiento de casos de niñas, niños y 

adolescentes que sufran o hayan sufrido, en cualquier forma, violación de sus derechos, 

hacerlo del conocimiento inmediato de las autoridades competentes, de manera que pueda 

seguirse la investigación correspondiente y, en su caso, instrumentar las medidas cautelares, 

de protección y de restitución integrales procedentes en términos de las disposiciones 

aplicables.    

Artículo 10. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y adolescentes, de 

manera enunciativa más no limitativa, los siguientes:     

I. Derecho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo. 

II. Derecho de prioridad.  

III. Derecho a la identidad. 

IV. Derecho a vivir en familia.    

V. Derecho a la igualdad sustantiva.    

VI. Derecho a no ser discriminado.    

VII. Derecho a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral.    

VIII. Derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal.     

IX. Derecho a la protección de la salud y a la seguridad social.     

X. Derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad.     

XI. Derecho a la educación.    

XII. Derecho al descanso y al esparcimiento.     

XIII. Derecho a la libertad de convicciones éticas, pensamiento, conciencia, religión y 

cultura.     

XIV. Derecho a la libertad de expresión y de acceso a la información.     

XV. Derecho de participación.    

XVI. Derecho de asociación y reunión.    

XVII. Derecho a la intimidad.    

XVIII. Derecho a la seguridad jurídica y al debido proceso.     

XIX. Derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes.     

XX. Derechos de niñas, niños y adolescentes en situaciones especiales.     

XXI. Derecho al acceso a las tecnologías de información y comunicación, así como a los 

servicios de radiodifusión y telecomunicaciones.    

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

adoptarán las medidas necesarias para garantizar el goce y disfrute de estos derechos a fin 

de lograr desarrollo integral de todas las niñas, niños y adolescentes sin discriminación de 

ningún tipo o condición. 

TÍTULO SEGUNDO 

De los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

Capítulo Primero 



Del Derecho a la Vida, a la Supervivencia y al Desarrollo 

Artículo 11. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho intrínseco a la vida de conformidad 

con la Constitución Estatal y la Convención, a la supervivencia y al desarrollo, quienes 

deberán vivir en condiciones que sean acordes a su dignidad y que garanticen su desarrollo 

integral. 

Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a no ser privados de la vida bajo ninguna 

circunstancia ni ser utilizados en conflictos armados o violentos o en la comisión de 

conductas delictivas.    

Quienes ejerzan la patria potestad, tutela, guarda y custodia tienen la obligación de 

preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos.    

Las autoridades estatales encargadas de la atención y protección a las víctimas coordinarán 

la ejecución de las acciones en la materia y darán prioridad a las niñas, niños y adolescentes, 

en su calidad de víctimas y ofendidos, a fin de garantizar el desarrollo integral y prevenir 

cualquier conducta que atente contra su supervivencia.    

Las autoridades municipales establecerán unidades de primer contacto para la atención de 

niñas, niños y adolescentes víctimas del delito y de violaciones de sus derechos humanos, en 

términos de las disposiciones aplicables. 

Capítulo Segundo 

Del Derecho de Prioridad 

Artículo 12. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a que se les asegure prioridad en el 

goce de sus derechos, especialmente para que:   I. Se les brinde protección oportuna, se les 

atienda en igualdad de condiciones en todos los servicios, antes que los adultos.   II. Se 

diseñen y ejecuten políticas públicas necesarias para la protección de sus derechos, por lo 

que se deberá asignar mayores recursos a las instituciones públicas o privadas encargadas 

en la atención de sus necesidades.   III. Prevalezca el interés superior de la niñez para el 

diseño y ejecución de las políticas públicas necesarias para su protección. 

Capítulo Tercero 

Del Derecho a la Identidad 

Artículo 13. Niñas, niños y adolescentes, desde su nacimiento, tienen derecho a contar con 

un nombre y apellido, nacionalidad, conocer su filiación y su origen, en la medida de lo 

posible, y a preservar su identidad y los atributos derivados de ésta de acuerdo a lo 

estipulado en la legislación aplicable en la materia, su pertenencia cultural, así como sus 

relaciones familiares, atendiendo en todo momento, el interés superior de la niñez.   Cuando 

haya procesos o procedimientos que deriven en cambio de apellidos de niñas, niños y 

adolescentes, estos tendrán el derecho a opinar y a ser tomados en cuenta, conforme a su 

edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez.   Niñas, niños y adolescentes nacionales 

o extranjeros podrán comprobar su identidad con los documentos emitidos por la autoridad 

competente. La falta de documentación para acreditar su identidad no será obstáculo para 

garantizar sus derechos. 

En los casos de reconocimiento o negativa de reconocimiento de la maternidad y paternidad 

de niñas, niños y adolescentes, así como en relación con los derechos y obligaciones 

derivados de la filiación y parentesco. Se estará con lo dispuesto por el Código Civil y Código 

de Procedimientos Civiles del Estado de México. Ante la negativa de la prueba de paternidad 

o maternidad, la autoridad competente, salvo prueba en contrario, presumirá que es el padre 

o la madre respectivamente.    



Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

deberán prioritariamente colaborar en la búsqueda, localización y obtención de la 

información necesaria para acreditar o restablecer la identidad de niñas, niños y 

adolescentes. Para facilitar esta labor, la Procuraduría de Protección Estatal y las 

procuradurías de protección municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

requerirán a las autoridades que correspondan para que den debido cumplimiento al 

presente artículo.    

Artículo 14. Para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo anterior, las autoridades 

del Estado y municipios deberán:    

I. Facilitar la inscripción en el Registro Civil de forma inmediata y gratuita de niñas, niños 

y adolescentes y a expedir de forma ágil y sin costo la primera copia certificada del acta 

correspondiente.    

II. Tomar en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescentes, conforme a su edad, desarrollo 

evolutivo, cognoscitivo y madurez cuando haya procesos o procedimientos que deriven en 

cambio de apellidos de niñas, niños y adolescentes. 

Capítulo Cuarto 

Del Derecho a Vivir en Familia 

Artículo 15. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en una familia. Siempre que 

sea posible deberán crecer bajo la responsabilidad y el cuidado de sus padres y en todo caso 

en un ambiente de afecto y de seguridad física, moral, intelectual y material.    

La falta de recursos no podrá considerarse motivo suficiente para separarlos de sus padres 

o de los familiares con los que convivan ni causa para la pérdida de la patria potestad. Estas 

condiciones imputables directas exclusivamente a la pobreza económica y material no 

constituirán la única justificación para separar a niñas, niños o adolescentes del cuidado de 

sus padres, sino que deberán considerarse como un indicio de la necesidad de proporcionar 

a la familia el apoyo apropiado.    

No serán considerados como supuestos de exposición o estado de abandono los casos en que 

las personas que ejerzan la patria potestad, por extrema pobreza o por necesidad de ganarse 

el sustento lejos del lugar de residencia, tengan dificultades para atender a niñas, niños y 

adolescentes de manera permanente, siempre y cuando los mantengan al cuidado de otras 

personas, libres de violencia y provean su subsistencia. 

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, están 

obligadas a instaurar políticas de fortalecimiento familiar con la finalidad de evitar la 

separación de niñas, niños y adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad y en su caso, 

la tutela; de acuerdo a lo dispuesto en el Código Civil del Estado de México respecto de las 

relaciones jurídicas familiares y los deberes derivados de éstas. 

Artículo 16. Niñas, niños y adolescentes no podrán ser separados de sus padres o de quienes 

que ejerzan la patria potestad sobre ellos o de sus tutores, y en términos de las disposiciones 

aplicables de quienes ejercen la custodia, sino mediante orden de autoridad competente que 

así lo declare velando en todo momento por su integridad física y escuchando la opinión de 

niñas, niños y adolescentes, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y 

madurez y atendiendo a la preservación del interés superior de la niñez.    

Niñas, niños y adolescentes, cuyos padres o familiares que estén a su cargo se encuentren 

separados tendrán derecho a convivir o a mantener contacto directo de modo regular con 

ellos, salvo en los casos en que el órgano jurisdiccional competente determine que ello es 

contrario al interés superior de la niñez.    



Así mismo, niñas, niños y adolescentes tienen derecho a convivir con sus padres o familiares 

cuando estos se encuentren privados de su libertad. Las autoridades competentes en materia 

jurisdiccional y penitenciaria deberán garantizar este derecho y establecer las condiciones 

necesarias para que esta convivencia se realice de forma adecuada, conforme con las 

disposiciones jurídicas aplicables. Este derecho solo podrá ser restringido por resolución del 

órgano jurisdiccional competente, siempre y cuando no sea contrario a su interés superior. 

Cuando nazca una niña o un niño de una madre que se encuentre cumpliendo una pena 

privativa de libertad, las autoridades penitenciarias correspondientes deberán informar a la 

Procuraduría de Protección de este hecho, a fin de que esta última garantice que la niña o 

niño tenga acceso a las medidas de protección especial correspondientes, asegurando que la 

niña o el niño mantenga relaciones personales y un contacto directo con su madre, cuando 

ello responda a su interés superior.    

En todo momento se privilegiará el derecho de los lactantes a acceder a una alimentación 

nutricionalmente adecuada con base en una lactancia materna óptima, por lo cual las 

autoridades en materia penitenciaria favorecerán el establecimiento de salas de lactancia y 

la operación de programas que favorezcan la lactancia materna y la alimentación 

complementaria que resulten apropiadas. 

Artículo 17. Cuando niñas, niños y adolescentes sean separados de sus padres o familiares, 

las autoridades estatales y municipales dispondrán todos los medios necesarios para facilitar 

su localización y reunificación, siempre y cuando no sea contrario a su interés superior.    

Durante la localización de la familia de niñas, niños y adolescentes, tienen derecho a acceder 

a las modalidades de cuidados alternativos de carácter temporal, en tanto se incorporan a 

su familia.    

Para efectos del párrafo anterior, el Sistema Estatal DIF deberá otorgar acogimiento 

correspondiente conforme lo previsto en esta ley y demás disposiciones aplicables.    

Artículo 18. En todas las medidas concernientes a niñas, niños y adolescentes que tomen los 

órganos jurisdiccionales, autoridades administrativas y órganos legislativos se tomará en 

cuenta como consideración primordial el interés superior de la niñez. 

Dichas autoridades elaborarán los mecanismos necesarios para garantizar este principio.    

En los casos de traslados o retenciones ilícitas de niñas, niños y adolescentes originarios del 

Estado de México y que se encuentren fuera del territorio nacional, la persona interesada 

podrá presentar la solicitud de restitución respectiva ante la Delegación de la Secretaría de 

Relaciones Exteriores correspondiente, para que ésta lleve a cabo las acciones 

correspondientes en el marco de sus atribuciones, de conformidad con lo dispuesto en los 

instrumentos internacionales y demás disposiciones aplicables. 

Cuando las autoridades estatales tengan conocimiento de casos de niñas, niños y 

adolescentes originarios del Estado de México trasladados o retenidos de manera ilícita en 

el extranjero, se coordinarán con las autoridades federales competentes, conforme a las 

demás disposiciones aplicables, para su localización y restitución.    

Cuando una niña, niño o adolescente sea trasladado o retenido ilícitamente en territorio 

estatal, o haya sido trasladado legalmente pero retenido ilícitamente, las autoridades 

estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, estarán obligadas a 

coadyuvar en su localización, a través de los programas para la búsqueda, localización y 

recuperación, así como en la adopción de todas las medidas necesarias para prevenir que 

sufran mayores daños y en la sustanciación de los procedimientos de urgencia necesarios 

para garantizar su restitución inmediata, cuando la misma resulte procedente conforme a 

los tratados internacionales en materia de sustracción de menores.    



Artículo 19. El Sistema Estatal DIF atendiendo a la legislación aplicable, se asegurará que a 

niñas, niños y adolescentes se les restituya su derecho a vivir en familia, para lo cual 

determinará el acceso a las modalidades de cuidados alternativos al parental o familiar, 

priorizando que las niñas, niños y adolescentes sean:  

I. Reintegrados con su familia de origen, extensa o ampliada para su cuidado, siempre y 

cuando no sea contrario a su interés superior. 

II. Recibidos por una familia de acogida, como medida provisional de carácter temporal.    

III. Recibidos por una familia de acogimiento pre-adoptivo.     

IV. Recibidos y atendidos de manera excepcional, de acuerdo a las características específicas 

de cada caso, en acogimiento residencial brindado por centros de asistencia social público o 

privado por el menor tiempo posible.     

Artículo 20. El Sistema Estatal DIF y los sistemas municipales DIF en coordinación con las 

instituciones públicas ofrecerán orientación, cursos y asesorías, así como servicios 

terapéuticos en materia de pareja, de maternidad y paternidad, entre otros. 

Capítulo Quinto 

Del Derecho a la Igualdad Sustantiva 

Artículo 21. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al mismo trato y acceso de 

oportunidades para el reconocimiento y goce de los derechos contenidos en la presente Ley, 

a fin de lograr su desarrollo integral.   Con el fin de garantizar la igualdad sustantiva entre 

niñas, niños y adolescentes, las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, deberán realizar las siguientes acciones:    

I. Transversalizar la perspectiva de género en todas sus actuaciones y procurar el uso de un 

lenguaje no sexista en sus documentos oficiales.    

II. Diseñar, implementar y evaluar programas, y políticas públicas a través de acciones 

afirmativas tendientes a eliminar los obstáculos que impidan la igualdad de oportunidades, 

acceso y permanencia a la alimentación adecuada, a un estilo de vida saludable, a la 

educación y a la atención médica de niñas, niños y adolescentes.    

III. Implementar acciones específicas para alcanzar la eliminación de costumbres, 

tradiciones, prejuicios, roles y estereotipos sexistas o de cualquier otra índole que estén 

basadas en la idea de inferioridad.    

IV. Establecer acciones dirigidas, de manera preferente, a las niñas y las adolescentes que 

pertenezcan a grupos y regiones con mayor rezago educativo o que enfrenten condiciones 

económicas y sociales de desventaja para el goce de los derechos contenidos en esta Ley y 

en la Ley General.   

V. Establecer los mecanismos institucionales que orienten su actuar hacia el cumplimiento 

de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y privado, promoviendo el empoderamiento 

de las niñas y adolescentes y serán factor de análisis prioritario las diferencias de género 

como causa de vulnerabilidad y discriminación en contra de las niñas y las adolescentes.    

VI. Desarrollar campañas permanentes de difusión, promoción, conocimiento, 

sensibilización y goce de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.    

Artículo 22. Las normas aplicables a las niñas y a las adolescentes deberán estar dirigidas a 

visibilizar, promover, respetar, proteger y garantizar, en todo momento, sus derechos en 

aras de alcanzar la igualdad sustantiva con respecto a los niños y a los adolescentes y, en 

general, con toda la sociedad. 



Capítulo Sexto 

Del Derecho a No ser Discriminado 

 Artículo 23. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a no ser discriminados, por lo que 

no deberá hacerse distinción, exclusión o restricción alguna de sus derechos, en razón de su 

raza, origen étnico, nacional o social, idioma, género, preferencia sexual, religión, opiniones, 

condición socioeconómica, discapacidad, circunstancias de nacimiento, estado de salud o 

cualquier otra condición atribuible a ellos mismos o a su madre, padre, tutor, familiares o 

quienes ejerzan la custodia sobre ellos.    

Asimismo, las autoridades están obligadas a llevar a cabo medidas especiales para prevenir, 

atender y erradicar la discriminación múltiple de la que son objeto niñas, niños y 

adolescentes en situación de exclusión social, condición de discapacidad, en situación de 

calle, peores formas de trabajo infantil o cualquiera otra condición de marginalidad.    

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

deberán:    

I. Llevar a cabo acciones especiales para prevenir, atender y erradicar la discriminación 

múltiple de la que son objeto niñas, niños y adolescentes en situación de exclusión social, en 

situación de calle, cualquier forma de trabajo infantil, en las situaciones especiales 

contempladas en la presente Ley o cualquiera otra condición de marginalidad. 

II. Adoptar medidas y realizar acciones afirmativas, cuando sean necesarias, para garantizar 

que niñas y las adolescentes tengan igualdad de trato y oportunidades que los niños y los 

adolescentes.   III. Promover e impulsar un desarrollo integral de igualdad entre niñas, niños 

y adolescentes, erradicando usos, costumbres o prácticas culturales que promuevan 

cualquier tipo de discriminación de niñas, niños y adolescentes, atendiendo a los principios 

rectores de esta Ley. 

IV. Impulsar políticas públicas encaminadas al fortalecimiento familiar, a fin de que todas 

las niñas, los niños y los adolescentes logren un desarrollo integral y accedan a las mismas 

oportunidades a lo largo de su vida.    

Artículo 24. Las autoridades estatales y municipales deberán informar semestralmente a la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, sobre las medidas de nivelación, 

medidas de inclusión y acciones afirmativas que adopten tendentes a favorecer condiciones 

de equidad e igualdad real de oportunidades y de trato, así como para prevenir y eliminar 

toda forma de discriminación de las personas, para su registro, monitoreo, verificación y 

expedir el reconocimiento respectivo, en términos de las leyes de la materia.    

Dichos reportes deberán desagregar en lo posible la información, por lo menos, en razón de 

edad, sexo, escolaridad, municipio de residencia y tipo de discriminación. 

Capítulo Séptimo 

Del Derecho a Vivir en Condiciones de Bienestar y a un Sano Desarrollo Integral 

Artículo 25. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio ambiente sano 

y sustentable, y en condiciones adecuadas que permitan su desarrollo, bienestar, crecimiento 

saludable y armonioso, tanto físico como mental, material, espiritual, ético, cultural y social.    

Corresponde en principio y directamente a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o 

guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes proporcionar dentro de sus posibilidades, 

las condiciones de vida suficientes para su desarrollo integral.    

Las autoridades estatales y municipales estarán obligadas de manera subsidiaria, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, mediante políticas públicas, programas y acciones 



a crear condiciones para que la familia pueda desempeñar sus derechos y obligaciones de 

manera adecuada para asegurar los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

 

Capítulo Octavo 

Derecho de Acceso a una Vida Libre de Violencia y a la Integridad Personal 

Artículo 26. En los casos en que las niñas, niños y adolescentes sean víctimas de delitos se 

aplicarán las disposiciones aplicables. En todo caso, los protocolos de atención deberán 

considerar su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez para la implementación de 

las acciones de asistencia y protección respectivas, así como la reparación integral del daño.    

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Sistema Estatal de Protección 

a que se refiere la presente Ley se coordinará con las autoridades encargadas de la atención 

a víctimas y ofendidos del delito en términos de la legislación aplicable.     

Artículo 27. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deberán adoptar las medidas necesarias para que niñas, niños y adolescentes 

vivan en contextos familiares, escolares, vecinales y estatales libres de violencia, por lo que 

deberán: 

I. Prevenir, sancionar y erradicar los casos en que niñas, niños o adolescentes se vean 

afectados por las acciones u omisiones a que se refiere el artículo 47 de la Ley General.    

II. Implementar las medidas apropiadas para prevenir, sancionar y erradicar cualquier tipo 

de violencia en contra de niñas, niños y adolescentes con discapacidad.    

III. Adoptar las medidas apropiadas de conformidad con la legislación correspondiente para 

promover la recuperación física, psicológica y la integración social de niñas, niños y 

adolescentes víctimas de violencia para lograr el goce y restitución de sus derechos.    

IV. Garantizar su reincorporación a la vida cotidiana, en un ambiente que fomente la salud 

física y psicológica, el respeto y la dignidad de niñas, niños y adolescentes, para su desarrollo 

integral.    

V. Elaborar protocolos de atención en los que se considere su situación familiar, su edad, 

desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez para la implementación de las acciones de 

asistencia y protección respectivas, así como para la reparación integral del daño. 

Artículo 28. Sin perjuicio de lo dispuesto en otras disposiciones aplicables, las autoridades 

competentes llevarán a cabo las acciones necesarias para propiciar las condiciones idóneas 

para crear un ambiente libre de violencia en las instituciones educativas, en el que se 

fomente la convivencia armónica y el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, 

incluyendo la creación de mecanismos de mediación permanentes donde participen quienes 

ejerzan la patria potestad o tutela.    

Para efectos del párrafo anterior, las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de 

sus respectivas competencias, y las instituciones académicas se coordinarán para:    

I. Diseñar estrategias y acciones para la detección temprana, contención, prevención y 

erradicación del acoso o la violencia escolar en todas sus manifestaciones, que contemplen 

la participación de los sectores público, privado y social, así como indicadores y mecanismos 

de seguimiento, evaluación y vigilancia.    

II. Desarrollar actividades de capacitación para servidores públicos, para el personal 

administrativo y docente, así como para las asociaciones de padres de familia.    



III. Establecer mecanismos gratuitos de atención, asesoría, orientación y protección de 

niñas, niños y adolescentes, así como a quienes ejerzan la patria potestad o tengan la guarda 

y custodia de los involucrados en una situación de acoso o violencia escolar. 

IV. Establecer y aplicar las sanciones que correspondan a las personas, responsables de 

centros de atención cuidado y desarrollo integral infantil, centros educativos públicos y 

privados, personal docente o servidores públicos, así como para las asociaciones de padres 

de familia que realicen, promuevan, propicien, toleren o no denuncien actos de acoso o 

violencia escolar, conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones aplicables.    

Artículo 29. Las autoridades educativas en colaboración con las procuradurías de protección 

estatal y municipales, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, realizarán 

acciones tendentes a prevenir y eliminar conductas de acoso o violencia escolar en las 

escuelas públicas y privadas en el Estado de México, así como llevar el control estadístico de 

incidencia. 

Artículo 30. Para efectos de prevenir el acoso y la violencia escolar, las autoridades en 

materia de educación, propiciarán y fomentarán la creación de consejos de participación 

social tendrá las siguientes atribuciones:    

I. Conocer y dar seguimiento a las acciones que realicen las y los educadores y autoridades 

educativas señaladas en la Ley General de Educación y en la Ley de Educación del Estado de 

México.    

II. Conocer de las acciones educativas y de prevención que realicen las autoridades para que 

los educandos conozcan y detecten la posible comisión de acoso, violencia escolar y/o hechos 

delictivos que puedan perjudicarlos.    

III. Sensibilizar a la comunidad, mediante la divulgación de material que prevenga la 

comisión de acoso, violencia escolar y/o delitos en agravio de las y los educandos. Así como 

de elementos que fomenten la protección de los derechos humanos.    

IV. Propiciar la colaboración de maestros y padres de familia en los programas para la 

prevención, detección, atención y erradicación del acoso y la violencia escolar, a fin de 

salvaguardar la integridad y educación plena de las y los educandos.    

V. Estimular, promover y apoyar actividades extraescolares que complementen y respalden 

la formación de los educandos, dentro de una cultura libre de violencia y respeto a los 

derechos humanos. 

VI. Fomentar el respeto entre los miembros de la comunidad educativa con especial énfasis 

en evitar agresiones entre los alumnos y desalentar entre ellos prácticas que generen 

violencia.    

Capítulo Noveno 

Derecho a la Protección de la Salud y a la Seguridad Social 

Artículo 31. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar del más alto nivel posible 

de salud, así como a recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de 

calidad, de conformidad con la legislación aplicable.    Las autoridades estatales y 

municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, se coordinarán a fin de:   I. 

Establecer acciones para reducir la morbilidad y mortalidad de niñas, niños y adolescentes.  

II. Implementar acciones para reducir las razones de riesgo de la morbilidad y mortalidad 

materna.  

III. Asegurar la prestación de la asistencia médica y sanitaria que sean necesarias a niñas, 

niños y adolescentes, haciendo hincapié en la atención primaria a la salud. 



IV. Promover en todos los grupos de la sociedad y, en particular, en quienes ejerzan la patria 

potestad, tutela o guarda y custodia, de niños, niñas y adolescentes, los principios básicos 

de la salud, la nutrición, la higiene y el saneamiento ambiental, las medidas de prevención 

de accidentes, las ventajas de la lactancia materna, exclusiva dentro de los primeros seis 

meses y complementaria hasta los dos años.    

V. Adoptar medidas tendientes a la eliminación de prácticas culturales, usos y costumbres 

que sean perjudiciales para la salud de niñas, niños y adolescentes. 

VI. Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación y asesoría a quienes ejerzan 

la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes, y cuidados en 

materia de salud reproductiva, de conformidad con las disposiciones jurídicas en materia de 

salud.    

VII. Establecer las medidas tendientes a prevenir embarazos de niñas y adolescentes 

enfocadas en el acceso a oportunidades, permanencia escolar y la creación de un programa 

de vida, así como garantizar la información sobre métodos anticonceptivos, conforme a su 

edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, fomentando la participación de quienes 

detenten la patria potestad, tutela, guarda y custodia para el desarrollo de una sexualidad 

responsable.     

VIII. Asegurar la prestación de servicios de atención médica gratuita, respetuosa, efectiva e 

integral a las mujeres durante el embarazo, parto y puerperio, así como para sus hijas e 

hijos.    

IX. Impulsar programas de prevención e información, de asistencia para combatir la 

desnutrición crónica y aguda, sobrepeso y obesidad, así como otros trastornos de conducta 

alimentaria mediante la promoción de una alimentación adecuada y equilibrada, el consumo 

de agua potable, el fomento del ejercicio físico y estilos de vida saludable. 

X. Garantizar a las niñas, niños y adolescentes los programas de vacunación, así como su 

control a través de la vigilancia de su crecimiento y desarrollo.  

XI. Atender de manera oportuna las enfermedades respiratorias, renales, gastrointestinales, 

epidémicas, cáncer, diabetes, VIH/SIDA y otras enfermedades de transmisión sexual e 

impulsar programas de prevención e información sobre estas.    

XII. Establecer acciones encaminadas a la prevención y detección temprana de 

discapacidades a efecto de reducir al máximo la aparición de discapacidades y asegurar los 

mayores niveles de atención y rehabilitación.    

XIII. Disponer lo necesario para que niñas, niños y adolescentes con discapacidad reciban la 

atención apropiada a su condición, que los rehabilite, mejore su calidad de vida, facilite su 

interacción e inclusión social y permita el goce igualitario de sus derechos.    

XIV. Proporcionar el acceso a los bienes, servicios, ayudas técnicas y rehabilitación que 

requieren niñas, niños y adolescentes con discapacidad. 

XV. Sancionar y erradicar la esterilización forzada de niñas, niños y adolescentes.    

XVI. Establecer las medidas para que en los servicios de salud se atiendan de manera 

oportuna los casos en que niñas, niños y adolescentes sean víctimas de delitos o de cualquier 

tipo de violencia.    

XVII. Establecer medidas tendientes a la prevención, atención, combate y rehabilitación de 

los problemas de salud pública causados por las adicciones.    

XVIII. Establecer medidas tendientes a que en los servicios de salud se detecten y atiendan 

de manera especial los casos de niñas, niños y adolescentes con problemas de salud mental.    



XIX. Establecer medidas para la detección temprana de discapacidades a efecto de prevenir 

y reducir al máximo su aparición, asegurando los mayores niveles de atención y 

rehabilitación. 

XX. Proporcionar el acceso a los bienes, servicios, ayudas técnicas y rehabilitación que 

requieren las niñas, niños y adolescentes con discapacidad.    

En todos los casos se respetará el derecho a la intimidad de niñas, niños y adolescentes, 

conforme a la presente Ley, así como el derecho a la información de quienes detenten la 

patria potestad, tutela o guarda y custodia de niños, niñas y adolescentes en relación a su 

estado de su salud, para cumplir con su obligación constitucional de proteger y exigir el 

cumplimiento del derecho a la salud de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 32. El Sistema Estatal de Salud garantizará que todos los sectores de la sociedad 

tengan acceso a educación y asistencia en materia de principios básicos de salud y nutrición, 

ventajas de la lactancia materna exclusiva durante los primeros seis meses y 

complementaria hasta los dos años de edad, así como la prevención de embarazos, higiene, 

medidas de prevención de accidentes y demás aspectos relacionados con la salud de niñas, 

niños y adolescentes.  

Así mismo, promoverá las políticas públicas que garanticen el pleno cumplimiento del 

derecho a la salud atendiendo al derecho de prioridad, al interés superior de las niñas, niños 

y adolescentes, la igualdad sustantiva y la no discriminación, así como establecer acciones 

afirmativas a favor de las niñas, niños y adolescentes.    

Artículo 33. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, y de conformidad con las disposiciones aplicables, deberán garantizar el 

derecho a la seguridad social de las niñas, niños y adolescentes.    

Artículo 34. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, deben desarrollar políticas para fortalecer la salud materno-infantil y 

aumentar la esperanza de vida. 

Capítulo Décimo 

Derecho a la Inclusión de Niñas, Niños y Adolescentes con Discapacidad 

Artículo 35. Son niñas, niños o adolescentes con discapacidad los que por razón congénita o 

adquirida presentan una o más deficiencias de carácter físico, mental, intelectual o 

sensorial, ya sea permanente o temporal y que al interactuar con las barreras que le impone 

el entorno social, pueda impedir su inclusión plena y efectiva, en igualdad de condiciones 

con los demás.    

Cuando exista duda o percepción si una niña, niño o adolescente tiene alguna discapacidad, 

se presumirá que es una niña, niño o adolescente con discapacidad.    

Artículo 36. Niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a la igualdad 

sustantiva de condiciones con los demás niñas, niños y  

La discriminación por motivos de discapacidad también comprende la negación de ajustes 

razonables.    

Artículo 37. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, están obligadas a implementar medidas de nivelación, de inclusión y acciones 

afirmativas en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables considerando los 

principios de participación e adolescentes, a vivir incluidos en la comunidad y a disfrutar de 

los derechos contenidos en la presente Ley, la Constitución Federal, la Constitución Estatal, 

los tratados internacionales y demás leyes aplicables. 



I. Realizar ajustes razonables para fomentar la inclusión social y establecer el diseño 

universal de accesibilidad de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en términos de 

la legislación aplicable.    

II. Dotar a las instalaciones que ofrezcan trámites y servicios a niñas, niños y adolescentes 

con discapacidad, de señalización en braille y formatos accesibles de fácil lectura y 

comprensión y procurarán ofrecer otras medidas de asistencia e intermediarios, así como 

un intérprete o aquellos medios tecnológicos que les permitan obtener información de forma 

comprensible.    

III. Realizar acciones a fin de sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que 

tome mayor conciencia respecto de niñas, niños y adolescentes con discapacidad y fomentar 

el respeto a sus derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y prejuicios respecto 

de su discapacidad.    IV. Ofrecer apoyos educativos y formativos para quienes ejercen la 

patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, 

a fin de aportarles los medios necesarios para que puedan fomentar su desarrollo y vida 

digna.   V. Promover acciones interdisciplinarias para el estudio, diagnóstico temprano, 

tratamiento y rehabilitación de las discapacidades de niñas, niños y adolescentes que en cada 

caso se necesiten, asegurando que sean accesibles a las posibilidades económicas de sus 

familiares.    

VI. Prevenir la ocultación, abandono, negligencia y segregación de niñas, niños y 

adolescentes con discapacidad. 

VII. Establecer mecanismos de coordinación con autoridades competentes y empresas 

privadas, a fin de elaborar normas y programas que garanticen a las niñas, niños y 

adolescentes con discapacidad, la accesibilidad, movilidad, seguridad, comodidad, calidad y 

funcionalidad en los medios de transporte público.    

VIII. Disponer acciones que permitan ofrecerles cuidados elementales gratuitos, acceso a 

programas de estimulación temprana, servicios de salud, rehabilitación, esparcimiento, 

actividades ocupacionales, así como a la capacitación para el trabajo.   IX. Establecer 

mecanismos que permitan la recopilación periódica y sistemática de información y 

estadística de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, que permita una adecuada 

formulación de políticas públicas en la materia. Dichos reportes deberán desagregarse, al 

menos por sexo, edad, escolaridad, municipio y tipo de discapacidad.  

X. Promover convenios de colaboración y coordinación entre las instancias públicas y 

privadas estales, nacionales e internacionales para el cumplimiento de las acciones previstas 

en este Capítulo.    

XI. Participar en la constitución de bancos de prótesis, ortesis, ayudas técnicas y medicinas 

de uso restringido, facilitando su gestión y obtención a la población con discapacidad y de 

escasos recursos, a través de los mecanismos institucionales que determine cada orden de 

Gobierno. 

XII. Realizar convenios a fin de otorgar descuentos preferenciales en medicamentos, 

prótesis, órtesis, además de los que se requieran para el tratamiento y rehabilitación de las 

personas con discapacidad. 

XIII. Impulsar la investigación médica para detectar la etiología, evolución, tratamiento y 

prevención de las discapacidades.    

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, están 

obligadas a realizar lo necesario para fomentar la inclusión social y deberán establecer el 

diseño universal de accesibilidad de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en 

términos de la legislación aplicable.    



Además del diseño universal, se deberá dotar a las instalaciones que ofrezcan trámites y 

servicios a niñas, niños y adolescentes con discapacidad, de señalización en braille y 

formatos accesibles de fácil lectura y comprensión. Asimismo, procurarán ofrecer otras 

medidas de asistencia e intermediarios.    

No se podrá negar o restringir la inclusión de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, 

el derecho a la educación ni su participación en actividades recreativas, deportivas, lúdicas 

o culturales en instituciones públicas, privadas y sociales. 

Artículo 38. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, están obligadas a realizar lo necesario para fomentar la inclusión social y 

deberán establecer el diseño universal de accesibilidad de niñas, niños y adolescentes con 

discapacidad, en términos de la legislación aplicable.    

No se considerarán discriminatorias las medidas específicas que sean necesarias para 

acelerar o lograr la igualdad sustantiva de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad.    

Artículo 39. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, realizarán acciones a fin de sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, 

para que tome mayor conciencia respecto de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad 

y fomentar el respeto a sus derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y 

prejuicios respecto de su discapacidad.    

Artículo 40. Las niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho en todo 

momento a que se les facilite un intérprete o aquellos medios tecnológicos que les permitan 

obtener información confiable y comprensible, manifestarse de manera libre y directa, para 

expresar su voluntad. 

Capítulo Décimo Primero 

Derecho a la Educación 

 Artículo 41. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una educación de calidad y libre 

de violencia que contribuya al conocimiento de sus derechos, que garantice el respeto a su 

dignidad humana, el pleno y armonioso desarrollo de sus potencialidades y personalidad, y 

fortalezca el respeto a los derechos humanos, en los términos del artículo 3 de la 

Constitución Federal, la Constitución Estatal, la Ley General de Educación, la Ley de 

Educación del Estado de México, los tratados internacionales y demás disposiciones 

aplicables. 

Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás 

personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado, niñas, niños 

o adolescentes, en proporción a su responsabilidad, tendrán derecho a intervenir en la 

educación que habrá de darse a las niñas, niños y adolescentes.    

Las autoridades estatales, en el ámbito de sus respectivas competencias garantizarán la 

consecución de una educación de calidad y la igualdad en el acceso y permanencia en la 

misma, por lo cual deberán: 

I. Proporcionar la atención educativa que niñas, niños y adolescentes requieran para su pleno 

desarrollo, por lo cual, los programas respectivos deberán considerar la edad, madurez, 

circunstancias particulares y tradiciones culturales, para prepararlos para la vida con un 

espíritu crítico, reflexivo y analítico.    

II. Adoptar medidas orientadas hacia el pleno ejercicio del derecho a la educación.    

III. Establecer medidas para garantizar la gratuidad de la educación pública obligatoria y 

para procurar la accesibilidad material, económica y geográfica a la educación.    



IV. Establecer las condiciones necesarias para fortalecer la calidad educativa, tales como la 

relevancia y pertinencia del currículo, la disposición de la infraestructura y equipamiento 

adecuados para el aprendizaje y para las prácticas de enseñanza y la evaluación docente.  

V. Destinar recursos humanos, materiales y presupuestarios adecuados para garantizar la 

educación de calidad y prestar servicios educativos en condiciones de normalidad mínima, 

entendida esta como el conjunto de condiciones indispensables que deben cumplirse en cada 

escuela para el buen desempeño de la tarea docente y el logro del aprendizaje de los 

educandos. 

VI. Adaptar el sistema educativo a las condiciones, intereses y contextos específicos de niñas, 

niños y adolescentes para garantizar su permanencia en el sistema educativo.    

VII. Promover y fomentar la lectura y el cumplimiento a sus responsabilidades educativas.    

VIII. Propiciar la preservación de la familia, como célula básica de la sociedad, para 

desarrollar actitudes solidarias entre las niñas, niños y adolescentes; a fin de fomentar la 

salud, los valores fundamentales, la libertad y el respeto absoluto a la dignidad humana.    

IX. Establecer acciones afirmativas para garantizar el derecho a la educación de niñas, niños 

y adolescentes de grupos y regiones con mayor rezago educativo, dispersos o que enfrentan 

situaciones de vulnerabilidad.    

X. Implementar mecanismos para la atención, canalización y seguimiento de los casos que 

constituyan violaciones al derecho a la educación de niñas, niños y adolescentes.      

XI. Fomentar la convivencia escolar armónica y libre de violencia, así como la generación de 

mecanismos para la discusión, debate y resolución pacífica de conflictos, inculcando el 

respeto por las personas.    

XII. Contribuir a garantizar la permanencia y conclusión de la educación obligatoria para 

abatir el ausentismo, abandono y deserción escolar. 

XIII. Conformar una instancia multidisciplinaria responsable que establezca mecanismos 

para la prevención, atención y canalización de los casos de maltrato, perjuicio, daño, 

agresión, abuso o cualquier otra forma de violencia en contra de niñas, niños y adolescentes 

que se suscite en los centros educativos.    

XIV. Elaborar protocolos de actuación sobre situaciones de acoso o violencia escolar para el 

personal y para quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia. 

XV. Garantizar el pleno respeto al derecho a la educación y la inclusión de niñas, niños y 

adolescentes con discapacidad en todos los niveles del Sistema Educativo Estatal, 

desarrollando y aplicando normas y reglamentos que eviten su discriminación y las 

condiciones de accesibilidad en instalaciones educativas, proporcionen los apoyos 

didácticos, materiales y técnicos y cuenten con personal docente capacitado.    

XVI. Adoptar medidas para responder a las necesidades de niñas, niños y adolescentes con 

aptitudes sobresalientes, de tal manera que se posibilite su desarrollo progresivo e integral, 

conforme a sus capacidades y habilidades personales.    

XVII. Establecer mecanismos para la expresión y participación de niñas, niños y 

adolescentes, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez que permita 

atender y tomar en cuenta sus intereses y preocupaciones en materia educativa. 

XVIII. Administrar la disciplina escolar de modo compatible con la dignidad humana, 

impidiendo la imposición de medidas de disciplina que no estén previamente establecidas, 

sean contrarias a la dignidad humana o atenten contra la vida o la integridad física o mental 

de niñas, niños y adolescentes.    



XIX. Erradicar las prácticas pedagógicas discriminatorias o excluyentes que atenten contra 

la dignidad humana o integridad, especialmente los tratos humillantes y degradantes.    

XX. Inculcar en niñas, niños y adolescentes el respeto al medio ambiente.    

XXI. Establecer mecanismos para fomentar el uso responsable y seguro de las tecnologías de 

información y comunicación.    

XXII. Fomentar el interés por la ciencia y las actitudes que estimulen la investigación 

científica y el desarrollo tecnológico.    

XXIII. Establecer medidas que garanticen el acceso y permanencia de niñas y adolescentes 

embarazadas y faciliten su reingreso al sistema educativo estatal. 

XXIV. Inculcar en niñas, niños y adolescentes el respeto a la patria y sus símbolos.    

Artículo 42. La educación, además de lo dispuesto en las disposiciones jurídicas aplicables, 

tendrá los siguientes fines:    

I. Fomentar en niñas, niños y adolescentes los valores fundamentales y el respeto de la 

propia identidad, así como a las diferencias culturales y opiniones diversas.  

II. Desarrollar las aptitudes y las potencialidades de niñas, niños y adolescentes.    

III. Inculcar a niñas, niños y adolescentes sentimientos de identidad y pertenencia a su 

escuela, comunidad y nación, así como su participación activa en el proceso educativo y 

actividades cívicas en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

IV. Apoyar y desarrollar programas, cursos y actividades que fortalezcan la enseñanza de los 

padres de familia o tutores respecto al valor de la igualdad y solidaridad entre las hijas e 

hijos, la prevención de la violencia escolar desde el hogar y respeto a sus maestros. 

V. Orientar a los adolescentes respecto a la formación profesional, las oportunidades de 

empleo y las posibilidades de carrera.    

VI. Apoyar a niñas, niños y adolescentes que sean víctimas de maltrato y la atención especial 

de quienes se encuentren en situación de riesgo.    

VII. Prevenir el delito y las adicciones, mediante el diseño y ejecución de programas.    

VIII. Emprender, en cooperación con quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y 

custodia, así como con grupos de la comunidad, la planificación, organización y desarrollo 

de actividades extracurriculares que sean de interés para niñas, niños y adolescentes.    

IX. Impartir educación integral y responsable de la sexualidad, la reproducción humana, la 

planificación familiar, así como la prevención de enfermedades de transmisión sexual y los 

embarazos, conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, fomentando 

la participación, en todo momento, de quienes detenten la patria potestad o tutela. 

X. Prestar servicios educativos para atender a quien abandonaron el sistema regular y se 

encuentran en situación de rezago y llevar a cabo las acciones necesarias para que ninguna 

institución educativa, niegue el ingreso, permanencia, matrícula o acceso de una niña o 

adolescente embarazada o lactante, debiendo otorgársele protección y facilidades 

apropiadas a su permanencia o reincorporación.    

XI. Fortalecer la educación especial e inicial.    

XII. Promover el valor de la justicia, de la observancia de la ley y de la igualdad de las 

personas ante esta, propiciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no violencia en 

cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el conocimiento de los derechos humanos y 

el respeto a los mismos.    



XIII. Difundir los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes y las formas de 

protección con que cuentan para ejercerlos. 

Artículo 43. Sin perjuicio de lo dispuesto en otras disposiciones jurídicas aplicables, las 

autoridades competentes llevarán a cabo las acciones necesarias para propiciar las 

condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia y de discriminación en las 

instituciones educativas, en el que se fomente la convivencia armónica y el desarrollo 

integral de niñas, niños y adolescentes, incluyendo la creación de mecanismos de mediación 

permanentes donde participen quienes ejercen la patria potestad o tutela.    

Para efectos del párrafo anterior, las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de 

sus respectivas competencias, y las instituciones académicas se coordinarán para:    

I. Diseñar estrategias y acciones para la detección temprana, contención, prevención y 

erradicación del acoso o la violencia escolar en todas sus manifestaciones, que contemplen 

la participación de los sectores público, privado y social, así como indicadores y mecanismos 

de seguimiento, evaluación y vigilancia.    

II. Desarrollar actividades de capacitación para servidores públicos y para el personal 

administrativo y docente. 

III. Fortalecer y promover los cursos y programas dirigidos a los padres de familia o tutores, 

que les permitan dar mejor atención a sus hijos y fortalezcan el valor de la igualdad y 

solidaridad entre las hijas e hijos, la prevención de la violencia escolar desde el hogar y el 

respeto a sus maestros.    

IV. Establecer mecanismos gratuitos de atención, asesoría, orientación y protección de niñas, 

niños y adolescentes involucrados en una situación de acoso o violencia escolar.    

V. Establecer y aplicar las sanciones que correspondan a las personas responsables de 

centros de asistencia social, personal docente o servidores públicos que realicen, 

promuevan, propicien, toleren o no denuncien actos de acoso o violencia escolar, conforme 

a lo dispuesto en esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.  

VI. Impulsar la inclusión de las niñas, niños y adolescentes con discapacidad en las 

instituciones educativas, coadyuvando a desarrollar normas y políticas públicas que eviten 

su discriminación, estableciendo condiciones de accesibilidad en instalaciones educativas, 

proporcionando los apoyos didácticos, materiales y técnicos, contando con personal docente 

capacitado. 

VII. Asistir a las autoridades educativas en la elaboración de programas que permitan 

desarrollar la personalidad, el talento y la creatividad de las niñas, niños y adolescentes con 

discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas, para que participen de manera 

activa en la sociedad.    

VIII. Coadyuvar con el establecimiento de mecanismos a fin de que las niñas, niños y 

adolescentes con alguna discapacidad gocen del derecho a la admisión gratuita así como a la 

atención especializada, en los centros educativos privados mediante convenios de servicios. 

Las niñas, niños y adolescentes con discapacidad no podrán ser condicionados en su 

integración a la educación.     

IX. Fomentar la inclusión de la enseñanza del sistema de escritura braille y la lengua de 

señas, fomentando la producción y distribución de libros de texto gratuitos en sistema de 

escritura braille, macrotipos y textos audibles que complementen los conocimientos de las 

niñas, niños y adolescentes discapacidad. 

 

Capítulo Décimo Segundo 



Derecho al Descanso y al Esparcimiento 

Artículo 44. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al 

juego y a las actividades recreativas propias de su edad, así como a participar libremente en 

actividades culturales, deportivas y artísticas, como factores primordiales de su desarrollo 

y crecimiento, así como a disfrutar de las manifestaciones y actividades culturales y 

artísticas de su comunidad.     

Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes 

deberán respetar el goce de estos derechos y, por lo tanto, no podrán imponerles regímenes 

de vida, estudio, tareas o reglas de disciplina desproporcionadas a su edad, desarrollo 

evolutivo, cognoscitivo y madurez, que impliquen la renuncia o el menoscabo de los mismos. 

Además, vigilarán que niñas, niños y adolescentes no realicen trabajos en edad no permitida 

que los prive de su niñez o adolescencia y atente contra su potencial, dignidad, desarrollo 

físico o psicológico.    

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, están 

obligadas a garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes al descanso y el 

esparcimiento y a fomentar oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad 

sustantiva, para su participación en actividades culturales, artísticas y deportivas dentro de 

su comunidad. 

Para tal efecto, se establecerán comités de participación, que en materia de prevención social 

de la violencia y la delincuencia coadyuvarán con las autoridades para la creación, 

conservación y mejoramiento de espacios públicos, a fin de modificar el ámbito situacional 

del entorno local, propiciando la convivencia y la cohesión social y comunitaria. 

Capítulo Décimo Tercero 

De los Derechos de la Libertad de Convicciones Éticas, Pensamiento, Conciencia, 

Religión y Cultura 

Artículo 45. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad de convicciones 

éticas, pensamiento, conciencia, religión y cultura, por lo que no podrán ser discriminados 

de forma alguna por ejercer este derecho. Las autoridades estatales y municipales, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, garantizarán este derecho en el marco del Estado 

laico.    

La libertad de profesar la propia religión o creencias estará sujeta al interés superior de la 

niñez, atendiendo su edad, grado de desarrollo cognoscitivo y madurez, así como a las 

limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger los derechos y libertades 

fundamentales de los demás. Los padres, tutores o quienes ejerzan la guarda y custodia de 

las niñas, niños y adolescentes, brindarán la orientación necesaria a fin de contribuir con su 

desarrollo integral.    

Artículo 46. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a disfrutar libremente de su lengua, 

cultura, usos, costumbres, prácticas culturales, religión, recursos y formas específicas de 

organización social y todos los elementos que constituyen su identidad cultural, así como al 

acceso a espacios culturales y a expresar sus manifestaciones culturales de acuerdo a sus 

propios intereses y expectativas. 

Las autoridades estatales deberán:    

I. Establecer políticas tendientes a garantizar la promoción, difusión y protección de la 

diversidad de las expresiones culturales, regionales y universales, entre niñas, niños y 

adolescentes.    



II. Promover y garantizar, por todos los medios a su alcance, las expresiones culturales de 

niñas, niños y adolescentes y el intercambio cultural a nivel estatal, nacional e internacional.  

III. Contemplar un sistema de promoción y apoyo a iniciativas culturales de niñas, niños y 

adolescentes, poniendo énfasis en el rescate de elementos culturales de los sectores 

populares y de los pueblos indígenas asentados en el Estado.    

IV. Establecer espacios para la expresión del talento infantil, garantizando el acceso 

preferencial de niñas, niños y adolescentes a los eventos culturales propios de su edad.    

V. Apoyar a los organismos de la sociedad civil que promuevan la cultura entre niñas, los 

niños y adolescentes.    

VI. Garantizar que los docentes cuenten con formación en educación intercultural y que las 

estrategias pedagógicas aplicadas partan de los saberes, costumbres y experiencias de los 

educandos. 

Lo dispuesto en este capítulo se ejercerá en concordancia con el derecho a la educación y no 

será limitativo del deber de educación de los padres o de quienes ejerzan la patria potestad, 

tutela o guarda y custodia, de guiar y orientar a niñas, niños y adolescentes en el goce de 

estos derechos, a fin de que contribuya con su desarrollo integral. 

Capítulo Décimo Cuarto 

De los Derechos a la Libertad de Expresión y de Acceso a la Información 

Artículo 47. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a expresar libremente sus 

pensamientos, ideas u opiniones tanto en el ámbito público como privado, ya sea oralmente, 

por escrito o medio impreso, en forma artística o por cualquier otro medio elegido por ellos. 

El ejercicio de este derecho se llevará a cabo conforme a la evolución de sus facultades, edad, 

madurez y demás limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la 

seguridad, el orden, la salud, la moral y los derechos de terceros. Los padres o quienes 

ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia tienen el deber de orientar a niñas, los 

niños y adolescentes en el ejercicio de este derecho a fin de que contribuya a su desarrollo 

integral.    

Artículo 48. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al acceso a información y material 

procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial la información y 

el material educativo que tenga por finalidad promover su bienestar intelectual, social, 

espiritual y moral, así como su salud física y mental.     

En todos los casos, serán los padres o quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y 

custodia los primeros responsables de orientar y supervisar a niñas, niños y adolescentes en 

el ejercicio de este derecho, a fin de que contribuya a su desarrollo integral. 

En cumplimiento de este derecho se deberán diseñar políticas públicas que permitan su 

ejercicio, con especial énfasis en medidas que aseguren su bienestar social y ético, así como 

su desarrollo cultural que los protejan de peligros que puedan afectar su vida, su salud o  su 

desarrollo integral.    

Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

promoverán:    

I. La difusión de información y materiales pertinentes, necesarios que contribuyan a orientar 

a niñas, niños y adolescentes en el conocimiento de sus derechos, y les ayude al pleno 

desarrollo de sus cualidades intelectuales, emocionales y contribuyan a salvaguardar su 

integridad física y moral.    



II. Campañas sobre la cultura de la denuncia por la violación de derechos de niñas, niños y 

adolescentes.    

III. La prevención de violaciones a los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes y la 

comisión de actos delictivos.    

IV. La información y participación de niñas, niños y adolescentes para la prevención y 

atención de las adicciones. 

Artículo 49. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho, de manera individual y colectiva, a 

ser escuchados en todo procedimiento judicial o administrativo que les afecte, ya sea 

directamente o por medio de representante u órgano apropiado de acuerdo con las 

disposiciones jurídicas aplicables.    

La Procuraduría de Protección estatal o municipal, en su respectivo ámbito de competencia 

podrá promover la imposición de sanciones a los medios de comunicación locales, según lo 

establece la Ley General. 

Se garantiza el ejercicio de este derecho, especialmente en todo procedimiento que conduzca 

a una decisión que afecte sus derechos, garantías e intereses, de acuerdo con su edad, 

desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, atendiendo el interés superior de la niñez.    

Artículo 50. En poblaciones predominantemente indígenas, las autoridades a que se refiere 

este artículo, tienen la obligación de difundir la información institucional y la promoción de 

los derechos en la lengua indígena local.    

Asimismo, las autoridades a que se refiere este artículo dispondrán lo necesario para 

garantizar que las niñas, niños y adolescentes con discapacidad cuenten con los sistemas de 

apoyo para ejercer su derecho a la libertad de expresión, acceso a la información y sistema 

de apoyo para la expresión de su voluntad.  

Tienen derecho a recibir información y orientación para que se les inculque el respeto a toda 

biodiversidad y al medio ambiente que le rodea, a efecto de que se vaya creando conciencia 

de que el deber del ser humano, como ser pensante, es proteger y desarrollar una manera 

sustentable de nuestro entorno natural de vida.    

Artículo 51. Sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones aplicables a los medios de 

comunicación, el Gobierno del Estado a través de las dependencias correspondientes podrá 

concertar con las radiodifusoras y televisoras que tengan cobertura dentro del territorio 

estatal la difusión de mensajes dirigidos exclusivamente a las niñas, niños y adolescentes, 

que atienda a sus necesidades informativas, de difusión de sus derechos, sus 

responsabilidades, que promuevan la equidad, igualdad sustantiva, la inclusión, la no 

discriminación, la tolerancia, los valores y la no violencia. 

Capítulo Décimo Quinto 

Del Derecho a la Participación 

Artículo 52. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a participar libre y activamente en 

la vida familiar, social, escolar, científica, cultural, deportiva y recreativa, conforme a su 

edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez.    

Este derecho implica la posibilidad de expresar su opinión, ser escuchados y tomados en 

cuenta respecto de los asuntos de su familia, su comunidad y su país, así como todos aquellos 

temas que les afecten, por lo que la familia, la sociedad y el Estado deberán propiciar y 

fomentar oportunidades de participación de niñas, niños y adolescentes.    

Las autoridades estatales y municipales fomentarán la participación de niñas, niños y 

adolescentes en foros municipales y estatales y la creación de espacios de participación a fin 



de que puedan opinar, analizar, y en general, puedan expresar su punto de vista y 

propuestas, de forma individual o colectiva, en aquellos ámbitos que no vulneren su 

integridad física o moral.    

Es responsabilidad del Estado, de la sociedad civil y de las instituciones públicas y privadas, 

diseñar los mecanismos que den un peso específico a la opinión de niñas, niños y 

adolescentes, en todos los aspectos que determinen su vida y su desarrollo, sin menoscabo 

del deber de cuidado y orientación de quienes ejercen la patria potestad, tutela o custodia. 

Artículo 53. Niñas, niños y adolescentes también tienen derecho a que las diferentes 

instancias gubernamentales, en los diferentes órdenes de gobierno, les informen de qué 

manera su opinión ha sido valorada y tomada en cuenta, a través de los mecanismos que 

para tal efecto se establezcan. 

Capítulo Décimo Sexto 

Del Derecho de Asociación y Reunión 

Artículo 54. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a asociarse y reunirse libre y 

pacíficamente con otras personas con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, 

religiosos, políticos, económicos, o de cualquier otra índole, siempre que sean de carácter 

lícito, sin más limitaciones que las establecidas en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.    

Cuando en el ejercicio de estos derechos se lesione el interés superior de la niñez, quienes 

ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia podrán intervenir y en su caso, 

restringir las conductas o hábitos de niñas, niños o adolescentes.    

Las autoridades estatales correspondientes proporcionarán asesoría y orientación para la 

promoción e integración de organizaciones de niñas, niños y adolescentes así como también 

elaborarán un registro de las mismas.    

Quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia representarán a niñas, niños 

y adolescentes para el ejercicio del derecho de asociación, cuando sea necesario para 

satisfacer las formalidades que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables.    

Las autoridades deberán velar porque se respeten estos derechos, por lo cual: 

I. Promoverán la participación social de niñas, niños y adolescentes.    

II. Atenderán, al establecerse los planes de urbanización, desarrollo y organización del 

espacio comunitario, a la libre y segura convivencia de niñas, niños y adolescentes en su 

comunidad.    

III. Cuidarán que las señales de todo tipo para automovilistas, peatones y usuarios de todos 

los servicios públicos sean claras para niñas, niños y adolescentes de manera que les faciliten 

el movimiento dentro de su comunidad y del Estado, así como el uso legítimo de los espacios 

públicos. 

Capítulo Décimo Séptimo 

Del Derecho a la Intimidad 

Artículo 55. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la intimidad contra toda injerencia 

arbitraria o ilegal en su vida privada y en la de su familia, domicilio o correspondencia y a 

la protección de sus datos personales.  

No se considerará injerencia ilegal o arbitraria, aquella que emane de quienes ejercen la 

patria potestad, tutela o guarda y custodia, en el cumplimiento de la obligación de orientar, 



supervisar y, en su caso, restringir las conductas y hábitos de niñas, niños y adolescentes, 

siempre que atiendan al interés superior de la niñez.    

Niñas, niños y adolescentes no podrán ser objeto de divulgaciones o difusiones ilícitas de 

información, manejo de su imagen o datos personales, incluyendo aquella que tenga carácter 

informativo a la opinión pública o de noticia que permita identificarlos, que menoscabe su 

honra o reputación, sea contrario a sus derechos o que los ponga en riesgo, conforme al 

principio de interés superior de la niñez. 

Cualquier medio de comunicación que difunda entrevistas, imágenes, voz o datos deberán 

cuidar en todo momento el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.    

En caso de incumplimiento se promoverán las acciones civiles, denuncias, querellas y 

procedimientos de conformidad con la legislación Civil, Penal y Administrativa del Estado 

de México y demás disposiciones jurídicas aplicables.    

Artículo 56. Los autoridades estatales y municipales deberán garantizar la protección de la 

identidad e intimidad de niñas y niños que sean víctimas, ofendidos, testigos o que estén 

relacionados de cualquier manera en la comisión de un delito, a fin de evitar su identificación 

pública. La misma protección se otorgará a adolescentes a quienes se les atribuya la 

realización o participación en un delito, conforme a la Ley de Justicia para Adolescentes del 

Estado de México.    

Artículo 57. En los procedimientos ante órganos jurisdiccionales se podrá solicitar ante la 

autoridad federal competente que se imponga como medida cautelar la suspensión o bloqueo 

de cuentas de usuarios en medios electrónicos, a fin de evitar la difusión de información, 

imágenes, sonidos o datos que puedan contravenir el interés superior de la niñez.    

El órgano jurisdiccional federal competente, con base en este artículo y en las disposiciones 

jurídicas aplicables podrá requerir a las empresas de prestación de servicios en materia de 

medios electrónicos que realicen las acciones necesarias para el cumplimiento de las 

medidas cautelares que ordene. 

Capítulo Décimo Octavo 

Del Derecho a la Seguridad Jurídica y al Debido Proceso 

Artículo 58. Niñas, niños y adolescentes gozan de los derechos y garantías de seguridad 

jurídica y debido proceso, establecidos en la Constitución Federal y Estatal, los tratados 

internacionales, la Ley General, esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, por lo 

que las autoridades estatales están obligadas a garantizar el goce de estos derechos y la 

protección y prevalencia del interés superior de la niñez.    

Las autoridades estatales que sustancien procedimientos de carácter jurisdiccional o 

administrativo o que realicen cualquier acto de autoridad en los que estén relacionados 

niñas, niños y adolescentes estarán obligadas a:    

I. Garantizar la protección y prevalencia del interés superior de la niñez.    

II. Garantizar el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes.    

III. Proporcionar información clara, sencilla y comprensible para niñas, niños y adolescentes 

sobre el procedimiento judicial o administrativo de que se trate y la importancia de su 

participación en el mismo, incluyendo, en su caso, formatos accesibles de fácil comprensión 

y lectura para niñas, niños y adolescentes con discapacidad. 

IV. Implementar mecanismos de apoyo al presentar una denuncia, participar en una 

investigación o en un proceso judicial, proporcionar la asistencia de un traductor o 



intérprete o de profesionales especializados cuando la naturaleza del procedimiento lo 

requiera.    

V. Garantizar el derecho de niñas, niños y adolescentes a ser representados de manera 

coadyuvante o en suplencia por las procuradurías de protección estatal o municipales, en los 

términoestablecidos en la Ley General, esta Ley y en las demás disposiciones aplicables, así 

como recibir información sobre las medidas de protección disponibles.    

VI. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tutela, 

guarda o custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo disposición 

judicial en contrario.    

VII. Garantizar el derecho de audiencia de niñas, niños y adolescentes en los procedimientos 

a los que sean sometidos.    

VIII. Ponderar, antes de citar a una niña, niño o adolescente a alguna audiencia, la 

pertinencia de la misma, considerando su edad, madurez, estado psicológico, así como 

cualquier otra condición específica.    

En todo momento, se deberá mantener a niñas, niños o adolescentes apartados de los adultos 

que puedan influir negativamente en su comportamiento o estabilidad emocional, cuando 

así lo determine la autoridad competente, antes y durante la realización de la audiencia o 

comparecencia respectiva. 

IX. Destinar espacios lúdicos, de descanso y aseo para niñas, niños y adolescentes en los 

recintos en que se lleven a cabo procedimientos en que deban intervenir.    

X. Atendiendo al principio de celeridad procesal ajustarse al tiempo de participación máximo 

para la intervención de niñas, niños o adolescentes durante la sustanciación de los 

procedimientos.    

XI. Implementar medidas para garantizar el resguardo de la intimidad y datos personales de 

niñas, niños y adolescentes.    

XII. Dictar medidas de protección a favor de niñas, niños o adolescentes, cuando esté en 

riesgo su integridad física o emocional, procurando su interés superior. 

Artículo 59. Las autoridades estatales garantizarán que niñas y niños a quienes se atribuya 

la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito, estén exentos de 

responsabilidad penal y garantizarán que no serán detenidos, retenidos ni privados de su 

libertad ni sujetos a procedimiento alguno, sin perjuicio de las responsabilidades civiles que 

correspondan a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia.    

En aquellos casos en que el Ministerio Público o cualquier otra autoridad tenga conocimiento 

de la presunta comisión o participación de una niña o niño en un hecho que la ley señale 

como delito, de manera inmediata dará aviso a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o 

guarda y custodia, así como a la Procuraduría de Protección, a fin de solicitar a la autoridad 

competente de manera inmediata las medidas necesarias para la protección integral, de 

asistencia social y, en su caso, restitución de sus derechos.    

Toda medida que se adopte será susceptible de revisión por el órgano judicial competente 

en un proceso contradictorio en el que se garantice, por lo menos, el derecho a ser oído y la 

asistencia de un abogado especializado. 

En el caso en que un adolescente se encuentre en el contexto de la comisión de un delito se 

notificará de inmediato a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así 

como a la Procuraduría de Protección, para llevar a cabo el procedimiento de conformidad 

con la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de México. 



Artículo 60. Siempre que se encuentre una niña, niño o adolescente en el contexto de la 

comisión de un delito se notificará de inmediato a quienes ejerzan la patria potestad, tutela 

o guarda y custodia, así como a la Procuraduría de Protección.    

La legislación de la materia determinará los procedimientos y las medidas que correspondan 

a quienes se les atribuyan la comisión o participación en un hecho que la ley señale como 

delito mientras era adolescente, garantizando los derechos fundamentales que reconoce la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para todo individuo, así como aquellos 

derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido 

reconocidos.   

 Las autoridades estatales garantizarán que en los procedimientos jurisdiccionales en que 

estén relacionadas niñas, niños o adolescentes como probables víctimas del delito o testigos, 

de conformidad con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez, tengan 

al menos los siguientes derechos:    

I. Se les informe sobre la naturaleza del procedimiento y el carácter de su participación en 

el mismo, el que en ningún caso podrá ser el de imputado o probable responsable.    

II. Que su participación en un procedimiento se lleve a cabo de la manera más expedita, en 

espacios lúdicos y condiciones especiales, asistidos por un profesional en derecho 

especializado. 

III. Garantizar el acompañamiento de quien ejerza sobre ellos la patria potestad, tutela o 

guarda y custodia durante la sustanciación de todo el procedimiento, salvo disposición 

judicial en contrario, con base en el interés superior de la niñez.    

IV. Que se preserve su derecho a la intimidad, que no se divulguen sus datos de identificación 

en los términos de esta Ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables.    

V. Tener acceso gratuito a asistencia jurídica, psicológica y cualquier otra necesaria 

atendiendo a las características del caso, a fin de salvaguardar sus derechos, en términos de 

las disposiciones jurídicas aplicables.    

VI. Adoptar las medidas necesarias para evitar la re-victimización de niñas, niños y 

adolescentes que presuntamente son víctimas de la comisión de un delito o violación a sus 

derechos humanos. 

Capítulo Décimo Noveno 

Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes 

Artículo 61. Las autoridades estatales, en el ámbito de su competencia, deberán garantizar 

los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes, acompañados, no acompañados, 

separados, nacionales, extranjeros y repatriados en el contexto de movilidad humana, 

independientemente de su nacionalidad o su situación migratoria de conformidad con la Ley 

de Migración y su Reglamento, la Ley General, esta Ley y las demás disposiciones jurídicas 

aplicables debiendo observar en todo momento el principio del interés superior de la niñez 

y los estándares internacionales en la materia.    

Las autoridades competentes, una vez en contacto con la niña, niño o adolescente deberán 

de adoptar las medidas correspondientes para la protección de sus derechos. En 

consecuencia, darán una solución que resuelva todas sus necesidades de protección, teniendo 

en cuenta sus opiniones y privilegiando la reunificación familiar, excepto que sea contrario 

a su interés superior. 

Asimismo, establecerán los estándares mínimos para que los espacios de alojamiento o 

albergues brinden la atención integral adecuada a niñas, niños y adolescentes migrantes, los 

cuales deberán cumplir con lo siguiente:    



I. El diseño universal y la accesibilidad en términos de la normatividad aplicable.    

II. Contar con medidas de seguridad, protección y vigilancia necesarias para garantizar la 

comodidad, higiene, espacio idóneo de acuerdo a la edad, sexo o condición física o mental de 

niñas, niños y adolescentes alojados.    

III. Contar con un entorno afectivo y libre de violencia, en los términos de las disposiciones 

aplicables.    

IV. Tratándose de niñas, niños o adolescentes acompañados podrán alojarse con sus 

familiares, salvo que lo más conveniente sea la separación de estos en aplicación del 

principio del interés superior de la niñez.    

V. En caso de que el Sistema Estatal DIF o los sistemas municipales DIF identifiquen, 

mediante una evaluación inicial, a niñas, niños o adolescentes extranjeros que sean 

susceptibles de reconocimiento de condición de refugiado o de asilo, lo comunicarán al 

Instituto Nacional de Migración con el fin de proporcionarles el tratamiento adecuado de 

adoptar medidas de protección especiales. 

VI. El Sistema Estatal DIF enviará al Sistema Nacional DIF la información en el momento en 

que se genere de las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migrantes extranjeros no 

acompañados, que incluya las causas de su migración, las condiciones de tránsito, sus 

vínculos familiares, factores de riesgo en origen y tránsito, información de sus 

representantes legales, datos sobre su alojamiento y situación jurídica.    

VII. Los sistemas municipales DIF enviarán al Sistema Estatal DIF la información en el 

momento en que se genere a fin de que se incorpore en las bases de datos a que se refiere el 

párrafo anterior.    

VIII. En ningún caso una situación migratoria irregular de niñas, niños o adolescentes, 

preconfigurará por sí misma la comisión de un delito ni se prejuzgará la comisión de ilícitos 

por el hecho de encontrarse en condición migratoria irregular. 

Artículo 62. En tanto el Instituto Nacional de Migración determine la situación migratoria 

de la niña, niño o adolescente, el Sistema Estatal DIF a través de la Procuraduría Estatal en 

coordinación con los sistemas municipales DIF competentes deberá brindar la protección 

que prevé la Ley General, esta ley, incluyendo las siguientes disposiciones:    

I. Proporcionar asistencia social para la atención de niñas, niños y adolescentes migrantes 

no acompañados o acompañados, nacionales y extranjeros, que requieran servicios para su 

protección.    

II. Otorgar facilidades de estancia y garantizar la protección de niñas, niños y adolescentes 

migrantes no acompañados y acompañados, en tanto se resuelva su situación migratoria.    

III. Coadyuvar con el Instituto Nacional de Migración en la implementación de acciones que 

permitan brindar una atención adecuada a las niñas, niños y adolescentes migrantes no 

acompañados y acompañados que por diferentes factores o la combinación de ellos, 

enfrentan situaciones de mayor vulnerabilidad.    

IV. Las demás que señale las disposiciones aplicables. 

Artículo 63. El Sistema Estatal DIF a través las Procuraduría Estatal en coordinación con los 

sistemas municipales DIF, en sus respectivos ámbitos de competencia deberán aplicar en los 

procesos migratorios que involucren a niñas, niños y adolescentes las garantías del debido 

proceso:    

I. A ser notificado de la existencia de un procedimiento y de la decisión que se adopte en el 

marco del proceso migratorio.    



II. A ser informado de sus derechos.    

III. A que los procesos migratorios sean llevados por un funcionario especializado.    

IV. A ser escuchado y a participar en las diferentes etapas procesales.  

V. A ser asistido gratuitamente por un traductor y/o intérprete.    

VI. Al acceso efectivo a la comunicación y asistencia consular.    

VII. A ser asistido por un abogado y a comunicarse libremente con él.    

VIII. En su caso, a la representación en suplencia. 

IX. A que la decisión que se adopte evalúe el interés superior de las niñas, niños y 

adolescentes y esté debidamente fundamentada y motivada.    

X. A recurrir la decisión ante la autoridad jurisdiccional competente.    

XI. A conocer la duración del procedimiento que se llevará a cabo, mismo que deberá seguir 

el principio de celeridad.    

Artículo 64. Está prohibido rechazar, remover o de cualquier manera transferir a los 

espacios de alojamiento a una niña, niño o adolescente migrante, cuando al retornarlo a su 

lugar de origen implique peligro para su vida, seguridad y/o libertad a causa de persecución 

o amenaza, violencia generalizada o violaciones masivas a los derechos humanos, entre 

otros, así como donde pueda ser sometido a tortura u otros tratos crueles, inhumanos o 

degradantes.    

Artículo 65. Cualquier decisión sobre la reintegración de una niña, un niño o adolescente a 

su familia de origen, con su familia extensa o ampliada, según sea el caso, sólo podrá 

realizarse en base a su interés superior. 

Artículo 66. El Sistema Estatal DIF en colaboración con los sistemas municipales DIF 

competentes se coordinará en lo conducente con la Secretaría de Relaciones Exteriores y la 

Delegación del Instituto Nacional de Migración a fin de garantizar de forma prioritaria la 

asistencia social y protección consular de niñas, niños y adolescentes migrantes que se 

encuentren en el extranjero en proceso de repatriación y cuya familia de origen, ampliada o 

extensa, tutores, personas que tengan a su guarda o cuidado radiquen en el Estado de México.  

Capítulo Vigésimo 

Derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los 

servicios de radiodifusión y telecomunicaciones 

Artículo 67. Niñas, Niños y Adolescentes tienen derecho de acceso a las tecnologías de la 

información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y 

telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para ello, las autoridades del 

Estado de México darán todas las facilidades a efecto de coordinarse con la Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes, en términos de lo previsto en la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión.    

Capítulo Vigésimo 

Primero De las Niñas, Niños y Adolescentes en Situaciones Especiales 

Artículo 68. Para efectos de esta Ley se entienden por niñas, niños y adolescentes en 

situaciones especiales:    

I. Niñas, niños y adolescentes cuyos padres se encuentren en situación de encarcelamiento.    



II. Niñas, niños y adolescentes víctimas de los delitos en materia de trata de personas 

establecidos en la Ley para Prevenir, Atender, Combatir y Erradicar la Trata de Personas del 

Estado de México y Ley General de la materia. 

III. Aquellos adolescentes sujetos a los procedimientos establecidos en la Ley de Justicia para 

adolescentes del Estado de México.    

IV. Niñas, niños y adolescentes en situación de calle, de acuerdo con la legislación y políticas 

aplicables en el Estado de México.    

Artículo 69. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, evaluarán el impacto de las políticas públicas y prácticas gubernamentales 

relacionadas con niñas, niños y adolescentes en situaciones especiales.   Se establecerán 

mecanismos efectivos para tutelar los derechos de niñas, niños y adolescentes en situaciones 

especiales de conformidad con la presente Ley y  las leyes de la materia.    

Artículo 70. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, impulsarán a nivel institucional público y privado, campañas de información 

que permitan una temprana identificación de las necesidades de niñas, niños y adolescentes 

en situaciones especiales.    

Se implementarán mecanismos de coordinación entre las instancias a fin de capacitar al 

personal que, en el ámbito de su competencia, tenga trato directo con niñas, niños y 

adolescentes en situaciones especiales. 

Artículo 71. Las autoridades estatales y municipales, a fin de lograr la reinserción y 

participación ciudadana de niñas, niños y adolescentes en situaciones especiales velarán por 

el seguimiento y cumplimiento de las políticas públicas implementadas a nivel estatal.     

TÍTULO TERCERO 

De quienes ejercen la Patria Potestad, Tutela, Guarda o Custodia de Niñas, Niños y 

Adolescentes 

Capítulo Único 

De las obligaciones 

Artículo 72. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias están obligadas a proporcionar asistencia médica, psicológica y atención 

preventiva integrada a la salud, así como un traductor o intérprete en caso de ser necesario, 

asesoría jurídica y orientación social a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y 

custodia de niñas, niños y adolescentes o personas que los tengan bajo su responsabilidad, 

en cuanto a las obligaciones que establecen esta Ley y demás disposiciones jurídicas 

aplicables  y en la medida que se favorezca el interés superior de la niñez.    

Artículo 73. Atendiendo al interés superior de las niñas, niños y adolescentes, quienes 

ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, deberán: 

I. Tener y conservar la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños o 

adolescentes.    

II. Convivir con las niñas, niños o adolescentes bajo su cargo.    

III. Proveer el sostenimiento, educación y sano esparcimiento para el desarrollo integral de 

niñas, niños o adolescentes. 
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IV. Ser la autoridad y principal responsable respecto del desarrollo integral de niñas, niños 
o adolescentes bajo su cuidado y ser reconocido y tomado en cuenta como tal por las 
autoridades y la sociedad. 

 
V. Fijar las normas que guíen el proceso formativo y positivo para el desarrollo integral de 

niñas, niños o adolescentes.    

VI. Dirigir el proceso educativo de los hijos de acuerdo con sus propias convicciones morales 

y religiosas.    

VII. Mantener comunicación de forma oportuna con la niña, niño o adolescente.    

VIII. Proteger y prodigar la salvaguarda del interés superior de la niña, niño o adolescente 

bajo su cuidado.    

IX. Orientar, supervisar y guiar el ejercicio de los derechos de niñas, niños o adolescentes 

en salvaguarda de su interés superior.    

X. Ser informados en primera instancia, de forma inmediata y oportuna de toda decisión o 

acción respecto de la niña, niño o adolescente.    

XI. Revisar los expedientes educativos y médicos de niñas, niños o adolescentes.    

XII. Recibir oportunamente una explicación completa y detallada sobre las garantías 

procesales que asisten a la niña, niño o adolescente. 

XIII. Representar a niñas, niños o adolescentes bajo su cuidado en la medida que favorezca 

su interés superior. Las autoridades proveerán todas las medidas legales y administrativas 

necesarias para el ejercicio de este derecho.    

XIV. Participar activamente en reuniones y actividades de índole pública o privada, cuya 

finalidad sea favorecer el interés superior de niñas, niños o adolescentes bajo su cuidado. 

XV. Hacer uso de los recursos legales ante la autoridad competente en todos los asuntos 

concernientes a niñas, niños o adolescentes; en la medida que salvaguarde el interés 

superior de la niñez.    

XVI. Administrar los bienes de niñas, niños o adolescentes.    

XVII. Ser atendidos por las autoridades respecto de las acciones, políticas y programas que  

posibiliten el ejercicio de los derechos de niñas, niños o adolescentes.    

Las autoridades del Estado de México y sus municipios tienen el compromiso y el deber de 

respetar y garantizar a quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, el goce 

y ejercicio efectivo de los derechos reconocidos en Constitución Federal y Estatal, esta Ley, 

los tratados internacionales y demás legislación aplicable. 

Artículo 74. Además de lo previsto por el artículo anterior son obligaciones de quienes 

ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que 

por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños o adolescentes, 

en proporción a su responsabilidad y, cuando sean instituciones públicas, conforme a su 

ámbito de competencia, las siguientes:    

I. Proporcionar y garantizar el derecho a alimentos de niñas, niños y adolescentes conforme 

al Código Civil del Estado de México.    

II. Registrar su nacimiento ante la oficialía de registro civil correspondiente dentro de los 

primeros sesenta días de vida.    

III. Brindarles una educación asegurando que cursen en igualdad de oportunidades, los 

niveles de la educación básica y media superior.    



IV. Protegerlos de toda forma de violencia, maltrato, agresión, perjuicio, daño, abuso, venta, 

trata de personas, explotación o cualquier acto que atente contra su integridad física, 

psicológica o menoscabe su desarrollo integral.    

V. Evitar conductas que puedan vulnerar el ambiente de respeto y generar violencia familiar, 

creando condiciones de bienestar que propicien un entorno afectivo y comprensivo que 

garantice el ejercicio de sus derechos conforme a la presente Ley y demás disposiciones 

jurídicas aplicables. 

VI. Dar en consonancia con la evolución de sus facultades, la dirección y orientación 

apropiada a niñas, niños y adolescentes.    

VII. Fomentar en niñas, niños y adolescentes el respeto a las personas, así como el cuidado 

de los bienes propios, de la familia y de la comunidad, y el aprovechamiento de los recursos 

que se dispongan para su desarrollo integral.    

VIII. Orientar, supervisar y, en su caso, restringir, las conductas y hábitos que menoscaben 

el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, siempre que se atienda al interés 

superior de la niñez.    

IX. Considerar la opinión de niñas, niños y adolescentes para la toma de decisiones que les 

conciernan de manera directa conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y 

madurez.    

X. Educar en el conocimiento y uso responsable de las tecnologías de la información y 

comunicación. 

Las sanciones en caso de incumplimiento de las obligaciones de quienes ejercen la patria 

potestad, tutela o guarda y custodia serán las dispuestas por esta Ley, el Código Civil, Código 

de Procedimientos Civiles del Estado de México y demás leyes aplicables.    

Si en el incumplimiento de las referidas obligaciones quienes ejercen la patria potestad, 

tutela o guarda y custodia incurren en alguna conducta tipificada como delito serán 

sancionados de acuerdo con lo previsto por el Código Nacional de Procedimientos Penales, 

Código Penal para el Estado de México y demás leyes aplicables.    

El Ministerio Público tendrá la intervención que las leyes dispongan en los procedimientos 

jurisdiccionales o administrativos en que niñas, niños o adolescentes estén relacionados. En 

materia de justicia penal se estará con lo dispuesto en la Constitución Federal, esta Ley, el 

Código Penal del Estado de México y demás disposiciones jurídicas aplicables.    

No podrá declararse la caducidad ni la prescripción en perjuicio de niñas, niños y 

adolescentes. 

Artículo 75. A falta de quienes ejerzan la representación originaria de niñas, niños y 

adolescentes, o cuando por otra causa así lo determine el órgano jurisdiccional o autoridad 

administrativa competente, con base en el interés superior de la niñez, la representación en 

suplencia corresponderá a la Procuraduría de Protección.    

Al efecto, la Procuraduría de Protección ejercerá la representación coadyuvante, de 

conformidad con lo dispuesto en esta Ley y en las demás disposiciones jurídicas aplicables.    

Cuando existan indicios de conflicto de intereses entre quienes ejerzan la representación 

originaria o de éstos con niñas, niños y adolescentes o por una representación deficiente o 

dolosa, a petición del Ministerio Público, de la Procuraduría de Protección o de oficio, el 

órgano jurisdiccional o administrativo que conozca del asunto, deberá sustanciar por vía 

incidental, un procedimiento sumario de restricción, suspensión o revocación de la 

representación originaria, según sea el caso, para efectos de que la Procuraduría de 

Protección ejerza la representación en suplencia. 



TÍTULO CUARTO 

De los Centros de Asistencia Social 

Capítulo Único 

Generalidades 

 Artículo 76. El Sistema Estatal DIF determinará los requisitos para autorizar, registrar, 

certificar y supervisar los centros de asistencia social, a fin de garantizar el cumplimiento 

de los derechos de niñas, niños y adolescentes sin cuidado parental o familiar, atendidos en 

dichos centros.    

La Ley que regule los centros de asistencia social y las adopciones en el Estado de México 

establecerá las atribuciones y obligaciones de las autoridades, de los titulares y responsables 

de los centros, así mismo los requisitos para su autorización y funcionamiento.     

Artículo 77. Las instalaciones de los centros de asistencia social deberán cumplir con los 

requisitos que al efecto establezcan en la Ley que regule los centros de asistencia social y las 

adopciones en el Estado de México; respetando en todos los casos, los niveles de madurez 

intelectual, física, social de cada niña, niño o adolescente de acuerdo a la etapa del desarrollo 

evolutivo en que se encuentre. 

Niñas, niños y adolescentes con discapacidad temporal o permanente deberán ser atendidos 

y no podrán ser discriminados para ser recibidos o permanecer en los centros de asistencia 

social bajo ningún concepto.    

Artículo 78.  Es responsabilidad de los centros de asistencia social garantizar la integridad 

física y psicológica de niñas, niños y adolescentes que tengan bajo su custodia.    

Las personas responsables y el personal de los centros de asistencia social se abstendrán de 

realizar actividades que afecten la integridad física y psicológica de niñas, niños y 

adolescentes. De igual manera, los responsables evitarán que el personal que realice 

actividades diversas al cuidado de niñas, niños y adolescentes, tenga contacto con éstos en 

la medida que pudiera causarles algún daño o perjuicio.    

Asimismo y con la finalidad de brindarles mejores alternativas de protección para el 

cumplimiento de sus derechos, se deberá llevar a cabo la revisión periódica de su situación, 

de la de su familia y de la medida especial de protección por la cual ingresó al centro de 

asistencia social, garantizando el contacto con su familia y personas significativas siempre 

que esto sea posible, atendiendo a su interés superior.    

Por cada niña, niño o adolescente se abrirá un expediente completo, para los fines 

expresados del párrafo anterior, así como para determinar procedimientos de ingreso y 

egreso con el apoyo de las autoridades competentes que faciliten su reincorporación familiar 

o social. 

Asimismo, se deberá garantizar la protección de sus datos personales conforme a la 

legislación aplicable y hacer de su conocimiento, en todo momento, su situación legal.    

Artículo 79. La Procuraduría de Protección se coordinará con la Procuraduría de Protección 

Federal y con las demás procuradurías de protección de las entidades federativas en lo 

concerniente al Registro Nacional de Centros de Asistencia Social.    

Al efecto, la Procuraduría de Protección deberá reportar semestralmente a la Procuraduría 

Federal de Protección, la actualización de sus registros, así como los resultados de las visitas 

de supervisión efectuadas como coadyuvantes.    

Artículo 80. Sin perjuicio de las atribuciones que las disposiciones jurídicas aplicables 

establezcan a otras autoridades, corresponderá a la Procuraduría de Protección, la 



supervisión de los centros de asistencia social y, en su caso, ejercitarán las acciones legales 

que correspondan por el incumplimiento de los requisitos que establece la presente Ley, la 

Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

La Procuraduría de Protección será coadyuvante de la Procuraduría de Protección Federal en 

la supervisión que se realice a las instalaciones de los centros de asistencia social, en 

términos de lo previsto en la Ley General y en la ley que regule los centros de asistencia 

social.    

 

TÍTULO QUINTO 

De la Protección y Restitución Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

Capítulo Primero 

De las autoridades 

Artículo 81. Las autoridades estatales, municipales y de los organismos constitucionales 

autónomos, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán establecer y garantizar 

el cumplimiento de la política nacional y estatal en materia de derechos de niñas, niños y 

adolescentes.    

Las políticas públicas emprendidas por dichas autoridades garantizarán el goce de los 

derechos de niñas, niños y adolescentes, por lo cual deberán observar el interés superior de 

la niñez y asegurar la asignación prioritaria de recursos en términos de las disposiciones 

jurídicas aplicables  y en la medida que coadyuven efectivamente a su desarrollo integral.  

Dichas políticas públicas se entenderán dirigidas a procurarles primordialmente los 

cuidados y la asistencia que requieren para lograr su crecimiento y desarrollo integral dentro 

de un ambiente de bienestar familiar y social.    

Los principios de esta Ley orientarán la actuación de las autoridades gubernamentales del 

Estado y de los municipios, encargados de la defensa y representación jurídica, asistencia, 

provisión, prevención, protección y participación de niñas, niños y adolescentes. 

Sección Primera 

De la Distribución de Competencias 

Artículo 82. Corresponde a las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus 

atribuciones, garantizar a niñas, niños y adolescentes la protección y el ejercicio de sus 

derechos y la aplicación de medidas necesarias para su bienestar, tomando en cuenta los 

derechos y deberes de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia. De igual 

manera, sin perjuicio de lo anterior, es obligación de la comunidad a la que pertenecen y, en 

general, de todos los integrantes de la sociedad mexiquense, el respeto y el auxilio en el 

ejercicio de sus derechos.    

Artículo 83. A fin de garantizar el cumplimiento de los derechos establecidos en esta Ley, 

las autoridades estatales y municipales competentes, en ejercicio de las atribuciones que les 

otorgue la presente Ley, podrán disponer lo necesario para que en el Estado se cumplan:    

I. Las obligaciones de ascendientes o tutores o de cualquier persona que tenga a su cargo el 

cuidado de niñas, niños y adolescentes, especialmente de protegerlos contra toda forma de 

abuso o maltrato. Así como, tratarlos con respeto a su dignidad, cuidarlos, atenderlos y 

orientarlos a fin de que conozcan sus derechos, aprendan a defenderlos y a respetar los de 

las otras personas.    



II. La implementación de cursos y programas educativos destinados a servidores públicos, 

padres de familia y estudiantes, con la finalidad de que comprendan las necesidades, 

conflictos e intereses de la adolescencia, las formas de violencia familiar, escolar y social. 

III. La obligación de familiares, vecinos, médicos, maestros, trabajadores sociales, 

servidores públicos o cualquier persona que tenga conocimiento de casos de niñas, niños y 

adolescentes que estén sufriendo la violación de los derechos consignados en esta Ley, en 

cualquiera de sus formas de ponerlo en conocimiento inmediato de las autoridades 

competentes, de manera que pueda seguirse la investigación correspondiente.    

IV. En las instituciones educativas, de recreación, esparcimiento y deporte, la obligación de 

los educadores o maestros de respetar los derechos de niñas, niños y adolescentes, a efecto 

de evitar cualquier forma de maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso o explotación. 

Artículo 84. Corresponden a las autoridades estatales y municipales de manera concurrente, 

las atribuciones siguientes:    

I. Coordinar la implementación y ejecución de las acciones y políticas públicas que deriven 

de la presente Ley, de la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables.    

II. Participar con el Sistema Estatal de Protección Integral.     

III. Colaborar en la instrumentación y ejecución del Programa Estatal de Protección.     

IV. Impulsar el conocimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como la 

cultura de respeto, promoción y protección de los mismos, de conformidad con los principios 

de esta Ley.    

V. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley y de los instrumentos internacionales 

aplicables, en la medida que favorezcan la protección del interés superior de la niñez.    

VI. Ejecutar las medidas de protección especial de los derechos de niñas, niños y adolescentes 

que determine la Procuraduría Estatal de Protección Integral. 

VII. Proporcionar asistencia médica, psicológica y atención preventiva integrada a la salud, 

así como asesoría jurídica y orientación social a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o 

guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes o personas que los tengan bajo su 

responsabilidad, en relación a las obligaciones que establece esta Ley; en la medida que 

favorezca el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes bajo su cuidado.    

VIII. Garantizar el desarrollo y la supervivencia, así como investigar, sancionar 

efectivamente los actos de privación de la vida de niñas, niños y adolescentes y la reparación 

del daño que corresponda de manera eficaz y oportuna.    

IX. Colaborar en la búsqueda, localización y obtención de la información necesaria para 

acreditar o restablecer la identidad de niñas, niños y adolescentes.  

X. Establecer políticas de fortalecimiento familiar para evitar la separación de niñas, niños 

y adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia.    

XI. Establecer las normas y los mecanismos necesarios para facilitar la localización y 

reunificación de la familia de niñas, niños y adolescentes, cuando hayan sido privados de 

ella, siempre que no sea contrario a su interés superior.    

XII. Coadyuvar en la localización de niñas, niños y adolescentes sustraídos, trasladados o 

retenidos ilícitamente. 

XIII. Implementar medidas de inclusión plena y realizar las acciones afirmativas necesarias 

para garantizar a niñas, niños y adolescentes la igualdad de oportunidades y de trato, así 



como a no ser discriminados bajo ninguna circunstancia y salvaguardando su interés 

superior.    

XIV. Adoptar medidas para la eliminación de usos, costumbres, prácticas culturales, 

religiosas, estereotipos o prejuicios que atenten contra la igualdad de niñas, niños y 

adolescentes por cualquier razón o que promuevan cualquier tipo de discriminación. 

XV. Adoptar las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológica y la 

restitución en el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, víctimas de 

cualquier forma de violencia.    

XVI. Garantizar que todos los sectores de la sociedad tengan acceso a educación y asistencia 

en materia de principios básicos de salud y nutrición, medidas de prevención de accidentes 

y demás aspectos relacionados con la salud de niñas, niños y adolescentes.    

XVII. Propiciar las condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia en las 

instituciones educativas.    

XVIII. Establecer el diseño universal, la accesibilidad y políticas para la prevención, atención 

y rehabilitación de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, en términos de la 

legislación aplicable.    

XIX. Realizar acciones a fin de sensibilizar a la sociedad, para que tome mayor conciencia 

respecto de niñas, niños y adolescentes con discapacidad y fomentar el respeto a sus 

derechos y dignidad, así como combatir los estereotipos y prejuicios respecto de su 

discapacidad. 

XX. Disponer e implementar los mecanismos que garanticen la participación permanente y 

activa de niñas, niños y adolescentes en las decisiones que se toman en los ámbitos familiar, 

escolar, social, comunitario o cualquier otro en el que se desarrollen, de acuerdo con la 

presente Ley.    

XXI. Garantizar la consecución de una educación de calidad y la igualdad en el acceso y 

permanencia en la misma, de acuerdo con la presente Ley.    

XXII. Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordinación 

entre las diferentes instancias de gobierno.    

XXIII. Celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia en la 

medida que se promueva y favorezca el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.    

XXIV. Coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de niñas, 

niños y adolescentes en la medida que se promueva y favorezca su desarrollo integral.    

XXV. Garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes y asegurar que 

en caso de vulneración o violación de sus derechos, ellos sean atendidos de forma preferente 

por todas las autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

XXVI. Garantizar que niñas, niños y adolescentes tengan acceso a agua potable para su 

consumo e higiene.    

XXVII. Desarrollar todos los mecanismos necesarios para el cumplimiento de la presente Ley.    

Artículo 85. Corresponden a las autoridades estatales en el ámbito de su competencia, las 

atribuciones siguientes:    

I. Garantizar el cabal cumplimiento de la presente Ley, la Ley General y de los tratados 

internacionales aplicables, en la medida que favorezcan la protección del interés superior 

de la niñez.    



II. Aplicar y colaborar con el Programa Nacional previsto en la Ley General. 

III. Establecer, utilizar, supervisar y mantener todos los instrumentos y acciones 

encaminados al mejoramiento del Sistema Nacional de Protección Integral y del Programa 

Nacional.  

IV. Revisar y valorar la eficacia de las acciones, las políticas públicas, los programas 

estatales en la materia, con base en los resultados de las evaluaciones que al efecto se 

realicen.    

V. Impulsar la participación de las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la 

promoción y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución 

de los programas en la materia, en la medida que favorezca la protección del interés superior 

de la niñez.    

VI. Impulsar la formación y actualización de acuerdos interinstitucionales de coordinación 

entre las diferentes instancias de gobierno.    

VII. Imponer las sanciones por las infracciones, de acuerdo con la Ley General.    

VIII. Revocar temporal o definitivamente, a través de la autoridad competente, la 

autorización para operar los centros de asistencia social, por el incumplimiento de las 

obligaciones y requisitos previstos en la legislación de la materia y en la Ley General. 

IX. Verificar, por conducto del Instituto Nacional de Migración, la existencia de la 

autorización de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o, en su caso, del órgano 

jurisdiccional competente, que permita la entrada y salida de niñas, niños o adolescentes del 

territorio nacional, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.    

X. Determinar, por conducto del Instituto Nacional de Migración, la condición migratoria de 

niñas, niños y adolescentes migrantes.    

XI. Instrumentar y articular sus políticas públicas tomando en consideración el Programa 

Nacional para la adecuada garantía y protección de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes.    

XII. Elaborar el Programa estatal y participar en el diseño del Programa Nacional.    

XIII. Fortalecer las políticas existentes e impulsar la creación de instituciones públicas y 

privadas que tengan trato con niñas, niños y adolescentes, en la medida que armonicen con 

los principios y disposiciones de la presente Ley.    

XIV. Promover, en coordinación con el Gobierno Federal, programas y proyectos de atención, 

educación, capacitación, investigación y cultura de los derechos humanos de niñas, niños y 

adolescentes. 

XV. Impulsar programas locales para el adelanto y desarrollo de niñas, niños y adolescentes 

en situación de vulnerabilidad.    

XVI. Difundir por todos los medios de comunicación el contenido de esta Ley.    

XVII. Elaborar y aplicar el Programa Estatal a que se refiere esta Ley, así como rendir ante 

el Sistema Nacional de Protección Integral un informe anual sobre los avances.    

XVIII. Revisar y valorar la eficacia de las acciones, las políticas públicas, los programas 

estatales en la materia, con base en los resultados de las evaluaciones que al efecto se 

realicen. 

XIX. Impulsar la participación de las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la 

promoción y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en la ejecución 



de los programas estatales, en la medida que favorezca la salvaguarda del interés superior 

de la niñez.    

XX. Recibir de las organizaciones de la sociedad civil, las propuestas y recomendaciones 

sobre protección de niñas, niños y adolescentes, a fin de mejorar los mecanismos en la 

materia, en la medida que favorezca la salvaguarda del interés superior de la niñez.    

XXI. Proporcionar a las instancias encargadas de realizar estadísticas y de integrar el 

sistema nacional de información, los datos necesarios para la elaboración de estas.    

XXII. Coordinar con las autoridades de los órdenes de gobierno la implementación y 

ejecución de las acciones y políticas públicas que deriven de la presente Ley.    

XXIII. Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de los 

objetivos de la presente Ley.    

XXIV. Cualquier otra prevista en las disposiciones jurídicas aplicables para el cumplimiento 

de esta Ley. 

Artículo 86. Corresponde a las autoridades municipales, las atribuciones siguientes:    

I. Elaborar su Programa Municipal y participar en el diseño del Programa Estatal.  

II. Realizar acciones de difusión que promuevan los derechos de niñas, niños y adolescentes 

en el municipio, para que sean plenamente conocidos y debidamente ejercidos.    

III. Promover la libre manifestación de ideas de niñas, niños y adolescentes en los asuntos 

concernientes a su municipio, de acuerdo a lo prescrito en la presente Ley.    

IV. Atender a niñas, niños y adolescentes que deseen manifestar inquietudes, de acuerdo con 

lo prescrito en la presente Ley.    

V. Recibir quejas y denuncias por violaciones a los derechos reconocidos en la presente Ley, 

la Ley General y demás disposiciones jurídicas aplicables, así como canalizarlas de forma 

inmediata a la Procuraduría de Protección, sin perjuicio que ésta pueda recibirla 

directamente.    

VI. Para ello deberán contar con un área de atención o asignar un servidor público que funja 

como autoridad de primer contacto con niñas, niños o adolescentes y sus representantes 

legales.    

VII. Contar con un Programa de Atención de Niñas, Niños y Adolescentes. 

VIII. Colaborar con la Procuraduría de Protección en las medidas urgentes de protección que 

esta determine, y coordinar las acciones que correspondan, en el ámbito de sus respectivas 

atribuciones.    

IX. Promover la celebración de convenios de coordinación con las autoridades competentes, 

así como con otras instancias públicas o privadas, para la atención y protección de niñas, 

niños y adolescentes.    

X. Difundir y aplicar los protocolos específicos sobre niñas, niños y adolescentes que 

autoricen las instancias competentes de la federación y del Estado. 

XI. Coordinarse con las autoridades estatal y federal para la implementación y ejecución de 

las acciones y políticas públicas que deriven de la presente Ley, de la Ley General y demás 

disposiciones jurídicas aplicables.    

XII. Coadyuvar en la integración del sistema de información a nivel nacional de niñas, niños 

y adolescentes.    



XIII. Impulsar la participación de las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la 

protección, promoción y defensa de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, en 

la ejecución de los programas municipales; en la medida que favorezca a la salvaguarda del 

interés superior de la niñez.    

XIV. Las demás que establezcan las autoridades estatales y municipales y aquellas que 

deriven del cumplimiento de lo dispuesto en la Ley General y de los convenios de 

coordinación. 

Sección Segunda 

Del Sistema Estatal DIF 

Artículo 87. Sin perjuicio de las atribuciones que establezcan las demás disposiciones 

jurídicas aplicables, corresponde al Sistema Estatal DIF lo dispuesto en la Ley General.   Al 

efecto, el Sistema Estatal DIF se encargará de:    

I. Proteger los derechos de niñas, niños y adolescentes, cuando los mismos se encuentren 

restringidos o vulnerados, en términos de esta Ley y las demás disposiciones jurídicas 

aplicables. Teniendo en cuenta, que la institucionalización procederá como último recurso y 

por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar.    

II. Apoyar el desarrollo de la familia y la comunidad, resaltando una cultura de respeto de 

los derechos de niñas, niños y adolescentes que fomente la integración social.    

III. Promocionar el mantenimiento y buen funcionamiento de los integrantes de la familia.    

IV. Impulsar la cooperación y coordinación con las autoridades en los tres órdenes de 

gobierno en el ámbito de sus respectivas competencias en materia de protección y restitución 

en el ejercicio de derechos de niñas, niños y adolescentes para establecer los mecanismos 

necesarios para ello. 

V. Prestar servicios de asistencia social y, en su caso, celebrar los convenios de colaboración 

con los sistemas municipales DIF, así como con organizaciones e instituciones de los sectores 

público, privado y social, en la medida que favorezca la salvaguarda del interés superior de 

la niñez.    

VI. Operar y monitorear las acciones, programas que se realicen en los establecimientos 

destinados a brindar asistencia social en beneficio de niñas, niños y adolescentes, 

especialmente con aquellos que sufren algún tipo de discapacidad.  

VII. Promover la formación, capacitación y profesionalización del personal de instituciones 

vinculadas con la protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así 

como para realizar y apoyar estudios e investigaciones en la materia, en la medida que 

favorezca la salvaguarda del interés superior de la niñez. 

VIII. Actuar con interés jurídico ante los tribunales del Estado, en todo juicio en que a criterio 

discrecional del propio sistema se vean afectados los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, respetando las leyes aplicables.    

IX. Prestar apoyo y colaboración técnica y administrativa en las materias reguladas en esta 

Ley, a los municipios a través de los sistemas municipales DIF competentes.   

X. Las demás que establezcan otras disposiciones en relación con la protección de niñas, 

niños y adolescentes que sean del ámbito de su competencia. 

Capítulo Segundo 

De la Procuraduría de Protección 



Artículo 88. La Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 

México es una unidad administrativa dependiente del Sistema para el Desarrollo Integral de 

la Familia del Estado de México, cuyo objeto es la protección integral y restitución de los 

derechos de las niñas, niños y adolescentes, a través de la determinación y coordinación en 

la ejecución y seguimiento de las medidas de protección. Para tal efecto se deberá establecer 

contacto y trabajar conjuntamente con las autoridades administrativas de asistencia social, 

de servicios de salud, de educación, de protección social, de cultura, deporte y con todas 

aquellas necesarias para garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes.    

La organización y funcionamiento de la Procuraduría de Protección se establecerá en los 

ordenamientos normativos correspondientes.    

Artículo 89. En el ejercicio de sus funciones, la Procuraduría de Protección podrá solicitar 

el auxilio de autoridades de los tres órdenes de gobierno, las que estarán obligadas a 

proporcionarlo de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables.    

Artículo 90. La Procuraduría de Protección tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Procurar la protección integral de niñas, niños y adolescentes de acuerdo a lo previsto por 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de México, los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea 

parte, la Ley General, esta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, dicha protección 

integral deberá abarcar, por lo menos:    

a. Atención médica y psicológica.  

b. Respeto y promoción del mantenimiento y buen funcionamiento de las relaciones 

familiares.   

c. Seguimiento a las actividades académicas y del entorno social y cultural en que se 

desenvuelvan.  

d. La inclusión, en su caso, de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia 

de niñas, niños y adolescentes en las medidas de rehabilitación y asistencia.    

En todos los casos, dicha protección integral respetará el nivel de madurez cognoscitivo, 

físico, afectivo y social de niñas, niños y adolescente, en salvaguarda de su interés superior. 

II. Prestar asesoría y representación en suplencia a niñas, niños y adolescentes involucrados 

en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de las atribuciones que le 

correspondan al Ministerio Público, así como intervenir oficiosamente, con representación 

coadyuvante, en los procedimientos jurisdiccionales y administrativos en que participen 

niñas, niños y adolescentes, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General, la presente 

Ley, y demás disposiciones jurídicas aplicables.    

III. Establecer las bases para el desarrollo de la metodología para detectar los casos en los 

que se vulneren los derechos de niñas, niños y adolescentes y diagnosticar su situación, con 

lo cual se elaborará un plan de restitución.    

IV. Coordinar la ejecución y dar seguimiento a las medidas de protección y al plan de 

restitución integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, a fin de que las 

instituciones competentes actúen de manera oportuna y articulada.  

V. Fungir como conciliador y mediador en casos de conflicto familiar, cuando los derechos 

de niñas, niños y adolescentes hayan sido restringidos o vulnerados, conforme a las 

disposiciones jurídicas aplicables. La conciliación no procederá en casos de violencia. 



VI. Aplicar medidas de protección en caso de riesgo o violación de los derechos de niñas, 

niños y adolescentes por falta, omisión o abuso de quienes ejerzan la patria potestad o su 

guarda y cuidado.   

VII. Cuando se presente alguno de estos supuestos y no exista un pronunciamiento judicial 

respecto de las medidas de protección para  niñas, niños o adolescentes, la Procuraduría 

tramitará ante las autoridades jurisdiccionales competentes, lo siguiente:    

a. La suspensión del régimen de visitas.    

b. La suspensión del cuidado, la guarda y el depósito provisional.    

c. La suspensión provisional de la administración de bienes de niñas, niños y adolescentes.   

d. Cualquier otra medida tendente a garantizar los derechos de las niñas, niños y 

adolescentes atendiendo su interés superior. 

VIII. Denunciar ante el Ministerio Público dentro de las 24 horas siguientes de aquella en la 

que se tenga conocimiento de hechos que se presuman constitutivos de delito en contra de 

niñas, niños y adolescentes.    

IX. Solicitar al Ministerio Público la imposición de medidas urgentes de protección especial 

idóneas, cuando exista un riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de niñas, 

niños y adolescentes, quien deberá decretarlas dentro de las siguientes 3 horas a la recepción 

de la solicitud, dando aviso de inmediato a la autoridad jurisdiccional competente.    

X. Determinar las medidas urgentes de protección especial en relación con niñas, niños y 

adolescentes.    

Dentro de las 24 horas siguientes a la imposición de la medida urgente de protección, el 

órgano jurisdiccional competente deberá pronunciarse sobre la cancelación, ratificación o 

modificación de la medida que se encuentre vigente. 

XI. Ordenar, fundada y motivadamente, bajo su más estricta responsabilidad, la aplicación 

de medidas urgentes de protección especial establecidas en la fracción anterior, cuando 

exista riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de niñas, niños o adolescentes, 

dando aviso de inmediato a la autoridad jurisdiccional competente.   Dentro de las 24 horas 

siguientes a la imposición de la medida urgente de protección el órgano jurisdiccional 

competente deberá pronunciarse sobre la cancelación, ratificación o modificación de la 

medida que se encuentre vigente.   Para la imposición de las medidas urgentes de protección, 

el Procurador de Protección podrá solicitar el auxilio de las instituciones policiales 

competentes.   En caso de incumplimiento de las medidas urgentes de protección, el 

Procurador de Protección podrá solicitar la imposición de las medidas de apremio 

correspondientes a la autoridad competente.    

XII. Proceder a verificar el hecho de abandono de una niña, niño o adolescente del que tenga 

conocimiento y habiéndolo comprobado deberá presentar la denuncia correspondiente ante 

el Ministerio Público, a efecto de que se levante un acta pormenorizada en la que consten las 

circunstancias con las que se acredite el abandono. 

De inmediato, el Ministerio Público remitirá a la niña, niño o adolescente, dependiendo de 

su edad y situación particular, dando prioridad a incorporar con algún familiar y en última 

instancia a una institución pública o privada para su resguardo, en tanto se agota la 

investigación para localizar a los responsables de dicho abandono, debiendo, en todo caso, 

el Ministerio Público iniciar los trámites judiciales correspondientes.    

Constatado el abandono, transcurrido el plazo señalado por la ley, y una vez agotada la 

investigación correspondiente y sin que nadie se haya presentado a reclamar a la niña, niño 

o adolescente resguardado, la Procuraduría de Protección procederá a registrarle ante el 



Registro Civil, cuando no exista constancia de su registro o datos que permitan determinar 

su identidad.    

XIII. Promover la participación de los sectores público, social y privado en la planificación y 

ejecución de acciones a favor de la atención, defensa y protección de niñas, niños y 

adolescentes, en la medida que favorezca la salvaguarda de su interés superior.    

XIV. Asesorar a las autoridades competentes y a los sectores público, social y privado en el 

cumplimiento del marco normativo relativo a la protección de niñas, niños y adolescentes, 

conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, en la medida que favorezca la salvaguarda 

de su interés superior. 

XV. Proporcionar orientación y asesoría jurídica en materia de derecho familiar a personas 

en situación vulnerable.  

XVI. Coadyuvar con el Sistema Nacional y el Sistema Estatal DIF y sus municipios, en la 

elaboración de los lineamientos y procedimientos para registrar, capacitar, evaluar y 

certificar a las familias que resulten idóneas, considerando los requisitos señalados para el 

acogimiento pre-adoptivo, así como para emitir los certificados de idoneidad, de acuerdo 

con lo dispuesto en las disposiciones jurídicas aplicables.    

XVII. Supervisar la ejecución de las medidas especiales de protección de niñas, niños y 

adolescentes que hayan sido separados de su familia de origen por resolución judicial. 

XVIII. Realizar y promover estudios e investigaciones para fortalecer las acciones a favor de 

la atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes, con el fin de difundirlos 

entre las autoridades competentes y los sectores público, social y privado para su 

incorporación en los programas respectivos, en la medida que favorezca la salvaguarda del 

interés superior de la niñez.    

XIX. Atender y prevenir la violencia familiar en coordinación con las instituciones y 

autoridades públicas y privadas, organismos de la sociedad civil y no gubernamentales, de 

acuerdo con sus posibilidades y recursos, conforme a las atribuciones que le confiere la ley 

de la materia en el Estado de México.    

XX. Orientar a las autoridades correspondientes del Estado para que den debido 

cumplimiento al derecho a la identidad.    

XXI. Remitir al Sistema Nacional DIF la información vinculada a niñas, niños y adolescentes 

migrantes.    

XXII. Las demás que les confieran otras disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 91. Sin perjuicio de lo anterior, de manera enunciativa más no limitativa, la 

Procuraduría de Protección podrá imponer las siguientes medidas de protección:    

I. Orientación, apoyo y seguimiento temporal a la familia.    

II. Resguardo con su familia extensa o ampliada, en una familia de acogimiento o en centros 

de asistencia social públicos o privados.   III. Inclusión en programas oficiales o comunitarios 

de auxilio a la familia y a niñas, niños y adolescentes.    

IV. Recomendación de tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico en régimen de 

internación o ambulatorio.    

V. Inclusión en programas oficiales o comunitarios de auxilio, que impliquen orientación y 

tratamiento a alcohólicos y toxicómanos.    



En el caso de la fracción II esta medida únicamente se aplicará por el tiempo estrictamente 

necesario, debiendo la autoridad lograr la reincorporación de la niña, niño o adolescente a 

su familia de origen a la mayor brevedad posible. 

Artículo 92. De manera enunciativa más no limitativa son medidas aplicables a quienes 

ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños o adolescentes, las 

siguientes:    

I. Remitirles a programas oficiales o comunitarios de apoyo, orientación y tratamiento a la 

familia.    

II. Enviarles a programas oficiales o comunitarios de apoyo, orientación y tratamiento a 

alcohólicos y toxicómanos.    

III. Canalizarles a tratamiento psicológico o psiquiátrico.    

IV. Concientizarles de su obligación de que niñas, niños o adolescentes reciban la educación 

básica y la media superior y tomar las medidas necesarias para observar su aprovechamiento 

escolar. 

Artículo 93. Para solicitar la protección y restitución integral de los derechos de niñas, niños 

y adolescentes, la Procuraduría de Protección deberá, atendiendo al principio superior de la 

niñez, seguir el siguiente procedimiento:    

I. Recibir y detectar presuntos casos de vulneración de derechos.   

II. Realizar un acercamiento a la familia o lugares donde se encuentren para elaborar un 

diagnóstico de la situación de niñas, niños y adolescentes.    

III. Determinar los derechos restringidos o vulnerados.    

IV. Elaborar un diagnóstico sobre la situación de vulneración y un plan de restitución de 

derechos, que incluya las propuestas de medidas para su protección cuando proceda.  

V. Actuar coordinadamente con otras instituciones para dar cumplimiento al plan de 

restitución.    

VI. Dar seguimiento a las acciones del plan de restitución de derechos, hasta cerciorarse que 

se encuentren garantizados. 

Artículo 94. La Procuraduría Estatal de Protección contará con representaciones regionales 

y coordinará a las procuradurías municipales a efecto de lograr la mayor presencia y 

cobertura posible en los municipios.    

Capítulo Tercero 

Del Sistema Estatal de Protección Integral 

Sección Primera 

De los Integrante 

Artículo 95. En virtud de lo establecido en la Ley General, las autoridades estatales y 

municipales impulsarán, colaborarán, gestionarán y coadyuvarán al desarrollo de políticas, 

programas y estrategias en favor de la salvaguarda del interés superior de la niñez.     

Artículo 96. El Sistema Estatal de Protección Integral será conformado por las dependencias 

y entidades de la administración local vinculadas con la protección de estos derechos, en los 

términos que determinen las leyes del Estado de México y sus municipios será presidido por 

el Gobernador del Estado.     



El eje rector del Sistema Estatal de Protección Integral será el fortalecimiento familiar con 

el fin de proteger de forma integral los derechos de niñas, niños y adolescentes de esta 

Entidad.    

El Sistema Estatal de Protección Integral tendrá las siguientes atribuciones:    

I. Crear, impulsar, instrumentar y articular políticas públicas que favorezcan el interés 

superior de la niñez.    

II. Coadyuvar en la adopción y consolidación del Sistema Nacional de Protección.    

III. Garantizar la transversalidad de la perspectiva de derechos de niñas, niños y 

adolescentes en la elaboración de programas sectoriales o, en su caso, institucionales 

específicos, así como en las políticas y acciones de las dependencias y entidades de la 

administración pública local. 

IV. Difundir el marco jurídico local, nacional e internacional de protección a los derechos de 

niñas, niños y adolescentes.    

V. Integrar a los sectores público, social y privado en la definición e instrumentación de 

políticas para la garantía y protección integral de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes.    

VI. Generar los mecanismos necesarios para garantizar la participación directa y efectiva de 

niñas, niños y adolescentes en los procesos de elaboración de programas y políticas locales 

para la protección integral de sus derechos, de acuerdo con lo estipulado en la presente Ley.   

VII. Establecer en sus presupuestos, rubros destinados a la protección de los derechos de 

niñas, niños y adolescentes, los cuales tendrán una realización progresiva.    

VIII. Participar en la elaboración del Programa Nacional.    

IX. Elaborar y ejecutar el Programa Estatal con la participación de los sectores público, social 

y privado, así como de niñas, niños y adolescentes.    

X. Llevar a cabo el seguimiento, monitoreo y evaluación de la ejecución del Programa Estatal.    

XI. Emitir un informe anual sobre los avances del Programa Estatal y remitirlo al Sistema 

Nacional de Protección. 

XII. Garantizar la participación de niñas, niños y adolescentes en el ejercicio de sus derechos 

humanos, tomando en consideración las medidas especiales que se requieran.    

XIII. Fortalecer las acciones de corresponsabilidad y cercanía entre las instancias públicas y 

privadas con niñas, niños y adolescentes.    

XIV. Realizar acciones de formación y capacitación de manera sistemática y continua sobre 

el conocimiento y respeto de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, 

especialmente en coordinación con sus padres, tutores o responsables legales y con aquellas 

personas que trabajan desde los diversos ámbitos en la garantía de sus derechos.  

XV. Hacer efectiva la concurrencia, vinculación y congruencia de los programas y acciones 

de los gobiernos estatal y municipales, estrategias y prioridades de la política pública estatal 

de protección de niñas, niños y adolescentes.    

XVI. Establecer los lineamientos para el funcionamiento de los sistemas municipales de 

protección integral.  

XVII. Impulsar reformas, en el ámbito de su competencia, para el cumplimiento de los 

objetivos de la presente Ley. 

XVIII. Celebrar convenios de coordinación en la materia.    



XIX. Auxiliar a la Procuraduría de Protección en las medidas urgentes de protección que ésta 

determine, y coordinar las acciones que correspondan en el ámbito de sus atribuciones.    

XX. Administrar el sistema estatal de información y coadyuvar en la integración del sistema 

de información a nivel nacional. 

XXI. Las demás que le otorguen otras disposiciones jurídicas aplicables.    

Artículo 97. El Sistema Estatal de Protección Integral estará conformado por:    

A.             Poder Ejecutivo Estatal:   

I.         El titular del Ejecutivo Estatal.    

II.        El titular de la Secretaría General de Gobierno. 

II Bis. La persona titular de la Secretaría de la Mujer.    

III.       Derogada.     

IV.       El titular de la Secretaría de Finanzas.    

V.        El titular de la Secretaría de Desarrollo Social.    

VI.       El titular de la Secretaría de Educación.    

VII.      El titular de la Secretaría de Cultura y Turismo.    

VIII.     El titular de la Secretaría de Salud.    

IX.       El titular de la Secretaría del Trabajo.     

X.        El titular de la Dirección General del Sistema Estatal DIF.    

XI.       El titular del Sistema de Radio y Televisión Mexiquense. 

B. Dos representantes del Poder Legislativo.    

C.  Dos representantes del Poder Judicial.    

D. Los titulares de las delegaciones federales en el Estado de México de:    

I.      La Secretaría de Relaciones Exteriores.  

II.     El Instituto Nacional de Migración.  

III.    La Secretaría de Comunicaciones y Transportes.    

E. Presidentes municipales representantes de las regiones del Estado de México.    

F. Un Representante de los organismos públicos siguientes:  

I.      Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. 

II.     Instituto Electoral del Estado de México.  

III.    Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 

Personales del Estado de México y Municipios. 

IV.    Universidad Autónoma del Estado de México. 

V. Fiscalía General de Justicia del Estado de México.  

G. Dos representantes de la sociedad civil organizada que serán nombrados por el Sistema 

Estatal de Protección Integral, en los términos del reglamento de esta Ley. 



Para efectos de lo previsto en el apartado G, el Presidente del Sistema Estatal de Protección 

Integral emitirá una convocatoria pública, que contendrá las etapas completas para el 

procedimiento, sus requisitos, fechas límites y plazos.    

Serán invitados permanentes a las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral, cuatro 

representantes de la Red Estatal de Difusores Infantiles, en el que participarán una niña, un 

niño, una adolescente y un adolescente, cuyas opiniones serán tomadas en cuenta en los 

asuntos de su interés conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, así 

como los demás que sean determinados, quienes intervendrán con voz pero sin voto.    

El Gobernador del Estado podrá ser suplido por la Secretaría de la Mujer.    

Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral nombrarán un suplente que deberá 

tener un nivel jerárquico inmediatamente inferior.    

El Presidente del Sistema podrá invitar a las sesiones respectivas a representantes de otras 

dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, de los órganos con autonomía 

constitucional, según la naturaleza de los asuntos a tratar quienes intervendrán con voz pero 

sin voto. 

Se podrá invitar a personas o instituciones, estatales, nacionales o internacionales, 

especializadas en la materia.    

Artículo 98. El Sistema Estatal de Protección Integral se reunirá cuando menos dos veces al 

año.   Para sesionar válidamente se requerirá la asistencia de la mayoría de sus miembros 

entre quienes deberá estar su Presidente; sus decisiones se tomarán por mayoría de votos y, 

en caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad.    

Artículo 99. Para el mejor cumplimiento de sus funciones, el Sistema Estatal de Protección 

Integral podrá constituir comisiones encargadas de atender asuntos o materias específicas 

y emitirá los lineamientos para su integración, organización y funcionamiento, así como para 

la integración, organización y funcionamiento de los sistemas municipales, dichos 

lineamientos deberán ser publicadas en el periódico oficial “Gaceta del Gobierno”. 

Sección Segunda 

De la Secretaría Ejecutiva 

Artículo 100. La coordinación operativa del Sistema Estatal de Protección Integral recaerá 

en un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Mujer, que ejercerá las 

funciones de Secretaría Ejecutiva.     

Las Secretaría Ejecutiva tendrá las siguientes atribuciones:    

I. Coordinar las acciones entre las dependencias y las entidades competentes de la 

Administración Pública Estatal que deriven de la presente Ley. 

II. Elaborar el anteproyecto del Programa Estatal para someterlo a consideración de los 

miembros del Sistema.    

III. Llevar a cabo el seguimiento y monitoreo de la ejecución del Programa Estatal.    

IV. Elaborar y mantener actualizado el Manual de Organización y Operación del Sistema 

Estatal de Protección Integral.    

V. Compilar los acuerdos que se tomen en el Sistema Estatal de Protección Integral, llevar el 

archivo de estos y de los instrumentos jurídicos que deriven, y expedir constancia de los 

mismos.    



VI. Apoyar al Sistema Estatal de Protección Integral en la ejecución y seguimiento de los 

acuerdos y resoluciones emitidos.  

VII. Celebrar convenios de coordinación, colaboración y concertación con instancias públicas 

y privadas, nacionales e internacionales. 

VIII. Realizar y promover estudios e investigaciones para fortalecer las acciones en favor de 

la atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes con el fin de difundirlos a 

las autoridades competentes y a los sectores social y privado para su incorporación en los 

programas respectivos.    

IX. Difundir entre las autoridades correspondientes y la población en general los resultados 

de los trabajos que realice, así como toda aquella información pública que tienda a la 

generación, desarrollo y consolidación de perspectiva en la materia, desagregada por lo 

menos, en razón de edad, sexo, entidad federativa, escolaridad y discapacidad.  

X. Administrar el sistema de información a nivel estatal a que se refiere esta Ley.    

XI. Informar cada cuatro meses al Sistema Estatal de Protección Integral y a su Presidente, 

sobre sus actividades. 

XII. Fungir como instancia de interlocución con organizaciones de la sociedad civil, academia 

y demás instituciones de los sectores social y privado.   XIII. Garantizar la participación de 

los sectores social y privado así como la participación de niñas, niños y adolescentes.  

XIV. Articularse con la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Protección Integral de 

Niñas, Niños y Adolescentes.    

XV. Coordinar con las secretarías ejecutivas de los sistemas municipales de protección la 

articulación de la política estatal, así como el intercambio de información necesaria a efecto 

de dar cumplimiento con el objeto de esta Ley.    

XVI. Las demás que le encomiende el Presidente o el Sistema Estatal de Protección Integral. 

Artículo 101. El titular de la Secretaría Ejecutiva será nombrado y removido libremente por 

el Presidente del Sistema y deberá cumplir con los siguientes requisitos:    

I. Tener ciudadanía mexicana en pleno goce de sus derechos civiles y políticos. 

II. Tener más de 30 años de edad.    

III. Contar con título profesional de nivel licenciatura debidamente registrado.    

IV. Contar con al menos cinco años de experiencia en las áreas correspondientes a su función.    

V. No haber sido sentenciado por delito doloso o inhabilitado como servidor público. 

Capítulo Cuarto 

De los Sistemas Municipales de Protección Integral 

Artículo 102. Los sistemas municipales serán presididos por los presidentes municipales y 

estarán integrados por las dependencias e instituciones vinculadas con la protección de 

niñas, niños y adolescentes.    

Los sistemas municipales garantizarán la participación de los sectores social y privado, así 

como de niñas, niños y adolescentes.    

El eje rector de los sistemas municipales será el fortalecimiento familiar con el fin de 

proteger de forma integral los derechos de niñas, niños y adolescentes de esta Entidad.    



En cada municipio se creará un Sistema Municipal de Protección y Vigilancia de los Derechos 

de las Niñas, Niños y Adolescentes, que se coordinará con el Sistema Estatal.    

Los sistemas de protección de los municipios estarán integrados de la siguiente manera: 

I. El Presidente Municipal, quien lo presidirá.    

II. El Secretario del Ayuntamiento, quien será el Secretario Ejecutivo.    

III. A los titulares de áreas, vinculadas en materia de Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes.    

IV. Defensor Municipal de Derechos Humanos.    

V. Presidenta del Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia.    

VI. Podrán ser invitados:    

a) Las organizaciones de la sociedad civil.    

b) Las niñas, niños y adolescentes integrantes de la Red Municipal de Difusores de los 

Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.    

Los invitados únicamente tendrán derecho a voz. 

Artículo 103. Los sistemas municipales se reunirán cuando menos cuatro veces al año. Para 

sesionar válidamente se requerirá un quórum de la mayoría de sus miembros y la asistencia 

de su Presidente; sus decisiones se tomarán por mayoría de votos y, en caso de empate, el 

Presidente tendrá voto de calidad. 

En casos excepcionales, el Presidente Municipal podrá ser suplido por el Síndico.    

Los integrantes del Sistema Municipal de Protección Integral nombrarán un suplente que 

deberá tener el nivel inmediato inferior al que le corresponda a su titular. 

Capítulo Quinto 

De los Organismos de Protección de los Derechos Humanos 

Artículo 104. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México y las defensorías 

municipales de derechos humanos, en el ámbito de su competencia, deberán establecer áreas 

especializadas para la protección efectiva, observancia, promoción, estudio y divulgación de 

los derechos de niñas, niños y adolescentes.    

Capítulo Sexto 

Del Programa Estatal y de los Programas Municipales 

Artículo 105. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, a través del Sistema Estatal y los sistemas municipales de Protección Integral, 

así como los sectores privado y social, participarán en la elaboración y ejecución de los 

programas estatal y municipales, según corresponda, los cuales deberán:   I. Alinearse al 

Plan Estatal de Desarrollo y al Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes y la presente Ley. 

II. Prever acciones de mediano y largo alcance e indicar los objetivos, estrategias y líneas de 

acción prioritarias.    

III. Incluir mecanismos transparentes que permitan su evaluación y seguimiento, así como 

de participación ciudadana, mismos que serán publicados en el periódico oficial “Gaceta del 

Gobierno”.    



Para la implementación y aplicación de los  programas estatal y municipales, los sistemas 

estatal y municipales de protección integral, contarán con órganos consultivos de apoyo, en 

los que participarán las autoridades competentes y representantes de los sectores social y 

privado. 

Capítulo Séptimo 

De la Evaluación y Diagnóstico 

Artículo 106. Corresponderá a las autoridades estatales y municipales, a través de sus 

respectivas unidades administrativas de información, planeación, programación y 

evaluación, en el ámbito de sus respectivas competencias, la evaluación de las políticas de 

desarrollo social y programas vinculadas con la protección de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, en términos de lo establecido en la Constitución Política del Estado de México, 

esta Ley, Ley de Planeación del Estado de México y Municipios, el Programa Estatal de 

Protección Integral y las demás disposiciones aplicables.    

Los resultados de las evaluaciones serán entregados al Comité de Planeación para el 

Desarrollo del Estado de México y a los comités de planeación para el desarrollo municipal 

y a la Legislatura local. 

Artículo 107. Respecto de un servidor público, personal de instituciones de salud, educación, 

deportiva o cultural, empleado o trabajador de establecimientos sujetos al control, 

administración o coordinación de aquellas, o de cualquier otra índole de jurisdicción estatal, 

de acuerdo con sus funciones y responsabilidades y en el ámbito de sus respectivas 

competencias, se considerará como infracciones a la presente Ley:   

 I. Negar injustificadamente el ejercicio de un derecho a la niña, niño o adolescente; así como 

a la prestación de un servicio al que se encuentra obligado por la presente Ley.    

II. Cuando indebidamente impidan el ejercicio de algún derecho o nieguen la prestación del 

servicio al que están obligados a alguna niña, niño o adolescente, serán sujetos a las 

sanciones administrativas y demás que resulten aplicables, en términos de las disposiciones 

correspondientes.   No se considerarán como negación al ejercicio de un derecho las 

molestias que sean consecuencia de sanciones legales, que sean inherentes o incidentales a 

estas o derivadas de un acto legítimo de autoridad.    

III. Cuando en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas tenga conocimiento de la 

violación de algún derecho de alguna niña, niño o adolescente y se abstenga de hacerlo del 

conocimiento de la autoridad competente, en contravención de lo prescrito por la presente 

Ley y demás disposiciones estatales aplicables. 

IV. Propiciar, tolerar o abstenerse de impedir, cualquier tipo de abuso, acoso, agresión, daño, 

intimidación, violencia, maltrato o perjuicio de que tengan conocimiento, en contra de niñas, 

niños y adolescentes.    

V. Toda actuación que no cuente con el permiso o autorización respectiva de la autoridad 

correspondiente, de acuerdo con lo prescrito por la presente Ley y la Ley General.    

Artículo 108. Los servidores públicos o cualquier otra persona que trasgreda o vulnere los 

derechos de niñas, niños y adolescentes, se les aplicarán las siguientes medidas:     

I. Prevención escrita acerca de la violación o puesta en riesgo del derecho de que se trate en 

el caso particular, con citación para ser informados debidamente sobre los derechos de tales.    

II. Orden de cese inmediato de la situación que viola o pone en riesgo el derecho en cuestión, 

cuando se hubiere actuado conforme a la fracción anterior y no comparezca en el plazo 

conferido para tal efecto, o bien, cuando haya comparecido y continúe la misma situación 

perjudicial. 



En todos los casos, al aplicar las medidas señaladas se tendrá en cuenta las necesidades de 

los afectados y prevalecerán las que tengan por objeto fortalecer vínculos familiares y 

comunitarios.    

Las medidas previstas podrán adoptarse separada o conjuntamente y ser sustituidas en 

cualquier tiempo.    

Artículo 109. Para la determinación de la sanción, las autoridades competentes deberán 

considerar:    

I. La gravedad de la infracción 

II. El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción.    

III. Los daños que se hubieren producido o puedan producirse.    

IV. La condición económica del infractor.    

V. La reincidencia del infractor. 

Artículo 110. Las sanciones previstas en esta Ley se aplicarán por las siguientes autoridades:    

I. La dependencia o entidad de la Administración Pública del Estado de México que resulte 

competente, en los casos de las infracciones cometidas de acuerdo con lo establecido en esta 

Ley.    

II. Tratándose de servidores públicos, así como empleados o trabajadores de 

establecimientos sujetos al control, administración o coordinación del Poder Judicial del 

Estado de México, la Legislatura del Estado de México, órganos con autonomía 

constitucional, o tribunales administrativos, las sanciones serán impuestas por los órganos 

que establezcan sus respectivos ordenamientos legales.    

III. El Sistema Estatal DIF, en los casos que resulte competente. 

Artículo 111. Contra las sanciones que las autoridades estatales impongan en cumplimiento 

de esta Ley, se podrá interponer el recurso de revisión de acuerdo a las disposiciones 

aplicables en la materia.     

Artículo 112. Será cada institución pública del Estado, la que de acuerdo al ámbito de su 

competencia y las obligaciones emanadas de la presente Ley determine la gravedad del hecho 

investigado, la responsabilidad del funcionario público y en su caso, la sanción a imponer, 

de acuerdo al procedimiento administrativo establecido por la Ley de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos del Estado de México.    

Lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades y sanciones conexas que puedan resultar 

aplicables de acuerdo a la legislación estatal. 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

REGLAMENTO DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 

NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE MÉXICO 

CAPÍTULO PRIMERO  

DE LAS DISPOSICIONES GENERALE 

Artículo 1. El presente Reglamento es de orden público, interés social y observancia general 

y tiene por objeto regular las disposiciones contenidas en la Ley de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes del Estado de México, así como las atribuciones de la administración 

pública estatal, con el fin de proveer el respeto, promoción y protección, para garantizar los 

derechos de niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 2. Además de las establecidas en la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de México, se entenderá por:  

I. Declaratoria de Riesgo: a la determinación emitida por las Procuradurías de Protección 

Estatal y/o Municipales, derivada de las investigaciones y seguimientos realizados en los 

casos que exista riesgo de vulneración de los derechos de niñas, niños y adolescentes y se 

ponga en peligro su integridad física y psicológica.  

II. Ley: a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México.  

III. Procuradurías de Protección Municipal: a las Procuradurías de Protección de Niñas, 

Niños y Adolescentes de cada municipio del Estado de México.  

IV. Procuraduría de Protección Estatal: a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de México adscrita al Sistema Estatal DIF.  

V. Reglamento: al Reglamento de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del 

Estado de México. 

IV. Procuraduría de Protección Estatal: a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de México adscrita al Sistema Estatal DIF.  

V. Reglamento: al Reglamento de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del 

Estado de México. 



VI. Secretaría Ejecutiva: al órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría General 

de Gobierno encargada de la coordinación operativa del Sistema Estatal de Protección 

Integral.  

VII. Sistema Estatal DIF: al Sistema para el Desarrollo integral de la Familia del Estado de 

México.  

VIII. Sistemas Municipales DIF: a los Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de la 

Familia.  

Artículo 3. La Secretaría Ejecutiva deberá promover acciones para que el Sistema Estatal de 

Protección Integral garantice la concurrencia de competencias entre las autoridades 

estatales y de los municipios.  

Las dependencias, organismos auxiliares y unidades administrativas de la Administración 

Pública Estatal, en el ámbito de su competencia, deberán procurar un enfoque transversal 

en el diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas en materia de derechos 

de niñas, niños y adolescentes, para priorizar el cumplimiento de los mismos, reconocidos 

en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales, la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, las leyes locales y en las demás 

disposiciones jurídicas aplicables.  

Artículo 4. La interpretación del presente Reglamento corresponderá a los integrantes del 

Sistema Estatal de Protección Integral, en sus respectivos ámbitos de competencia. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DEL SISTEMA ESTATAL DE PROTECCIÓN INTEGRAL 

Artículo 5. La Secretaría Ejecutiva es el órgano administrativo desconcentrado de la 

Secretaría General de Gobierno encargada de la coordinación operativa del Sistema Estatal 

de Protección Integral.  

La Secretaría Ejecutiva deberá promover las acciones necesarias para que el Sistema Estatal 

de Protección Integral establezca las medidas que permitan procurar una colaboración y 

coordinación eficiente entre los tres órdenes de gobierno, con la participación de los sectores 

social y privado, así como de niñas, niños y adolescentes para garantizar el ejercicio pleno 

de sus derechos.  

Artículo 6. La Secretaría Ejecutiva deberá implementar acciones para procurar la 

participación de los sectores público, privado y social, así como de niñas, niños y 

adolescentes, en las políticas públicas destinadas a garantizar sus derechos y su protección 

integral.  

La Secretaría Ejecutiva, en su portal electrónico que para tal efecto se establezca, promoverá 

consultas públicas y periódicas, con el sector público, social y privado, así como mecanismos 

universales, representativos y permanentes de participación en los diferentes entornos en 

los que se desarrollan las niñas, niños y adolescentes de manera cotidiana.  

También corresponde a la Secretaría Ejecutiva dar seguimiento a la asignación de recursos 

en los presupuestos de los entes públicos, para el cumplimiento de las acciones establecidas 

en la Ley. 

Artículo 7. El Sistema Estatal de Protección Integral impulsará el cumplimiento de las 

autoridades de los diferentes órdenes de gobierno para la implementación y ejecución de las 

acciones y políticas públicas que deriven de la Ley. Además, deberá promover políticas de 

fortalecimiento familiar para evitar la separación de niñas, niños y adolescentes de quienes 

ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de éstos. 



Artículo 8. Las políticas de fortalecimiento familiar que promueva el Sistema Estatal de 

Protección Integral contemplarán lo siguiente:  

I. Un diagnóstico periódico para determinar las causas de separación de las niñas, niños y 

adolescentes de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia.  

II. Las acciones para prevenir y atender las causas de separación.  

III. El mecanismo para evaluar los resultados obtenidos con la implementación de las 

políticas.  

IV. Las demás que determine el Sistema Estatal de Protección Integral. 

SECCIÓN PRIMERA 

DE LAS SESIONES DEL SISTEMA ESTATAL DE PROTECCIÓN INTEGRAL 

Artículo 9. Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral deberán nombrar a un 

suplente que tenga nivel inmediato inferior, con excepción del Secretario Ejecutivo.  

Los cargos de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral serán honoríficos.  

Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral tendrán derecho a voz y voto, con 

excepción del Secretario Ejecutivo, quien solo tendrá derecho a voz.  

Para la selección de niñas, niños y adolescentes señalados en la Ley que participarán en las 

sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral, se asegurará en todo momento una 

participación plural y representativa de cada uno de esos sectores, considerando criterios 

de representación geográfica, edad o de género.  

Para la participación de niñas, niños y adolescentes en las sesiones del Sistema Estatal de 

Protección Integral, la Secretaría Ejecutiva obtendrá por parte de las personas que tengan 

su guarda y custodia las autorizaciones correspondientes y cuando sea necesario se 

realizarán las gestiones conducentes para que sean acompañados por éstos durante las 

sesiones.  

Artículo 10. Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral son permanentes de 

la Secretaría Ejecutiva.  

Artículo 11. Para celebrar cada sesión ordinaria, el Presidente del Sistema Estatal de 

Protección Integral a través del Secretario Ejecutivo, enviará la convocatoria respectiva a 

los integrantes del mismo, con al menos diez días hábiles de anticipación.  

Para celebrar sesión extraordinaria, se requerirá que sea solicitada por escrito al Presidente 

del Sistema Estatal de Protección Integral, por quienes tienen derecho a ello, debiendo 

justificar las razones.  

Recibida la solicitud el Presidente del Sistema Estatal de Protección Integral emitirá la 

convocatoria respectiva con al menos tres días hábiles de anticipación.  

Artículo 12. La convocatoria para celebrar sesiones del Sistema Estatal de Protección 

Integral deberá contener el orden del día, los acuerdos de la sesión anterior, la relación de 

documentos en cartera, los acuerdos pendientes de cumplimiento y los asuntos generales. 

La convocatoria enviada en los términos del párrafo anterior, tendrá efectos de segunda 

convocatoria, por lo que, sí en la fecha y la hora señalada no existe el quórum legal para que 

la sesión sea válida, ésta se realizará, en segunda convocatoria, cuarenta minutos después 

con los integrantes que se encuentren presentes.  



En las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral, deberán estar presentes el 

Presidente y el Secretario Ejecutivo, independientemente del quórum legal que deba 

cumplirse.  

Artículo 13. La convocatoria para las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral 

deberá estar firmada por el Presidente y deberá enviarse por cualquier medio idóneo.  

Artículo 14. El Presidente del Sistema Estatal de Protección Integral tendrá las atribuciones 

siguientes:  

I. Presidir las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral.  

II. Aprobar las convocatorias a sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral.  

III. Presentar al Sistema Estatal de Protección Integral a través del Secretario Ejecutivo el 

orden del día para su aprobación. 

IV. Convocar a sesiones extraordinarias por si o cuando lo soliciten quienes tengan derecho 

a ello, en los términos de Ley.  

V. Dirigir los debates del Sistema Estatal de Protección Integral.  

VI. Procurar resolver las diferencias de opinión que se presenten entre los miembros del 

Sistema Estatal de Protección Integral.  

VII. Invitar a especialistas cuya participación y opinión considere pertinentes sobre un tema 

determinado.  

VIII. Someter a la aprobación del Sistema Estatal de Protección Integral a través del 

Secretariado Ejecutivo, el acta de la sesión anterior, procediendo en su caso, a darle lectura.  

IX. Emitir voto de calidad, en caso de empate, en las votaciones.  

X. Vigilar el cumplimiento de los acuerdos tomados por el Sistema Estatal de Protección 

Integral, a través del Secretario Ejecutivo.  

XI. Aprobar y firmar las actas de las sesiones.  

XII. Las demás que le establezcan otras disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 15. El Secretario Ejecutivo tendrá las atribuciones siguientes:  

I. Elaborar y expedir por escrito la convocatoria de la sesión por instrucción del Presidente, 

incluyendo el orden del día y la documentación correspondiente. 

II. Enviar con la debida oportunidad a los integrantes del Sistema Estatal de Protección 

Integral, la convocatoria y el orden del día de cada sesión, anexando copia de los documentos 

que deban conocer en la sesión respectiva. 

III. Comunicar a los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral los acuerdos que 

tome el propio Sistema.  

IV. Vigilar el cumplimiento de la periodicidad de las sesiones del Sistema Estatal de 

Protección Integral.  

V. Llevar el control de las votaciones y auxiliar al Presidente en el seguimiento de asuntos 

de las sesiones, así como de la elaboración y revisión del orden del día y su desarrollo.  

VI. Tomar lista de asistencia y declarar quórum.  

VII. Recabar las votaciones.  



VIII. Formular y remitir los acuerdos que tome el Sistema Estatal de Protección Integral bajo 

su firma y la del Presidente.  

IX. Redactar y firmar las actas de las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral.  

X. Leer el orden del día y el acta de la sesión anterior.  

XI. Dirigir y concluir los debates del Sistema Estatal de Protección Integral.  

XII. Informar al Presidente sobre los avances de los acuerdos tomado. 

XIII. Redactar el acta de cada sesión de los asuntos tratados y acuerdos tomados.  

XIV. Integrar la carpeta de la sesión correspondiente, la cual deberá contener convocatoria, 

orden del día, acuerdos de la sesión anterior, relación de documentos en cartera y acuerdos 

pendientes de cumplimiento.  

XV. Las demás que establezcan otras disposiciones jurídicas aplicables.  

Artículo 16. Los vocales tendrán las atribuciones siguientes:  

I. Asistir a las sesiones del Sistema Estatal de Protección Integral.  

II. Participar en los debates.  

III. Aprobar el orden del día. 

IV. Proponer las modificaciones al acta anterior y al orden del día, que consideren 

pertinentes.  

V. Participar en el análisis y resolución de los asuntos que se traten en las sesiones del 

Sistema Estatal de Protección Integral.  

VI. Cumplir con los acuerdos del Sistema Estatal de Protección Integral que involucren su 

participación.  

VII. Proponer asuntos para ser tratados en el orden del día.  

VIII. Participar en los debates que se susciten en las sesiones.  

IX. Aprobar y firmar las actas de las sesiones.  

X. Emitir su voto.  

XI. Hacer que se inserten en el orden del día las sesiones del Sistema Estatal de Protección 

Integral los puntos que estime necesarios.  

XII. Las demás que establezcan otras disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 17. La Secretaría Ejecutiva someterá a consideración del Sistema Estatal de 

Protección Integral, el proyecto de Manual de Organización y Operación del Sistema Estatal 

de Protección Integral, así como las modificaciones que correspondan a fin de mantenerlo 

actualizado.  

Artículo 18. La Secretaría Ejecutiva elaborará y someterá a consideración del Sistema 

Estatal de Protección Integral, los lineamientos para la integración, organización y 

funcionamiento de las comisiones encargadas de atender asuntos o materias específicas que 

podrán ser permanentes o transitorias según la naturaleza de los asuntos que se sometan a 

su conocimiento.  

Las comisiones podrán constituirse cuando el Sistema Estatal de Protección Integral 

identifique situaciones específicas de violación a los derechos de niñas, niños o adolescentes, 

así como situaciones que requieran una atención especial.  



Las comisiones que se constituyan serán para atender violaciones o situaciones encaminadas 

a la restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 19. Los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral que formen parte de 

la administración pública estatal deberán informar cada cuatro meses a la Secretaría 

Ejecutiva los avances de los acuerdos y resoluciones emitidos por el mismo Sistema, a fin de 

que la Secretaría Ejecutiva informe al Presidente sobre los avances correspondientes.  

Artículo 20. En la integración del Sistema Estatal de Protección Integral habrá dos 

representantes de la sociedad civil organizada, los cuales durarán cuatro años en el cargo y 

no recibirán emolumento o contraprestación económica alguna por su desempeño.  

Artículo 21. El Presidente del Sistema Estatal de Protección Integral emitirá la convocatoria 

pública para elegir a dos representantes de la sociedad civil que integren el Sistema Estatal 

de Protección Integral, en la cual se establecerá las bases para que las instituciones 

académicas y organizaciones de la sociedad civil y el órgano consultivo del Sistema Estatal 

de Protección Integral, postulen especialistas en la promoción y defensa de los derechos 

humanos y que cuenten con experiencia relacionada a la investigación o al trabajo con niñas, 

niños y adolescentes.  

Artículo 22. La Secretaría Ejecutiva, dentro de los treinta días hábiles siguientes al cierre 

de la convocatoria pública a que se refiere el artículo anterior, deberá publicar en la página 

electrónica de la Secretaría General de Gobierno la lista de las personas inscritas que 

cumplen los requisitos previstos en la convocatoria pública.  

 

CAPÍTULO TERCERO 

DEL PROGRAMA ESTATAL Y EVALUACIÓN DE LAS POLÍTICAS VINCULADAS CON LA 

PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES   

SECCIÓN PRIMERA 

DE LOS PROGRAMAS ESTATAL Y MUNICIPALES 

Artículo 23. Los sistemas Estatal y Municipales de Protección Integral elaborarán sus 

Programas Estatal y Municipal respectivos, conforme a lo establecido en la Ley.  

Artículo 24. Para la implementación de los programas, el Secretario Ejecutivo de los 

Sistemas Estatal y Municipales de Protección Integral, coordinarán tareas institucionales, 

de seguimiento, monitoreo y participación a través de Consejos Consultivos de apoyo, para 

llevar a cabo las acciones siguientes: 

I. Convocar a mesas de consulta a niñas, niños y adolescentes del Estado para que participen 

activamente en la integración y actualización del Programa de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de México.  

II. Realizar reuniones de trabajo interinstitucional con las diferentes dependencias e 

instituciones, organizaciones y asociaciones de la sociedad civil relacionados con la materia.  

III. Implementar mecanismos de atención a través de gestiones centradas en la protección 

de los derechos de niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 25. La Secretaría Ejecutiva elaborará el anteproyecto del Programa Estatal que 

tendrá como base un diagnóstico sobre la situación de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes. 

Artículo 26. La Secretaría Ejecutiva realizará el diagnóstico a que se refiere el artículo 

anterior, a través de un proceso participativo e incluyente que recabe la información, 



propuestas y opinión de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral, de las 

organizaciones de la sociedad civil, los organismos internacionales de niñas, niños y 

adolescentes, así como en su caso, de los demás participantes de los sectores público, social, 

académico y privado.  

Artículo 27. El anteproyecto del Programa Estatal deberá contener lo siguiente:  

I. Las políticas, objetivos, estrategias, líneas de acción prioritarias, metas e indicadores 

correspondientes para el ejercicio, respeto, promoción y protección integral de los derechos 

de niñas, niños y adolescentes.  

Los indicadores del Programa Estatal deberán contemplar indicadores de gestión y de 

resultados, a fin de medir la cobertura, calidad e impacto de dichas estrategias y líneas de 

acción prioritarias.  

II. La estimación de los recursos, fuentes de financiamiento, así como la determinación de 

los instrumentos financieros que podrán requerir las dependencias y entidades de la 

administración pública estatal responsables de la ejecución del Programa Estatal.  

III. Los mecanismos que aseguren una ejecución coordinada del Programa Estatal, por parte 

de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral. 

IV. Los mecanismos de participación de niñas, niños y adolescentes, así como de los sectores 

público, privado y de la sociedad civil, en la planeación, elaboración y ejecución del Programa 

Estatal.  

V. Los mecanismos de transparencia y de rendición de cuentas. 

VI. Los mecanismos de evaluación del Programa Estatal.  

Artículo 28. La Secretaría Ejecutiva podrá emitir lineamientos para asegurar que las 

dependencias y entidades de la administración pública estatal incorporen en sus programas 

las líneas de acción prioritarias del Programa Estatal que les correspondan.  

Asimismo, podrá emitir recomendaciones para que se incorporen en los programas locales y 

municipales de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las estrategias y 

líneas de acción prioritarias del Programa Estatal.  

SECCIÓN SEGUNDA  

DE LA EVALUACIÓN DE LAS POLÍTICAS VINCULADAS CON LA PROTECCIÓN DE LOS 

DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

Artículo 29. La Secretaría Ejecutiva propondrá al Sistema Estatal de Protección Integral los 

lineamientos para la evaluación de las políticas en materia de derechos de niñas, niños y 

adolescentes, con excepción de las políticas de desarrollo social vinculadas con la protección 

de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 30. Los lineamientos para la evaluación de las políticas en materia de derechos de 

niñas, niños y adolescentes a que se refiere el artículo anterior contendrán los criterios para 

la elaboración de los indicadores de gestión, de resultados, de servicios y estructurales para 

medir la cobertura, calidad e impacto de las acciones y los programas para la protección de 

los derechos de niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 31. Las políticas y programas en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes 

de las dependencias y entidades de la administración pública estatal deberán contemplar, al 

menos, lo siguiente:  

I. La realización de un diagnóstico respecto del cumplimiento de los derechos de niñas, niños 

y adolescentes.  



II. Los mecanismos de cumplimiento de los derechos de niñas, niños y adolescentes.  

III. Los mecanismos que garanticen un enfoque en los principios rectores.  

IV. Los mecanismos de inclusión y participación de los sectores público, privado y social, en 

términos de la Ley y del presente Reglamento.  

V. Los mecanismos para la participación de niñas, niños y adolescentes, en términos de la 

Ley y el presente Reglamento. 

Artículo 32. Las dependencias, organismos auxiliares y unidades administrativas de la 

administración pública estatal que tengan a su cargo programas, acciones o recursos 

destinados a la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, establecidos en la 

Ley, realizarán las evaluaciones correspondientes, con base en sus lineamientos.  

Artículo 33. Las dependencias y entidades de la administración pública estatal deberán 

proporcionar los resultados de sus evaluaciones a la Secretaría Ejecutiva, quien a su vez los 

remitirá al Sistema Estatal de Protección Integral.  

La Secretaría Ejecutiva deberá poner a disposición del público las evaluaciones a que se 

refiere el artículo anterior y el informe general sobre el resultado de las mismas, en términos 

de las disposiciones en materia de transparencia y acceso a la información pública.  

 

 

 

 

CAPÍTULO CUARTO 

DEL SISTEMA ESTATAL DE INFORMACIÓN SOBRE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

Artículo 34. La Secretaría Ejecutiva, en coordinación con los Sistemas de Protección 

Municipales integrará, administrará y actualizará el Sistema Estatal de Información, para 

monitorear los progresos alcanzados en el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, y con base en dicho monitoreo, adecuar y evaluar las políticas públicas en esta 

materia.  

El Sistema Estatal de Información se integrará principalmente con la información estadística 

que proporcionen los Sistemas de Protección Municipales y el Sistema Estatal DIF.  

El Sistema Estatal DIF, a través de la Procuraduría de Protección Estatal solicitará a las 

Procuradurías de Protección Municipales, la información necesaria para la integración del 

Sistema Estatal de Información. 

La Secretaría Ejecutiva, para la operación del Sistema Estatal de Información, podrá celebrar 

convenios de colaboración y de participación con el sector público y privado que administren 

sistemas de información.  

Artículo 35. El Sistema Estatal de Información contendrá información cualitativa y 

cuantitativa que considere lo siguiente:  

I. La situación sociodemográfica estatal y municipal de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes, desagregada por sexo, edad, lugar de residencia y origen étnico.  

II. La situación de vulnerabilidad de las niñas, niños y adolescentes.  

III. La discapacidad de las niñas, niños y adolescentes, en tal caso.  



IV. Los datos que permitan evaluar y monitorear la implementación y el cumplimiento de los 

mecanismos establecidos en la Ley, así como los indicadores que establezca el Programa 

Estatal.  

V. La información que permita evaluar el cumplimiento de los derechos de niñas, niños y 

adolescentes contemplados en los tratados internacionales, la Ley y demás disposiciones 

jurídicas aplicables.  

VI. La información que permita monitorear y evaluar cuantitativamente el cumplimiento de 

las medidas de protección especial, incluidas las medidas dictadas como parte del plan de 

restitución de derechos. 

VII. Cualquier otra información que permita conocer la situación de los derechos de niñas, 

niños y adolescentes.  

Artículo 36. El Sistema Estatal de Información, además de la información prevista en este 

Capítulo, se integrará con los datos estadísticos de: 

I. Los sistemas de información de niñas, niños y adolescentes susceptibles de adopción de 

los Centros de Asistencia Social públicos, privados y externos.  

II. Los registros de niñas, niños y adolescentes bajo custodia de los Centros de Asistencia 

Social.  

III. El Registro Estatal de los Centros de Asistencia Social.  

IV. Las bases de datos de niñas, niños y adolescentes migrantes.  

V. El registro de autorizaciones de profesionales en materia de trabajo social, medicina y 

psicología o carreras afines para intervenir en procedimientos de adopción.  

CAPÍTULO QUINTO 

DE LAS ACCIONES PARA LA PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

Artículo 37. La Procuraduría de Protección Estatal coordinará la protección integral y 

restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes a través de las medidas para 

prevenir, atender y sancionar los casos en que los derechos de las niñas, niños o adolescentes 

se vean afectados. 

Artículo 38. En los casos en que quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y 

custodia, o cualquier otra persona que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo 

su cuidado niñas, niños y adolescentes, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables, 

incumplan con alguna de las obligaciones previstas en la Ley o en otras disposiciones 

jurídicas aplicables, la Procuraduría de Protección Estatal procederá, en el ámbito de su 

competencia, conforme a lo siguiente:  

I. Cuando no se garanticen, violenten o vulneren los derechos contemplados en la Ley 

General, los Tratados Internacionales y la Ley, realizará las diligencias correspondientes 

para determinar el incumplimiento a estas obligaciones y, en su caso, ejercer las acciones 

legales y administrativas en favor de los afectados, en términos de las disposiciones jurídicas 

aplicables.  

Asimismo, si la Procuraduría de Protección Estatal determina, con base en las diligencias 

realizadas, el incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el párrafo anterior y 

efectuada la declaratoria de riesgo de la niña, niño o adolescente de que se trate, dará vista 

al Ministerio Público competente para que éste proceda conforme a sus atribuciones.  

Tratándose del incumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta fracción por parte 

de instituciones privadas, la Procuraduría de Protección Estatal, en el ámbito de su 



competencia, revocará conforme al procedimiento previsto en las leyes administrativas 

aplicables, la autorización correspondiente, sin perjuicio de las sanciones previstas en otras 

disposiciones jurídicas aplicables.  

II. Cuando se detecte la falta de registro del nacimiento de las niñas, niños o adolescentes, 

implementará las acciones necesarias para que la oficialía del registro civil competente 

emita el acta de nacimiento en términos de lo establecido en la Ley. 

En el caso de niñas, niños y adolescentes que ingresen a los Centros de Asistencia Social, 

cuyo origen se desconozca o se presuma de otra entidad federativa, el oficial del registro 

civil tramitará las constancias correspondientes en un plazo no mayor a treinta días hábiles.  

III. Cuando se incumpla con las obligaciones educativas previstas en la Ley, realizará las 

acciones necesarias a efecto de incorporar a las niñas, niños y adolescentes a los programas 

educativos, para que cursen la educación obligatoria, permanezcan en el sistema educativo 

y reciban educación en el conocimiento y uso responsable de las tecnologías de la 

información y comunicación.  

IV. Tratándose de abandono de una niña, niño o adolescente del que se tenga conocimiento 

y habiéndolo comprobado, deberá presentar la denuncia correspondiente ante el Ministerio 

Público, a efecto de que se inicie la carpeta de investigación.  

El Ministerio Público remitirá de inmediato a la niña, niño o adolescente, dependiendo de su 

edad y situación particular, dando prioridad a su incorporación con algún familiar, y en 

última instancia, a una institución pública o privada para su resguardo. Lo anterior, en tanto 

se agota la investigación para localizar a los responsables de dicho abandono, debiendo, en 

todo caso, el Ministerio Público iniciar los trámites judiciales correspondientes.  

Constatado el abandono, transcurrido el plazo señalado por la Ley, y una vez agotada la 

investigación correspondiente y sin que nadie se haya presentado a reclamar a la niña, niño 

o adolescente resguardado, la Procuraduría de Protección Estatal procederá a registrarle 

ante el Registro Civil, cuando no exista constancia de su registro o datos que permitan 

determinar su identidad.  

Artículo 39. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la Procuraduría de 

Protección Estatal deberá realizar todas las acciones necesarias para evitar que quien ejerce 

la patria potestad, tutela, guarda o custodia, o cualquier otra persona que por razón de sus 

funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños y adolescentes, atente o 

pretenda atentar contra la integridad física o psicológica de la niña, niño o adolescente, o 

cometa cualquier acto que menoscabe su integridad. 

Artículo 40. La Procuraduría de Protección Estatal promoverá la instalación y operación de 

las Procuradurías de Protección Municipales del Estado de México, con el objeto de que 

cuenten con un programa de atención y con un área o servidores públicos que funjan como 

autoridades de primer contacto para la atención de niñas, niños y adolescentes víctimas de 

delito y violaciones de sus derechos humanos, coordinando sus acciones en términos 

establecidos en la Ley y siendo enlace con la instancias locales y federales competentes.  

 Artículo 41. Para solicitar la protección y restitución integral de los derechos de niñas, niños 

y adolescentes, la Procuraduría de Protección Estatal, atendiendo al principio de interés 

superior de niñas, niños y adolescentes, deberá seguir el procedimiento previsto en la Ley.  

Artículo 42. Si durante el procedimiento anterior o fuera de este, la Procuraduría de 

Protección Estatal, diagnostica maltrato infantil o violencia familiar, elaborará con base en 

el interés superior de niñas, niños y adolescentes, un plan de restitución de derechos 

vulnerados, que comprenderá medidas de restitución, rehabilitación y medidas de no 



repetición, la cual se le dará seguimiento hasta cerciorarse de que los derechos se encuentren 

garantizados. 

Artículo 43. Cuando exista un riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de niñas, 

niños y adolescentes, la Procuraduría de Protección Estatal emitirá la declaratoria de riesgo 

y deberá denunciar ante el Ministerio Público dentro de las veinticuatro horas siguientes de 

aquella en la que se tenga conocimiento de hechos que se presuman constitutivos de delito 

en contra de niñas, niños y adolescentes y solicitar a este mismo la imposición de medidas 

urgentes de protección especial idóneas, quien deberá decretarlas dentro de las siguientes 

tres horas a la recepción de la solicitud, dando aviso de inmediato a la autoridad 

jurisdiccional competente.  

Artículo 44. n aquellos casos en los que se requiera salvaguardar algún aspecto de la 

integridad de una niña, niño o adolescente, de manera urgente, la Procuraduría de Protección 

Estatal determinará las medidas urgentes de protección especial en relación con niñas, niños 

y adolescentes. Sin embargo, dentro de las veinticuatro horas siguientes a la imposición de 

la medida urgente de protección, el órgano jurisdiccional competente deberá pronunciarse 

sobre la cancelación, ratificación o modificación de la medida que se encuentre vigente.  

Artículo 45. En caso de que las medidas urgentes de protección especial sean decretadas por 

la Procuraduría de Protección Estatal o por autoridad competente, corresponde a aquella 

aplicar las medidas de protección en caso de riesgo o violación de los derechos de niñas, 

niños y adolescentes por falta, omisión o abuso de quienes ejerzan la patria potestad o su 

guarda y cuidado.  

Artículo 46. Para el ejercicio eficaz de la representación coadyuvante y de la representación 

en suplencia, la Procuraduría de Protección Estatal coordinará a las Procuradurías de 

Protección Municipales. 

CAPÍTULO SEXTO 

DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN ESPECIAL 

Artículo 47. Dictadas las medidas de protección especial, las niñas, niños y adolescentes 

tienen derecho a ser informados sobre el estado y probable curso de su situación legal y 

social, a través de un lenguaje claro y acorde con su edad y nivel de desarrollo evolutivo, 

cognoscitivo y de madurez.  

Para efectos del párrafo anterior, la persona que proporcione la información a las niñas, 

niños y adolescentes deberá explicarle los motivos por los que se tomó la medida de 

protección especial, el curso probable de su situación, y toda la información tendiente a 

proporcionar certidumbre y reducir el impacto emocional que pudiera producir la ejecución 

de dichas medidas en las niñas, niños y adolescentes afectados.  

Artículo 48. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, adoptarán medidas de protección especial conforme a lo dispuesto en las 

disposiciones jurídicas aplicables, debiendo fundar y motivar su procedencia y la forma en 

que preserve los derechos de niñas, niños y adolescentes o, en su caso, los restituyan.  

Artículo 49. La Procuraduría de Protección Estatal coordinará con las Procuradurías de 

Protección Municipales el cumplimiento de las medidas de protección especial para su debida 

adopción, ejecución y seguimiento. Estas medidas pueden consistir en: 

I. La inclusión de la niña, niño o adolescente y su familia, en forma conjunta o separada, en 

programas de asistencia social, de salud y educativos, así como actividades deportivas, 

culturales, artísticas o cualquier otra actividad recreativa al que puedan incorporarse por 

sus características.  



II. La recomendación de tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico de la niña, niño o 

adolescente o de su madre, padre, representante o responsable, en régimen de internación 

o ambulatorio, en especial los servicios de salud de emergencia, cuando tengan el carácter 

de víctima, ofendidos o testigos en términos de la legislación aplicable. En tal caso, la 

atención médica deberá ser inmediata por parte de alguna institución del Sistema Estatal de 

Salud.  

III. La inclusión en programas oficiales o comunitarios de auxilio, que impliquen orientación 

y tratamiento a alcohólicos y toxicómanos.  

IV. La separación inmediata de la niña, niño o adolescente de la actividad laboral. 

V. El resguardo con su familia extensa o ampliada, en una familia de acogimiento. Esta 

medida únicamente se aplicará por el tiempo estrictamente necesario, debiendo la autoridad 

lograr la reincorporación de la niña, niño o adolescente a su familia de origen a la brevedad 

posible.  

VI. El acogimiento en Centros de Asistencia Social para la niña, niño o adolescente afectado, 

cuando exista riesgo inminente que ponga en peligro su vida, integridad o libertad, sino 

existiere la posibilidad del acogimiento por parte de la familia extensa o ampliada.  

VII. El reconocimiento de la madre, padre, representante o responsable de la niña, niño o 

adolescente, a través de una declaratoria en la que manifieste su compromiso de respetar 

los derechos de las niñas, niños o adolescentes.  

VIII. La separación inmediata de la persona que maltrate a un niño, niña o adolescente del 

entorno de aquella.  

IX. La orientación, apoyo y seguimiento temporal a la familia.  

X. La inclusión en programas oficiales o comunitarios de auxilio para la familia y para las 

niñas, niños y adolescentes.  

XI. Las demás que resulten necesarias para salvaguardar los derechos de las niñas, niños y 

adolescentes. 

Artículo 50. La Procuraduría de Protección Estatal deberá argumentar su procedencia y la 

forma en que preserva los derechos de niñas, niños y adolescentes o, en su caso, los 

restituyen.  

CAPÍTULO SÉPTIMO 

DE LAS MEDIDAS URGENTES DE PROTECCIÓN ESPECIAL 

Artículo 51. Las Procuradurías de Protección Estatal y Municipales, al solicitar al agente del 

Ministerio Público dicte las medidas urgentes de protección especial a que se refiere la Ley, 

deberán manifestar los hechos y argumentos que justifiquen la necesidad de las mismas.  

Las Procuradurías de Protección Estatal y Municipales llevarán un registro, para efectos de 

control y seguimiento, de las solicitudes formuladas en términos del presente artículo.  

Artículo 52. Las Procuradurías de Protección Estatal y Municipales, al ordenar la aplicación 

de medidas urgentes de protección especial previstas en el artículo anterior, podrán solicitar 

el auxilio y colaboración de las instituciones de seguridad pública. Asimismo deberá notificar 

de inmediato al Ministerio Público la emisión de dichas medidas. 

Artículo 53. En caso de que el órgano jurisdiccional determine cancelar la medida urgente 

de protección especial decretada por las Procuradurías de Protección Estatal y Municipales, 

éstas revocarán dicha medida una vez que le sea notificada la determinación jurisdiccional 



y solicitarán a la autoridad encargada de ejecutarla, que las cosas vuelvan al estado en que 

se encontraban antes de la aplicación de la citada medida.  

En los demás casos, se estará a lo que determine el Órgano Jurisdiccional en la resolución 

respectiva. 

Artículo 54. Los criterios a seguir al ordenar la aplicación de alguna medida urgente de 

protección especial son:  

I. Que tenga carácter excepcional y que sea necesaria para evitar un daño irreparable o un 

riesgo inminente.  

II. Que se encuentre vigente hasta que la autoridad jurisdiccional a quien se le informe 

dentro de las veinticuatro horas siguientes, se pronuncie al respecto.  

III. Que conste en un documento en el que se funde y motive la causa legal de la medida.  

IV. Que se garantice el derecho de audiencia y defensa a las partes implicadas.  

V. Que la medida adoptada sea la menos lesiva y no se afecten derechos humanos en mayor 

medida a la protección brindada.  

La Procuraduría de Protección Estatal supervisará la ejecución de las medidas especiales de 

protección de niñas, niños y adolescentes que hayan sido separados de su familia de origen 

por resolución judicial. 

Artículo 55. Cuando la madre, padre, ambos o quien ejerza legalmente la patria potestad de 

niñas, niños y adolescentes entregue a su hija o hijo ante la Procuraduría de Protección 

Estatal o Municipal atendiendo a su interés superior, éstas realizarán acciones de 

investigación psicológica, médica y de trabajo social en un plazo no menor a cinco días 

hábiles, a fin de cerciorarse de su legitimación y situación jurídica y que la entrega resulta 

benéfica para la niña, niño o adolescente, así como hacer del conocimiento los alcances 

jurídicos de la entrega en un lenguaje apropiado y comprensible.  

Para que se lleve a cabo la entrega voluntaria de la niña, niño o adolescente se deberán 

entregar los documentos siguientes:  

I. Original o copia certificada de acta de nacimiento de la niña, niño o adolescente o 

certificado de alumbramiento (en caso de no estar registrado en el registro civil).  

II. Original o copia certificada de acta de nacimiento de madre, padre o quien ejerce la patria 

potestad.  

III. Original o copia certificada del acta de matrimonio, en su caso. 

IV. Identificación oficial con fotografía de los solicitantes (INE, cédula profesional o 

pasaporte).  

V. Solicitud por escrito de la voluntad expresa para realizar la entrega voluntaria de niñas, 

niños y adolescentes, la cual deberá contener la firma autógrafa y huella dactilar de los 

solicitantes.  

Si en el período de investigación o durante la judicialización de la entrega y en su caso 

asignación de la niña, niño o adolescente con los solicitantes de la adopción, los padres, 

tutores o quienes ejerzan la patria potestad sobre estos, decidan revocar su consentimiento 

en la entrega, la Procuraduría de Protección correspondiente evaluará la circunstancia del 

caso y resolverá lo que resulte más benéfico para la niña, niño o adolescente, en cuyo caso 

al resolverse su reintegración con la familia, deberá hacerse de manera judicial.  



Cuando se trate de casos entre particulares deberán satisfacer los requisitos que establece 

la Ley que regula los Centros de Asistencia Social y las Adopciones en el Estado de México. 

En los casos de entregas voluntarias efectuadas ante las instituciones de asistencias 

privadas, los responsables de estas deberán informar sobre dicha entrega, debiendo 

acompañar la documentación soporte del caso particular, a fin de que la Procuraduría de 

Protección Estatal valore la pertinencia de la entrega.  

Artículo 56. De ser procedente la entrega y no exista alternativa viable para la reintegración 

de la niña, niño o adolescente, la Procuraduría de Protección Estatal ordenará su ingreso a 

un Centro de Asistencia Social público o privado quienes asumirán su cuidado y atención en 

tanto es resuelta su situación jurídica a fin de restituir su derecho a vivir en familia.  

Artículo 57. En los casos de entrega voluntaria de niña, niño o adolescente que se encuentren 

ya incorporados a un núcleo familiar, deberán cumplirse con los requisitos establecidos en 

este ordenamiento y permanecerá bajo su guarda y cuidado en la modalidad de familia de 

acogida.  

El Sistema Estatal o Municipal DIF ejercerá la tutela de la niña, niño o adolescente hasta en 

tanto se resuelva su situación jurídica. 

CAPÍTULO OCTAVO 

DE LA SUPERVISIÓN DE LOS CENTROS DE ASISTENCIA SOCIAL 

Artículo 58. La Procuraduría de Protección Estatal se coordinará con las Procuradurías de 

Protección Municipales, a efecto de ejercer la supervisión de los centros de asistencia social.  

Artículo 59. La Procuraduría de Protección Estatal emitirá los protocolos y procedimientos 

de actuación para su participación en las visitas de supervisión previstas en la Ley.  

Artículo 60. La Procuraduría de Protección Estatal podrá llevar a cabo las visitas de 

supervisión acompañada de expertos en materia de protección civil y en salud, sin perjuicio 

de la participación de la Procuraduría de Protección Federal.  

Artículo 61. El personal de la Procuraduría de Protección Estatal efectuará las visitas de 

supervisión a los Centros de Asistencia Social conforme a lo establecido en la Ley que regula 

los Centros de Asistencia Social y las Adopciones en el Estado de México y demás 

disposiciones jurídicas aplicables. 

CAPÍTULO NOVENO 

DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES MIGRANTES 

Artículo 62. La Procuraduría de Protección Estatal proveerá que en los procedimientos 

administrativos migratorios que involucren a niñas, niños y adolescentes migrantes se 

respeten los principios y derechos que establece la Ley y se privilegie el interés superior de 

niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 63. La Procuraduría de Protección Estatal dará seguimiento a los procedimientos 

administrativos migratorios efectuados por el Instituto Nacional de Migración que involucre 

a niñas, niños o adolescentes, independientemente de su nacionalidad o situación 

migratoria, a efecto de estar en aptitud de ejercer las atribuciones correspondientes.  

La Procuraduría de Protección Estatal informará al Instituto Nacional de Migración sobre 

las medidas de protección especial que dicte, a efecto de que éste ejecute aquéllas que 

correspondan en el ámbito de su competencia, con independencia de la situación migratoria 

de las niñas, niños y adolescentes.  



Artículo 64. La Procuraduría de Protección Estatal observará las disposiciones 

administrativas de carácter general relativas al mecanismo que permita identificar las 

situaciones o los lugares en donde exista peligro para la vida, seguridad o libertad de las 

niñas, niños o adolescentes migrantes.  

Artículo 65. La Procuraduría de Protección Estatal coadyuvará con el Instituto Nacional de 

Migración en la sustanciación de los procedimientos administrativos migratorios se presente 

alguno de supuestos siguientes:  

I. Cuando reciba una solicitud de la condición de refugiado o de asilo político que afecte 

directa o indirectamente la situación migratoria de la niña, niño o adolescente.  

II. Cuando existan elementos que presuman que la niña, niño o adolescente tiene la condición 

de refugiado en términos de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo 

Político.  

Artículo 66. La base de datos sobre niñas, niños y adolescentes migrantes se integrará al 

Sistema Estatal de Información por el Sistema Estatal DIF. 

La Procuraduría de Protección Estatal administrará la base de datos de niñas, niños y 

adolescentes migrantes extranjeros a que se refiere este artículo, la cual deberá contener, la 

información siguiente:  

I. Nombre completo.  

II. Lugar de origen, nacionalidad y residencia habitual.  

III. Edad.  

IV. Sexo.  

V. Media filiación.  

VI. Escolaridad.  

VII. Sitio o zona de cruce fronterizo.  

VIII. Número de ocasiones de repatriación, deportación o devolución, de ser el caso.  

IX. Situación de salud.  

X. Susceptibilidad de recibir protección internacional o complementaria, en su caso.  

XI. Identificación de que fue víctima, testigo u ofendido de algún delito en su país de origen, 

residencia habitual, país de destino o en el territorio nacional, en su caso.  

XII. Las medias de protección que, en su caso, se le hayan asignado.  

XIII. La fecha y lugar en que la autoridad migratoria tuvo contacto con las niñas, niños o 

adolescentes, así como la fecha en la que fue remitido al Sistema Estatal DIF o a alguno de 

los Sistemas municipales y trabajo social, medicina y psicología.   

XIV. Descripción de la discapacidad, en su caso. 

CAPITULO DÉCIMO 

DEL CONSEJO CONSULTIVO 

Artículo 67. El Consejo Consultivo es un órgano colegiado multidisciplinario de carácter 

permanente del Sistema Estatal de Protección Integral de Niños, Niñas y Adolescentes del 

Estado de México cuyo objeto es presentar opiniones, informes y promoción de políticas, 



programas, lineamientos, instrumentos, procedimientos, servicios, acciones, proyectos o 

insumos, así como de los demás casos en que considere necesaria una opinión especializada.  

Artículo 68. El Sistema Estatal de Protección Integral, conforme al artículo 105 de la Ley, 

contará con un Consejo Consultivo, integrado por ocho personas que se elegirán de entre los 

sectores público, privado, académico y social, en términos del mecanismo que para tal efecto 

apruebe el Sistema Estatal de Protección Integral.  

El Consejo Consultivo se integrará de la siguiente manera:  

1. Un Consejero Presidente, con voz y voto, quien será elegido entre los propios Consejeros, 

quienes tendrán voto de calidad. 2. Un Secretario Técnico, que será nombrado por la 

Secretaría Ejecutiva. 3. Siete Consejeros con voz y voto. 4. En su caso, invitados con voz, 

pero sin voto.  

Los integrantes del Consejo Consultivo durarán en su cargo tres años, y podrán ser reelectos 

para un periodo adicional. Los integrantes del Consejo Consultivo serán propuestos por la 

Secretaría Ejecutiva y elegidos por mayoría de votos de las y los integrantes del Sistema 

Estatal de Protección Integral.  

La Secretaría Ejecutiva elaborará y someterá a consideración del Sistema Estatal de 

Protección Integral, el mecanismo para la integración del Consejo Consultivo, el cual deberá 

considerar criterios de igualdad de género, pluralidad y de representatividad, que permita 

un equilibrio en su conformación.  

Los integrantes del Consejo Consultivo, deberán ser personas cuyas funciones conocimientos 

o experiencia, estén relacionados con los derechos de niñas, niños y adolescentes, para que 

de esta manera contribuyan en la implementación, monitoreo y evaluación de las políticas 

públicas, programas y acciones que emanen del Sistema Estatal de Protección Integral.  

Artículo 69. Las personas integrantes del Consejo Consultivo ejercerán su cargo en forma 

honorífica, y no recibirán emolumento o contraprestación económica alguna por su 

desempeño.  

Los gastos indispensables que realicen los integrantes del Consejo Consultivo por las 

actividades que lleven a cabo en su calidad de miembros del Consejo Consultivo serán 

cubiertos por la Secretaría Ejecutiva, atendiendo la suficiencia presupuestal y a las medidas 

de austeridad y contención del gasto públicos emitidos para tal efecto.  

Artículo 70. La Secretaría Ejecutiva elaborará y someterá para aprobación del Sistema 

Estatal de Protección Integral, los lineamientos de funcionamiento, organización y operación 

del Consejo Consultivo.  

Artículo 71. El Consejo Consultivo, tendrá las funciones siguientes:  

I. Emitir recomendaciones al Sistema Estatal y Sistemas Municipales de Protección Integral, 

a través de la Secretaría Ejecutiva, respecto de las políticas, programas, lineamientos, 

instrumentos, procedimientos, servicios y acciones de protección de los derechos de niñas, 

niños y adolescentes que implemente dicho Sistema;  

II. Recomendar al Sistema Estatal y Sistema Municipal de Protección Integral, a través de la 

Secretaría Ejecutiva, la celebración de convenios y acuerdos para realizar actividades 

académicas con instituciones públicas o privadas, nacionales e internacionales relacionadas 

con los derechos de niñas, niños y adolescentes;  

III. Recomendar a la Secretaría Ejecutiva la celebración de conferencias, seminarios, foros, 

coloquios y, en general, cualquier evento de debate y difusión sobre los derechos de niñas, 

niños y adolescentes;  



IV. Proponer al Sistema Estatal y a los Sistemas Municipales de Protección Integral, a través 

de la Secretaría Ejecutiva, estudios, investigaciones y otros documentos que contribuyan a 

la toma de decisiones y elaboración e implementación de políticas públicas relacionadas con 

los derechos de niñas, niños y adolescentes;  

V. Proponer al Sistema Estatal y a los Sistemas Municipales de Protección Integral, a través 

de la Secretaría Ejecutiva, el proyecto de lineamientos para su organización y 

funcionamiento;  

VI. Integrar grupos de trabajo especializados para el estudio de temas que le encomiende el 

Sistema Estatal, así como incorporarse a las comisiones permanentes o temporales a que se 

refiere el artículo 18 de este Reglamento;  

VII. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicitadas por el Sistema 

Estatal de Protección Integral, así como por la persona titular de la Secretaría Ejecutiva;  

VIII. Presentar al Sistema Estatal de Protección Integral un informe anual de sus actividades, 

y  

IX. Las demás que le encomiende el Sistema Estatal de Protección Integral y las disposiciones 

jurídicas aplicables.    

Artículo 72. Son atribuciones del Consejo Consultivo las siguientes:  

I. Coordinar tareas institucionales de seguimiento, monitoreo y participación en la 

implementación del Programa Estatal.  

II. Diseñar y proponer acciones a través de los diversos ámbitos de especialidad de las 

personas integrantes del Consejo, que contribuyan al impulso y difusión de políticas 

públicas, programas, lineamientos, instrumentos y proyectos, realizados por el Sistema 

Estatal de Protección Integral.  

III. Realizar las acciones necesarias para coadyuvar con la Secretaría Ejecutiva para el 

cumplimiento de sus atribuciones.  

IV. Postular a personas especialistas en la promoción y defensa de los derechos humanos, 

representantes de la sociedad civil para integrar el Sistema Estatal de Protección Integral, 

de conformidad con el artículo 21 de este Reglamento.  

V. Elaborar y aprobar el informe anual de actividades que deberá presentarse al Sistema 

Estatal de Protección Integral.  

VI. Aprobar el calendario de sesiones ordinarias, así como sus modificaciones.  

VII. Participar en las Comisiones creadas por el Sistema Estatal de Protección Integral, 

conforme a lo establecido por la Ley, este Reglamento y demás disposiciones aplicables.  

VIII. Asistir puntualmente a las sesiones a las que sean convocados por el Sistema Estatal de 

Protección Integral, en términos de lo dispuesto por el artículo 97 último párrafo de la Ley.  

IX. Emitir acuerdos que le permitan el mejor desempeño de sus funciones.  

X. Emitir las opiniones que le sean requeridas por las y los integrantes del Sistema Estatal 

de Protección Integral, así como por las Comisiones constituidas por éste.  

XI. Emitir opiniones respecto de temas actuales de derechos de niñas, niños y adolescentes 

en el contexto nacional como internacional.  

XII. Integrar grupos de trabajo especializados para el estudio de temas que le asigne el 

Sistema Estatal de Protección Integral. 



XIII. Integrarse a las Comisiones creadas por el Sistema Estatal de Protección Integral, 

cuando la naturaleza de la temática lo requiera. XIV. Las demás que deriven de las 

disposiciones jurídicas aplicables, así como las que le instruya el Sistema Estatal de 

Protección Integral.  

Artículo 73. El Consejo Consultivo sesionará de manera ordinaria, por lo menos cada seis 

meses, y de manera extraordinaria las veces que sean necesarias para el cumplimiento de 

sus fines. Para sesionar válidamente, deberá contar con la presencia de la mitad más uno de 

sus Consejeros. 

Artículo 74. Los acuerdos del Consejo Consultivo se tomarán por mayoría de votos de  los 

Consejeros integrantes presentes.  

Artículo 75. En caso de empate, el Consejero Presidente tendrá voto de calidad, sin embargo, 

preferentemente se buscará el consenso en los acuerdos que se tomen. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Programa de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del 

Estado de México 

INTRODUCCIÓN 

El 7 de mayo de 2015 se publicó la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del 
Estado de México, la cual reconoce a los infantes y adolecentes como sujetos de derecho y 
protección por parte del Estado; de igual forma, la legislación responsabiliza a los agentes 
involucrados en su desarrollo para que de manera coordinada se cumpla con el objetivo 

de garantizar a nuestras niñas, niños y adolescentes un sano crecimiento y un futuro mejor 

Dicho ordenamiento jurídico regula la integración, organización y funcionamiento del 
Sistema de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México, así 
como el establecimiento de las bases generales para la participación de los sectores 
privado y social, en las acciones tendientes a garantizar la protección de los derechos de 
los menores, así como a prevenir su vulneración y cualquier acto que pueda atentar contra 

ellos 

Para tal efecto, el 23 de junio del 2016 fue instalado el Sistema Estatal de Protección 
Integral, como el órgano encargado de impulsar, colaborar, gestionar y coadyuvar al 
desarrollo de políticas, programas y estrategias en favor de la salvaguarda del interés 
superior de la niñez y adolescencia de la entidad. 

El Sistema Estatal, en términos de lo dispuesto por el artículo 105 de la Ley de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México, deberá elaborar y ejecutar un 
Programa Estatal con acciones puntuales que permitan garantizar el respeto de los 
derechos de la infancia y adolescencia mexiquenses 



En este sentido, en el primer capítulo del Programa Estatal se contempla el marco 
normativo y los referentes de planeación que fundamentan su elaboración, así como la 
metodología de participación para la integración del mismo. 

En el segundo apartado se presenta el perfil demográfico y el panorama general de la 
situación actual de las niñas, niños y adolescentes del Estado de México en las cuatro 
dimensiones de análisis de la Estrategia Nacional “25 al 25” 

La propuesta de desarrollo del Programa Estatal se presenta en el capítulo tercero, en 
donde se establecen los objetivos, estrategias y líneas de acción, en congruencia con los 
planteamientos del Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017 y los objetivos y metas nacionales 
para este sector. 

El cuarto apartado integra los mecanismos para la implementación del Programa Estatal, 
tanto de coordinación entre los sectores de la administración pública, así como de 
participación ciudadana, y de seguimiento y evaluación. 

El último capítulo aborda las obligaciones en materia de transparencia y acceso a la 
información pública, tal como lo señala la legislación en la materia con el objetivo de 
poner a disposición de todo público, la información generada por el Sistema Estatal. 

El presente documento fue elaborado conforme a los pilares de un Gobierno Solidario, un 
Estado Progresista y una Sociedad Protegida, tomando en consideración los ejes 
transversales del Gobierno Municipalista, de Resultados y de Financiamiento para el 
Desarrollo. 

 



I. FUNDAMENTACIÓN DEL PROGRAMA 

I.1. Marco Normativo 

I.1.1. Nacional 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo 4o. (Párrafo Noveno) 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del 
interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las 
niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación 
y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 

Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA) 

Artículo 143. Los programas locales preverán acciones de mediano y largo alcance, 
indicarán los objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, y deberán alinearse al 
Programa Nacional. 

Artículo 144. El Programa Nacional y los programas locales deberán incluir mecanismos 
transparentes que permitan su evaluación y seguimiento, así como de participación 
ciudadana y serán publicados en el Diario Oficial de la Federación y en las gacetas o 

periódicos oficiales de las entidades federativas, según corresponda. 

I.1.2. Estatal 

Ley de Planeación del Estado de México y Municipios 

Artículo 26. Para los efectos de la integración y ejecución de la estrategia contenida en los 
planes de desarrollo, se deberán elaborar programas sectoriales, regionales y especiales 
que permitan alcanzar sus objetivos y metas. [...] 

Ley de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México 

Artículo 105. Las autoridades estatales y municipales, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, a través del Sistema Estatal y los Sistemas Municipales de Protección 
Integral, así como los sectores privado y social, participarán en la elaboración y ejecución 
de los programas estatal y municipales, según corresponda, los cuales deberán: 

I. Alinearse al Plan Estatal de Desarrollo y al Programa Nacional de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes y la presente Ley. 

II. Prever acciones de mediano y largo alcance e indicar los objetivos, estrategias y 
líneas de acción prioritarias. 
III. Incluir mecanismos transparentes que permitan su evaluación y seguimiento, así 
como de participación ciudadana, mismos que serán publicados en el periódico oficial 
“Gaceta del Gobierno”. 

 

Reglamento de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 
México 

Artículo 23. Los sistemas Estatal y Municipales de Protección Integral elaborarán sus 
Programas Estatal y Municipal respectivos, conforme a lo establecido en la Ley. 

 

Artículo 25. La Secretaría Ejecutiva elaborará el anteproyecto del Programa Estatal que 
tendrá como base un diagnóstico sobre la situación de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes. 



Artículo 26. La Secretaría Ejecutiva realizará el diagnóstico a que se refiere el artículo 
anterior, a través de un proceso participativo e incluyente que recabe la información, 
propuestas y opinión de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral, de las 
organizaciones de la sociedad civil, los organismos internacionales de niñas, niños y 
adolescentes, así como en su caso, de los demás participantes de los sectores público, 

social, académico y privado. 

Artículo 27. El anteproyecto del Programa Estatal deberá contener lo siguiente: 

I. Las políticas, objetivos, estrategias, líneas de acción prioritarias, metas e indicadores 
correspondientes para el ejercicio, respeto, promoción y protección integral de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes. 

II. La estimación de los recursos, fuentes de financiamiento, así como la determinación 
de los instrumentos financieros que podrán requerir las dependencias y entidades de la 
administración pública estatal responsables de la ejecución del Programa Estatal. 
III. Los mecanismos que aseguren una ejecución coordinada del Programa Estatal, por 
parte de los integrantes del Sistema Estatal de Protección Integral. 
IV. Los mecanismos de participación de niñas, niños y adolescentes, así como de los 
sectores público, privado y de la sociedad civil, en la planeación, elaboración y ejecución 
del Programa Estatal. 

V. Los mecanismos de transparencia y de rendición de cuentas. 

VI. Los mecanismos de evaluación del Programa Estatal. 

I.2. Referentes de Planeación 

I.2.1. Nacionales 

Los planteamientos del Programa de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes del Estado 
de México se alinean a los de los documentos rectores de planeación a nivel nacional; en 
este caso específico a los del Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes PRONAPINNA 2016-2018 (Anteproyecto) y los de la Estrategia Nacional “25 
al 25”. 

I.2.2. Estatales 

A nivel estatal tienen como eje rector los planteamientos del Plan de Desarrollo del Estado 
de México 2011-2017 en los Pilares Gobierno Solidario, Estado Progresista y Sociedad 
Protegida, así como el Eje Transversal Administración Pública Eficiente: Gobierno de 
Resultados, en donde se establecen acciones específicas para coadyuvar a garantizar los 

derechos de las niñas, niños y adolescentes. 

La alineación puntual de los objetivos, estrategias y líneas de acción del Programa con 
estos planteamientos se detalla en la propuesta de desarrollo. 

I.3. Metodología de Participación para la Elaboración del Programa 

I.3.1. Niñas, niños y adolescentes 

A través del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de México 
(DIFEM) y los Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de la Familia, se aplicaron 
600 cuestionarios en los 41 municipios con mayor población de niñas, niños y 
adolescentes. En el rango de 7 a 11 años de edad, se contó con la participación de 358 niñas 

y niños; asimismo, 242 adolescentes de 12 a 17 años expresaron sus opiniones. 

 

De igual forma, se incorporaron las opiniones expresadas por este segmento de la 
población en la Consulta Infantil y Juvenil 2015, del Instituto Nacional Electoral (INE). 



Los resultados se presentan en el Anexo 3. 

I.3.3. Organizaciones de la Sociedad Civil 

A través de la Subsecretaría de Desarrollo Político de la Secretaría General de Gobierno se 
consultó a 40 Asociaciones Civiles del Estado de México enfocadas a la protección de niños, 
niñas y adolescentes y de derechos humanos 

El listado de las asociaciones civil consultadas se presenta en el Anexo 4. 

1.3.4. Órganos de Gobierno 

Se realizaron consultas a las Dependencias y Organismos del Gobierno Estatal 
involucradas en la implementación de acciones en favor de los niños, niñas y adolescentes, 
así como al poder legislativo y judicial quienes aportaron información que permitió 

profundizar en el diagnóstico y en las propuestas de líneas de acción a desarrollar. 

II. DIAGNÓSTICO 

II.1. Perfil Demográfico 

De conformidad al artículo 5 de la LGDNNA, son niñas y niños las personas menores de 
doce años, y son adolescentes las personas de entre doce años cumplidos y menos de 
dieciocho años de edad. 

La pirámide poblacional se ha caracterizado por una menor participación de la población 
infantil asociada a la contención de la fecundidad y la reducción de la tasa de natalidad; 
sin embargo, este grupo de edad -de acuerdo a los resultados de la Encuesta Intercensal 
2015 del INEGI- sigue representando el 31.77% de la población total (5 millones 142 mil 

882 infantes y adolescentes). 

A nivel municipal se observa que 38 municipios del Estado de México cuentan con 
porcentajes en donde más del 40% de su población son niños y adolescentes, destacando 
los municipios de San José del Rincón, Villa Victoria, Donato Guerra, San Felipe del 

Progreso y Villa de Allende. 

Porcentaje que representa la población de 0 a 17 años de edad, 2015 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Por grupos de edad, el número de niños y niñas menores de 5 años asciende a poco más de 
1.3 millones. El grupo etario de 5 a 14 años que se encuentra en la edad escolar para cursar 
la educación básica asciende a 2.9 millones, en tanto que 854 mil 057 son adolescente de 
15 a 17 años. El mayor porcentaje se encuentra en los niños y adolescentes de 10 a 14 años 

que representan el 29 por ciento. 

 

Población por grandes grupos de edad, 2000-2010 
 

  

Población 

 

 2015 

  

     

         

    

abs. 

  

rel. 

 

       

        

 total 16,187,608     

        

  0 a 17 años de edad 5,142,882   31.77%  

  0 a 4 años de edad 1,337,907   26.01%  

  5 a 9 años de edad 1,455,675   28.30%  

  10 a 14 años de edad 1,495,243   29.07%  

  15 a 17 años 854,057   16.61%  

 

Fuente: INEGI. Encuesta Intercensal 2015. 

II.2. Supervivencia 

II.2.1. Acceso al sistema de salud y seguridad social 

Con base en los resultados de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (ENSANUT, 2012) 
para el Estado de México, se infiere que la población de 0 a 10 años de edad tiene acceso 
a los servicios de salud, ya que con la iniciativa Seguro Médico Siglo XXI todos los niños 
nacidos a partir del primero de diciembre de 2006, tienen ahora derecho a un seguro 
médico que cubre el 100% de los servicios médicos que se prestan en los centros de salud 
de primer nivel y el 95% de las acciones hospitalarias, así como a los medicamentos 

asociados, consultas y tratamientos. 

II.2.2. Mortalidad 

La esperanza de vida estima los años que vivirá un recién nacido si los patrones de 
mortalidad vigentes al momento de su nacimiento se mantienen a lo largo de su existencia. 
Con base en información del CONAPO, la esperanza de vida para los nacidos en el Estado 
de México en el año 2010 fue de 76 años, 4.3 años más que las personas nacidas en 1990 y 
0.6 años más que la media nacional. Como resultado en la calidad de la atención se espera 
que para el año 2030, la esperanza de vida de los mexiquenses alcance los 81.7 y 77.1 años 

para las mujeres y hombres, respectivamente. 

En lo relativo a la mortalidad infantil, en el año 1990, la tasa era de 32.9 defunciones por 
cada mil nacimientos y en el 2010 se redujo a 13.21. Sin embargo, para el 2015, la tasa de 
mortalidad infantil registrada para el Estado de México se incrementó a 14.2 defunciones 



por cada mil nacidos vivos (15.6 en hombres y 12.7 en mujeres)2, mientras que a nivel 
nacional fue de 12. 

Dentro de las principales causas de mortalidad infantil destacan ciertas afecciones 
originadas en el periodo perinatal, las malformaciones congénitas, deformidades y 
anomalías cromosómicas, los accidentes, así como las enfermedades infecciosas 
intestinales y la neumonía e influenza. Por otro lado, las principales causas de mortalidad 
preescolar (niños entre uno y cuatro años) se deben a accidentes, malformaciones 
congénitas, deformidades y anomalías cromosómicas; tumores malignos, neumonía e 

influenza.3 

Para contrarrestar dichas estadísticas, en el sector salud del Estado se aplican vacunas a 
niños menores de 5 años y se cuenta con 7 bancos de leche. Con la finalidad de disminuir 
las principales causas de morbilidad y mortalidad, se refuerzan las acciones encaminadas 
a la detección y tratamiento tanto de Infecciones Respiratorias Agudas como de 

Enfermedades Diarreicas Agudas, conocidas como IRA y EDA, respectivamente.4 

De conformidad con la estadística de mortalidad general de INEGI, en el año 2014 se 
registraron 41,661 muertes de personas entre 0 y 17 años de edad, lo que representa una 
tasa de 19.13 defunciones por cada mil nacidos vivos. El Estado de México es la entidad 
federativa con la mayor cantidad de defunciones generales de personas en este rango de edad 
(5 mil 10 defunciones).5 

II.2.3. Alimentación y nutrición 

Entre los mexiquenses existen problemáticas cada vez más relevantes como la nutrición. 
La alimentación presenta dos realidades contrastantes; por un lado, existe un sector de la 
población que es afectado por enfermedades crónicas no transmisibles causadas por una 
ingesta deficiente de alimentos y más específicamente, por no consumir los 
micronutrientes necesarios; por otro lado, se observa una tendencia creciente de 
sobrepeso en la población la cual, aunada a la falta de actividad física, da lugar a un 

pronunciado incremento en el número de padecimientos. 

(2 millones 595 mil 11 hogares), existen limitaciones de acceso a la misma, debido a la falta 
de recursos económicos. La principal limitación que afecta a cerca del 17% de los hogares, 
es la poca variedad en la alimentación; sin embargo, la suficiencia es la segunda limitación 
en importancia la cual está directamente relacionada con la desnutrición y la anemia. Cabe 
mencionar que en más del 6% de los hogares, los menores se encuentran en condiciones de 

pobreza alimentaria. 

Porcentaje de hogares con población menor de 18 años, según situación de acceso a la 
alimentación, 2015 

 

   Limitación de acceso a la  

   alimentación por falta de  

  

 dinero en los últimos tres meses 

 

 Situación de acceso a la alimentación  

  

 de los menores 

 

   

   

sí 

  

no 

 

      

 Algún menor tuvo poca variedad en sus alimentos 16.99%  79.89  

      



 A algún menor se le tuvo que servir menos comida 13.52%  83.39  

      

 Algún menor comió menos de lo que debería comer 13.36%  83.59  

      

 Algún menor sintió hambre pero no comió 6.89%  89.95  

        

 Algún menor comió sólo una vez al día o dejó de comer 

6.39% 

 

90.47 

 

 

todo un día 

  

       

 Algún menor se tuvo que acostar con hambre 6.11%  90.55  

        

 

Fuente: INEGI. Encuesta Intercensal 2015. 

Entre las acciones que realiza el Gobierno para mejorar el estado de nutrición de los 
menores en etapa preescolar y escolar se encuentra el Programa Desayunos Escolares, que 
consiste en la entrega de desayunos fríos y raciones vespertinas integradas con productos 
que contienen los nutrimentos necesarios para su edad. Asimismo, se entregan despensas 

alimentarias para cubrir las necesidades básicas de la población que menos tiene. 

Por otra parte, los resultados de la ENSANUT del año 2006, muestran que el 31.5% de los 
niños y niñas de entre 5 y 11 años presentan sobrepeso y obesidad (30.8% para hombres y 
32.3% para mujeres).6 

Para combatir la obesidad infantil se otorgan consultas nutricionales, siendo una 
estrategia preventiva de control, el registro del peso, la talla, el crecimiento y el desarrollo 
del menor.7 
 

6 Gobierno del Estado de México. Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017. Pilar I Gobierno 
Solidario. Diagnóstico.  

II.2.4. Embarazo adolescente 

Un grupo que requiere atención especial es el de las madres adolescentes, las cuales 
representaron, en el año 2010, el 9.6% de las mexiquenses entre los 12 y 19 años de edad. 

El embarazo adolescente representa un gran riesgo de salud tanto para las madres como 
para los hijos y afecta la capacidad de proporcionar una buena calidad de vida a las 
familias. De acuerdo con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), las madres 
adolescentes tienen entre dos y tres años menos de escolaridad que el promedio y, son 14 
veces más propensas a abandonar el sistema educativo, en comparación con el resto de las 

mujeres, lo cual repercute negativamente en sus oportunidades laborales.8 

Los datos del Subsistema de Información de Nacimientos (SINAC) de la Secretaría de Salud 
muestran una ligera tendencia descendente en la proporción de nacimientos cuyas madres 
tienen entre 9 y 17 años de edad, ya que para el año 2010, los 190 mil 468 nacimientos 
representaron 9.1% del total; mientras que, en el año 2015, los 190 mil 199 nacimientos 
representan un 8.8 por ciento. Con base en la distribución geográfica, entre los veinte 
municipios del país con mayor número de nacimientos ocurridos en 2015 cuyas madres 
tienen entre 10 y 17 años de edad se encuentran Ecatepec de Morelos, Toluca, Chimalhuacán 

y Nezahualcóyotl.9 

 



 

Cantidad de nacimientos cuyas madres tienen entre 9 y 17 años de edad, 2015 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En otro orden de ideas, en la entidad se impulsan programas de salud reproductiva para 
la prevención de enfermedades de transmisión sexual y una adecuada planificación 
familiar. 

Una de las políticas públicas de población establecidas a nivel nacional es la relativa a la 
prevención del embarazo en adolescentes, cuyo objetivo es reducir en un 50% la incidencia 
de embarazos en mujeres menores de 19 años de edad. Por ello, en el Estado de México se 
distribuyen métodos anticonceptivos, se proporcionan consultas para la detección, 
tratamiento y control de casos de infecciones de transmisión sexual y VIH/SIDA, así como 

atención y orientación a los adolescentes en materia de salud sexual y reproductiva. 

II.3. Desarrollo 

II.3.1. Pobreza y carencias sociales 

La distribución geográfica de la pobreza infantil en 2014 ilustra la persistencia de dos 
patrones10. En primer lugar, Chiapas, Oaxaca, Guerrero y Puebla son los estados con 
mayor porcentaje de población infantil y adolescente en pobreza, con incidencias 
superiores a 70 por ciento. En segundo lugar, las entidades que concentran mayor número 
de menores de 18 años en pobreza, donde hay más de un millón de personas en esta 
situación y las cuales concentran más de la mitad (57.6%) de toda la población infantil y 
adolescente en pobreza del país. Dentro de esta segunda categoría el Estado de México es 

la entidad con mayor número de menores de 18 años en situación de pobreza.11 

El 59.0% de la población mexiquense de 0 a 17 años se encontraba en situación de pobreza; 
es decir, 3.1 millones de niñas, niños y adolescentes carecían de las condiciones mínimas 
para garantizar el ejercicio de uno o más de sus derechos sociales (educación, acceso a la 
salud, acceso a la seguridad social, a una vivienda de calidad y con servicios básicos y a la 
alimentación). Además, el ingreso de su hogar era insuficiente para satisfacer sus 

necesidades básicas. 



Debe destacarse que el porcentaje de personas en situación de pobreza se incrementó de 
manera significativa (8.3 puntos porcentuales) durante el periodo 2010-2014, 
principalmente de 2012 a 2014 (5.8 puntos porcentuales). 

Incidencia de la pobreza 2010-2014. Porcentaje de población de 0 a 17 años 

       

   2010 2012 2014  

 Población  50.7% 53.2% 59.0%  

       
 
 

Fuente: CONEVAL-UNICEF. Pobreza y derechos sociales de niñas, niños y adolescentes en México, 2014. 

 

De esta población en condiciones de pobreza, el 8.4% se encontraba en pobreza extrema al 
presentar carencias en el ejercicio de tres o más de sus derechos sociales y ser parte de un 
hogar con un ingreso insuficiente para adquirir los alimentos necesarios a fin de disponer 
de los nutrientes esenciales. Entre 2010 y 2014, el porcentaje de niñas, niños y adolescentes 
en esta situación se redujo 2.9 puntos porcentuales, aun cuando de 2012 a 2014 se tuvo un 

incremento. 

Incidencia de la pobreza extrema 2010-2014. Porcentaje de población de 0 a 17 años 
 

   

2010 

  

2012 

  

2014 

 

        

 Población  11.3%  7.2%  8.4%  
           

 

Fuente: CONEVAL-UNICEF. Pobreza y derechos sociales de niñas, niños y adolescentes en México, 2014. 

Asimismo, la población de menos de 18 años en situación de pobreza moderada 
representaba el 50.6% de las niñas, niños y adolescentes pobres. Este grupo de pobreza 
tenía 1.9 carencias sociales en promedio. En el periodo de análisis su participación 

porcentual se incrementó significativamente (11.2 puntos porcentuales). 

Incidencia de la pobreza moderada 2010-2014. Porcentaje de población de 0 a 17 años 
 

   

2010 

  

2012 

  

2014 

 

        

 Población  39.4%  46.0%  50.6%  

           

 

Fuente: CONEVAL-UNICEF. Pobreza y derechos sociales de niñas, niños y adolescentes en México, 2014. 

En lo relativo a vulnerabilidad, los datos indican que 17.2% de las personas de 0 a 17 años 
era vulnerable por carencias sociales en 2014, es decir, tenían un ingreso mayor a la línea 
de bienestar, pero contaban con una o más carencias sociales. Entre 2010 y 2014 se 
presenta una disminución de 9.1 puntos porcentuales. 

Incidencia de la vulnerabilidad por carencias sociales 2010-2014. Porcentaje de población 
de 0 a 17 años 

 

   2010   2012   2014  



        

 Población  26.4%  23.1%  17.2%  

           
 

Fuente: CONEVAL-UNICEF. Pobreza y derechos sociales de niñas, niños y adolescentes en México, 2014. 

Por último, cabe mencionar que 10.8% era vulnerable por ingresos, pues éste era menor al 
indispensable para cubrir sus necesidades básicas, pero no presentaban carencias sociales. 
Sin embargo, la incidencia de la vulnerabilidad por ingresos en este sector de la población 
aumentó en 3.7 puntos porcentuales. 

Incidencia de la vulnerabilidad por ingresos 2010-2014. Porcentaje de población de 0 a 17 
años 

 

   

2010 

  

2012 

  

2014 

 

        

 Población  7.1%  9.7%  10.8%  

           
 

Fuente: CONEVAL-UNICEF. Pobreza y derechos sociales de niñas, niños y adolescentes en México, 2014. 

II.3.2. Educación 

La entidad cuenta con 2.6 millones de mexiquenses de 6 a 14 años, que requieren recibir 
una educación básica de calidad a fin de que amplíen sus oportunidades futuras y 
mejoren sus condiciones de vida; sin embargo, 5.8% de esta población no cuenta con la 
habilidad de la lectoescritura, lo cual atenta contra un derecho universal y los efectos 
resultan negativos para quien los padece. 

Población de 6 a 14 años de edad según aptitud para leer y escribir, 2015 

 

 

Total 

  

Sabe leer y escribir 

  

No sabe leer y escribir 

 

  

 

 

 

 

    

                  

   

total 

  

hombres 

  

mujeres 

 

total 

  

hombres 

 

mujeres 

 

             

 2,665,120   88.35%  50.31%   49.69%  5.80%  53.13%  46.87%  

                   

 
 

Fuente: INEGI. Encuesta Intercensal 2015. 

En lo relativo a asistencia escolar, se aprecia que 11.24% de los 3.5 millones de niñas 
niños y adolescentes de 3 a 14 años y 22.81% de los más de 854 mil adolescentes de 15 
a 17 años, no asiste a la escuela. 

Población de 3 a 17 años de edad según condición de asistencia escolar, 2015 

 
 
 

 



edad 

 

total hombres mujeres total hombres mujeres  

3 a 14 años 3,514,752 
88.25
% 50.47% 49.53% 11.24% 52.15% 47.85% 

15 a 17 años 854,057 77.01% 49.97% 50.03% 22.81% 51.42% 48.58% 

      
 

El rezago educativo afecta a 8.0% de niñas, niños y adolescentes, especialmente en la etapa 
preescolar. Mientras a nivel nacional en 2015 el 3.51% de la población de 6 a 14 años no 
asiste a la escuela, en el Estado de México es 2.45 por ciento. 

Con base en la distribución geográfica se aprecia que los municipios de Ixtapan del Oro y 
Villa Guerrero tienen los mayores porcentajes de población de 6 a 14 años que no asiste a la 
escuela (de 8.46 a 10.40%), seguidos de los municipios de Donato Guerra y Villa Victoria 

(de 6.51 a 8.45%). 

 

Porcentaje de niñas, niños y adolescentes de 6 a 14 años que no asiste a la escuela, 2015 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para el ciclo escolar 2015-2016 se tiene una cobertura de los servicios en educación 
primaria del 100%, mientras que la cobertura en educación secundaria alcanzó 98.5%, con 

un incremento de 7.9 puntos porcentuales con respecto al ciclo escolar 2011-2012. 

Con relación al índice de eficiencia terminal, la educación primaria presentó un notable 
incremento: pasó de 95.5 a 99.2% durante el periodo 2011-2016, lo que representa un alza 
de 3.7 puntos; asimismo, en educación secundaria, el índice de eficiencia terminal ascendió 
de 86.5 a 94.3% (incremento de 7.8 puntos)12. La eficiencia terminal en educación media 
superior para el ciclo 2013-2014 fue de 65.36%, ligeramente superior a la nacional de 65.2 

por ciento. 

Las acciones que se llevan a cabo para fortalecer el derecho de las niñas, niños y 
adolescentes a la educación son, entre otras: la construcción, rehabilitación y 
equipamiento de escuelas, la entrega de útiles escolares gratuitos, becas para alumnos de 
excelencia o que enfrentan problemáticas económicas y el seguro escolar contra 

accidentes. 



II.3.3. Población indígena 

La condición de hablante de lengua indígena ha servido tradicionalmente como indicador 
para determinar la magnitud de la población indígena. Siguiendo este criterio, en el Estado 
de México al año 2010, habitaban 379 mil 75 hablantes de lengua indígena13. El informe 
“Niñas, niños y adolescentes del Estado de México” del Consejo Estatal de Población 
considera que este grupo de edad representa el 8.89% del total de hablantes de lenguas 
indígenas de la entidad. 

Los municipios con el mayor porcentaje de niños y adolescentes que hablan lengua 
indígena son: San Felipe del Progreso con 14.56%; Donato Guerra con 8.06; Temoaya con 
5.59; Ecatepec de Morelos con 5.10; Atlacomulco con 4.65; San José del Rincón con 4.44; 
Naucalpan de Juárez con 4.04; Chimalhuacán con 3.54; Nezahualcóyotl con 3.52; 
Temascalcingo con 2.97; Toluca con 2.79; Acambay con 2.82, e Ixtlahuaca y Chalco con 
2.79 y 2.04%, respectivamente. Por otra parte, de acuerdo con la información presentada 
por la Encuesta Intercensal 2015 del INEGI, las niñas, niños y adolescentes que se 

consideran indígenas representan el 16.64% del total de este segmento poblacional. 

Porcentaje de población de 0 a 17 años de edad según autodescripción indígena, 2015 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II.3.4. Población con discapacidad 

En el año 2010, la población de 0 a 14 años que contaba con alguna limitación en la 
actividad representaba el 12.33% del total de este segmento de población; la limitación 
con mayor número de casos reportados es la de caminar o moverse, seguido por la de 
hablar o comunicarse y la de ver. La distribución por sexo indica que, de cada 100 menores 

de 14 años con discapacidad, 57 son hombres y 43 mujeres. 

 

 

 

 
 

Población de 0 a 14 años con limitación en la actividad, 2010 

 
 



 

Población con limitación de actividad 

                   

            Atender el  

Poner 

    

 

Total 

 

Caminar 

 

Ver 

 

Escuchar 

 

Hablar 

  

cuidado 

   

Mental 

 

        

atención 

   

            

personal 

     

                  

 65,401  17,373  14,405  4,457  

16,84

3  4,032  9,771   13,114  

                   
 
 

Fuente: COESPO. Niñas, niños y adolescentes del Estado de México, 2015. 

Para atender la discapacidad en el Estado de México se cuenta con Unidades Básicas y 
Unidades de Rehabilitación e Integración Social (UBRIS y URIS), Centros de 
Rehabilitación e Integración Social (CRIS) y un Centro de Rehabilitación y Educación 
Especial (CREE). Asimismo, los niños mexiquenses reciben rehabilitación integral en 
los CRIT de Tlalnepantla y Nezahualcóyotl mediante becas que les son otorgadas, gracias 

a un donativo que se hizo a la Fundación Teletón. 

Por otro lado, para garantizar el derecho a la inclusión de niñas, niños y adolescentes 
con discapacidad, a los estudiantes con debilidad visual y, en su caso, ceguera, se les 
dota de computadoras tiflotécnicas además de darles becas y estímulos económicos para 
que sigan estudiando. Este último tipo de apoyo lo reciben también alumnos con 

discapacidad motriz, múltiple o autismo. 

Por último, cabe mencionar la valoración de problemas de postura a niños y niñas que 
asisten a escuelas públicas de los niveles preescolar y primaria y la entrega de zapatos 
y tenis ortopédicos o plantillas correctoras a menores con problemas ocasionados por 
defectos plantares. 

II.3.5. Entornos familiares y seguros 

La familia sigue siendo el pilar de la sociedad y el contar con un entorno que ofrezca 
protección y seguridad es esencial en el desarrollo de las niñas, niños y adolescentes 
quienes consideran que el principal lugar donde se sienten protegidos y seguros es en 
la casa (de 92.1% a 97.5%), seguido de la escuela; aunque en este espacio el porcentaje 
va disminuyendo, de 80.4% en el rango de edad de 7 a 11 años a 65.3% en el rango de 
edad de 14 a 17 años.14 

Los resultados de la Consulta Infantil 2015, indican que las niñas, niños y adolescentes 
confían principalmente en su familia y en sus maestras y maestros, así como en las 
autoridades de la escuela y son las primeras personas a las que les pedirían ayuda si 

algo malo les sucediera, tuvieran algún problema o estuvieran en peligro.15 
 

 

II.4. Protección 

II.4.1. Identidad 



El derecho a la identidad es primordial en la vida de todas las personas, y en especial 
de niñas, niños y adolescentes, pues además de garantizar la personalidad jurídica 
individual y el reconocimiento de sus vínculos familiares, culturales y nacionales, 
facilita el ejercicio de sus derechos fundamentales, necesarios para su desarrollo 
integral. 

De acuerdo con los resultados de la Encuesta Intercensal elaborada por el INEGI, al año 
2015 el Estado de México cuenta con 16 millones 187 mil 608 habitantes de los cuales el 
99.29% cuenta con registro de nacimiento. 

Para garantizar el derecho a la identidad y el derecho a vivir en familia en los hospitales 
con el mayor número de nacimientos se entrega de manera gratuita la Clave Única de 
Registro de Población y se impulsan reformas para garantizar los derechos de los 
menores en materia de adopciones. 

II.4.2. Vida libre de violencia 

El anteproyecto del PRONAPINNA menciona que entre los indicadores que reflejan las 
situaciones de violencia y de vulnerabilidad destaca el número de casos de lesiones de 
niñas, niños y adolescentes contenidos en los registros administrativos de la Secretaría 
de Salud. El Estado de México ocupa el segundo lugar entre las entidades con el mayor 

número de casos de lesiones en el periodo de 2010 a 2014 (130,259). 

Porcentaje de egresos hospitalarios por lesiones de personas de 0 a 17 años 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Otra de las manifestaciones de la violencia es cuando son víctimas de delito. A nivel 
nacional, el estado de Tamaulipas tiene el mayor porcentaje de personas entre 0 y 19 
años de edad en esta situación, con un 49%, es decir, casi la mitad de las víctimas 
pertenecen a este grupo de población, mientras que el Estado de México tiene solo el 5 

por ciento. 

Los principales delitos de los que son víctimas, con base en las opiniones expresadas 
por ellos mismos, son: la violencia verbal, física y emocional, principalmente en la 
escuela. Cabe mencionar que un 2% de las niñas, niños y adolescentes en el rango de 
edad de 10 a 13 años ha sufrido violencia sexual, porcentaje que se incrementa al 14% en 

el rango de 14 a 17 años de edad. 

De conformidad con la estadística de mortalidad general de INEGI, en el año 2014 se 
registraron 41 mil 661 muertes de personas entre 0 y 17 años de edad de las cuales 6 
mil 708 (16.1%) correspondieron a muertes accidentales o violentas altamente 
prevenibles, lo que representa una tasa de 19.13 defunciones por cada mil nacidos vivos. 
El Estado de México es la entidad federativa con la mayor cantidad de muertes violentas 

(927 defunciones) seguida de Jalisco (442 defunciones).16 

En lo relativo al derecho a una vida libre de violencia y a la integridad personal de niñas, 
niños y adolescentes, se impulsa la convivencia escolar armónica con programas 
integrales que tienen procesos preventivos y de sensibilización así como de contención 
inmediata. 

II.4.3. Trabajo infantil 

Del total de la población de niñas, niños y adolescentes de 5 a 17 años el 6.89% se 
encuentra ocupada; de éstos, solo 35 mil 895 menores (12.54%), tienen una ocupación 
permitida por la Ley Federal del Trabajo. El 87.46% restante se encuentran trabajando 
en ocupaciones no permitidas; la mayoría, en ocupaciones peligrosas. 

Población de 5 a 17 años según condición de ocupación, cuarto trimestre 2015 
 

 

 

Población 

      

Ocupados 

    

      

 

    

          

              

       

en ocupación no permitida2 

 

 

de 5 a 17 

  

total 

 

en ocupación 

 

 

     

        

abajo de la 

 

en ocupación 

 

 

años 

        

 

 

    

permitida1 

     

     

subtotal 

   

            

        

edad mínima 

 

peligrosa 

 

             

 4,150,227   286,153  35,895  250,258   105,393  144,865  



               

 
 

1/ Comprende a los ocupados de 15 a 17 años en ocupaciones y actividades permitidas 
por la Ley Federal del Trabajo (LFT). 2/ Comprende a los ocupados de 15 a 17 años 
abajo de la edad mínima o en ocupaciones y actividades peligrosas según la LFT. 

 

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE). Módulo de Trabajo 
Infantil (MTI), 2015. 

Con base en lo anterior, al año 2015 se tiene una tasa de ocupación infantil no permitida 
del 6%, lo que indica una disminución respecto al año 2011 en donde la tasa fue del 
6.7%. Asimismo, esta tasa se encuentra por debajo del promedio nacional de 7.5 por 
ciento. 

Las características de ocupación no permitida de los trabajadores infantiles y 
adolescentes en la Entidad, durante el cuarto trimestre 2015 de acuerdo a la Encuesta 
Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), son: 

 Más de la mitad (58.83%) se encuentran ocupados en el sector terciario.  

 El 31.31% tiene una jornada de 14 horas y el 30.08% tiene jornadas de más de 
36 horas.  

 39.15% no recibe ingresos, 29.10% recibe ingresos de hasta 1 salario mínimo y 
20.43% tiene ingresos de 1 hasta 2 salarios mínimos; sólo el 8.05% tiene un 
ingreso de más de 2 salarios mínimos. 

 

Por último, cabe señalar que 64.62% asiste a la escuela, teniendo una tasa de 
inasistencia escolar de 5.3%, menor a la tasa nacional de 7.1%. 

En el Estado de México se han implementado estrategias y acciones para generar la 
permanencia en la educación formal de las niñas, niños y adolescentes que trabajan en 
las calles y sitios públicos, o que se encuentran en riesgo de incorporarse al trabajo 
infantil informal, a través del otorgamiento de becas17. Además, para proteger los 
derechos de niñas, niños y adolescentes mexiquenses, se cuenta con la Comisión 
Interinstitucional para la Erradicación del Trabajo Infantil (CIETI) la cual presenta 

resultados favorables en la materia. 

II.5. Participación 

Con la información disponible de los cuestionarios aplicados a los menores en este tema, 
se aprecia lo siguiente: 

 85% y 86% de las niñas y niños encuestados reconocen que su opinión es tomada 
en cuenta en su casa y por los directores y maestros de su escuela, respectivamente. 
Asimismo, el 64% de las y los adolescentes piensa que su opinión es tomada en 
cuenta.  

 En lo que respecta a la expresión de lo que sienten y piensan las niñas y niños, el 
60% ha sido invitado a participar en concursos y pláticas referentes a este tema. 
Sin embargo, más de la mitad de las y los adolescentes contestó que no conocen un 
foro o taller donde puedan participar para que se tome en cuenta su opinión.  

 Relativo a contenidos de la información, cerca del 71% de las y los adolescentes cree 
que la información que recibe de otras personas y de los medios de comunicación 
va de acuerdo a su edad. Sin embargo, expresan que les gustaría recibir información 
en temas relativos a sexualidad, derechos  



y seguridad (violencia) a través de pláticas (43%) y talleres (40%). Es de 
observarse que la opción de redes sociales no presentó mucha demanda (20%) en 
comparación con las anteriores. 

Asimismo, las opiniones expresadas en la Consulta Infantil y Juvenil realizada por 
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), indican que la mayoría de 
las niñas, niños y adolescentes consideran que se pueden expresar con libertad y 
decir lo que piensan y sienten.  

II. PROPUESTA DE DESARROLLO 

III.1. Objetivos 

Dominio Supervivencia 

Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la vida, lo que significa que el Estado 
debe garantizarles el acceso a los recursos que les permita conservarla, atendiendo las 
necesidades bio-psico-sociales conforme a las diferentes etapas del desarrollo. 

La supervivencia incluye tener alimentación adecuada, acceso a servicios de calidad en 
salud y seguridad social que cubran un esquema integral que les permita alcanzar su 
bienestar. 

Este objetivo busca atender problemáticas prioritarias tales como la mortalidad infantil, 
adolescente y materna, desnutrición y malnutrición, el embarazo adolescente y las 
infecciones de transmisión sexual, entre otras. 

 

 

Objetivo PRONAPINNA 

 

2016-2018 

 

2. Garantizar el acceso de 

las niñas, niños y 
adolescentes al ejercicio de 
sus derechos relacionados 

con la supervivencia. 

 

 

Objetivo PED 2011-2017 

 

 

Pilar Gobierno Solidario 

 

1. Ser reconocido como el 

gobierno de la educación.  

2. Combatir la pobreza. 
 

4. Alcanzar una sociedad más 
igualitaria a través de la atención a 

grupos en situación de vulnerabilidad.  

 

Objetivo PROPINNA Estado de 

México 

 

 

1. Garantizar la salud y el 

bienestar de niñas, niños y 

adolescentes, así como el 

acceso a los servicios que les 

permitan conservarlos.  



Dominio Desarrollo 

Se refiere al disfrute 
de niñas, niños y 
adolescentes a una 
vida plena, en 
condiciones óptimas 
que garanticen su 
formación integral y 
que posibiliten el 
despliegue de sus 
potencialidades, 
aptitudes, 
facultades y 
capacidades, a 
través del ejercicio 
de sus derechos en 
ámbitos centrales 
como vivir en 
familia, el acceso a 
una educación de 
calidad, vivienda 
digna e ingreso de 
los adultos, así como 
a la inclusión, a la 
igualdad sustantiva 
y a la no 

discriminación. 

Asimismo, en este 
dominio se otorga 
una especial 
atención a la 
garantía de los 
derechos de las 
niñas, niños y 
adolescentes que se 
encuentren en una 
situación de 
particular 
vulnerabilidad, 
entre ellas, quienes 
están en pobreza y 
pobreza extrema; 
población indígena y 
personas con 
discapacidad; 
población con 
diversas 
orientaciones 
sexuales; en 
situación de calle; 
institucionalizados, 
entre otros. 

 

Este objetivo busca 
garantizar los derechos 
de niñas, niños y 
adolescentes 
relacionados con su 
desarrollo: 

 

Objetivo PRONAPINNA 
 

2016-2018 

 

3. Garantizar el acceso de 
las niñas, niños y 
adolescentes al ejercicio 
de sus derechos 
relacionados con el 
desarrollo. 

 

 

Objetivo PED 2011-2017 
 

 

Pilar Gobierno Solidario 

 

1. Ser reconocido como 

el gobierno de la 

educación. 

2. Combatir la pobreza.  

Dominio Protección 

El Artículo 5 de la Ley de 
los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes del 
Estado de México, 
establece que la 
protección integral es un 
conjunto de mecanismos 
que se deben ejecutar en 
los tres órdenes de 
gobierno con el fin de 
garantizar de manera 
universal y especializada 
en cada una de las 
materias relacionadas 
con los derechos humanos 
de niñas, niños y 
adolescentes. En este 
sentido, la protección 
especial se activa cuando 
ellos se encuentran en 
situación de 
vulnerabilidad por 
diversas circunstancias 
específicas que restringen 
o limitan el ejercicio de 

sus derechos. 

El dominio Protección se 
refiere al derecho de 
niñas, niños y 
adolescentes de 
garantizarles recursos, 
condiciones y 
contribuciones, 
vinculados a asegurar que 
dicho grupo de la 
población viva en 
entornos libres de todo 
tipo de maltratos, 



discriminación, 
abandono, 
explotación, 
crueldad y tortura. 
También se refiere a 

 

garantizarles su 
identidad, 
integridad, libertad 
e intimidad y, 
protegerlos en 
contextos de 
violencia. 

 

Este objetivo, 
pretende atender 
las situaciones de 
emergencia y 
vulneración de 
derechos que 
puedan sufrir niñas, 
niños y 
adolescentes. 

 

 

Dominio 
Participación 

Las niñas, niños y 
adolescentes tienen 
derecho a la libertad 
de expresión y a 
manifestar su 
opinión sobre 
cuestiones que 
afecten todos los 
ámbitos de su vida. 
El derecho a la 
participación 
significa que puedan 
emitir sus opiniones 
y que se les escuche, 
así como ejercer sus 
otros derechos a la 
información y a la 
libertad de 

asociación. 

Un desafío inédito y 
central al cambio 
cultural es el 
reconocimiento de 
la ciudadanía plena 

de niñas, niños y 
adolescentes como 
sujetos de derechos. Lo 
anterior conlleva a 
garantizar espacios 
específicos de 
participación en todas 
las fases de la política 
pública, de acuerdo a su 

ciclo de desarrollo. 

Avanzar en estas 
garantías, requiere de 
realizar cambios en 
diferentes ámbitos, crear 
nuevas formas de 
convivencia familiar, 
social, cultural y política, 
y asegurar el acceso a 
información pertinente, 
contando con mejores 
formas de comunicación 
y reduciendo la brecha 
digital que existe entre 
niñas, niños y 

adolescentes del país. 

Con este objetivo, se 
pretende realizar los 
cambios necesarios para 
garantizar estos 
derechos. 

 

Objetivo PRONAPINNA 

2016-2018 

 

1. Generar cambios para 
una cultura de acceso a 
información y 
participación efectiva y 
sistemática con enfoque de 
derechos de niñez y 
adolescencia. 

 

Objetivo PED 2011-2017 
 

 

Eje Transversal 

Administración Pública 

Eficiente 

 

2. Establecer una gestión 
gubernamental que genere 
resultados. 

 

Pilar Gobierno Solidario 

 

1. Ser reconocido como el 

gobierno de la educación.  

3. Mejorar la calidad de vida  

de los mexiquenses a través de 
la transformación positiva de 
su entorno. 
 

4. Alcanzar una sociedad más 
igualitaria a través de la 
atención a grupos en 
situación de vulnerabilidad.  
 

Objetivo PROPINNA Estado 

de México 

 

4. Promover la 
participación efectiva de 
niñas, niños y adolescentes 
en diferentes ámbitos y 
asegurar el acceso a la 
información sobre 
cuestiones que inciden en 
su bienestar. 



III.2. Estrategias 

El Programa Estatal retoma las estrategias planteadas a nivel nacional en el 
Anteproyecto del Programa Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y 
Adolescentes 2016-2018 las cuales se correlacionan con las siguientes estrategias del 
Plan Estatal de Desarrollo: 

III.2.1. Dominio Supervivencia 
 

  Estrategia PRONAPINNA   

Estrategia PED 2011-2017 

   Estrategia PROPINNA Estado  

  

2016-2018 

     

de México 

 

         

 2.1. Asegurar el acceso   Pilar Gobierno Solidario   1.1. Acceso universal de  

 universal a servicios de   2.2. Fortalecer la atención   niñas, niños y adolescentes  

 calidad en salud para el   médica.   a servicios de calidad en  

 logro del bienestar físico y       salud y a seguridad social.  

 mental de niñas, niños y   

Pilar Sociedad Protegida 

    

 

adolescentes. 

      

   

2.1. Combatir las causas del 

    

         

     delito con programas de     

     prevención.     

     2.3. Fortalecer la reinserción     

     social.     

         

 2.2. Asegurar un enfoque   Pilar Gobierno Solidario   1.2. Reducción significativa  

 integral para reducir   2.1. Establecer como   de la mortalidad infantil y  

 significativamente la   prioridad la prevención   adolescente.  

           

 

  Estrategia PRONAPINNA   

Estrategia PED 2011-2017 

   Estrategia PROPINNA Estado  

  

2016-2018 

     

de México 

 

         

 mortalidad infantil y   médica.     

 adolescente.         

         

 2.3. Asegurar un enfoque   Pilar Gobierno Solidario   1.3. Reducción significativa  

 integral y la participación   2.1. Establecer como   de la mortalidad materna.  

 de todos los involucrados   prioridad la prevención     

 para reducir la mortalidad   médica.     



 materna.         

         

 2.4. Garantizar la seguridad   Pilar Gobierno Solidario   1.4. Garantizar la seguridad  

 alimentaria y buenos hábitos   1.2. Impulsar la educación   alimentaria y el buen estado  

 alimenticios y combatir la   como palanca del progreso   nutricional de niñas, niños y  

 desnutrición y malnutrición   social.   adolescentes.  

 crónica entre niñas, niños y   

2.1. Establecer como 

    

 

adolescentes. 

      

   

prioridad la prevención 

    

         

     médica.     

     3.1. Atender las nuevas     

     demandas sociales     

     originadas por las     

     transformaciones     

     demográficas.     

     4.4. Brindar atención     

     especial a los niños y los     

     jóvenes     

         

 2.5. Garantizar el acceso de   Pilar Gobierno Solidario   1.5. Garantizar el acceso de  

 niñas, niños y adolescentes   2.1. Establecer como   niñas, niños y adolescentes  

 a la salud sexual y   prioridad la prevención   a la salud sexual y  

 reproductiva.   médica.   reproductiva.  

         

 2.6. Fortalecer las acciones   Pilar Gobierno Solidario   1.6. Prevenir, reducir y  

 de prevención y atención   4.3. Apoyar a las mujeres   atender el embarazo infantil  

 del embarazo infantil y   que trabajan y a las madres   y adolescente, así como  

 adolescente.   solteras.   apoyar a madres y padres  

         menores de 18 años.  

 2.7. Asegurar las   Pilar Gobierno Solidario   1.7. Asegurar el acceso a  

 condiciones necesarias y el   1.1. Alcanzar una   servicios para el pleno  

 acceso universal a servicios   educación de vanguardia.   desarrollo infantil temprano.  

 de atención para el pleno   

4.3. Apoyar a las mujeres 

    

 

desarrollo infantil temprano 

      

   que trabajan y a las madres     



 

(DIT). 

      

   

solteras. 

    

         

           

 

 

III.2.2. Dominio Desarrollo 

 

 

Estrategia PRONAPINNA 

 

2016-2018 

 

3.1. Garantizar el acceso, 

permanencia, conclusión 

oportuna y el aprendizaje 
 

efectivo de niñas, niños y 

adolescentes en todos los 

 

 

 

 

Estrategia PED 2011-2017 

 

 

Pilar Gobierno Solidario 

 

1.1. Alcanzar una educación de 

vanguardia. 

 

1.2. Impulsar la educación 

 

 

 

 

 

Estrategia PROPINNA Estado 

 

de México 

 

2.1. Garantizar el acceso, 

permanencia, conclusión 

oportuna y el aprendizaje 

efectivo de niñas, niños y 

 



  Estrategia PRONAPINNA   

Estrategia PED 2011-2017 

   Estrategia PROPINNA Estado  

  

2016-2018 

     

de México 

 

         

 niveles educativos.   como palanca del progreso   adolescentes, en todos los  

     social.   niveles educativos.  

         

 3.2. Combatir la pobreza   Pilar Gobierno Solidario   2.2. Combatir la pobreza  

 extrema y moderada entre   2.4. Cubrir las necesidades   extrema y moderada entre  

 la población infantil y   

básicas de las personas que 

  la población infantil y  

 

adolescente en todas sus 

    

adolescente en todas sus 

 

   menos tienen.    

 dimensiones.       dimensiones.  

 3.3. Impulsar la igualdad   Pilar Gobierno Solidario   2.3. Impulsar la igualdad  

 sustantiva y no   

1.2. Impulsar la educación 

  sustantiva y no  

 

discriminación entre niñas, 

    

discriminación entre niñas, 

 

   

como palanca del progreso 

   

 

niños y adolescentes. 

    

niños y adolescentes. 

 

   social.    

         

 3.4. Implementar políticas   Pilar Gobierno Solidario   2.4. Garantizar inclusión  

 públicas efectivas que   

4.1. Brindar una atención 

  social, igualdad y no  

 

garanticen la igualdad y la 

    

discriminación de niñas, 

 

   

especial a personas 

   

 

no discriminación de niñas, 

    

niños y adolescentes con 

 

   discapacitadas.    

 niños y adolescentes con       discapacidad.  

 discapacidad.         

 3.5. Implementar políticas   Pilar Gobierno Solidario   2.5. Garantizar inclusión  

 públicas efectivas que   

4.5. Atender las necesidades 

  social, igualdad y no  

 

garanticen la igualdad y la 

    

discriminación de niñas, 

 

   

sociales de los grupos 

   

 

no discriminación de niñas, 

    

niños y adolescentes 

 

   indígenas.    

 niños y adolescentes       indígenas.  

 indígenas.         

 3.6. Promover y garantizar   Pilar Gobierno Solidario   2.6. Promover y garantizar  

 entornos seguros y   

3.2. Atender la demanda de 

  entornos seguros y 

 

ambientes saludables, así 

    

ambientes saludables.    

servicios de infraestructura 

  

 

como viviendas dignas, con 

     

   

urbana básica y de 

   

 

acceso universal a agua 

    

2.7. Promover y garantizar    vivienda.   

 potable y saneamiento.   

4.4. Brindar atención 

  vivienda digna con acceso 

       

a agua potable y      

especial a los niños y a los 

  

       

saneamiento.      

jóvenes. 

  

        

     Pilar Estado Progresista    

     1.2. Fortalecer el transporte    

     público para facilitar la    

     movilidad de los    

     mexiquenses.    

     5.4. Promover una cultura    

     ambiental.    

     Pilar Sociedad Protegida    

     2.1. Combatir las causas del    

     delito con programas de    

     prevención.    

        

 4.2. Fortalecer los entornos   Pilar Gobierno Solidario   2.8. Fortalecer entornos 

 familiares, disminuir la   

3.1. Atender las nuevas 

  familiares y disminuir 

 

institucionalización de niñas, 

    

menores que carecen de    

demandas sociales 

  

        

          

 

Estrategia PRONAPINNA 

2016-2018 

 

niños y adolescentes, 

homologar procedimientos 

de adopción y regularizar 

los Centros de Asistencia Social. 



 

Estrategia PED 2011-2017 
 

 

originadas por las 

transformaciones 

demográficas. 

 

4.4. Brindar atención 
especial a los niños y a los 
jóvenes. 

 

Estrategia PROPINNA 
Estado 

de México 

 

cuidados 

parentales y/o que 

viven en Centros 

de Asistencia 

Social o de 

internamiento

III.2.3. Dominio Protección 
 

  Estrategia PRONAPINNA   

Estrategia PED 2011-2017 

   Estrategia PROPINNA Estado  

  

2016-2018 

     

de México 

 

         

 3.7. Garantizar el derecho a   Pilar Gobierno Solidario   3.1. Garantizar el derecho a  

 la identidad mediante el   4.4. Brindar atención   la identidad y la protección  

 registro de nacimiento   especial a los niños y a los   de datos personales de las  

 universal, gratuito y   jóvenes.   niñas niños y adolescentes.  

 oportuno, así como la         

 protección de sus datos         

 personales.         

 4.1. Garantizar servicios       3.2. Ampliar la justicia  

 efectivos de protección       terapéutica al Sistema  

 especial para la restitución       Integral de Justicia Penal  

 de derechos y reparación       para Adolescentes del  

 del daño en niños, niñas y       Estado de México.  

 adolescentes.       

3.3. Especializar en el 

 

          

         Sistema Integral de Justicia  

         Penal para Adolescentes a  

         los facilitadores certificados  

         en materia penal del Poder  

         Judicial.  

         3.4. Promoción de la cultura  

         de la legalidad a través de  

         proporcionar información  

         especializada a estudiantes.  



         3.5. Promoción e impulso de  

         programas especiales para  

         la restitución de derechos y  

         reparación del daño en  

         niños, niñas y adolescentes.  

         

 4.3. Fortalecer la protección   Pilar Gobierno Solidario   3.6. Garantizar integralidad  

 y restitución de derechos de   4.2. Apoyar a los migrantes y   de derechos de niñas, niños  

 niñas, niños y adolescentes   sus familias.   y adolescentes migrantes y  

 migrantes acompañados,       refugiados.  

 no acompañados o en         

 condición de refugiados.         

 4.5. Asegurar el acceso a la   Pilar Gobierno Solidario   3.7. Asegurar el acceso a la  

 justicia a niñas, niños y   

4.4. Brindar atención 

  justicia a niñas, niños y  

 

adolescentes garantizando 

    

adolescentes garantizando 

 

   

especial a los niños y los 

   

 

el Interés Superior de la 

    

el Interés Superior de la 

 

   

jóvenes. 

   

         

           



  Estrategia PRONAPINNA   

Estrategia PED 2011-2017 

   Estrategia PROPINNA Estado  

  

2016-2018 

     

de México 

 

         

 Niñez en todo proceso       Niñez en todo proceso  

 judicial o administrativo.   Pilar Sociedad Protegida   judicial o administrativo.  

     1.4. Consolidar el nuevo     

     sistema de justicia.     

     2.3. Fortalecer la reinserción     

     social.     

         

 4.6. Erradicar el trabajo   Pilar Gobierno Solidario   3.8. Erradicar trabajo infantil  

 infantil y proteger a las y los   

4.4. Brindar atención 

  no permitido y la  

 

adolescentes trabajadores 

    

explotación laboral de 

 

   

especial a los niños y los 

   

 

en edad permitida. 

    

trabajadores adolescentes 

 

   jóvenes.    

         en edad permitida.  

 4.7. Impulsar y fortalecer los   Pilar Gobierno Solidario   3.9. Poner fin a todas las  

 mecanismos de   4.3. Apoyar a las mujeres   formas de violencia y  

 coordinación para reducir   que trabajan y a las madres   reducir las violaciones a los  

 las violaciones a derechos   solteras.   derechos de niñas, niños y  

 de niñas, niños y   

4.4. Brindar atención 

  adolescentes relacionados  

 

adolescentes relacionadas 

    

al abuso, explotación, 

 

   

especial a los niños y los 

   

 

al abuso, explotación, 

    

tráfico y trata. 

 

   

jóvenes. 

   

 

tráfico y trata y otras formas 

      

         

 de violencia.   

Pilar Sociedad Protegida 

    

         

     1.1. Adoptar una nueva     

     concepción de la seguridad     

     enfocada hacia la     

     ciudadanía.     

     1.2. Fortalecer la estructura y     

     capacidad de las     

     instituciones de seguridad y     



     procuración de justicia.     

     2.1. Combatir las causas del     

     delito con programas de     

     prevención.     

       

 III.2.4. Dominio Participación     

           

  Estrategia PRONAPINNA   

Estrategia PED 2011-2017 

   Estrategia PROPINNA Estado  

  

2016-2018 

     

de México 

 

         

 1.1. Revisar el marco legal       4.1. Impulsar reformas a la  

 para identificar obstáculos       legislación del Estado de  

 legales en la garantía de los       México, en materia de  

 derechos de niñas, niños y       protección integral de niñas,  

 adolescentes e impulsar las       niños y adolescentes.  

 modificaciones         

 correspondientes.         

 1.2. Asegurar mecanismos   Eje Transversal Gestión   4.2. Participación efectiva  

 de participación efectiva,   Gubernamental Distintiva   de niñas, niños y  

 igualitaria y sistemática de       adolescentes en todos los  

 niñas, niños y adolescentes       ámbitos que se desarrollan.  

 



  Estrategia PRONAPINNA   

Estrategia PED 2011-2017 

   Estrategia PROPINNA Estado  

  

2016-2018 

     

de México 

 

         

 en todos los ámbitos en que         

 se desarrollan.         

 1.3. Garantizar a niñas, niños   Pilar Gobierno Solidario   4.3. Garantizar a niñas, niños  

 y adolescentes el acceso a   

1.1. Alcanzar una 

  y adolescentes el acceso a  

 

actividades culturales, 

    

actividades culturales, 

 

   

educación de vanguardia. 

   

 

deportivas y de 

    

deportivas y de 

 

   

3.2. Atender la demanda de 

   

 

esparcimiento libres de 

    

esparcimiento. 

 

   

servicios de infraestructura 

   

 

violencia. 

      

   

urbana básica y de 

    

         

     vivienda.     

     Promover la cultura y el     

     deporte.     

     3.4. Brindar atención     

     especial a los niños y los     

     jóvenes     

          

 1.4. Garantizar la       4.4. Garantizar la  

 generación de contenidos       generación, difusión y  

 desde el enfoque de       consumo de contenidos  

 derechos de niñas, niños y       desde el enfoque de  

 adolescentes en los medios       derechos de niñas, niños y  

 de comunicación.       adolescentes, así como su  

         derecho a la participación y  

         libre expresión en los medios  

         de comunicación.  

 1.7. Asegurar a las niñas,   Pilar Gobierno Solidario.   4.5. Asegurar a las niñas,  

 niños y adolescentes el   1.1. Alcanzar una   niños y adolescentes el  

 acceso a información y   educación de vanguardia.   acceso a tecnologías de  

 comunicación, y reducir la   

3.4. Promover la cultura y el 

  información y comunicación  

     y reducir brecha digital.  



 brecha digital (TIC´s).   

deporte. 

   

         

     Pilar Estado Progresista     

     1.3. Vincular la educación     

     con los centros de trabajo.     

           
 

III.3. Líneas de Acción 

Las líneas de acción que se incorporan a cada una de las estrategias son aquellas que se 
correlacionan con las líneas de acción planteadas en el PRONAPINNA y que se ejecutan 
actualmente, las cuales ya cuentan con responsables y presupuesto aprobado para operar 
en el 2017. 

Cabe mencionar que dentro de las líneas de acción se contemplan propuestas emanadas 
de las consultas realizadas a las Niñas, Niños y Adolescentes, a los Sistemas Municipales 
de Protección, a las Organizaciones de la Sociedad Civil y a los Organismos y 
Dependencias Ejecutoras de las mismas. 

III.3.1. Supervivencia 

Objetivo 1. Garantizar la salud y el bienestar de niñas, niños y adolescentes, así como 
el acceso a los servicios que les permitan conservarlos 

 

 

Estrategia: 1.1. Acceso universal de niñas, niños y adolescentes a servicios de  

calidad en salud y a seguridad social. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

1.1.1. Generalizar el acceso a los servicios de salud a toda la Sría. de Salud  

población, mediante esquemas financieramente sustentables.   

   

 

Indicador: Niños con acceso a las intervenciones financiadas per cápita adicional. 

 

1.1.2. Impulsar la convergencia en la calidad de los servicios Sría. de Salud 

médicos en todos los centros de salud de la entidad.  

  

Indicador: Personal de salud capacitado.  

  

1.1.3. Fortalecer la prevención contra las adicciones desarrollando Sría. de Salud 

Centros de Atención Primaria a las Adicciones (CAPAS).  

  

 



Indicador: Unidades médicas construidas, ampliadas y/o modernizadas al término de la Administración 

Pública Estatal. 

 

 1.1.4. Fortalecer la prevención contra las adicciones. Sría. de Salud 

   

 Indicador: Personas informadas sobre la prevención de adicciones  

   

 1.1.5. Impulsar programas de rehabilitación para fármaco Comisión Estatal 

 dependientes. de Seguridad 

  Ciudadana 

   

 Indicador: Índice de reincidencia delictiva  

   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 Estrategia:  1.2. Reducción significativa de la mortalidad infantil y adolescente. 

     

 Líneas de acción:  Responsable:  

 1.2.1. Fortalecer las campañas de vacunación para erradicar Sría. de Salud / DIF 

 enfermedades, en coordinación con las instancias federales, Estado de México 

 estatales y municipales.   

    

 Indicador: Cobertura de vacunación en menores de 5 años.   

   

 1.2.2. Ampliar acciones para la prevención de enfermedades Sría. de Salud / DIF 

 adictivas, recurrentes, epidémicas y las identificadas como Estado de México 

 principales causas de morbilidad y mortalidad.   

      

 

Indicador: Monitoreo epidemiológico para la situación de señales de salud. 

 

Indicador: Cobertura de atención a la familia. 

 

 Estrategia:  1.3. Reducción significativa de la mortalidad materna. 

     

 Línea de acción:  Responsable:  

 1.3.1. Fortalecer la detección oportuna de cáncer de mama y Sría. de Salud / DIF 

 cérvico uterino.  Estado de México 

      

 

Indicador: Cobertura de detección de cáncer. 

 

Indicador: Incidencia de cáncer cérvico uterino. 

 

 Estrategia:  1.4. Garantizar la seguridad alimentaria y el buen estado nutricional de 

   

niñas, niños y adolescentes. 

   

      

      

 Líneas de acción:   Responsable:  

 1.4.1. Promover la instalación de comedores escolares.  Sría. de Salud 

     

 Indicador: Comedores instalados.    

    

 1.4.2. Impulsar el combate a la obesidad infantil.  Sría. de Salud 

     



 Indicador: Niños menores de 5 años con alteraciones nutricionales.    

    

 1.4.3. Crear programas sociales alimentarios para familias de bajos  Sría. de Desarrollo 

 recursos que tengan hijos en embarazos múltiples.  Social 

   

 Indicador: Atención a menores que habitan en localidades de media, alta y muy alta 

 marginación.     

    

 1.4.4. Aumentar el número de desayunadores escolares  DIF Estado de 

 comunitarios.   México 

       

 

Indicador: Focalización de los desayunos escolares en sus tres modalidades. 

 

 

  Línea de acción derivada de la Consulta a los Sistemas Municipales  Responsable  

  

de Protección 

   

     

 1.4.5. Pláticas nutricionales.  Sistemas DIF  

    Municipales  

      

 

 

 



 

Estrategia: 1.5. Garantizar el acceso de niñas, niños y adolescentes a la salud  sexual y 

reproductiva. 

 

 

  Línea de acción: Responsable:  

  1.5.1. Reforzar los programas de salud reproductiva para prevenir Sría. de Salud / DIF  

  embarazos no deseados y enfermedades infecciosas de origen Estado de México  

  sexual, principalmente entre los grupos más vulnerables.   

     

 Indicador: Usuarias activas de planificación familiar.   

 Indicador: Cobertura de atención integral a mujeres.   

     

     

  Línea de acción derivada de la Consulta a los Sistemas Municipales  Responsable  

  

de Protección 

   

     

 1.5.2. Pláticas y conferencias sobre salud sexual y reproductiva. Sistemas  

    Municipales de  

    Protección  

      

 

 

 

Estrategia: 1.6. Prevenir, reducir y atender el embarazo infantil y adolescente, así  

como apoyar a madres y padres menores de 18 años. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

1.6.1. Impulsar la atención a madres jóvenes y embarazadas. Sría. de Desarrollo  

 Social  

   

 

Indicador: Madres jóvenes y embarazadas apoyadas con Canastas Alimentarias. 

 

1.6.2. Promover la prevención de embarazos y cuidados maternos Sría. de Desarrollo 

entre las mujeres jóvenes. Social / Sría. de 

 Salud 

  

 

Indicador: Índice de jóvenes asesorados sobre la prevención del embarazo. 

 



Indicador: Usuarias activas de planificación familiar. 

 

 

 

 

Estrategia: 1.7. Asegurar el acceso a servicios para el pleno desarrollo infantil  

temprano. 

 

 

 Líneas de acción: Responsable:  

 1.7.1. Promover la Educación Inicial con servicios integrales para Sría. de Educación  

 niños de 45 días de nacidos hasta los dos años y 11 meses de   

 edad, para contribuir a su desarrollo integral.   

    

 Indicador: Reglamento para brindar educación inicial.   

    

 1.7.2. Construir y equipar guarderías en coordinación con los Sría. de  

 municipios. Infraestructura  

    

 Indicador: Construcción de guarderías.   

    

 1.7.3. Ofrecer el servicio integral de estancias infantiles y jardines de Sría. de Educación  

 niños en apoyo a las madres trabajadoras. / DIF Estado de  

  México  
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Indicador: Cobertura de servicios educativos y asistenciales en las estancias infantiles y jardines de 
niños del DIFEM. 

 

 

III.3.2. Desarrollo 

 

Objetivo 2. Garantizar las condiciones necesarias para el pleno desarrollo de las niñas, niños y adolescentes 
en igualdad sustantiva y no discriminación. 

 

 

Estrategia: 2.1. Garantizar el acceso, permanencia, conclusión oportuna y el  

aprendizaje efectivo en todos los niveles educativos. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

2.1.1. Aumentar el número de escuelas de tiempo completo, Sría. de Educación  

fortalecer su equipamiento y dotarlas de los servicios necesarios   

para mejorar la educación integral.   

   

Indicador: Escuelas de tiempo completo.   

   

2.1.2. Diversificar la oferta educativa a través de nuevos modelos Sría. de Educación  

de Educación: Digital, Abierta y a Distancia.   

   

Indicador: Atención a alumnos con nuevos modelos de educación.   

   

2.1.3. Mejorar la calidad de la educación en todos sus niveles. Sría. de Educación  

   

 

Indicador: Alumnos con niveles de logro bueno y excelente en la prueba ENLACE. 

 

  2.1.4. Promover programas de innovación educativa que Sría. de Educación 

  contribuyan al mejoramiento del proceso de enseñanza-   

  aprendizaje y al desempeño de los indicadores educativos, con el   

  fin de propiciar un mejor aprovechamiento escolar.   

       

 Indicador: Acreditación de programas educativos de calidad.   

       

  2.1.5. Apoyar a la economía familiar con materiales y útiles Sría. de Educación 

  escolares para niños de Preescolar, de Primaria y de Secundaria, a   



  través de programas focalizados.   

       

 Indicador: Retención escolar.   

       

  2.1.6. Fortalecer la atención de la población en condición de Sría. de Educación 

  rezago educativo.   

       

 Indicador: Rezago educativo.   

       

  2.1.7. Mejorar la eficiencia terminal en Educación Básica (EB), Sría. de Educación 

  Educación Media Superior (EMS) y Educación Superior (ES).   

       

 Indicador: Eficiencia terminal por nivel educativo.   

       

  2.1.8. Incrementar los índices de cobertura y absorción en los Sría. de Educación 

  niveles de Educación Básica (EB), Educación Media Superior (EMS)   

  y Educación Superior (ES).   

       

 Indicador: Cobertura por nivel educativo.   

 Indicador: Absorción por nivel educativo.   

       

      

  Línea de acción derivada de la Consulta Infantil y Juvenil 2015, del   Responsable  

  

INE 

    

      

      

 2.1.9. Becas y más escuelas para seguir estudiando. Sría. de Educación 

   

 

 

 

Estrategia: 2.2. Combatir la pobreza extrema y moderada en todas sus  dimensiones. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

2.2.1. Promover políticas de inclusión social para el desarrollo Sría. de Desarrollo  

integral de los grupos marginados, en pobreza o vulnerabilidad Social  



social.   

   

Indicador: Evaluaciones en materia de desarrollo social.   

   

2.2.2. Mejorar el nivel nutricional de las personas de menores Sría. de Desarrollo  

recursos. Social / DIF Estado  

 de México  

   

 

Indicador: Atención a la demanda de canastas alimentarias. 

 

Indicador: Cobertura de atención con acciones de apoyo nutricional. 

 

 

 

 Estrategia:  2.3. Lograr igualdad sustantiva y no discriminación.   

     

 Líneas de acción:  Responsable:  

 2.3.1. Incrementar con equidad la cobertura en educación. Sría. de Educación 

      

 

Indicador: Porcentaje de la población entre 4 y 24 años de edad que asiste a la escuela. 

 

2.3.2. Fortalecer la educación intercultural y bilingüe entre los Sría. de Educación 

alumnos pertenecientes a los pueblos originarios a fin de garantizar  

su derecho a la educación.  

  

Indicador: Alumnos beneficiados con educación indígena.  

  

2.3.3. Impulsar la creación e implementación de proyectos y Sría. de Educación 

apoyos para potencializar las competencias de los alumnos con  

aptitudes sobresalientes o talentos específicos.  

  

Indicador: Atención de alumnos con aptitudes sobresalientes.  

  

2.3.4. Ampliar la cobertura de los programas de becas para Sría. de Educación 

apoyar a los alumnos que, por su condición económica,  

requerimientos especiales o rendimiento académico, lo merezcan  

o necesiten, a fin de propiciar el acceso, la permanencia y la  



conclusión de sus estudios.  

  

 

Indicador: Atención a la demanda de becas en todos los niveles educativos. 

 

 

  Línea de acción derivada de la Consulta a los Sistemas Municipales  Responsable  

  

de Protección 

   

     

 2.3.5. Pláticas para impulsar la igualdad sustantiva y no  Sistemas  

 discriminación.  Municipales de  

    Protección  

      

 

 

 Estrategia:  2.4.  Garantizar  inclusión  social,  igualdad  y  no  discriminación  a 

   

discapacitados. 

   

      

      

 Líneas de acción:   Responsable:  

 2.4.1. Dotar de becas económicas, paquetes alimenticios, pañales,  DIF Estado de 

 lentes, aparatos auditivos y ortopédicos a personas con  México 

 discapacidad.     

       

 

Indicador: Índice de personas vulnerables con discapacidad atendidas. 

 

  2.4.2. Impulsar programas para la entrega de zapatos ortopédicos Sría. de Educación 

  y lentes gratuitos a todos los niños de primaria que lo necesiten.   

       

 Indicador: Acciones de apoyo.   

       

  2.4.3. Otorgar atención educativa de calidad a los niños, niñas y Sría. de Educación 

  jóvenes con capacidades diferentes.   

       

  2.4.4. Propiciar las condiciones de accesibilidad y recursos Sría. de Educación 

  tecnológicos para atender a los alumnos con discapacidad o en   

  situación vulnerable, así como propiciar su acceso, permanencia y   

  logro educativo.   



       

 Indicador: Alumnos atendidos en educación especial.   

       

  2.4.5. Fomentar la planeación para la integración social de las Sría. de Salud 

  personas con discapacidad.   

       

 Indicador: Población con discapacidad en la entidad beneficiada.   

       

      

  Línea de acción derivada de la Consulta a los Sistemas Municipales Responsable  

  

de Protección 

   

     

 2.4.6. Pláticas de inclusión y equidad de género. Sistemas 

     Municipales de 

     Protección 

     

     

  Estrategia:  2.5. Garantizar inclusión social, igualdad y no discriminación a indígenas. 

    

  Líneas de acción:  Responsable:  

  2.5.1. Ampliar la cobertura de los programas y acciones de Sría. de Desarrollo 

  atención a los niños indígenas para mejorar sus condiciones de Social 

  vida. SEDESEM    

       

 

Indicador: Recursos económicos obtenidos para apoyar a niños indígenas. 

 

Indicador: Beneficiarios del programa de desarrollo social “Apadrina a un Niño Indígena”. 

 

2.5.2. Organizar jornadas en las comunidades indígenas para llevar Sría. de Desarrollo 

servicios de salud y nutrición. SEDESEM Social 

  

 

Indicador: Jornadas médico-asistenciales realizadas en comunidades indígenas. 

 

 

  Línea de acción derivada de la Consulta a los Sistemas Municipales  Responsable  

  

de Protección 

   

     



 2.5.3. Campañas de difusión que garanticen la igualdad de niñas,  Sistemas  

 niños y adolescentes indígenas.  Municipales de  

      

 

     Protección 

       

      

 Estrategia:  2.6. Promover y garantizar entornos seguros y ambientes saludables. 

     

 Líneas de acción:  Responsable:  

 2.6.1. Impulsar la implementación de programas de Sría. de Movilidad 

 certificación a escuelas ambientalmente responsables (EAR).    

   

 2.6.2. Promover la operación y uso de transporte escolar en Sría. de Movilidad 

 escuelas públicas y privadas.    

     

 Indicador: Determinar la necesidad pública del transporte.    

   

 2.6.3. Orientar programas sociales hacia grupos en situación Comisión Estatal de 

 de vulnerabilidad y hacia la prevención del delito. Seguridad Ciudadana 

   

 2.6.4. Transformar y revitalizar los espacios públicos y las Comisión Estatal de 

 relaciones sociales para atender el desarrollo comunitario. Seguridad Ciudadana 

     

 Indicador: Percepción ciudadana sobre confianza.    

   

 2.6.5. Difundir en medios de comunicación masiva, trípticos, Comisión Estatal de 

 folletos, redes sociales, páginas web y conferencias dirigidas a Seguridad Ciudadana 

 la sociedad en general, las recomendaciones sobre cómo    

 prevenir el delito, así como los cambios en la procuración de    

 justicia.     

     

 Indicador: Participación ciudadana.    

   

 2.6.6. Participar con la SEEM y demás instituciones formativas Fiscalía General de 

 para que se implementen asignaturas que fomenten los Justicia / Comisión 



 valores y la educación contra la violencia, desarrollando Estatal de Seguridad 

 campañas de difusión para que se pueda prever, actuar y Ciudadana 

 denunciar un delito.    

       

 

Indicador: Promoción de la implantación de asignaturas de fomento de valores y educación 
contra la violencia. 

 

 

2.6.7. Ejercitar acciones con la participación de los tres órdenes de 

gobierno y Organismos No Gubernamentales (ONG´s) para la difusión de 

los programas con los que cuenta el Estado de México en la prevención de 

las adicciones, la atención a víctimas y los delitos de género, entre otros. 

 

 

Fiscalía General de Justicia 

/ Comisión Estatal de 

Seguridad Ciudadana / 

Comisión Ejecutiva de 

Atención a Víctimas del 

Delito 



 

Indicador: Promoción de la implantación de asignaturas de fomento de valores y educación 
contra la violencia 

 

 2.6.8. Fomentar la seguridad en torno a escuelas, centros de Comisión Estatal de 

 trabajo y centros comerciales. Seguridad Ciudadana 

   

 Indicador: Incidencia delictiva.  

   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Estrategia: 2.7. Promover y garantizar vivienda digna con acceso a agua potable y  

saneamiento. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

2.7.1. Operar un programa de mejoramiento de la vivienda y pies Sría. de Desarrollo  

de casa, en beneficio de familias campesinas y urbanas que Urbano y  

registran alto grado de marginación. Metropolitano  

   

 

Indicador: Población beneficiada por la ejecución de programas de mejoramiento, adquisición y 

autoconstrucción de vivienda. 

 

2.7.2. Promover la adquisición de vivienda para la población de Sría. de Desarrollo 

bajos recursos. Urbano y 

 Metropolitano 

  

 

Indicador: Población beneficiada por la ejecución de programas de mejoramiento, adquisición y 
autoconstrucción de vivienda. 

 

 2.7.3. Instalar sistemas de agua potable en zonas urbanas y Sría. de 

 localidades rurales. Infraestructura 

   

 Indicador: Construcción de obras de agua potable.  



   

 

 

 

Estrategia: 2.8. Fortalecer entornos familiares y disminuir menores que carecen de cuidados 
parentales y/o que viven en Centros de Asistencia Social o de internamiento. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

2.8.1. Promover la incorporación de nuevos programas para DIF Estado de  

fortalecer la integración familiar en el Sistema. México  

   

Indicador:   

   

2.8.2. Promover iniciativas de ley y reformas en materia familiar DIF Estado de  

para hacer más pronta la resolución de la situación jurídica de los México  

menores albergados.   

   

 

Indicador: Reintegración de niñas, niños y adolescentes desamparados. 

 

 2.8.3. Tramitar el proceso de adopción en atención al sistema de DIF Estado de 

 gestión de calidad certificado, con el fin de agilizar los trámites México 

 administrativos.  

   

 Indicador: Niñas, niños y adolescentes adoptados.  

   

 

 

 

 



III.3.3. Protección 

Objetivo 3. Garantizar a las niñas, niños y adolescentes, una vida libre de violencia, así como las medidas de 

protección especial y restitución, cuando han sido vulnerados sus derechos. 

 

 

Estrategia: 3.1. Garantizar el derecho a la identidad y la protección de datos  

personales. 

 

 

Línea de acción: Responsable:  

3.1.1. Operar un programa del registro civil para la expedición de Consejería Jurídica  

actas de nacimiento a grupos en situación de vulnerabilidad.   

   

 

Indicador: Acuerdos suscritos para otorgar descuentos a grupos vulnerables. 

 

 

 

Estrategia: 3.2. Ampliar la justicia terapéutica al Sistema Integral de Justicia Penal  

para Adolescentes del Estado de México. 

 

 

 Líneas de acción: Responsable:  

 3.2.1. Crear el TTA (Tribunal de Tratamiento de Adicciones), Poder Judicial del  

 especializado en el Sistema Integral de Justicia Penal para el Estado de México  

 Adolescentes en el Estado.   

    

 Indicador:   

    

 3.2.2. Aplicar el programa de tratamiento de rehabilitación a los Poder Judicial del  

 adolescentes imputados, que hayan cometido conductas Estado de México  

 delictivas, como consecuencia de alguna adicción.   

    

 Indicador:   

    

 3.2.3. Capacitar a los juzgadores especializados que integrarán los Poder Judicial del  

 TTA en el Sistema. Estado de México  

    

 Indicador:   

    



 3.2.4. Generar redes de apoyo con las instituciones y órganos que Poder Judicial del  

 puedan materializar el objetivo del tratamiento de rehabilitación. Estado de México  

    

 Indicador:   

    

 3.2.5. Difundir a la sociedad, la posibilidad de solucionar un Poder Judicial del  

 procedimiento jurisdiccional penal a través de los TTA, cuando la Estado de México  

 Ley así lo permita.   

    

 Indicador:   

    

 3.2.6. Fomentar a través de los TTA los vínculos emocionales, Poder Judicial del  

 psicológicos y de relación de los menores con los involucrados en Estado de México  

 el conflicto.   

    

 Indicador:   

    

 

 

Estrategia: 3.3. Especializar en el Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes a los 
facilitadores certificados en materia penal del Poder Judicial. 

 

 

 Líneas de acción: Responsable:  

 3.3.1. Impartir los cursos necesarios para especializar a los Poder Judicial del  

 facilitadores certificados en materia penal y adquieran Estado de México  

 conocimientos interdisciplinarios, que les permitan abordar los   

 mecanismos alternativos en forma adecuada para el grupo etario   

 involucrado en este Sistema.   

    

 Indicador:   

    

 3.3.2. Lograr el resarcimiento de las relaciones sociales dañadas Poder Judicial del  

 con motivo del delito cometido por un adolescente. Estado de México  

    

 Indicador:   

    

 3.3.3. Procurar a través de los mecanismos alternativos de solución Poder Judicial del  

 de controversias el pago de la reparación del daño, con la Estado de México  



 intervención de facilitadores especializados y certificados, que   

 atiendan a la problemática propia del adolescente.   

    

 Indicador:   

    

 3.3.4. Difundir a la sociedad la posibilidad de optar por los Poder Judicial del  

 mecanismos alternos de solución de controversias, como medio Estado de México  

 para propiciar relaciones humanas armónicas, sanas y contribuir a   

 la paz social.   

    

 Indicador:   

    

 3.3.5. Recomendar el uso de los mecanismos alternativos de Poder Judicial del  

 solución de controversias para evitar las interacciones dañosas, Estado de México  

 que generen conflicto en las relaciones entre las partes y demás   

 involucrados en un proceso del Sistema.   

    

 Indicador:   

    

 3.3.6. Fomentar a través de los mecanismos alternativos el Poder Judicial del  

 fortalecimiento de los vínculos emocionales, psicológicos y de Estado de México  

 relación de los menores con los involucrados en el conflicto.   

    

 Indicador:   

    

 

 

 

 

Estrategia: 3.4. Promoción de la cultura de la legalidad a través de proporcionar  

información especializada a estudiantes. 

 

 

 Líneas de acción: Responsable  

 3.4.1. Impartir conferencias. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.4.2. Participar en simulacros. Poder Judicial del  



  Estado de México  

    

 3.4.3. Realizar expo-valores. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

    

 Líneas de acción: Responsable  

 3.4.4. Asistir a cursos de verano. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.4.5. Asistir a reuniones introductorias con impartidores de justicia. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.4.6. Impartir jornadas de legalidad. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.4.7. Realizar visitas didácticas. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.4.8. Fomentar talleres introspectivos vivenciales. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.4.9. Realizar diálogos con padres de familia. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 

 

Estrategia: 3.5. Promoción e impulso de programas especiales enfocados a atender y resolver 
asuntos en los que se haya vulnerado o amenazado los derechos humanos de niñas, niños 
y adolescentes. 

 

 

 Líneas de acción: Responsable  

 3.5.1. Promover las relaciones humanas, armónicas y la paz social Poder Judicial del  

 a través de la mediación, conciliación y justicia restaurativa. Estado de México  

    

 3.5.2. Difundir la existencia de la mediación, conciliación y justicia Poder Judicial del  

 restaurativa. Estado de México  

    



 3.5.3. Ubicar el Centro más próximo a los interesados en conflicto. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.5.4. Impactar positiva y principalmente en la estabilidad de los Poder Judicial del  

 menores. Estado de México  

    

 3.5.5. Estudiar la manera de evitar las interacciones que generan Poder Judicial del  

 conflicto en las relaciones familiares a través del diálogo y la Estado de México  

 reflexión y el reconocimiento de las causas que lo generan.   

    

 3.5.6. Contraer compromisos que protejan a los menores como Poder Judicial del  

 parte esencial. Estado de México  

    

 3.5.7. Usar técnicas detonantes del dialogo y la reflexión. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.5.8. Conocer a fondo el conflicto familiar y el estado real en que Poder Judicial del  

 los menores se desenvuelven. Estado de México  

    

 3.5.9. Establecer los derechos de los menores en casa convenio, Poder Judicial del  

 con privilegio a la patria potestad que ambos padres detenten. Estado de México  

    

 3.5.10. Visitar a los padres en caso de enfermedad para que den Poder Judicial del  

 cumplimiento al procedimiento con beneficio del desarrollo Estado de México  

 integral de sus hijos.   

    

 3.5.11. Propiciar la comunicación entre las partes en conflicto. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.5.12. Recomendar el uso de los mecanismos alternativos en la Poder Judicial del  

 solución de conflictos. Estado de México  

    

    



 Líneas de acción: Responsable  

 3.5.13. Solicitar la intervención del mediador, conciliador y Poder Judicial del  

 facilitador en las audiencias. Estado de México  

    

 3.5.14. Realizar la tarea pacificadora. Poder Judicial del  

  Estado de México  

    

 3.5.15. Crear y consolidar redes de apoyo y protección en favor Poder Judicial del  

 de los menores. Estado de México  

    

 3.5.16. Prever que las medidas de protección que se adopten Poder Judicial del  

 provisional o definitiva contemple a la justicia alternativa como Estado de México  

 una medida que contribuirá a la protección de los derechos de   

 los menores y a la unidad familiar.   

    

 3.5.17. Propiciar que los menores participen en los procedimientos Poder Judicial del  

 de justicia alternativa. Estado de México  

    

 3.5.18. Determinar, como medidas provisionales al inicio y durante Poder Judicial del  

 el juicio familiar relacionado con la disolución del matrimonio, que Estado de México  

 la patria potestad, la custodia de menores y la convivencia   

 paterno-filial quede bajo la custodia de uno de los ascendientes o   

 de un cónyuge hasta que se determine en definitiva.   

    

 3.5.19. Prever que al progenitor que no le asista la custodia o Poder Judicial del  

 tenencia material del menor se le autorice un régimen de Estado de México  

 convivencias en el lugar, días y horario establecido judicialmente.   

    

 3.5.20. Velar para que cuando no exista acuerdo de custodia el Poder Judicial del  

 Juez resuelva atento a las particularidades del caso, con el Estado de México  

 imperativo de que quien no tenga la custodia de los hijos le asiste   

 el derecho de convivencia.   

    

 3.5.21. Incluir a quienes tengan alguna legitimación para convivir Poder Judicial del  

 con los menores, atendiendo al derecho que tienen los mismos de Estado de México  

 convivir con sus progenitores y en su caso con su familia ampliada,   

 aún y cuando se encuentren privados de su libertad, salvo que a   



 criterio de la autoridad se determine que es contrario al interés   

 superior del niño.   

    

 3.5.22. Prever la unión de los niños con las personas que ejerzan la Poder Judicial del  

 patria potestad o tutores, aún y cuando se vean en extrema Estado de México  

 pobreza, sin que se considere el supuesto de exposición o estado   

 de abandono a quien por necesidad de ganarse el sustento se   

 encuentre lejos del lugar de residencia y tengan dificultades para   

 atender a los niños de manera permanente.   

    

 3.5.23. Establecer políticas de fortalecimiento familiar para evitar Poder Judicial del  

 separación de niñas, niños y adolescentes de quienes ejerzan la Estado de México  

 patria potestad, tutela o guarda y custodia.   

    

 3.5.24. Velar por que la convivencia decretada por el órgano Poder Judicial del  

 jurisdiccional fortalezca los vínculos emocionales, psicológicos y de Estado de México  

 relación de los menores con sus progenitores.   

    

 3.5.25. Fomentar un espacio propicio que permita llevar a cabo los Poder Judicial del  

 referidos encuentros y así combatir el Síndrome de Alienación Estado de México  

 Parental (SAP).   

    

 3.5.26. Fortalecer el servicio que se brinda por parte de los Poder Judicial del  

 

 Líneas de acción:  Responsable  

 psicólogos y/o trabajadores sociales en las modalidades Estado de México  

 supervisadas y de tránsito.   

     

 3.5.27. Aperturar un expediente en el que se capturen los datos de Poder Judicial del  

 identificación de los intervinientes en cada convivencia, así como Estado de México  

 la existencia de algún incidente respecto de la convivencia.   

      

      

 Estrategia:  3.6. Garantizar integralidad de derechos migrantes y refugiados.  

     

 Líneas de acción:  Responsable:  



 3.6.1. Gestionar apoyos a los familiares de los migrantes que hayan Sría. Particular del  

 perdido la vida durante su viaje, para que los restos puedan ser C. Gobernador  

 trasladados a sus lugares de origen.   

      

 

Indicador: Familias beneficiadas de migrantes mexiquenses fallecidos en el extranjero. 

 

3.6.2. Establecer programas que vigilen la protección de los DIF Estado de 

derechos de los migrantes. México 

  

 

Indicador: Cobertura de capacitación del Programa de Menores en Situación de Migración No 
Acompañada. 

 

 3.6.3. Instalar módulos de atención a fin de auxiliar a los migrantes Comisión Estatal 

 que visitan el Estado de México. de Seguridad 

  Ciudadana 

   
 

 

 

Estrategia: 3.7. Asegurar acceso a la justicia garantizando el interés superior de la 

 niñez en todo proceso judicial o administrativo. 
 
 

Líneas de acción: Responsable:  

3.7.1. Asesorar jurídicamente a la población solicitante del 
servicio DIF Estado de  

y patrocinar juicios en materia familiar a personas de escasos México  

recursos.   

   

Indicador: Patrocinio judicial a familias.   

   

3.7.2. Otorgar asesoría jurídica a personas que habitan en Sría. de Desarrollo  

comunidades indígenas para el conocimiento y defensa de sus Social  

derechos.   

   

 

Indicador: Asesorías jurídicas otorgadas a la población de comunidades indígenas. 
 



 
3.7.3. Fortalecer la defensoría pública para asegurar una 
igualdad Consejería Jurídica 

 de justicia a todos los mexiquenses.  

   

 Indicador: Servicio de la defensoría pública.  

   

 3.7.4. Fortalecer las preceptorías juveniles regionales y la escuela Comisión Estatal 

 de reintegración, por ser mecanismos efectivos de reinserción de de Seguridad 

 adolescentes y adultos jóvenes. Ciudadana 

   

 Indicador: Adolescentes incorporados a actividades de prevención.  

   

 

 

 

Estrategia: 3.8. Erradicar trabajo infantil no permitido y explotación laboral de  

trabajadores en edad permitida. 

 

 

 Línea de acción: Responsable:  

 3.8.1. Establecer programas de desarrollo integral para la atención DIF Estado de  

 de niños y jóvenes en situación de calle. México  

    

 Indicador: Becas educativas otorgadas para menores en riesgo.   

    

 

 

 

Estrategia: 3.9. Poner fin a todas las formas de violencia y reducir violaciones a sus 

 derechos relacionados al abuso, explotación, tráfico y trata. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

3.9.1. Ampliar los servicios de atención integral a las mujeres Comisión Ejecutiva  

víctimas de violencia y a sus hijos. de Atención a  

 Víctimas del Delito  

   

 

Indicador: Servicios de atención integral a las mujeres víctimas de violencia y a sus hijos e  hijas. 

 

Indicador: Servicios de defensa especializada para víctimas y ofendidos. 

 



Indicador: Atención a casos de maltrato. 

 

3.9.2. Combatir frontalmente el bullying o acoso escolar que Sría. de Educación 

afecta a nuestros hijos en las escuelas de la entidad.  

  

3.9.3. Fomentar la capacitación especializada del personal Sría. de Educación 

docente, así como de alumnos y padres de familia, para que  

sepan cómo enfrentar el bullying, además de apoyar a las víctimas  

y orientar a los agresores.  

  

3.9.4. Implementar una campaña de difusión permanente en las Sría. de Educación 

escuelas y en los medios de comunicación, para promover valores  

positivos contrarios al bullying, así como para que los niños y  

jóvenes reflexionen sobre la responsabilidad y las consecuencias  

de sus actos.  

  

3.9.5. Prevenir, identificar y denunciar el ciberbullying. Sría. de Educación 

  

 

Indicador: Programa de Valores por una Convivencia Escolar Armónica. 

 

 3.9.6. Fortalecer el Programa Escuela Segura, procurando hacer Comisión Estatal 

 uso de tecnologías modernas para la prevención y atención del de Seguridad 

 bullying. Ciudadana 

   

 3.9.7. Prevenir y combatir la trata de niños y jóvenes. Comisión Estatal 

  de Seguridad 

  Ciudadana 

   

 Indicador: Incidencia delictiva.  

   

 3.9.8. Fortalecer a la policía cibernética para que combata el Comisión Estatal 

 bullying en los medios electrónicos. de Seguridad 

  Ciudadana 

   

 Indicador: Asesorías sobre bullying.  

   

 

 



III.3.4. Participación 

Objetivo 4. Promover la participación efectiva de niñas, niños y adolescentes en diferentes ámbitos y asegurar 
el acceso a la información sobre cuestiones que inciden en su bienestar. 

 

 Estrategia:  4.1. Impulsar reformas a la legislación del Estado de México, en materia 

   

de protección integral de niñas, niños y adolescentes. 

  

     

      

 Línea de acción:   Responsable  

 4.1.1. Proponer y aprobar reformas de ley relacionadas con la  Poder Legislativo 

 misma.     

    

   

 Estrategia:  4.2. Participación efectiva en todos los ámbitos que se desarrollan. 

     

 Líneas de acción:   Responsable  

 4.2.1. Coordinar la Consulta Infantil y Juvenil en el proceso electoral  IEEM 

 2016-2017.      

    

 4.2.2. Realizar la edición del documento institucional para niñas,  IEEM 

 niños y adolescentes mexiquenses en el marco del día internacional    

 del libro infantil y juvenil.    

    

 4.2.3. Organizar y realizar la 6ta muestra de teatro infantil y juvenil  IEEM 

 sobre valores democráticos.    

    

 4.2.4. Realizar el 6to. Concurso de Pintura Infantil “Pinceladas por la  IEEM 

 Democracia”.     

    

 4.2.5. Integrar los Consejos Escolares Promotores de Valores y  IEEM 

 Derechos Humanos en las instituciones educativas de nivel básico.    

     

     

 Líneas de acción:   Responsable  

 4.2.6. Constitución del Parlamento Infantil y Juvenil para garantizar  Poder Legislativo 

 la participación directa y efectiva de niñas, niños y adolescentes en    

 el proceso legislativo.    



    

 4.2.7. Visitas guiadas a la Legislatura y lanzamiento de  Poder Legislativo 

 convocatorias a escuelas para que conozcan el recinto y los    

 trabajos legislativos.    

    

 4.2.8. Rediseño del espacio infantil y juvenil de la Legislatura donde  Poder Legislativo 

 se presente información sobre el conocimiento y respeto de los    

 derechos humanos de niñas, niños y adolescentes.    

    

 4.2.9. Edición de la Gaceta Infantil y Juvenil.  Poder Legislativo 

    

 4.2.10. Concurso de pintura para fomentar el conocimiento de la  Poder Legislativo 

 Constitución de 1917 y la Constitución Local, así como su    

 transversalidad con la protección de los derechos de niñas, niños y    

 adolescentes.     

       

 

 

 Líneas de acción: Responsable:  

 4.2.11. Crear un programa de comunicación permanente con Secretaría  

 Niñas, Niños y Adolescentes. Ejecutiva del  

  Sistema de  

  Protección Integral  

  de Niñas, Niños y  

  Adolescentes del  

  Estado de México.  

    

 Indicador: Número de participantes en el programa.   

    

 4.2.12. Realizar foros para sensibilizar e informar sobre los derechos Secretaría  

 de las Niñas, Niños y Adolescentes. Ejecutiva del  

  Sistema de  

  Protección Integral  

  de Niñas, Niños y  

  Adolescentes del  

  Estado de México.  

    



 Indicador: Número de Niñas, Niños y Adolescentes asistentes.   

    

 

 

 

Estrategia: 4.3. Garantizar acceso a actividades culturales, deportivas y de esparcimiento. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

4.3.1. Promover dentro del sistema educativo la realización de Sría. de Educación  

actividades culturales, artísticas y de preservación del patrimonio /Sría. de Cultura  

cultural.   

   

Indicador: Asistentes a eventos de presentación de libros.   

   

4.3.2. Promover dentro del sistema educativo la cultura física y el Sría. de Educación  

deporte.   

   

Indicador: Alumnos atendidos con activación física.   

   

4.3.3. Fortalecer el origen, cultura e identidad mexiquense. Sría. de Cultura  

   

Indicador: Asistencia a eventos culturales.   

   

4.3.4. Impulsar proyectos conjuntos con los gobiernos municipales Sría. de Cultura  

para el fomento y desarrollo de actividades culturales.   

   

Indicador: Asistencia a festivales.   

   

4.3.5. Promover la práctica de deportes y actividades físicas en la Sría. de Educación  

Educación Básica.   

   

 

Indicador: Participación de los alumnos de educación básica en los programas de deporte y 
cultura física. 

 

4.3.6. Incrementar becas deportivas entre niños y jóvenes que Sría. de Educación 

demuestren aptitudes sobresalientes en la materia.  

  

Indicador: Posicionamiento en la Olimpiada Nacional.  



  

4.3.7. Realizar más y mejores actividades recreativas y culturales Sría. de Cultura 

para los jóvenes mexiquenses.  

  

 

Indicador: Afluencia a eventos culturales en los Centros Regionales de Cultura. 
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INE 

   

     

 4.3.8. Construcción de centros recreativos.  Sría. de Educación  

      

 

 

 

 

Estrategia: 4.4. Garantizar la generación, difusión y consumo de contenidos desde el enfoque de 
derechos humanos de niñas, niños y adolescentes, así como su derecho a la 

participación y libre expresión en los medios de comunicación. 

 

 

 Líneas de acción: Responsable:  

 4.4.1. Transformar la comunicación social en una plataforma para Coordinación  

 el ejercicio de un gobierno democrático, a través del contacto General de  

 con la sociedad, promoviendo una relación abierta y participativa Comunicación  

 entre el gobierno, los medios de comunicación y la sociedad, con Social (CGCS)  

 base en el respeto a la libertad de expresión, ofreciendo a la   

 ciudadanía información objetiva, suficiente y oportuna, para que   

 cuente con los elementos que le permitan valorar el desempeño   

 gubernamental.   

    

 Indicador: Reuniones de vinculación interinstitucional.   

    

 4.4.2. Promover la implementación del Sistema Estatal de Secretaría  

 Información en materia de la Protección Integral de las Niñas, Ejecutiva del  

 Niños y Adolescentes del Estado de México. Sistema de  

  Protección Integral  

  de Niñas, Niños y  

  Adolescentes del  



  Estado de México.  

    

 Indicador: Página WEB.   

    

 

 

 

Estrategia: 4.5. Asegurar acceso a tecnologías de información y comunicación y  

reducir brecha digital. 

 

 

Líneas de acción: Responsable:  

4.5.1. Promover el equipamiento de las instituciones educativas, y Sría. de Educación  

el uso de modernas tecnologías y recursos didácticos suficientes   

por parte de los alumnos.   

   

 

Indicador: Promedio de alumnos por computadora con acceso a internet. 

 

4.5.2. Consolidar una red de bibliotecas digitales, a fin de ofrecer a Sría. de Educación 

la población la oportunidad de acceder al mundo de la / Sría. de Cultura 

información para ampliar sus horizontes de pensamiento.  

  

 

Indicador: Promedio de alumnos por computadora con acceso a internet. 

 

 4.5.3. Impulsar programas para la apropiación y uso de las Sría. de Educación 

 tecnologías de la información y la comunicación entre los  

 estudiantes de todos los niveles educativos. SEEM  

   

   

 

Indicador: Apoyos entregados a la operación de los centros para la reducción de la 
brecha digital. 
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 4.5.4. Construcción de centros digitales.  Sría. de Educación  

      

 

 

IV. MECANISMOS PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA 

IV.1. De Coordinación entre los Sectores de la Administración Pública 

En la planeación estatal existe una multitud de relaciones de actuación entre las diversas 
dependencias del Poder Ejecutivo. El propósito es que se puedan prever dichas relaciones 

y por lo tanto establecer los mecanismos de coordinación necesarios. 

En este sentido, la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección Integral será la 
instancia responsable de coordinar las acciones. 

Para dar cumplimiento a este programa, cada una de las Secretarías de Estado, proveerá 
todos los insumos necesarios para que se lleve a cabo una buena coordinación de las 
acciones. 

Es importante mencionar que la propuesta de integración de los programas deberá ser 
discutida y aprobada por los respectivos sectores de la administración pública estatal. 

IV.2. De Participación Ciudadana 

Para ejecutar lo establecido en el presente documento, es necesario considerar que 
finalmente, el Programa es un acuerdo socio-político que debe formalizarse en documentos 
que reflejen las responsabilidades de cada parte y los incentivos y sanciones relacionadas 
a su cumplimiento. 

Este tipo de instrumentos implica hacer efectiva y corresponsable la participación de los 
actores sociales y los ciudadanos en la ejecución y evaluación del programa y sus acciones. 
La propuesta de instrumentos de participación se centra en recurrir al COPLADEM como 
espacio de participación social por excelencia. 

IV.3. De Seguimiento y Evaluación 

Los mecanismos de seguimiento y evaluación son fundamentales para medir en forma 
continua y periódica los logros en términos de cumplimiento de los objetivos establecidos 
para cada programa y proyecto, así como su contribución a las estrategias definidas. 
Permiten a cada sector de la administración pública, conocer los avances en la aplicación 
del programa en sus respectivas áreas de competencia, ofreciendo al titular del Poder 
Ejecutivo elementos objetivos sobre el impacto de las acciones gubernamentales en el 

desarrollo de la entidad, sus regiones y municipios y la eficiencia de su administración. 

 

En este sentido, la Ley de Planeación del Estado de México y Municipios, establece en su 
Capítulo Cuarto Del Control, Seguimiento y Evaluación de la 

Ejecución, los siguientes artículos: 

 

 Artículo 35.- Las dependencias, entidades públicas, organismos, unidades administrativas 
y servidores públicos, …, reportarán periódicamente los resultados de la ejecución de los 
programas a la Secretaría de Finanzas, y en el caso de los municipios, a quien los 
ayuntamientos designen.  



 Artículo 36.- La Secretaría y los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, 
establecerán la metodología, procedimientos y mecanismos para el adecuado control, 
seguimiento, revisión y evaluación de la ejecución de los programas, el uso y destino de 
los recursos asignados a ellos y la vigilancia de su cumplimiento.  

 Artículo 38.- Las dependencias, organismos, entidades públicas, unidades 
administrativas y servidores públicos, deberán realizar la evaluación a fin de asegurar el 
cumplimiento de los objetivos y metas, así como la mejora de los indicadores de desarrollo 
social y humano y, en su caso, emitirán dictamen de reconducción y actualización cuando sea 
necesaria la modificación o adecuación de la estrategia a la que se refiere el artículo 26 de 
esta Ley, dictamen que habrán de hacer del conocimiento inmediato de la Secretaría o del 
ayuntamiento en el ámbito de su competencia, para que a su vez, se reformule el contenido 
de la estrategia de desarrollo. 
Para poder realizar la evaluación es necesario contar con elementos cuantitativos que 
permitan sustentar los juicios valorativos en cada aspecto evaluado. Para ello se cuenta con 
un sistema de indicadores del desempeño para cada una de las líneas de acción propuestas 
en el presente Programa, los cuales aparecen en las fichas de las estrategias y líneas de 

acción. 

Asimismo, las diferentes instancias que forman parte del Sistema Estatal de Información de 
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes tendrán como referente los indicadores planteados 
a nivel nacional que ayudarán a identificar si las acciones para el logro de los resultados 
están teniendo la incidencia esperada, así como reorientarlas en caso contrario; éstos son: 

 Porcentaje de niñas y niños de entre 1 y 14 años que experimentaron agresión 
psicológica o castigo físico durante el último mes. 
 Porcentaje de avance en la incorporación de los principios establecidos en la Ley 

General de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en al menos un instrumento legal de las 
entidades federativas. 
 Tasa de mortalidad de niñas, niños y adolescentes. 
 Prevalencia de desnutrición, peso para la edad (porcentaje de niños menores de 

cinco años). 
 Porcentaje de niñas, niños y adolescentes en situación de pobreza extrema, según 

la medición de pobreza multidimensional de CONEVAL. 
 Tasa neta de cobertura en educación media superior. 
 Porcentaje de egresos hospitalarios totales de niñas, niños y adolescentes por 

causas de lesiones. 
 Tasa de ocupación de niñas, niños y adolescentes de 5 a 14 años. 
 Porcentaje de solicitudes de adopción nacional e internacional resueltas por el 

Comité Técnico de Adopción. 

 Incidencia de carencias sociales en niñas, niños y adolescentes. 
 Porcentaje de avance en la implementación de los 32 Sistemas Estatales de 

Información y de 1 Sistema Nacional de Información de niñas, niños y adolescentes. 
 

V. TRANSPARENCIA 

En cumplimiento con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y la Ley de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México y con el fin de fortalecer la rendición de 
cuentas y la participación ciudadana, el Programa de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de México contribuye con líneas de acción para generar 

información para su evaluación. 

De conformidad con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado 
de México y Municipios, el Programa de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del 
Estado de México estará disponible en los sitios oficiales y en el Periódico Oficial “Gaceta 
del Gobierno”, en estricto apego a la normatividad aplicable en materia de transparencia.  



   Sí  No  

 mis vecinas y vecinos  45.6%  54.4%  

       

 la policía  69.3%  30.7%  

       

 mis maestras y maestros  85.1%  14.9%  

       

 los gobernantes  42.3%  57.7%  

       

 15. Si tengo un problema o estoy en peligro, pido ayuda a      

     

 mi familia  97.0%  3.0%  

       

 mis amigas y amigos  65.8%  34.2%  

       

 mis maestras y maestros  83.9%  16.1%  

       

 mis vecinas y vecinos  44.5%  55.5%  

       

 las autoridades de la escuela  78.2%  21.8%  

       

 la policía  73.0%  27.0%  

       

 a una institución de gobierno  40.5%  59.5%  

       

 no sé a quién o dónde pedir ayuda  23.3%    

       

 

 

 

 

 

16. Lo que ayudará a que haya una convivencia justa y pacífica en la escuela es… (Elige dos)  

que las maestra y maestros nos respeten 41.7% 

  

que se tome en cuenta nuestra opinión en la escuela 48.8% 

  

que nos respetemos entre compañeras y compañeros 59.3% 



  

que las reglas y sanciones se apliquen de manera justa 28.3% 

  

17. Lo que ayudará a que haya más justicia y paz en México es… (Elige dos)  

  

que no haya corrupción 63.2% 

  

que las autoridades respeten los derechos humanos 28.0% 

  

que todas las personas respeten las leyes 25.2% 

  

que los gobernantes cumplan lo que prometen 46.3% 

  

que haya consecuencias para quien no cumpla las reglas o viole la ley 17.1% 

  

que haya más seguridad 36.0% 

  

 

Participación total del rango de 14 a 17 años: 84,076 

 

 

 

 

    Sí  No  

 1. Las personas me respetan como soy.   92.1%  7.9%  

        

 2. Creo que cuando sea una persona adulta voy a vivir mejor que   

85.2% 

 

14.8% 

 

 

ahora. 

    

       

 3. Las y los jóvenes tenemos lugares adecuados para divertirnos y   

66.6% 

 

33.4% 

 

 

hacer deporte. 

    

       

 4. A mí o a mis amistades nos han ofrecido drogas.   33.7%  66.3%  

        

 5. Pienso que México estará mejor en unos años.   38.2%  61.8%  

        

 6. Me siento segura (o seguro)       

     



 en mi casa   94.9%  5.1%  

        

 en la escuela y sus alrededores   68.9%  31.1%  

        

 en la calle   24.5%  75.5%  

        

 en mi trabajo   33.0%  67.0%  

        

 7. Sufro o he sufrido violencia (si respondes NO, pasa a la pregunta   

17.8% 

 

82.2% 

 

 

9) 

    

       

        

 8. ¿De qué tipo? (Puedes marcar más de una opción)       

       

 Física    46.5%  

       

 Verbal    66.4%  

       

 Psicológica    34.4%  

       

 Sexual    13.9%  

        

        

    Sí  No  

 9. He participado en actos violentos   16.7%  83.3%  

 10. Me obligan a formar parte de un grupo de delincuentes   3.8%  96.2%  

        

        

 11. Confío en… (Puedes marcar más de una opción)       

       

 mi familia    96.1%  

       

 mis amistades    69.2%  

       

 mis vecinas y vecinos    19.8%  

       

 las y los médicos    32.4%  



       

 mis maestras y maestros    45.8%  

       

 la policía    19.5%  

       

 el ejército    23.7%  

       

 los partidos políticos    4.8%  

       

 los gobernantes    5.3%  

        

 

 

 

12. Si tengo un problema o estoy en peligro, pido ayuda a… (Puedes marcar más de una opción) 

mi familia 93.7% 

  

mis amigas y amigos 60.1% 

  

mis vecinas y vecinos 18.8% 

  

mis maestras y maestros 37.3% 

  

la policía 32.0% 

  

una institución de gobierno 5.0% 

  

no sé a quién o dónde pedir ayuda 2.8% 

  

 

 

 

 

 

13. Me gustaría que en el lugar donde vivo hubiera… (Elige tres) 

 

centros recreativos y digitales 57.2% 

  

opciones artísticas y culturales 46.6% 



  

información clara y accesible sobre salud y sexualidad 22.5% 

  

apoyos para la organización de jóvenes 31.8% 

  

acciones para conocer y ejercer mis derechos 20.7% 

  

recuperación de espacios públicos con la participación de la comunidad 23.1% 

  

becas y más escuelas para seguir estudiando 54.5% 

  

oportunidades de empleo digno para las personas jóvenes 39.5% 

  

capacitación para oficios y carreras técnicas 26.8% 

  

desarrollo de habilidades para iniciar proyectos o negocios 27.6% 

  

 

14. Lo que ayudará a que las personas jóvenes participemos más en la construcción de un México con justicia 

y paz es… (Elige tres) 

 

que podamos expresar nuestras ideas con libertad 70.2% 

  

que el gobierno nos tome en cuenta en las acciones para 

51.8% 

mejorar el país  

que haya más seguridad 64.5% 

  

que las autoridades respeten los derechos humanos 32.3% 

  

que se castigue a funcionarios corruptos 43.5% 

  

que se elijan gobernantes honestos, preocupados por el país 46.3% 

  

 

 

ANEXO 3. Cuestionarios Aplicados a los Sistemas Municipales de Protección 

 

 



a) Garantizar buenos hábitos alimenticios y combatir la desnutrición y malnutrición crónica entre niñas, 
niños y adolescentes.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Desayunos escolares.  52.2%  3.0%  

       

 Pláticas nutricionales.  35.8%  6.0%  

       

 Comedores comunitarios.  22.4%  3.0%  

       

 Consultas nutricionales.  10.4%  0.0%  

       

 Huertos familiares.  9.0%  1.5%  

       

 Entrega de despensas.  22.4%  1.5%  

       

 Raciones vespertinas.  14.9%  0.0%  

       

 Jornadas de nutrición.  6.0%  3.0%  

       

 Desayunadores escolares.  11.9%  1.5%  

       

 Aves de postura  0.0%  1.5%  

       

 Conferencia/taller nutricional.  11.9%  0.0%  

        

 Modificación  al  Bando  Municipal  para  imponer       

 sanciones administrativas a quien venda alimentos de  1.5%  0.0%  

 bajo valor nutricional en centros educativos.       

 Venta de alimentos a bajo costo.  0.0%  1.5%  

        

 Reglamento   Interno   Municipal   de   Combate   al  

1.5% 

 

0.0% 

 

 

Sobrepeso, Obesidad y Trastornos Alimenticios. 

   

       

 

 



b) Garantizar el acceso de niñas, niños y adolescentes a la salud sexual y reproductiva. 

 

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Educación sexual.  29.9%  1.5%  

       

 Pláticas.  53.7%  9.0%  

       

 Conferencias.  13.4%  6.0%  

       

 Material informativo.  7.5%  3.0%  

       

 Atención personalizada.  1.5%  0.0%  

       

 Campañas de salud.  19.4%  4.5%  

       

 Planificación familiar.  6.0%  1.5%  

       

 Apoyo a madres adolescentes.  1.5%  0.0%  

       

 Talleres.  14.9%  3.0%  

       

 Bebés virtuales.  1.5%  0.0%  

        

 

 

c) Fortalecer las acciones de prevención del embarazo infantil y adolescente. 

 

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Planificación familiar.  32.8%  1.5%  

       

 Talleres.  28.4%  1.5%  



       

 Bebés didácticos.  3.0%  0.0%  

       

 Consejo para la prevención.  13.4%  4.5%  

       

 Conferencias.  9.0%  1.5%  

       

 Pláticas.  46.3%  3.0%  

       

 Consultas médicas.  4.5%  0.0%  

       

 Campaña de difusión.  7.5%  1.5%  

        

 

d) Impulsar la igualdad sustantiva y no discriminación entre niñas, niños y adolescentes.  

 

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Asesorías jurídicas.  4.5%  3.0%  

       

 Pláticas.  53.7%  4.5%  

       

 Campañas de difusión.  37.3%  11.9%  

       

 Talleres.  19.4%  3.0%  

       

 Actividades culturales.  3.0%  0.0%  

       

 Equipamiento.  1.5%  0.0%  

        

 e) Impulsar la alfabetización.       

        

 

Acciones 

 

Política pública 

  

Acciones a 

 

     

  ejecutada   ejecutar  



      

 Talleres de lectura.  14.9%  4.5%  

       

 Talleres de lectura y escritura.  47.8%  9.0%  

       

 Capacitación a docentes.  3.0%  0.0%  

       

 Programa de becas.  11.9%  1.5%  

       

 Materiales de apoyo.  6.0%  0.0%  

       

 Reinserción escolar.  23.9%  3.0%  

       

 Nuevos centros educativos.  1.5%  1.5%  

       

 Campañas informativas.  7.5%  4.5%  

       

 Pláticas.  1.5%  0.0%  

        

 

 

f) Implementar políticas públicas efectivas que garanticen la igualdad y la no discriminación de niñas, 
niños y adolescentes indígenas.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Asesorías jurídicas.  9.0%  4.5%  

       

 Cursos.  1.5%  3.0%  

       

 Pláticas.  23.9%  4.5%  

       

 Campañas de difusión.  13.4%  11.9%  

       

 Conferencias.  6.0%  1.5%  

       



 Proyectos productivos.  0.0%  1.5%  

       

 Talleres.  10.4%  1.5%  

        

 

g) Implementar políticas públicas efectivas que garanticen la igualdad y la no discriminación de niñas, 

niños y adolescentes con discapacidad.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Asesorías jurídicas.  7.5%  3.0%  

       

 Pláticas de inclusión y equidad de género.  47.8%  7.5%  

       

 Campañas de información.  19.4%  4.5%  

       

 Construcción de rampas.  7.5%  1.5%  

       

 Señalética.  1.5%  1.5%  

       

 Talleres.  17.9%  3.0%  

       

 Asistencia social.  6.0%  1.5%  

       

 Dotación de materiales y equipos especiales.  1.5%  0.0%  

        

 h) Fortalecer el núcleo familiar.       

        

 

Acciones 

 

Política pública 

  

Acciones a 

 

     

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Atención psicológica.  13.4%  3.0%  

       

 Conferencias.  7.5%  7.5%  

       



 Talleres.  32.8%  3.0%  

       

 Pláticas.  44.8%  3.0%  

       

 Cursos para el autoempleo.  4.5%  0.0%  

       

 Proyectos productivos familiares.  3.0%  0.0%  

       

 Actividades recreativas.  19.4%  3.0%  

        

 

i) Garantizar el derecho a la identidad mediante el registro de nacimiento universal, gratuito y oportuno, 
así como la protección de sus datos personales.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Campañas de regularización.       

        

 Pláticas.       

        

 Campañas de información.       

        

 

j) Violencia (en sus diferentes tipos). Promover la concientización para erradicar la práctica del castigo 
corporal.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Asesorías jurídicas.  14.9%  1.5%  

       

 Campañas de información.  20.9%  4.5%  

       

 Atención e investigación de reportes de maltrato.  16.4%  0.0%  

       

 Pláticas.  50.7%  11.9%  



       

 Talleres.  23.9%  4.5%  

       

 Asesorías psicológicas.  11.9%  0.0%  

       

 Visitas domiciliarias.  4.5%  0.0%  

       

 Capacitación de servidores públicos.  1.5%  0.0%  

       

 Asistencia social.  4.5%  0.0%  

       

 Denuncia anónima.  0.0%  1.5%  

       

 Material didáctico.  1.5%  0.0%  

        

 

k) Garantizar en todo momento todos los derechos de niñas, niños y adolescentes en situaciones de 
emergencia.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Pláticas.  19.4%  4.5%  

       

 Material informativo.  1.5%  4.5%  

       

 Talleres.  10.4%  1.5%  

       

 Capacitación a servidores públicos.  6.0%  1.5%  

       

 Detección y atención.  22.4%  0.0%  

       

 Difusores Infantiles.  6.0%  0.0%  

       

 Asistencia jurídica y psicológica.  16.4%  1.5%  

       

 Canalización a albergues.  6.0%  0.0%  



       

 Conferencias.  4.5%  3.0%  

       

 Teléfonos de emergencia sin costo.  3.0%  3.0%  

       

 Línea de no violencia.  1.5%  1.5%  

       

 Unidad de atención inmediata.  1.5%  1.5%  

       

 Página de internet.  1.5%  0.0%  

        

 

 

l) Erradicar el trabajo infantil y proteger a las y los adolescentes trabajadores en edad permitida.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Programa de becas.  19.4%  1.5%  

       

 Asistencia social.  7.5%  1.5%  

       

 Visitas domiciliarias.  6.0%  0.0%  

       

 Pláticas.  17.9%  7.5%  

       

 Recorridos de detección y atención.  13.4%  1.5%  

       

 Apoyo médico y psicológico.  3.0%  0.0%  

       

 Difusión de leyes de protección.  3.0%  3.0%  

       

 Generación de empleos productivos para padres.  0.0%  3.0%  

       

 Talleres.  10.4%  1.5%  

       

 Campañas de difusión.  7.5%  3.0%  



       

 Foros.  4.5%  0.0%  

        

 

m) Reducir las violaciones a derechos de niñas, niños y adolescentes relacionadas al abuso, explotación, 
tráfico, trata y otras formas de violencia.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Difusores infantiles.  7.5%  0.0%  

       

 Pláticas.  44.8%  7.5%  

       

 Talleres.  20.9%  3.0%  

       

 Material informativo.  6.0%  6.0%  

       

 Asesoría jurídica.  7.5%  1.5%  

       

 Atención a víctimas.  14.9%  1.5%  

       

 Campañas.  4.5%  1.5%  

       

 Trabajo social.  6.0%  0.0%  

       

 Asesoría psicológica.  6.0%  1.5%  

       

 Promoción de la cultura de denuncia.  4.5%  1.5%  

       

 Campañas de información.  6.0%  0.0%  

       

 Visitas domiciliarias.  3.0%  0.0%  

       

 Canalización a instituciones de asistencia privada.  1.5%  0.0%  

        

 

 



n) Asegurar mecanismos de participación efectiva, igualitaria y sistemática de niñas, niños y adolescentes 
en todos los ámbitos en que se desarrollan.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Pláticas.  16.4%  6.0%  

       

 Talleres.  16.4%  7.5%  

       

 Material informativo.  9.0%  3.0%  

       

 Programa de participación infantil.  3.0%  1.5%  

       

 Realización de eventos.  23.9%  1.5%  

       

 Difusores infantiles.  16.4%  0.0%  

       

 Campañas.  7.5%  3.0%  

       

 Mobiliario para aulas.  1.5%  0.0%  

       

 Techumbres de escuelas.  1.5%  0.0%  

       

 Foros.  1.5%  1.5%  

       

 Publicación de convocatorias.  1.5%  0.0%  

       

 Atención psicológica y médica.  3.0%  0.0%  

        

 

ñ) Fortalecer la coordinación y colaboración con instancias públicas y privadas en la instrumentación de 

programas sociales y de protección. 

 

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

     



   ejecutada   ejecutar  

 Convenios con la iniciativa pública y privada.  37.3%  16.4%  

       

 Actividades culturales y deportivas.  7.5%  0.0%  

       

 Grupos de trabajo multidisciplinarios.  6.0%  1.5%  

       

 Talleres.  6.0%  0.0%  

       

 Promoción de programas sociales.  4.5%  3.0%  

       

 Pláticas.  4.5%  0.0%  

       

 Difusores Infantiles.  1.5%  0.0%  

       

 Material informativo.  1.5%  0.0%  

        

 

 

o) Promover que la difusión y comunicación social del servicio público, ubique en el centro, los derechos de 
niñas, niños y adolescentes.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Campañas de difusión.  17.9%  11.9%  

       

 Material informativo.  13.4%  3.0%  

       

 Pláticas.  17.9%  4.5%  

       

 Talleres.  10.4%  0.0%  

       

 Difusión en redes sociales.  7.5%  4.5%  

       

 Asesoría jurídica.  0.0%  1.5%  

       



 Capacitación de servidores públicos.  1.5%  0.0%  

       

 Difusores infantiles.  7.5%  0.0%  

        

 

 



p) Fomentar la comunicación de niñas, niños y adolescentes en el quehacer del Estado. 

 

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Campañas de difusión.  9.0%  4.5%  

       

 Material informativo.  1.5%  4.5%  

       

 Pláticas.  11.9%  4.5%  

       

 Conferencias.  1.5%  3.0%  

       

 Foros.  1.5%  7.5%  

       

 Congresos.  0.0%  1.5%  

       

 Convivencias con autoridades municipales.  3.0%  3.0%  

       

 Visitas a escuelas.  1.5%  0.0%  

       

 Difusores infantiles.  28.4%  0.0%  

       

 Cabildos abiertos.  3.0%  0.0%  

       

 Participación en comités municipales.  1.5%  0.0%  

       

 Consulta infantil.  1.5%  1.5%  

        

 q) Promover la participación y libre expresión.       

        

 

Acciones 

 

Política pública 

  

Acciones a 

 

     

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Actividades culturales.  14.9%  4.5%  



       

 Concursos de oratoria y ensayo.  6.0%  0.0%  

       

 Conferencias.  1.5%  1.5%  

       

 Apertura de espacios de libre expresión.  3.0%  6.0%  

       

 Visita a escuelas.  1.5%  0.0%  

       

 Pláticas.  9.0%  0.0%  

       

 Talleres.  17.9%  9.0%  

       

 Campañas de difusión.  17.9%  6.0%  

       

 Cursos de verano.  1.5%  0.0%  

       

 Difusores infantiles.  23.9%  0.0%  

        

 

 

r) Garantizar la generación de contenidos en los medios de comunicación desde el enfoque de derechos de 
niñas, niños y adolescentes en los medios de comunicación.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Material informativo.  14.9%  11.9%  

       

 Campañas de difusión.  26.9%  31.3%  

       

 Difusores infantiles.  6.0%  0.0%  

       

 Cursos-taller.  6.0%  1.5%  
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s) Asegurar a las niñas, niños y adolescentes el acceso a la información y comunicación. 

 

 

 

Acciones 

 

 Política pública   Acciones a 

 

   

   

ejecutada 

  

ejecutar 

 

       

 Accesos a redes públicas.  19.4%  10.4%  

       

 Campañas de difusión.  9.0%  6.0%  

       

 Cursos de inglés y computación.  9.0%  0.0%  

       

 Donación de dispositivos electrónicos.  4.5%  0.0%  

       

 Equipamiento de escuelas.  7.5%  3.0%  

       

 Convenio con la Universidad Digital del Estado de México.  1.5%  0.0%  

       

 Biblioteca digital.  19.4%  1.5%  

       

 Programa de becas.  7.5%  1.5%  

       

 Difusores infantiles.  6.0%  0.0%  

       

 Talleres.  9.0%  1.5%  

       

 Material informativo.  1.5%  0.0%  

         

 

t) Garantizar a niñas, niños y adolescentes el acceso a actividades culturales, deportivas y de 
esparcimiento libres de violencia.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 
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   ejecutada   ejecutar  

 Cultura física y deporte.  11.9%  4.5%  

       

 Pláticas.  6.0%  1.5%  

       

 Talleres.  23.9%  3.0%  

       

 Actividades deportivas.  59.7%  4.5%  

       

 Actividades culturales.  47.8%  0.0%  

       

 Cursos de verano.  10.4%  1.5%  

       

 Difusores infantiles.  7.5%  0.0%  

       

 Escuelas de iniciación artística.  1.5%  0.0%  

       

 Visitas guiadas.  0.0%  1.5%  

        

 

 

u) Garantizar espacios seguros y ambientes saludables para la convivencia y recreación de niñas, niños y 

adolescentes.  

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Campañas de reforestación.  7.5%  1.5%  

       

 Educación ambiental.  3.0%  3.0%  

       

 Eventos deportivos.  22.4%  1.5%  

       

 Mantenimiento y vigilancia de espacios públicos.  40.3%  3.0%  
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 Recuperación y rehabilitación de espacios públicos.  17.9%  3.0%  

       

 Visitas domiciliarias.  1.5%  0.0%  

       

 Campañas de limpieza.  4.5%  0.0%  

       

 Cámaras de video-vigilancia.  1.5%  0.0%  

       

 Parque temático.  0.0%  1.5%  

        

 

 

v) Garantizar que niñas, niños y adolescentes habiten en viviendas dignas. 

 

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Pisos y techos firmes.  20.9%  1.5%  

       

 Ampliación de viviendas.  14.9%  0.0%  

       

 Mejoras de vivienda.  40.3%  11.9%  

       

 Entrega de apoyos.  9.0%  3.0%  

        

 

w) Garantizar que niñas, niños y adolescentes cuenten con acceso universal a agua potable y 

saneamiento. 

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Talleres.  1.5%  1.5%  

       

 Pláticas.  4.5%  1.5%  
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 Mantenimiento de pozos y redes.  53.7%  1.5%  

       

 Programa de créditos y descuentos.  1.5%  0.0%  

       

 Pipas de agua gratuitas.  11.9%  4.5%  

       

 Cultura del agua.  9.0%  0.0%  

       

 Entrega de apoyos.  3.0%  1.5%  

       

 Bebederos en instituciones educativas.  1.5%  0.0%  

       

 Ampliación de la red de agua potable.  7.5%  4.5%  

       

 Planta tratadora de agua.  0.0%  1.5%  

        

 

 

x) Garantizar que niñas, niños y adolescentes cuenten con espacios alumbrados. 

 

 

 

Acciones 

 Política pública   Acciones a 

 

  

  

ejecutada 

  

ejecutar 

 

      

 Mantenimientos preventivos y correctivos.  61.2%  6.0%  

       

 Colocación de postes y lámparas.  16.4%  4.5%  

       

 Ampliación de la red eléctrica.  9.0%  4.5%  

       

 Cableado subterráneo.  1.5%  0.0%  
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Grado de rezago 

MUNICIPIOS 

 

POBLACIÓN 

 

% 

   

 

 

 

  

 

social por municipio 

 

2015 

 

     

       

 MUY BAJO 44 11,611,875 35.2 

 BAJO 45 2,717,355 36 

 MEDIO 26 1,333,707 20.8 

 ALTO 10 514,644 8 

 TOTAL 125  16,177,581  100 

 

 

 

 

% Viviendas con algún 

  

   

 grado de MUNICIPIOS PORCENTAJE 

 hacinamiento   

 12.26 - 19.24 5 4 

 19.25 - 26.22 16 13 

 26.23 - 33.21 31 25 

 33.22 - 40.19 52 42 

 40.20 - 47.17 21 17 

 TOTAL 125 100 
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Ley que Regula los Centros de Asistencia y las adopciones en 

el Estado de México 

TÍTULO PRIMERO DISPOSICIONES GENERALES 

Capítulo I Objeto y normas de aplicación supletoria 

Artículo 1. Esta Ley es de orden público e interés social, de observancia general en el 

Estado de México y tiene por objeto garantizar el interés superior, la no discriminación 

y el respeto de los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes, en términos de 

lo previsto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados y 

convenios internacionales, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México y la Ley de 

los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México, con la finalidad de 

que reciban todos los cuidados que se requieran, al encontrase en alguna situación de 

vulnerabilidad o cualquier tipo de desamparo familiar, mediante la regulación de los 

aspectos siguientes:  

I. Autorización, certificación, registro y supervisión de los centros de asistencia social, 

sean públicos o privados, a fin de garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes 

sin cuidado parental, que sean atendidos en dichos centros. 

II. El acceso a las modalidades de cuidados alternativos al parental, priorizando que las 

niñas, niños y adolescentes sean:  

a) Reintegrados con su familia de origen, extensa o ampliada, siempre que ello sea 

posible y no sea contrario a su interés superior.  

b) Recibidos por una familia de acogida como medida de protección y de carácter 

temporal.  

c) Recibidos por una familia de acogimiento como una fase dentro del procedimiento de 

adopción.  

d) Recibidos y atendidos, de manera excepcional, de acuerdo con las características 

específicas de cada caso, en un centro de asistencia social público o privado de 

acogimiento residencial.  

En todos los casos, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

México será responsable del seguimiento de la situación en la que se encuentren niñas, 

niños y adolescentes. 

III. Los principios, derechos, funciones y atribuciones de las autoridades y los 

procedimientos en materia de asistencia social y de adopción. IV. Las infracciones y 

sanciones derivadas del incumplimiento a las disposiciones de la presente Ley.  

Artículo 2. El interés superior de niñas, niños y adolescentes es la prioridad que ha de 

otorgarse a sus derechos, respecto de cualquier otro, procurando garantizar lo 

siguiente:  

I. Un enfoque integral, transversal y con perspectiva de derechos humanos.  
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II. La participación de niñas, niños y adolescentes, tomando en cuenta su opinión y 

considerando los aspectos culturales, éticos, afectivos, educativos y de salud, de acuerdo 

a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez.  

III. Mecanismos transparentes de seguimiento y evaluación.  

IV. La crianza de la niña, niño o adolescente por su familia de origen o extensa. De no 

ser posible, deberá considerarse a la familia de acogida o la adopción.  

V. El acceso a la salud, alimentación y educación que propicien su desarrollo integral.  

VI. Un ambiente de respeto, aceptación y afecto, libres de cualquier tipo de violencia.  

Artículo 3. La aplicación y vigilancia de esta Ley corresponde a los Poderes Ejecutivo y 

Judicial y a los municipios, en el respectivo ámbito de su competencia.  

A falta de disposición expresa en esta Ley se aplicará, supletoriamente, lo dispuesto por 

el Código Civil del Estado de México, el Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

México, la Ley de Asistencia Social del Estado de México y Municipios y la Ley de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México.  

Artículo 4. Para efectos de esta Ley, además de lo previsto por la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de México y demás ordenamientos jurídicos de la materia, se 

entiende por:  

I. Abandono: Al desamparo que sufre una niña, niño o adolescente respecto de las 

personas que, conforme a la Ley, tienen la obligación de cuidarlo y de brindarle 

protección.  

II. Adopción: A la institución jurídica por la cual se confiere el parentesco civil, 

adquiriéndose la calidad de madre, padre, hija o hijo consanguíneo, con todos los 

derechos y obligaciones que estos tienen entre sí. Constituye un derecho de naturaleza 

restitutiva que proporciona una opción de vivir, crecer y desarrollarse en una familia.  

III. Acogimiento residencial: Al brindado por centros de asistencia social como una 

medida especial de protección de carácter subsidiario, que será de último recurso y por 

el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar.  

IV. Autorización: Al documento emitido por el Sistema para el Desarrollo Integral de la 

Familia del Estado de México, en favor de los centros de asistencia social operados por 

los sistemas municipales DIF, personas físicas, personas jurídicas colectivas o 

asociaciones, que cumplan con los requisitos establecidos en la presente Ley o en las 

demás disposiciones aplicables para brindar atención a las niñas, niños y adolescentes.  

V. Centro de asistencia social: Al establecimiento para el cuidado alternativo o 

acogimiento residencial para niñas, niños y adolescentes sin cuidado parental, que 

brindan instituciones públicas, privadas o asociaciones, en los que se procura, al menos, 

alojamiento, alimentación, salud, educación, desarrollo humano y su integración a la 

sociedad.  

VI. Certificado de idoneidad: Al documento emitido por el Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia del Estado de México, a través de la Procuraduría de Protección 
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de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México, por el que se determina que el 

solicitante es apto para adoptar a una niña, niño o adolescente determinado.  

VII. DIFEM: Al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de México.  

VIII. Expósito: Al recién nacido que es colocado en una situación de desamparo por 

quienes, conforme a la Ley, están obligados a su custodia, protección y cuidado, y de 

quien no es posible determinar su origen.  

IX. Familia de acogida: A la familia certificada por el DIFEM que brinda cuidado, 

protección, crianza positiva y la promoción del bienestar social de niñas, niños y 

adolescentes por un tiempo limitado hasta que se pueda asegurar una opción 

permanente ya sea con esta, o con la familia de origen, extensa o adoptiva.  

IX Bis. Familia Ampliada: Aquella compuesta por la persona o personas que, sin existir 

parentesco, tienen un vínculo afectivo adecuado para el desarrollo de niñas, niños y 

adolescentes atendiendo a su interés superior;  

X. Familia de acogimiento preadoptivo: A aquella distinta de la familia de origen y de la 

extensa que acoge provisionalmente a niñas, niños y adolescentes con fines de adopción 

y que asume todas las obligaciones en cuanto a su cuidado y protección, de conformidad 

con el principio de interés superior de la niñez y que cuenta con Oficio de Viabilidad.  

XI. Familia de origen: A la familia compuesta por los titulares de la patria potestad, 

tutela, guarda o custodia, respecto de quienes tienen parentesco consanguíneo hasta 

segundo grado con niñas, niños o adolescentes.  

XII. Familia Extensa: Aquella compuesta por los ascendientes de niñas, niños y 

adolescentes en línea recta sin limitación de grado. y los colaterales hasta el cuarto 

grado:  

XIII. Junta multidisciplinaria: A la Junta Multidisciplinaria del Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del Estado de México.  

XIV. Institución acreditada: A la Institución de Asistencia Privada autorizada por el 

DIFEM, para la operación de Centros de Asistencia Social, que dentro de su objeto social 

prevé la atención de niñas, niños y adolescentes para procurar su legal adopción.  

XV. Niña, niño o adolescente albergado: A la niña, niño o adolescente que se encuentra 

en un centro de asistencia social por alguna situación de desamparo familiar o 

abandono. 

XVI. Niña, niño o adolescente susceptible de adopción: A la niña, niño o adolescente 

cuya reintegración a su familia de origen o extensa no fue posible o no resultó benéfica 

para su interés superior y que cuenta con situación jurídica resuelta en términos de esta 

Ley.  

XVII. Oficio de viabilidad: Al documento emitido por el Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia del Estado de México a través de la Procuraduría de Protección de 

Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de México, que determina la viabilidad de los 

solicitantes para adoptar, una vez que ha concluido la etapa de valoraciones, con la 

finalidad de acceder a la lista de espera de posibles adoptantes, cuya vigencia será de 

dos años.  
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XVIII. Procuraduría de protección: A la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes del Estado de México.  

XIX. Sistemas municipales DIF: A los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia 

de los municipios.  

XX. Sistema nacional DIF: Al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia.  

XXI. Solicitante: A la persona que manifieste por escrito su interés de adoptar. Capítulo 

II Principios rectores y derechos de las niñas, niños y adolescentes  

Artículo 5. Con base en el interés superior de niñas, niños y adolescentes, son principios 

rectores en la observancia y cumplimiento de esta Ley los siguientes:  

I. La corresponsabilidad entre autoridades, familia y sociedad.  

II. La no discriminación.  

III. La equidad.  

IV. La reintegración a la familia de origen o extensa.  

V. La reserva y confidencialidad de la información.  

VI. La vida libre de violencia.  

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, además de lo previsto por la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y demás disposiciones en la materia, de 

manera enunciativa, más no limitativa, las niñas, niños y adolescentes albergados, 

atendiendo las particularidades de su edad y madurez, tienen los derechos siguientes:  

I. Ser tratados con tolerancia y comprensión en el ejercicio pleno de sus derechos.  

II. Disfrutar de un entorno seguro, afectivo y libre de violencia.  

III. Recibir cuidado y protección contra actos u omisiones que atenten contra su 

integridad física o psicológica. 

IV. Recibir una alimentación que les permitan tener una nutrición equilibrada. V. 

Recibir atención integral y multidisciplinaria que les brinde servicio médico, 

psicológico, social y jurídico.  

VI. Ser orientados y educados de manera adecuada a su edad, que les permita lograr un 

desarrollo físico, cognitivo, afectivo y social, así como a la comprensión y el ejercicio de 

sus derechos.  

VII. Disfrutar de descanso, juego y esparcimiento.  

VIII. Recibir servicios de calidad y calidez por personal capacitado, calificado, apto y 

suficiente.  

IX. Contar con espacios de participación para expresar libremente sus ideas y opiniones.  

X. Realizar actividades externas que les permita tener contacto con su comunidad.  

XI. Contar con espacios adecuados a sus necesidades.  
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XII. Las niñas, niños y adolescentes con discapacidad tienen derecho a vivir incluidos 

en la comunidad en igualdad de condiciones.  

Artículo 7. Las niñas, niños y adolescentes cuya situación jurídica o familiar permita 

que sean susceptibles de adopción, atendiendo las particularidades de su edad y 

madurez, tienen los derechos siguientes:  

I. A contar con los apellidos del adoptante o adoptantes.  

II. A disfrutar de los mismos derechos y obligaciones que existen en el parentesco por 

consanguinidad, con las excepciones previstas en las disposiciones jurídicas aplicables.  

III. A recibir tratamiento psicológico y médico durante el procedimiento de adopción y 

su seguimiento posterior a la adopción.  

IV. A conocer cuando lo desee y de ser posible, sus antecedentes familiares, siempre que 

ello sea acorde con el interés superior de la niñez.  

V. A ser escuchados e informados de las consecuencias y alcances de la adopción.  

Artículo 8. Se prohíbe la celebración de los actos siguientes:  

I. La adopción en contravención a lo dispuesto por esta Ley.  

II. La adopción de un no nacido.  

III. A la madre o al padre biológico, o en su defecto, al representante legal de la niña, 

niño o adolescente, entregarle de manera directa a supuestos adoptantes que no cuenten 

con Certificado de Idoneidad.  

IV. La adopción por el cónyuge, concubina o concubinario, sin el consentimiento del 

otro. 

V. La obtención directa o indirecta de beneficios indebidos de cualquier índole por su 

familia de origen o por cualquier persona, así como por entidades públicas o privadas y 

autoridades involucradas en el procedimiento de adopción.  

VI. La adopción por más de una persona, salvo en el caso de los cónyuges y concubinos 

que estén de acuerdo. Los actos celebrados en contravención a la presente Ley serán 

nulos de pleno derecho.  

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS CENTROS DE ASISTENCIA SOCIAL 

Capítulo I 

De las autoridades competentes 

Artículo 9. Para garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes sin cuidado 

parental que sean atendidos en los centros de asistencia social, públicos o privados, las 

dependencias del Ejecutivo y los municipios tendrán las siguientes atribuciones y 

obligaciones:  

I. Al DIFEM:  
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a) Administrar y operar los centros de asistencia social que le son adscritos.  

b) Promover e impulsar el sano crecimiento físico, mental y social de las niñas, niños y 

adolescentes albergados.  

c) Integrar y actualizar el Registro Estatal de Centros de Asistencia Social públicos y los 

operados por personas físicas o jurídicas colectivas o asociaciones.  

d) Autorizar el funcionamiento de los Centros de Asistencia Social operados por los 

sistemas municipales DIF y por personas físicas o jurídicas colectivas o asociaciones.  

e) Realizar visitas de supervisión semestrales a los Centros de Asistencia Social 

operados por sí mismo, por los sistemas municipales DIF, por asociaciones, por 

personas físicas o por personas jurídicas colectivas.  

f) Presentar denuncias ante la autoridad competente por cualquier caso de maltrato, 

lesiones, abuso físico, psicológico, sexual, abandono, descuido o negligencia, 

explotación y, en general, por cualquier acto que vaya en detrimento de los derechos 

humanos de niñas, niños y adolescentes que se encuentren albergados en Centros de 

Asistencia Social público o privado.  

g) Reportar, semestralmente, a la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños 

y Adolescentes a través de la Procuraduría de Protección, la actualización del Registro 

Estatal de Centros de Asistencia Social, así como el resultado de las visitas de 

verificación efectuadas.  

h) Las demás que le otorgue la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.  

II. A la Secretaría de Salud: 

a) Otorgar a los Centros de Asistencia Social la autorización sanitaria, en términos de 

lo establecido en el Código Administrativo del Estado de México y demás normatividad 

aplicable.  

b) Revocar la autorización sanitaria, en caso de incumplimiento de las normas de salud 

a que estén obligados los Centros de Asistencia Social.  

c) Otorgar, a través de la Comisión para la Protección contra Riesgos Sanitarios del 

Estado de México, el Aviso de Funcionamiento y el Aviso de Responsable Sanitario, 

conforme a lo dispuesto por la normatividad aplicable.  

d) Establecer programas de formación, actualización y capacitación para el personal 

que labore en los Centros de Asistencia Social.  

e) Verificar que exista un adecuado servicio de educación en la salud de acuerdo a su 

edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez.  

f) Proporcionar servicios de salud gratuitos a las niñas, niños y adolescentes albergados 

en Centros de Asistencia Social públicos, a través del Instituto de Salud del Estado de 

México.  

g) Elaborar programas de nutrición y difundir información para recomendar hábitos 

alimenticios correctos al interior de los Centros de Asistencia Social.  
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h) Realizar las visitas de verificación correspondientes conforme a lo establecido en la 

presente, el Código Administrativo del Estado de México y demás disposiciones jurídicas 

en la materia, así como aplicar las sanciones correspondientes.  

i) Las demás que le otorgue la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.  

III. A la Secretaría de Educación:  

a) Coadyuvar para que los Centros de Asistencia Social que presten servicios educativos 

cuenten con programas y sistemas que permitan contribuir al aprendizaje de niñas, 

niños y adolescentes albergados.  

b) Apoyar a los Centros de Asistencia Social con el objeto de lograr la igualdad de acceso, 

permanencia y resultados satisfactorios en la educación.  

c) Proporcionar, en el interior de los Centros de Asistencia Social, educación para el 

trabajo, de acuerdo con lo establecido en la Ley General de Educación, la Ley de 

Educación del Estado de México y los lineamientos aplicables en la materia.  

d) Las demás que le otorgue la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.  

IV. A la Secretaría General de Gobierno, a través de la Coordinación General de 

Protección Civil:  

a) Expedir todas las autorizaciones necesarias en materia de protección civil.  

b) Promover y difundir la cultura de protección civil.  

c) Realizar visitas de verificación semestrales para vigilar el cumplimiento de las 

disposiciones relativas a protección civil. 

d) Aplicar las medidas de seguridad sobre la materia, establecidas en el Código 

Administrativo del Estado de México.  

e) Imponer las sanciones por las infracciones cometidas, de conformidad con lo 

establecido en el Código Administrativo del Estado de México.  

f) Asesorar en la elaboración de los programas internos de protección civil de los 

Centros de Asistencia Social.  

g) Las demás que le otorgue la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.  

Artículo 10. Los Centros de Asistencia Social públicos, deberán cumplir con los 

requisitos siguientes:  

I. Estar inscritos en el Registro Estatal.  

II. Contar con la autorización sanitaria expedida por la Secretaría de Salud, en la que se 

precise que las instalaciones cuentan con las condiciones de salubridad e higiene, que 

como mínimo, se deben observar para prestar el servicio.  

III. Contar con la autorización en materia de protección civil expedida por la Secretaría 

General de Gobierno, a través de la Coordinación Estatal de Protección Civil, en el cual 

se precise que las instalaciones, para operar, cuentan con todas las medidas de 

seguridad previstas en la presente Ley y en las demás disposiciones jurídicas aplicables.  
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IV. Nombramiento del Titular del Centro de Asistencia Social emitido por la autoridad 

competente.  

V. Contar con el Certificado de no antecedentes penales expedido por la Procuraduría 

General de Justicia del Estado de México del Titular del Centro de Asistencia Social, así 

como de todos los servidores públicos que laboren en el mismo.  

Capítulo II  

De la autorización  

Artículo 11. Los Centros de Asistencia Social privados son los operados por asociaciones, 

fundaciones o personas físicas o jurídicas colectivas, que para su legal funcionamiento 

deberán contar con la autorización expedida por el DIFEM, así como formar parte del 

Registro Estatal y Nacional de Centros de Asistencia Social.  

Artículo 12. Son requisitos para obtener la autorización los siguientes:  

I. Llenar el formato expedido por el DIFEM, en el que se especificará el nombre de la 

asociación, fundación, persona física o jurídica colectiva que desee prestar el servicio 

de cuidado alternativo o acogimiento residencial para niñas, niños y adolescentes sin 

cuidado parental o familiar.  

II. Autorización sanitaria expedida por la Secretaría de Salud, en la que se precise que 

las instalaciones cuentan con las condiciones de salubridad e higiene, que como mínimo, 

se deben observar para prestar el servicio. 

III. Autorización en materia de protección civil, expedida por la Secretaría General de 

Gobierno, a través de la Coordinación Estatal de Protección Civil, en la cual se precise 

que las instalaciones, para operar, cuentan con todas las medidas de seguridad previstas 

en la presente Ley y en las demás disposiciones jurídicas aplicables.  

IV. Identificación oficial o, en su caso, acta constitutiva y los documentos que acrediten 

la representación legal del interesado.  

V. Presentar documentación relativa a la constitución de los Centros de Asistencia 

Social.  

VI. Documento de no antecedentes penales expedido por la Procuraduría General de 

Justicia del Estado de México de la persona física y, en su caso, de todos los asociados 

de la persona jurídica colectiva. Dicho documento deberá presentarse anualmente.  

VII. El Programa Interno de Protección Civil.  

VIII. Copia de su Reglamento Interior y de su modelo de atención.  

El DIFEM podrá auxiliarse del Instituto de Verificación Administrativa del Estado de 

México a fin de llevar a cabo las visitas de verificación en materia de salud y protección 

civil.  

Artículo 13. Recibida la solicitud, el DIFEM en un plazo no mayor a cinco días hábiles, 

comunicará al interesado si se tiene o no por cumplidos los requisitos de carácter 

documental.  
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Ante la omisión de cualquiera de los requisitos, el DIFEM otorgará hasta cinco días 

hábiles para que el interesado cumpla con los mismos, de no hacerlo se negará el trámite 

y le será devuelta su documentación.  

El DIFEM podrá en cualquier momento solicitar documentos adicionales, que permitan 

corroborar la atención brindada a niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 14. Una vez que se cuente con la validación favorable de los documentos, el 

DIFEM en un plazo no mayor a quince días hábiles, otorgará al interesado la fecha de 

visita de supervisión. Tres días hábiles siguientes a la visita, el DIFEM emitirá la 

resolución correspondiente.  

Capítulo III 

De las obligaciones de los centros de asistencia social 

Artículo 15. Son obligaciones de los titulares o representantes legales de los Centros de 

Asistencia Social:  

I. Garantizar el cumplimiento de las disposiciones establecidas en esta Ley y la Ley 

General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes para formar parte del Registro 

Estatal y Nacional de Centros de Asistencia Social del Sistema Nacional.  

II. Operar y mantener actualizado un registro de niñas, niños y adolescentes bajo su 

custodia con la información de la situación jurídica en la que se encuentren, y remitirlo 

mensualmente al DIFEM. 

III. Asegurar que las instalaciones tengan en lugar visible, la constancia de registro de 

incorporación al Registro Nacional de Centros de Asistencia Social.  

IV. Garantizar que el Centro de Asistencia Social cuente con un Reglamento Interno, 

aprobado por el DIFEM.  

V. Garantizar que El Centro de Asistencia Social cumpla con las disposiciones en materia 

de protección civil, en términos de los ordenamientos jurídicos aplicables.  

VI. Permitir el acceso al DIFEM para que realice la verificación periódica que 

corresponda, en términos de las disposiciones aplicables y, en su caso, atender sus 

recomendaciones.  

Esta verificación deberá observar el seguimiento de la situación jurídica y social, así 

como la atención médica y psicológica de las niñas, niños o adolescentes, así como su 

proceso de reintegración.  

VII. Informar al DIFEM, cuando el ingreso de una niña, niño o adolescente corresponda 

a una situación distinta a la derivada de la actuación de alguna autoridad, o tenga 

conocimiento de que peligra su integridad física, estando bajo su custodia, a fin de 

iniciar los procedimientos de protección especial de forma oportuna, identificar la 

mejor solución para el niño, niña o adolescente y, en su caso, evitar su permanencia en 

el Centro de Asistencia Social, dado su carácter de último recurso y excepcional.  

VIII. Proporcionar seguridad, atención médica y psicológica, así como asesoría jurídica 

a niñas, niños y adolescentes bajo su custodia, a través del personal capacitado.  
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IX. Dar atención y seguimiento a las recomendaciones emitidas por las autoridades 

competentes.  

X. Realizar acciones específicas para fortalecer la profesionalización, capacitación y 

formación especializada del personal de los Centros de Asistencia Social.  

XI. Supervisar y evaluar de manera periódica a su personal. XII. Hacer del conocimiento 

del Ministerio Público de los egresos no autorizados de niñas, niños y adolescentes.  

XIII. Las demás obligaciones establecidas en la presente Ley y demás disposiciones 

jurídicas aplicables.  

Artículo 16. Los Centros de Asistencia Social tendrán un padrón que debe ser 

actualizado de manera mensual y contendrá como mínimo lo siguiente:  

I. Nombre, nacionalidad, origen étnico, en su caso, datos de identificación y estado de 

salud.  

II. Fotografía de la niña, niño o adolescente al momento de su ingreso, la cual será 

actualizada cada seis meses hasta su egreso.  

III. Fecha, hora y circunstancias específicas de ingreso.  

IV. Nombre y domicilio de la persona que hace entrega de la niña, niño o adolescente, 

en su caso. 

V. Nombre y domicilio de las personas que ejerzan la custodia, tutela o patria potestad 

sobre la niña, niño o adolescente.  

VI. Fecha y circunstancias de egreso, en su caso, así como los datos de identificación de 

la persona a la que se le entregó.  

Artículo 17. Las instalaciones de los Centros de Asistencia Social observarán, sin 

menoscabo de los requisitos que señale la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 

y Adolescentes y la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 

México, lo siguiente:  

I. Contar con medidas de seguridad, protección y vigilancia necesarias para garantizar 

la comodidad, higiene, espacio idóneo de acuerdo con la edad, sexo o condición física o 

mental de niñas, niños y adolescentes alojados, de manera tal que se permita un entorno 

adecuado y libre de violencia, en los términos de las disposiciones aplicables.  

II. Alojar y agrupar a niñas, niños y adolescentes, de acuerdo con su edad y sexo, en las 

áreas de dormitorios, sin que por ningún motivo estos puedan ser compartidos por 

adultos, salvo que necesiten ser asistidos.  

III. Contar con áreas físicas con dimensiones en promedio de dos metros cuadrados por 

persona, área de alimentación y preparación de alimentos, a la que no tengan acceso las 

niñas, niños y adolescentes, áreas comunes para el desarrollo de actividades físicas, de 

recreación o lúdicas y enfermería, con personal debidamente capacitados.  

IV. Contar con instalaciones sanitarias necesarias y suficientes, atendiendo al sexo de 

las niñas, niños y adolescentes albergados, y con sanitarios exclusivos para el uso del 

personal.  
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V. Contar con accesos adecuados para las niñas, niños y adolescentes albergados que 

presenten alguna discapacidad.  

VI. Tener suficiente iluminación natural y artificial y la ventilación necesaria, así como 

pisos, paredes, escaleras, acabados y demás instalaciones que no representen peligro. 

Toda escalera dispondrá de pasamanos y material antiderrapante, estando prohibido las 

escaleras helicoidales.  

VII. Disponer de extintores suficientes, señalización y avisos de protección civil, rutas 

de evacuación, salidas de emergencia y detectores de humo y demás medidas en materia 

de protección civil.  

VIII. Todo mobiliario estará anclado o fijo a muros o techos.  

IX. En caso de contar con área de estacionamiento, garantizar las medidas para 

controlar el acceso de personas y vehículos.  

X. Llevar un estricto control de acceso para el personal y visitantes con suficientes 

medidas de seguridad.  

XI. Habilitar espacios de alojamiento temporal para recibir a niñas, niños y adolescentes 

migrantes no acompañados.  

Artículo 18. Los Centros de Asistencia Social deben contar con el siguiente personal:  

I. Un responsable de la coordinación o dirección. 

II. Los especializados en proporcionar educación, atención psicológica, actividades de 

estimulación, formación, promoción y autocuidado de la salud, atención médica y 

actividades de orientación social y de promoción de la cultura de la protección civil, 

conforme a las disposiciones aplicables.  

III. El número de personas que presten sus servicios en cada Centro de Asistencia Social 

privado será determinado en función de la capacidad económica de estos, así como del 

número de niñas, niños y adolescentes que tengan bajo su custodia, debiendo contar con 

por lo menos una persona de atención por cada cuatro niñas o niños menores de un año, 

y una persona de atención por cada ocho mayores de esa edad.  

Los especialistas deberán contar con título profesional y cédula profesional. Las 

personas que estarán a cargo de las niñas, niños y adolescentes deberán contar con el 

perfil específico que se determine en las disposiciones reglamentarias 

correspondientes.  

Capítulo IV  

Del Registro Estatal de Centros de Asistencia Social  

Artículo 19.  

El DIFEM integrará el Registro Estatal de Centros de Asistencia Social, el cual deberá 

contar con los siguientes datos:  

I. Nombre o razón social y domicilio del Centro de Asistencia Social.  
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II. Censo de la población albergada, que incluya sexo, edad y situación jurídica, y el 

seguimiento al proceso de reincorporación familiar o social.  

III. Relación del personal que labora en el Centro de Asistencia Social, incluyendo al 

director general y representante legal, así como la figura jurídica bajo la cual opera.  

El registro a que hace referencia este artículo deberá ser público y consultable en la 

página de internet del DIFEM, con excepción de la información a que se refiere la 

fracción II del presente artículo.  

TÍTULO TERCERO 

PROCEDIMIENTOS PARA LA REINTEGRACIÓN DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES 

Capítulo I 

Generalidades para la reintegración  

de niñas, niños y adolescentes 

Artículo 20. La reintegración de las niñas, niños y adolescentes tiene como propósito 

favorecer su recuperación biopsicosocial, mediante la ubicación con su familia de 

origen, extensa, o con la persona con quien existe un vínculo afectivo óptimo para su 

desarrollo, atendiendo a su interés superior.  

Artículo 21. En todos los casos en que sean puestos a disposición del Ministerio Público 

niñas, niños y adolescentes que requieran del cuidado y asistencia del Estado, a través 

de los Centros de Asistencia Social, el Ministerio Público deberá practicar las diligencias 

de investigación legalmente procedentes.  

Al efecto, el Ministerio Público elaborará la ficha de identificación de la niña, niño o 

adolescente que difundirá en la página de internet de la Procuraduría General de Justicia 

del Estado de México y ordenará su publicación cuando menos en un periódico de los de 

mayor circulación a nivel estatal y solicitará, vía colaboración, a la Procuraduría 

General de la República su difusión a nivel nacional, a efecto de posibilitar que, en su 

caso, pueda ser reconocido por sus familiares para una posible reintegración.  

Artículo 22. Una vez practicadas las diligencias básicas, el Ministerio Público deberá 

dictar acuerdo, debidamente fundado y motivado, por el que ordene el traslado en un 

plazo que no deberá exceder de veinticuatro horas al Centro de Asistencia Social del 

DIFEM, de los sistemas municipales DIF, los Centros de Asistencia Social privados 

autorizados.  

Artículo 23. El Ministerio Público al canalizar a niñas, niños y adolescentes al DIFEM o 

a centros de asistencia municipales o privados deberá presentar:  

I. Oficio de canalización para su guarda y cuidado.  

II. Certificado médico.  

Tratándose de la canalización a centros de asistencia privados o de los DIF municipales, 

deberá entregar copia de conocimiento al DIFEM. 
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 En caso de haber canalizado a la niña, niño o adolescente a una familia de acogida, debe 

de informar al DIFEM para que este de seguimiento y defina su situación jurídica.  

Artículo 24. Corresponde al Ministerio Público realizar las investigaciones necesarias 

respecto de niñas, niños y adolescentes que sean puestos a su disposición, para que se 

determine el origen, la edad aparente y demás circunstancias relacionadas. Para lo 

anterior, se auxiliará de las autoridades competentes e instancias que estime 

convenientes, dicha investigación deberá realizarse en un plazo que no exceda de diez 

días hábiles.  

Si durante la investigación resulta procedente la reintegración con algún integrante de 

la familia de origen o extensa, ordenará al DIFEM el cumplimiento de la misma, quien 

remitirá las constancias que así lo acrediten. En su caso, citará a la familia de acogida 

correspondiente para que presente a la niña, niño o adolescente para llevar a cabo su 

reintegración.  

De no resultar procedente la reintegración lo informará al DIFEM, debiendo remitir 

copia certificada de la carpeta de investigación, adquiriendo el DIFEM una tutela 

provisional, la guarda y custodia de la niña, niño o adolescente, a fin de llevar a cabo la 

investigación procedente para reintegrarla o reintegrarlo con algún integrante de su 

familia de origen, extensa o de acogimiento, esto en un plazo de diez días hábiles.  

Concluido ese plazo, la niña, niño o adolescente debe de entregarse a la persona o 

personas con las que se encontrará. En caso de que se haya reintegrado con algún 

integrante de su familia de origen o extensa, procederán ya solo los seguimientos 

correspondientes. Si no fuera así, se iniciarán las convivencias con la familia de 

acogimiento que corresponda, para continuar, en su caso, con la adopción. 

Artículo 25. Toda persona que encuentre a un expósito deberá presentarlo de forma 

inmediata ante el Ministerio Público o, en su defecto, con cualquier autoridad de 

seguridad pública, con los vestidos, documentos o cualquier otro objeto encontrado que 

pudiera conducir a su posterior identificación, y declarará la fecha, hora y lugar donde 

lo hubiere hallado, así como las demás circunstancias que hayan concurrido.  

Artículo 26. El Ministerio Público canalizará al expósito de forma inmediata al DIFEM, 

mismo que de considerarlo oportuno, podrá enviarlos a los DIF municipales o 

instituciones acreditadas que cuenten con Centros de Asistencia Social acreditados por 

el mismo, presentando:  

I. Oficio de canalización para su guarda y cuidado.  

II. Certificado médico.  

Corresponde al Ministerio Público realizar las investigaciones necesarias respecto al 

expósito que sea puesto a su disposición, la cual deberá realizarse en un plazo que no 

exceda de cuarenta y ocho horas.  

Si durante la investigación comparece persona alguna deduciendo derecho en favor del 

expósito y se determina procedente la reintegración, se ordenará al DIFEM el 

cumplimiento de la misma, quien remitirá las constancias que así lo acrediten.  
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De no existir persona alguna que deduzca derecho en favor del expósito, se informará 

al DIFEM, debiendo remitir copia certificada de la carpeta de investigación, adquiriendo 

el DIFEM la tutela, guarda y custodia del expósito, a fin de que se inicie de manera 

inmediata el procedimiento de adopción.  

Artículo 27. Cuando se trate de expósitos y no habiendo encontrado quien pudiere 

ejercer la patria potestad de la niña, niño o adolescente, el DIFEM o el DIF municipal en 

su caso, donde se encuentre el menor de edad, presentará al mismo ante el Oficial del 

Registro Civil, con los documentos que se hubieran encontrado y los resultados de las 

investigaciones, con la finalidad de que se realice el registro del mismo.  

Artículo 28. En el acta del Registro Civil que se levante se expresará la edad aparente 

y el sexo, se asignará al menor de edad un nombre y apellidos, que deberán de ser de 

uso común en la región donde haya sido encontrado, se asentará como fecha probable 

de nacimiento la determinada en la constancia expedida por el médico legista y se 

señalará como lugar de nacimiento, aquel del municipio donde el menor de edad fuere 

encontrado.  

Capítulo III 

De los entregados voluntariamente por los padres biológicos 

Artículo 29. La madre y el padre, o cualquiera de ellos que deseen entregar a su hija o 

hijo, deberán acudir con identificación oficial para tal efecto ante el DIFEM, los sistemas 

municipales DIF o los Centros de Asistencia Social de las instituciones acreditadas.  

Tratándose de entregas voluntarias realizadas a las instituciones acreditadas, estás 

informarán al DIFEM dentro de un plazo no mayor a cuarenta y ocho horas con las 

circunstancias particulares.  

Artículo 30. Para la entrega voluntaria, los padres biológicos deberán adjuntar el acta 

de nacimiento o certificado único de nacimiento para comprobar la filiación, a falta de 

esos documentos deberá darse vista al Ministerio Público.  

Artículo 31. El DIFEM, los sistemas municipales DIF o las instituciones acreditadas que 

cuenten con Centros de Asistencia Social, en su caso, entrevistará a la madre y al padre, 

o con aquel de ellos que se encontrara presente, a fin de comprobar que han sido 

debidamente informadas de las consecuencias y efectos jurídicos de la entrega.  

Tratándose de los Centros de Asistencia Social de las instituciones acreditadas, deberán 

demostrar fehacientemente tanto al DIFEM como a la autoridad jurisdiccional que la 

madre, el padre o cualquiera de ellos que hiciera la entrega, tienen pleno conocimiento 

de las consecuencias y efectos de la misma.  

Artículo 32. El DIFEM, los sistemas municipales DIF o las instituciones acreditadas que 

cuenten con Centros de Asistencia Social, desde el momento de su entrega, asumirán los 

cuidados y atenciones a fin de garantizar y preservar los derechos de niñas, niños y 

adolescentes.  

En el caso de niñas, niños o adolescentes presentados para entrega, que se encontraban 

viviendo en un núcleo familiar, se buscará la reintegración con la familia de origen o 

extensa, según corresponda, mediante el acogimiento familiar en un plazo no mayor a 
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diez días hábiles. En caso que por alguna circunstancia esto sea contrario al interés 

superior de las niñas, niños o adolescentes, se buscará la integración a una familia en 

acogimiento mientras se resuelve su situación en los términos de la presente Ley.  

En el caso de recién nacidos o hasta los seis meses, de los cuales no exista una 

integración con la familia de origen o extensa, se determinará por la voluntad de quien 

ejerce la Patria Potestad, se respetará su decisión sobre la medida de protección de los 

derechos de la niña, niño o adolecente para que sea el DIFEM, los Sistemas Municipales 

DIF o la Institución Acreditada quien proteja y garantice dichos derechos a través de la 

figura de adopción.  

Artículo 33. La madre y el padre, la madre soltera, el padre soltero, que deseen entregar 

a su hija o hijo recién nacido en adopción a alguien específico, deberán acudir para tal 

efecto ante el DIFEM o sistemas municipales DIF con identificación oficial, acta de 

nacimiento de la niña, niño o adolescente o certificado único de nacimiento con la 

finalidad de acreditar la filiación. A falta de cualquiera de estos, se dará vista al 

Ministerio Púbico.  

Para tales efectos, se escuchará la motivación de el padre, la madre o aquel de ellos que 

se encontrara presente para determinar lo siguiente:  

I. Que han sido debidamente informados de las consecuencias y efectos jurídicos de la 

adopción.  

II. Que no medie en su determinación remuneración económica, dolo o coacción alguna.  

III. Que la adopción responde al interés superior de la niña, niño o adolescente.  

Artículo 34. En caso de encontrarse alguna de las circunstancias descritas con 

anterioridad, el DIFEM o, en su caso, el DIF municipal otorgará apoyo psicológico y 

asistencia jurídica a la madre y/o al padre para que estén en posibilidades de dar a su 

hija o hijo las condiciones de bienestar y cuidado con pleno respeto a sus derechos y en 

caso podrá ofrecer el cuidado alternativo en los Centros de Asistencia Social apropiados 

para sus necesidades.  

En caso de detectarse que son víctimas de un delito, el DIFEM o el DIF municipal, 

correspondiente lo harán del conocimiento al Ministerio Público.  

Artículo 35. El DIFEM desde el inicio del procedimiento podrá asumir el cuidado y 

atención de la niña o niño con la finalidad de entregarla o entregarlo en adopción, 

atendiendo su interés superior, siempre y cuando no esté ya viviendo con alguna 

persona o personas. En este último caso, el DIFEM llevará a cabo las valoraciones 

conducentes, debiendo permanecer la niña, niño o adolescente con la persona o 

personas con las que se encuentra ya viviendo.  

Artículo 36. El consentimiento que se haya otorgado podrá ser objeto de desistimiento 

ante los Centros de Asistencia Social de carácter público o privado, ante quien se realice 

la entrega, hasta antes de que se emita una resolución judicial que determine su 

situación jurídica.  
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Los sistemas municipales DIF y los Centros de Asistencia Social privados autorizados, 

deberán de informar al DIFEM sobre el desistimiento y la reintegración de las niñas, 

niños y adolescentes.  

Capítulo IV  

Del trámite para la reintegración  

Artículo 37. Para efectos de lo previsto en el presente Capítulo, el DIFEM y en su caso 

los sistemas municipales DIF, tendrán las atribuciones siguientes:  

I. Determinar la reintegración de las niñas, niños y adolescentes que tenga bajo su 

guarda y cuidado con su familia de origen, extensa o de acogimiento, atendiendo a las 

características de cada uno de ellos.  

II. Autorizar las modalidades de convivencia previstas en esta Ley.  

III. Realizar las valoraciones correspondientes para dictaminar sobre la viabilidad de la 

reintegración.  

IV. Dar seguimiento a la reintegración por un periodo de tres meses, que podrá 

incrementarse, atendiendo las circunstancias particulares de cada caso.  

Artículo 38. El trámite para la reintegración de una niña, niño o adolescente inicia con 

la localización de algún integrante de la familia de origen, extensa o alguna otra 

persona, que sin tener parentesco, demuestre haberse hecho cargo del cuidado y 

atención de la niña, niño o adolescente y que desee integrarle a su núcleo familiar, 

mediante la solicitud escrita que al efecto realice.  

El DIFEM y los Sistemas Municipales DIF proporcionarán asesoría jurídica a las 

personas interesadas en reintegrar a la niña, niño o adolescente y realizará las 

valoraciones correspondientes con el propósito de determinar su viabilidad, en cuyo 

caso se dará vista a la Junta Multidisciplinaria para los efectos correspondientes.  

Las valoraciones tienen por objeto examinar al o los interesados en los aspectos 

inherentes a cada materia. La etapa de valoraciones no deberá exceder de diez días 

hábiles y deberá de contemplar su realización a todos los miembros que habiten el 

domicilio donde se pretende reintegrar a la niña, niño o adolescente. 

Artículo 39. El integrante de la familia de origen o extensa que desee reintegrar a la 

niña, niño o adolescente a su núcleo familiar deberá acudir al DIFEM, a los sistemas 

municipales DIF o a los Centros de Asistencia Social, según corresponda, a realizar dicha 

manifestación en un plazo no mayor a diez días hábiles, contados a partir del ingreso 

de la niña, niño o adolescente al Centro de Asistencia Social correspondiente.  

El DIFEM, deberá dar aviso de forma inmediata al Sistema Local de Protección, al 

Sistema Nacional de Protección Integral a fin de que a través del Sistema local y nacional 

de Información se determine si se trata de alguna niña, niño o adolescente relacionado 

a alguna búsqueda.  

Transcurrido dicho plazo sin que algún integrante de la familia de origen o extensa 

manifieste su interés respecto de la reintegración, el DIFEM, los Sistemas Estatales DIF 

o los Centros de Asistencia Social estarán facultados de iniciar el proceso de 
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acogimiento, o acogimiento pre adoptivo o el acogimiento residencial según sea cada 

caso.  

Artículo 40. A la solicitud de reintegración deberá acompañarse solo la documentación 

siguiente:  

I. Original y copia para su cotejo, de la identificación oficial vigente con fotografía del 

o de los solicitantes.  

II. Copia certificada del acta de nacimiento del o de los solicitantes.  

III. Comprobante de domicilio del o de los solicitantes.  

IV. Aquella que acredite el parentesco o relación con la niña, niño o adolescente.  

Todos los documentos se entregarán en original para cotejo, acompañados de una copia 

simple. Únicamente se integrará el expediente si a la solicitud se adjunta la 

documentación requerida.  

Al efecto, las autoridades competentes para la expedición de los documentos referidos 

en el presente artículo están obligadas a brindar el apoyo y facilidades necesarias con 

el objeto de que se emitan a la brevedad posible.  

Los solicitantes deberán aceptar, expresamente, que el DIFEM, los sistemas municipales 

DIF realicen el seguimiento a la niña, niño o adolescente sujeto de reintegración, 

permitiendo el acceso de la trabajadora social a su domicilio debiendo notificar al 

organismo cualquier cambio de domicilio.  

Artículo 41. El formato de reintegración deberá contener los datos del solicitante 

siguientes:  

I. Nombre y domicilio.  

II. Edad.  

III. Estado Civil.  

IV. Parentesco con la niña, niño o adolescente, en su caso.  

Artículo 42. Transcurridos los plazos señalados tanto para el DIFEM como para el 

Ministerio Público, sin que haya sido declarada procedente la reintegración en caso de 

haberse solicitado o que los familiares no se hayan presentado oportunamente, se 

considerará a la niña, niño o adolescente en estado de abandono, con lo cual el DIFEM 

promoverá, en un plazo no mayor a cinco días naturales, ante el órgano jurisdiccional, 

la demanda de conclusión de la patria potestad y emitirá el Informe de Adoptabilidad.  

Artículo 43. De existir dos o más alternativas con o sin parentesco, el DIFEM, o los 

sistemas municipales DIF, según corresponda, realizarán las respectivas valoraciones 

de modo paralelo, a efecto de determinar la viabilidad de reintegración y la opción que, 

en su caso, satisfaga su interés superior de niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 44. Concluida la etapa de valoraciones, se determinará la reintegración 

mediante un Acta de Reintegración, aprobada en la sesión inmediata de la Junta 
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Multidisciplinaria y en la que, atendiendo al caso, se establezca un plazo para realizar 

el seguimiento.  

Cuando derivado del seguimiento se verifique cualquier tipo de violación a los derechos 

de las niñas, niños y adolescentes, el DIFEM revocará el Acta de Reintegración y ejercerá 

las facultades que le otorga la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.  

Articulo 45. La familia de acogida, se hará cargo del cuidado, protección, crianza 

positiva y la promoción del bienestar social de la niña, niño o adolescente como una 

medida temporal de protección en tanto se resuelve la reintegración a la familia de 

origen, extensa o la colocación en la familia de acogida pre adoptiva.  

Capítulo V 

De la asistencia social a niñas, niños y adolescentes migrantes extranjeros 

Artículo 46. El Ministerio Público cuando tenga conocimiento de algún asunto en el que 

se encuentren involucrados niñas, niños o adolescentes migrantes extranjeros, deberá 

informar en el término de veinticuatro horas al Instituto Nacional de Migración, para 

que se pronuncie al respecto; mientras tanto y a fin de proporcionarles atención 

adecuada los podrá canalizar a los Centros de Asistencia Social públicos.  

Asimismo, deberá informar al DIFEM a cerca de las canalizaciones que realice respecto 

de niñas, niños o adolescentes migrantes extranjeros, a los Centros de Asistencia Social 

pertenecientes a los Sistemas Municipales DIF, en un plazo no mayor a cuarenta y ocho 

horas; a fin de integrarlos al registro correspondiente.  

Artículo 47. El DIFEM y los Sistemas Municipales DIF que reciban niñas, niños y 

adolescentes migrantes extranjeros, a través de las Procuradurías de Protección, 

deberán informarlo al Instituto Nacional de Migración; sin perjuicio de las acciones que 

al efecto realice el Ministerio Público.  

Artículo 48. Los Centros de Asistencia Social que reciban a niñas, niños o adolescentes 

migrantes extranjeros, tendrán la obligación de favorecer en todo momento su sano 

crecimiento físico, mental y social; en tanto es resuelta su situación migratoria, 

conforme lo dispuesto en la Ley de la materia.  

Artículo 49. Transcurridos noventa días naturales posteriores al informe dado al 

Instituto Nacional de Migración y de no obtener pronunciamiento sobre la situación 

migratoria de la niña, niño o adolescente; el DIFEM a través de la Procuraduría de 

Protección, podrá solicitar a dicho Instituto su autorización para reintegrarlos 

provisionalmente a una familia de acogida, atendiendo en todo momento a su interés 

superior. 

Artículo 50. El Ministerio Público deberá informar trimestralmente al DIFEM, sobre el 

seguimiento de la investigación, así como del estatus de la situación migratoria de la 

niña, niño o adolescente; debiendo agilizar los trámites que al efecto correspondan; 

hasta lograr que el Instituto Nacional de Migración determine de que manera se 

resolverá su situación jurídica.  

Capítulo VI 

Modalidades de convivencia 
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Artículo 51. Las niñas, niños y adolescentes albergados podrán convivir con personas 

ajenas al Centro de Asistencia Social en las modalidades siguientes:  

I. De asueto:  

a) Fin de semana.  

b) Vacaciones.  

c) Días festivos.  

d) Convivencia interna.  

e) Hogar provisional.  

II. Económicas:  

a) Tutoría para estudios.  

b) Tutoría médica.  

c) Tutoría deportiva.  

d) Tutoría artísticas y culturales.  

e) Tutoría laboral.  

Se entenderá por hogar provisional, el núcleo familiar que proporciona alojamiento 

temporal, cuidados y atenciones a una niña, niño o adolescente en situación de 

vulnerabilidad con el objeto de brindarle un ambiente propicio para su atención 

integral, previa las respectivas valoraciones a efecto de determinar su viabilidad 

satisfaciendo el interés superior de niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 52. El DIFEM, los sistemas municipales DIF y los Centros de Asistencia Social 

podrán autorizar la convivencia de niñas, niños y adolescentes albergados atendiendo 

al interés superior de niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 53. A la solicitud referida en el artículo anterior deberá adjuntarse:  

I. Copia de identificación oficial vigente y original para su cotejo.  

II. Carta responsiva debidamente requisitada. 

III. Opinión favorable del área de psicología del DIFEM. Reunidos estos requisitos, el 

DIFEM podrá autorizar, la convivencia respectiva. 

TÍTULO CUARTO 

DE LA ADOPCIÓN 

Capítulo I 

Efectos de la adopción 

Artículo 54. Por la adopción, el adoptado adquiere la calidad de hijo consanguíneo de 

los adoptantes.  
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En caso de fallecimiento del adoptante o adoptantes, el adoptado tendrá derecho a 

recibir alimentos en términos de lo establecido en el Código Civil del Estado de México.  

Artículo 55. La adopción extingue la filiación existente entre el adoptado y sus 

progenitores y el parentesco con las familias de estos, salvo para los impedimentos de 

matrimonio.  

Artículo 56. La adopción producirá sus efectos aunque sobrevengan hijos al adoptante.  

Capítulo II 

Capacidad, requisitos y consentimiento 

Artículo 57. La persona mayor de veintiún años puede adoptar a una o más niñas, niños 

y adolescentes susceptibles de adopción, cuando acredite:  

I. Que tiene más de diez años que el adoptado.  

II. Tener medios para proveer los alimentos del adoptado.  

III. Que cuenta con el Certificado de Idoneidad, con base en los estudios médico, 

psicológico, de trabajo social y socioeconómico.  

Artículo 58. Los cónyuges y los concubinos podrán adoptar cuando estén de acuerdo 

entre sí.  

Artículo 59. El tutor no puede adoptar al pupilo, sino hasta después de que hayan sido 

aprobadas las cuentas de la tutela.  

Artículo 60. Podrán ser adoptados niñas, niños, adolescentes e incapaces de los cuales 

se cuente con informe de adoptabilidad dentro de los siguientes supuestos:  

I. Las niñas, niños y adolescentes abandonados, expósitos o huérfanos, o que hayan sido 

acogidos derivado de un hecho presuntamente constitutivo de delito, cuya reintegración 

a su familia de origen o extensa no haya sido posible o por no resultar benéfico a su 

interés superior.  

II. Las niñas, niños o adolescentes que han sido entregados voluntariamente para su 

adopción a centros de asistencia social legalmente acreditados según las disposiciones 

de la presente Ley. 

III. Para efectos de adopción, los centros de asistencia social privados deberán informar 

al DIFEM del inicio del procedimiento, a fin de manifestar, en su caso, lo que a su 

derecho e interés convenga como tutor de las niñas, niños y adolescentes.  

IV. La mujer que solicitó mantener en secreto su identidad en el momento del parto y la 

reserva sobre el nacimiento deberá entregar inmediatamente a la niña o niño al DIFEM, 

para efectos de iniciar el proceso correspondiente.  

V. Aquellos cuya tutela legal haya sido conferida a las instituciones descritas en la 

fracción anterior por resolución judicial.  

VI. Aquellos sobre los que no existe quién ejerza la patria potestad o existiendo no 

manifiesten su voluntad para ejercerla, en este último caso, previa resolución judicial 

que determine la conclusión de la patria potestad.  
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VII. Los hijos del cónyuge o concubino.  

Artículo 61. Cuando se trate de un grupo de hermanos, el DIFEM, a través de la Junta 

Multidisciplinaria, determinará si es conveniente dar en adopción a alguno por 

separado, procurando siempre que la separación signifique salvaguardar el bien 

superior de los hermanos, para lo cual, deberá tomar en cuenta, por lo menos los 

siguientes supuestos:  

I. Que por el número de hermanos no sea factible su adopción por el mismo adoptante.  

II. Que alguno o algunos de los hermanos tengan problemas de salud.  

III. La diferencia de edad entre los hermanos.  

Artículo 62. En la adopción deben consentir, en sus respectivos casos:  

I. El que ejerce la patria potestad sobre la niña, niño o adolescente que se pretende 

adoptar, salvo que se trate de abandonados, expósitos o entregados a Centros de 

Asistencia Social legalmente acreditados. Las niñas, niños y adolescentes entregados a 

Centros de Asistencia Social de carácter privado solo podrán ser adoptados, previo 

consentimiento del DIFEM.  

 II. El DIFEM o los Sistemas Municipales DIF que cuenten con centros de asistencia 

social, cuando se trate de un abandonado, expósito o entregado a alguna institución 

pública o privada, quien ejercerá la tutela legítima desde el momento que se realice la 

entrega, sin perjuicio de otorgar la guarda y custodia al Centro de Asistencia o 

institución acreditada que recibió a la niña, niño y adolescente.  

III. Los Centros de Asistencia y/o las Instituciones acreditadas que tengan la guarda y 

cuidado de la niña, niño o adolescente que se pretende adoptar.  

IV. El tutor de quien se va a adoptar.  

V. Las personas que hayan acogido al que se pretende adoptar.  

VI. El Ministerio Público a falta de los anteriores, o cuando quien lo acogió pretenda 

adoptarlo. 

VII. El Juez, cuando el tutor, el Ministerio Público o el acogedor no consientan la 

adopción. En todos los casos, las niñas, niños y adolescentes deberán ser escuchados 

atendiendo a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, para lo cual se 

recurrirá a todos los medios técnicos y humanos necesarios para que exprese su opinión, 

acorde a su edad, sin causarle perjuicio.  

Capítulo III 

De las autoridades en el proceso de adopción 

Sección Primera 

Del DIFEM y los DIF municipales 

Artículo 63. En materia de adopción, el DIFEM y los sistemas municipales DIF en su 

caso, tienen las obligaciones siguientes:  
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I. Fomentar y promover la estabilidad y el bienestar de las familias, teniendo como 

prioridad la unidad familiar, para evitar la separación de niñas, niños y adolescentes de 

quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, o de sus familiares 

biológicos.  

II. Realizar acciones necesarias de prevención, protección física y jurídica de las niñas, 

niños y adolescentes cuyos derechos hayan sido vulnerados.  

III. Proporcionar, de forma gratuita, los servicios de asistencia jurídica y orientación a 

las niñas, niños y adolescentes, a sus progenitores, familiares, tutores o quienes los 

tengan bajo su cuidado.  

IV. Patrocinar y representar a las niñas, niños y adolescentes ante los órganos 

jurisdiccionales en los trámites o procedimientos, hasta que se dicte resolución judicial 

que determine la adopción.  

V. Denunciar ante el Ministerio Público los actos o hechos que atenten contra los 

derechos de las niñas, niños y adolescentes presuntamente constitutivos del delito.  

VI. Coadyuvar con el Ministerio Público y con los órganos jurisdiccionales para la eficaz 

resolución de los procedimientos.  

VII. Llevar a cabo los estudios jurídicos, psicológicos, médicos y de trabajo social de los 

solicitantes e incluir los resultados en un oficio de viabilidad.  

VIII. Atender psicológicamente a la niña, niño o adolescente que será adoptado, durante 

el procedimiento respectivo.  

IX. Coadyuvar en la resolución de la situación jurídica de niñas, niños y adolescentes.  

X. Autorizar a los profesionistas de psicología, trabajo social y médico de las 

Instituciones acreditadas para que realicen las valoraciones correspondientes para 

incluirlas en la solicitud que se presenta al DIFEM a efecto de emitir en su caso el oficio 

de viabilidad.  

Artículo 64. Corresponde al DIFEM y en su caso a los Sistemas Municipales o 

instituciones acreditadas que cuenten con Centros de Asistencia Social: 

I. Promover, en vía judicial, la entrega de las niñas, niños y adolescentes, nombramiento 

de tutor, conclusión de patria potestad y/o pérdida de patria potestad, según sea el caso, 

ante el Juez Familiar de Primera Instancia y coadyuvar con este para la rápida 

resolución del procedimiento, sin menoscabo de que lo realice algún particular.  

II. Gestionar y patrocinar las adopciones, a excepción de aquellas en las que se trate del 

hijo o hija del cónyuge, concubinario o concubina  

Artículo 65. Corresponde de manera exclusiva al DIFEM:  

I. Crear un padrón de instituciones públicas y privadas que tengan en guarda, cuidado 

o custodia, a niñas, niños y adolescentes susceptibles de adopción, y mantenerlo 

actualizado.  
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II. Llevar un registro actualizado de las niñas, niños y adolescentes susceptibles de ser 

adoptados y de los solicitantes, incluyendo aquellos que fueron sujetos a alguna sanción 

por incumplimiento de esta Ley.  

III. Emitir el oficio de viabilidad de los solicitantes de adopción que han concluido 

favorablemente con las valoraciones de psicología, médico y trabajo social y que son 

propuestos por los profesionistas del DIFEM, o los acreditados de las Instituciones 

Privadas.  

IV. Emitir el Informe de Adoptabilidad respecto de niñas, niños y adolescentes.  

V. Realizar, a través de la Junta Multidisciplinaria, la asignación de las niñas, niños y 

adolescentes en estado de adoptabilidad a una familia para su adopción  

VI. Resolver las propuestas de asignación que le son presentadas por los Sistemas 

Municipales DIF que cuenten con centros de asistencia y las Instituciones acreditadas 

para que se emitan los informes de Adoptabilidad y los Certificados de Idoneidad de 

aquellos solicitantes de los cuales se cuenta con oficio de viabilidad.  

VII. Expedir el Certificado de Idoneidad a favor de los solicitantes.  

VIII. Promover la capacitación permanente de los servidores públicos encargados de los 

servicios jurídicos, psicológicos, de trabajo social y médicos que atiendan las solicitudes 

de adopción  

IX. Orientar y asesorar a la familia biológica de la niña, niño o adolescente que se 

pretende dar en adopción y a los solicitantes sobre las implicaciones de la misma, los 

derechos, las consecuencias jurídicas, emocionales, sociales y demás aspectos que 

posibiliten que la adopción se efectúe en condiciones de bienestar y satisfacción.  

X. Intervenir como órgano de consulta en los procedimientos de adopción en los 

términos que disponga esta Ley o la autoridad judicial, en su caso.  

XI. Celebrar convenios con el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia 

y demás sistemas de las entidades federativas para que las niñas, niños y adolescentes 

albergados en el Estado de México puedan recibir asistencia social y ser susceptibles de 

adopción a través de dichos organismos.  

XII. Efectuar cada seis meses una visita a la familia adoptante y entrevista a la niña, 

niño o adolescente sin la presencia de sus padres adoptivos, por un periodo de dos años, 

a efecto de dar seguimiento a la adopción.  

Sección Segunda 

De la Junta Multidisciplinaria 

Artículo 66. La Junta Multidisciplinaria es un cuerpo colegiado cuyo objetivo es revisar, 

analizar, discutir y determinar los aspectos socio jurídicos que permitan regularizar la 

situación legal de las niñas, niños y adolescentes albergados en el DIFEM, procurando 

su bienestar, mediante la reintegración con algún familiar o, en su caso, procurarles un 

nuevo núcleo familiar mediante la adopción, así como los casos que le sean presentados 

o entregados por los sistemas municipales DIF y los Centros de Asistencia Social de 

carácter privado.  
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Artículo 67. Para efectos de lo previsto en el presente Título, la Junta Multidisciplinaria 

estará integrada de la manera siguiente:  

I. Un Presidente, que será el Director General del DIFEM.  

II. Un Secretario quien será el titular de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños 

y Adolescentes del Estado de México, y  

III. Un representante del Órgano Interno de Control del DIFEM.  

IV. Nueve Vocales:  

a) Un representante de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos;  

b) Dos representantes de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México;  

c) Un representante de la Dirección General de Prevención y Reinserción Social;  

d) Un representante de la Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal de Protección de 

Niñas, Niños y Adolescentes;  

e) Un representante de la Junta de Asistencia Privada del Estado de México;  

f) Un representante del área médica;  

g) Un representante del área psicológica, y  

h) Un representante del área de trabajo social.  

V. Dos invitados permanentes:  

a) El Subdirector de Centros de Asistencia Social, y  

b) El Subdirector de Adopciones y Familia de Acogida.  

Artículo 68. Los cargos de los integrantes de la Junta Multidisciplinaria son honoríficos 

y sus integrantes tendrán derecho a voz y voto. En caso de empate, el Presidente tendrá 

voto de calidad. 

El Presidente tendrá la facultad de nombrar a su suplente, quien actuará en su 

representación y presidirá las sesiones.  

Artículo 69. La Junta Multidisciplinaria sesionará en las modalidades de casos y de 

adopciones, en términos de las disposiciones reglamentarias respectivas.  

Sección Tercera 

Atribuciones 

Artículo 70. Para efectos de la presente Ley, la Junta Multidisciplinaria tendrá las 

atribuciones siguientes:  

I. Analizar, discutir y dictaminar sobre los expedientes de las niñas, niños y 

adolescentes.  

II. Analizar y dictaminar las solicitudes de adopción.  
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III. Determinar la reintegración de las niñas, niños y adolescentes con su familia de 

origen, extensa, de acogida o de acogimiento, o bien, su adopción, atendiendo a las 

características de cada uno de ellos.  

IV. Gestionar los trámites necesarios que permitan resolver la situación jurídica de las 

niñas, niños y adolescentes.  

V. Sesionar semanalmente en forma ordinaria y extraordinaria, cuando así sea 

necesario, de acuerdo al número de asuntos a tratar, previa convocatoria del Secretario.  

VI. Notificar a los interesados la aceptación o rechazo de su solicitud de adopción.  

VII. Analizar los estudios practicados a los solicitantes por el área jurídica, psicológica, 

médica y de trabajo social, para determinar la viabilidad de la solicitud.  

VIII. Ordenar visitas a los solicitantes.  

IX. Aprobar el inicio del proceso de adaptabilidad y emitir actas de guarda y cuidado.  

X. Ordenar el seguimiento para verificar la adaptación de la niña, niño o adolescente 

con la familia asignada, en caso de darse favorable esta, emitir el acta de guarda y 

cuidado, previo al procedimiento judicial de adopción.  

XI. Ordenar visitas de seguimiento una vez concluido el procedimiento de adopción.  

XII. Aprobar la expedición del certificado de idoneidad.  

XIII. Determinar la viabilidad de las convivencias, así como los hogares provisionales y 

visitas de familiares.  

XIV. Las demás que se deriven de la aplicación de la presente Ley y su Reglamento.  

Los integrantes de la Junta Multidisciplinaria deberán guardar estricta reserva y 

confidencialidad sobre todos los asuntos de su competencia. 

Artículo 71. La organización y funcionamiento de la Junta Multidisciplinaria se regulará 

en el Reglamento respectivo.  

Sección Cuarta 

De la Competencia Judicial 

Artículo 72. La adopción se tramitará observando, en lo general, las formalidades 

previstas en el Código de Procedimientos Civiles del Estado de México para los 

procedimientos judiciales no contenciosos consistentes en la entrega de la niña, niño o 

adolescente, nombramiento del tutor definitivo y conclusión de patria potestad.  

Sección Quinta 

Autoridades e instituciones coadyuvantes 

Artículo 73. Son autoridades e instituciones coadyuvantes en el proceso de adopción, el 

Ministerio Público y el Registro Civil.  

Artículo 74. Para el cumplimiento del objeto de esta Ley el Ministerio Público tiene las 

obligaciones siguientes:  
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I. Presentar a la niña, niño o adolescente al DIFEM, o a centros de asistencia municipales 

o privados o que corresponda, acompañado de las constancias del estado en que se 

encontró o recibió, en un plazo que no deberá exceder de veinticuatro horas.  

II. Tomar todas las medidas provisionales necesarias para salvaguardar la integridad 

de la niña, niño o adolescente.  

III. Realizar todas las diligencias relativas a la investigación y al proceso penal, cuando 

se trate de niñas, niños y adolescentes abandonados, expósitos o que hayan sido 

separados de su familia de origen por algún hecho presuntamente constitutivo de delito, 

recabando de oficio y de manera inmediata todos los elementos que permitan 

determinar el origen, situación médica y demás circunstancias relacionadas con las 

niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 75. Son atribuciones del Registro Civil:  

I. Expedir, en un término que no exceda de tres días hábiles, las certificaciones de actas 

o, en su caso, constancias de inexistencia de registro de la niña, niño o adolescente que 

le sea solicitado por oficio del Ministerio Público, el DIFEM o los sistemas municipales 

DIF.  

II. Registrar a la niña, niño o adolescente cuando no exista el asiento correspondiente 

en términos de Ley.  

Artículo 76. Todas las dependencias y organismos de la administración pública estatal 

y municipal están obligados a coadyuvar, en el ámbito de su respectiva competencia, al 

cumplimiento del objeto de esta Ley, atendiendo al interés superior de niñas, niños y 

adolescentes.  

Capítulo IV 

Del Informe de Adoptabilidad 

Artículo 77 El informe de Adoptabilidad es el documento expedido por el DIFEM que 

contiene información sobre la identidad, medio social, evolución personal y familiar, 

así como su situación jurídica, que determina la adoptabilidad de niñas, niños y 

adolescentes.  

Artículo 78. Habiéndose agotado la búsqueda y/o localización de familia de origen y 

extensa que no haya resultado viable o con interés para una reintegración, el DIFEM 

tramitará ante el Juez competente la tutela legítima, el cual deberá resolver en un plazo 

que no excederá de cinco días hábiles y derivado de lo cual, en su caso, el DIFEM emitirá 

el Informe de Adoptabilidad por entrega voluntaria.  

Tratándose de entregas voluntarias realizadas a Centros de Asistencia Social de carácter 

privado, el centro respectivo informará al DIFEM de dicha entrega con las 

circunstancias particulares.  

Artículo 79. Emitido el Informe de Adoptabilidad, el DIFEM asignará a la niña, niño o 

adolescente con una familia de acogimiento, que cumpla con los requisitos para poder 

adoptar y que cuente con Oficio de Viabilidad.  
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Artículo 80. El DIFEM emitirá el Informe de Adoptabilidad, siempre y cuando se 

corrobore que no existe la posibilidad de que la niña, niño o adolescente sea reintegrado 

con su familia de origen o extensa por no haber comparecido ante el DIFEM o el 

Ministerio Público a partir de que este lo haya atendido, o bien, que habiendo 

comparecido algún familiar o interesado, la reintegración no resulte benéfica para su 

interés superior, atendiendo las circunstancias particulares, o de aquellos que fueron 

entregados voluntariamente.  

Artículo 81. El DIFEM y, en su caso, los sistemas municipales DIF, en coordinación con 

el Ministerio Público, promoverán la conclusión o la pérdida de patria potestad en los 

supuestos previstos por el Código Civil del Estado de México. Así mismo, los centros de 

asistencia social de carácter privado que hayan sido autorizados para ello.  

Artículo 82. El DIFEM emitirá el Informe de Adoptabilidad asignando a la niña, niño o 

adolescente a una familia de acogimiento preadoptivo que se encuentre en lista de 

espera, en un plazo que no deberá exceder de cinco días hábiles en tanto es resuelta la 

adopción.  

Artículo 83. Habiéndose agotado la búsqueda y/o localización de familia de origen y 

extensa que no haya resultado viable o con interés para una reintegración, el DIFEM 

tramitará ante el Juez competente la conclusión o perdida de la patria potestad, 

derivado de lo cual el DIFEM ejercerá la tutela legítima, la resolución referida deberá 

emitirse en un plazo que no excederá de diez días hábiles. En consecuencia, el DIFEM 

emitirá el Informe de Adoptabilidad por conclusión o pérdida de la patria potestad.  

Capítulo V 

Certificado de Idoneidad 

Artículo 84. Las personas que deseen adoptar deberán acudir al DIFEM, a los sistemas 

municipales DIF o a las instituciones acreditadas y expresar su voluntad de hacerlo, 

derivado de lo cual, se les proporcionará asesoría jurídica mediante una entrevista, con 

el propósito de determinar si el interesado cumple con los requisitos legales para 

adoptar en términos de lo previsto en esta Ley, en cuyo caso se le entregará la solicitud 

de adopción para su debido llenado, con lo cual inicia el trámite para obtener el 

Certificado de Idoneidad emitido por el DIFEM, a través de la Procuraduría de 

Protección.  

Artículo 85. La solicitud de adopción deberá contener solo los datos del solicitante 

siguientes:  

I. Nombre y domicilio.  

II. Edad.  

III. Estado Civil.  

IV. Ingresos aproximados mensuales.  

Artículo 86. A la solicitud de adopción deberá solamente acompañarse la 

documentación siguiente:  
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I. Original y copia para su cotejo, de la identificación oficial vigente con fotografía del 

o de los solicitantes.  

II. Copia certificada del acta de nacimiento del o de los solicitantes, de los hijos y de 

matrimonio, en su caso.  

III. Comprobante de domicilio del o de los solicitantes.  

IV. En caso de ser extranjero, acreditar su legal estancia en el país. V. Presentar 

certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios Morosos en 

el que conste, si se encuentra inscrito o no en el mismo.  

VI. Comprobante de ingresos, en su caso.  

Los documentos se entregarán en original, acompañados de una copia simple para su 

cotejo. Únicamente se integrará el expediente si a la solicitud se adjunta toda la 

documentación requerida.  

Los documentos deberán presentarse en idioma español y, en su caso, debidamente 

legalizados o apostillados.  

El solicitante deberá aceptar, expresamente, que el DIFEM, los Centros de Asistencia 

Social de los DIF municipales o de las instituciones acreditadas realicen el seguimiento 

a la niña, niño o adolescente otorgado en adopción, permitiendo el acceso de la 

trabajadora social a su domicilio para que realice el estudio correspondiente, 

comprometiéndose el mismo al envío semestral por dos años de los reportes médicos, 

psicológico y constancia de estudios, así como fotografías, debiendo notificar al 

organismo cualquier cambio de domicilio.  

Los Centros de Asistencia Social de los DIF municipales o de las instituciones 

acreditadas, deberán remitir al DIFEM los seguimientos de adopción respectivos, 

informando de aquellos casos en los que se advierta una situación extraordinaria y que 

ponga en riesgo el interés superior de niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 87. Para el caso de la adopción, que se promueva respecto de una niña, niño o 

adolescente no albergado, además de los requisitos contenidos en el artículo anterior, 

deberá adjuntarse copia certificada de la sentencia del juicio de conclusión o pérdida de 

la patria potestad. 

Artículo 88. Integrado el expediente se canalizará al o los solicitantes al Taller de 

Inducción al Procedimiento de Adopción impartido por el DIFEM o, en su caso, por los 

sistemas municipales DIF o las instituciones acreditadas.  

Dicho taller es obligatorio, tendrá una duración de cinco horas.  

Los talleres que se impartan en los sistemas municipales DIF comprenderán los 

parámetros dictados por el DIFEM.  

Artículo 89. Concluido el taller a satisfacción del DIFEM, el interesado será canalizado 

a la Procuraduría de Protección, para llevar a cabo de manera simultánea las siguientes 

valoraciones:  

I. Psicológica.  
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II. Médica.  

III. Trabajo Social. Las valoraciones psicológica y médica tendrán por objeto examinar 

al o los solicitantes en los aspectos inherentes a cada materia.  

La valoración de trabajo social, implica la posibilidad de realizar al menos una visita al 

domicilio de los solicitantes.  

Las instituciones públicas de salud que formen parte del Sistema Estatal de Protección 

Integral de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes tienen la obligación de auxiliar al 

DIFEM con la práctica de las valoraciones médicas que al efecto le solicite.  

La etapa de valoraciones no deberá exceder treinta días naturales, después de haber 

asistido al taller de inducción.  

Artículo 90. Concluida la etapa de valoraciones y determinada la viabilidad o no 

viabilidad en cada una de ellas, el resultado será notificado al o los solicitantes en un 

plazo no mayor a tres días naturales, a través de un oficio de viabilidad, en su caso.  

Para los solicitantes que realicen trámites por los sistemas municipales DIF o las 

instituciones acreditadas, el resultado de la viabilidad o no viabilidad que emita el 

DIFEM, será notificado por conducto de la institución acreditada donde se realizo la 

solicitud.  

El DIFEM deberá fundar y motivar su determinación comunicándola a través del oficio, 

garantizando siempre el interés superior de las niñas, niños y adolescentes.  

Artículo 91. Emitido el oficio de viabilidad se determinará el ingreso del o de los 

solicitantes a la lista de espera para adopción, cuya vigencia será por dos años, misma 

que deberá ser ratificada al año por el solicitante, manifestando su interés de continuar 

esperando, e informando las modificaciones que hubiera en las condiciones o 

documentos que presentó originalmente, en su caso. Manifestará así mismo, bajo 

protesta de decir verdad, que prevalecen las condiciones por virtud de las cuales obtuvo 

el Oficio de Viabilidad.  

Artículo 92. El DIFEM, los centros de asistencia de los DIF municipales y de las 

instituciones acreditadas a través de las áreas de valoración que correspondan, 

determinará la compatibilidad entre las niñas, niños y adolescentes que cuenten con un 

Informe de Adoptabilidad y los solicitantes con Oficio de Viabilidad. La determinación 

de compatibilidad se hará tomando en cuenta las características específicas, perfiles y 

necesidades de las niñas, niños y adolescentes y el o los solicitantes, garantizando en 

todo momento su interés superior y la observancia de lo siguiente:  

I. Las niñas, niños y adolescentes serán escuchados y su opinión será fundamental para 

la determinación que adopte el órgano jurisdiccional competente, siempre que sea 

posible de acuerdo con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez.  

II. Se tomará en cuenta que las condiciones en la familia de acogimiento pre-adoptivo 

sean adecuadas para el desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.  

III. Se tomará en consideración el grado de parentesco, la relación de afinidad y de 

afectividad, el origen, la comunidad y las condiciones culturales en que se desarrollen 

niñas, niños y adolescentes. Determinada la compatibilidad se procederá de manera 
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inmediata a citar al o los solicitantes para la presentación de los antecedentes 

psicológicos, médicos y de trabajo social de la niña, niño o adolescente, con el propósito 

de realizar la asignación respectiva.  

Artículo 93. En caso de que la propuesta tenga un resultado positivo por parte de los 

solicitantes y la niña, niño o adolescente, se abrirá un periodo de convivencia previa de 

un máximo de tres días en el interior del Centro de Asistencia Social en las áreas 

destinadas al efecto, en caso de resultar satisfactoria, se abrirá un primer periodo de 

convivencias que durará un tiempo máximo de quince días naturales en el domicilio del 

o de los solicitantes, otorgándoles un acta provisional de guarda y cuidado. Al término 

de este periodo, los solicitantes ratificarán el deseo de continuar con la adopción, 

recabándose además en caso de ser posible y atendiendo su edad y capacidad para 

hacerlo, la opinión de la niña, niño o adolescente y se determinará por el área de 

psicología si existe empatía, este procedimiento podrá repetirse durante dos periodos 

adicionales de quince días naturales cada uno en los términos ya señalados, considerado 

la edad y la capacidad de las niñas, niños y adolescentes a adaptarse al nuevo entorno 

así como del o los solicitantes de crear vínculos afectivos adecuados.  

Si del resultado de las convivencias resulta satisfactoria la empatía, se otorgará el 

Certificado de Idoneidad a los solicitantes y el Acta Definitiva de Guarda y Cuidado, una 

vez entregados ambos documentos, por ninguna circunstancia será devuelto o 

reincorporada la niña, niño o adolescente al DIFEM o DIF Municipal que corresponda, 

salvo que se advierta alguna situación que atente contra su interés superior.  

Los posibles adoptantes tendrán desde este momento la obligación de inscribir a la niña, 

niño o adolescente al nivel académico que le corresponda.  

El DIFEM, los Sistemas Municipales DIF y las Instituciones Acreditadas realizarán las 

acciones necesarias para iniciar el procedimiento judicial a fin de buscar que se dicte la 

Sentencia Firme que decrete la adopción.  

En caso de que no se consolide la empatía y adaptación con la familia de acogimiento 

pre adoptivo, procederá la reincorporación al DIFEM, DIF municipal o Centro de 

Asistencia de la Institución acreditada que corresponda y se realizará una nueva 

asignación, siempre y cuando las causas por las cuales no se consolidaron la empatía y 

la adaptación, no sean atribuibles a los solicitantes. 

Cuando se verifique cualquier tipo de violación a los derechos de las niñas, niños y 

adolescentes asignados, el DIFEM revocará la asignación y ejercerá las facultades que 

le otorga la presente Ley y demás disposiciones aplicables.  

Artículo 94. El certificado de idoneidad expedido por el DIFEM deberá contener los 

elementos siguientes:  

I. Nombre y edad del o los solicitantes.  

II. Nombre y edad de la niña, niño o adolescente.  

III. Vigencia, hasta por seis meses, contados a partir de su fecha de expedición.  

IV. Firma del Presidente de la Junta Multidisciplinaria.  
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Artículo 95. Las personas que ejerzan profesiones de psicología, medicina, trabajo 

social y afines en las instituciones públicas y privadas que realicen estudios o informes 

en materia de adopción deberán contar con autorización del DIFEM y cumplir con los 

requisitos siguientes:  

I. Contar con título y cédula profesional de licenciatura en el área que desempeñe.  

II. Acreditar experiencia laboral mínima de dos años, en trabajo social, psicología, 

desarrollo de la niñez o en la atención de sujetos de asistencia social.  

III. Presentar carta compromiso por parte de la institución de asistencia privada que 

proponga al profesional de que se trate ante el DIFEM, en los casos de profesionales que 

busquen ingresar a instituciones privadas.  

IV. No haber sido condenado por delito doloso.  

V. Presentar constancia de la institución de asistencia privada en la que indique ser 

empleada asalariada con remuneración mensual fija.  

TÍTULO QUINTO 

DEL PROCEDIMIENTO DE ADOPCIÓN 

Capítulo I 

Procedimiento 

Artículo 96. La adopción es un procedimiento judicial especial, promovido por el DIFEM 

o los particulares, en su caso, que estén interesados en adoptar, cumpliendo las 

disposiciones de esta Ley.  

Artículo 97. En el escrito inicial ante el Juez deberá manifestarse el nombre del 

solicitante, nombre y edad de la niña, niño o adolescente susceptible de adopción, 

nombre y domicilio de la persona, familia de acogida o acogimiento pre adoptivo, 

institución pública o privada que lo haya acogido, en su caso, y exhibir el Informe de 

Adoptabilidad y el certificado de idoneidad expedidos por el DIFEM.  

Artículo 98. Cumplidos los requisitos del artículo anterior el Juez tendrá un plazo de 

cinco días hábiles para citar a audiencia, en la cual deberán ser escuchados los 

solicitantes y la niña, niño o adolescente atendiendo a su edad, desarrollo evolutivo, 

cognoscitivo y madurez, de resultar procedente se desahogarán las pruebas ofrecidas.  

Artículo 99. El Juez verificará que los solicitantes cumplan con los requisitos previstos 

en esta Ley, que la asignación ha sido realizada por el DIFEM y que son las personas 

idóneas para adoptar.  

Artículo 100. Efectuada la audiencia de desahogo de pruebas, el Juez resolverá si la 

niña, niño o adolescente puede ser adoptado por los solicitantes y dictará las medidas 

que estime necesarias. La adopción es irrevocable. En caso de resolver en sentido 

negativo, determinará sobre la guarda y custodia en términos de las disposiciones 

aplicables.  

Artículo 101. Dictada la resolución judicial definitiva que autorice la adopción, el Juez 

remitirá copia certificada de las diligencias al Oficial del Registro Civil del lugar donde 
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haya sido registrada la niña, niño o adolescente, a fin de que, con la comparecencia del 

adoptante o los adoptantes se registre el acta correspondiente, la cual se inscribirá como 

acta de nacimiento para hijos consanguíneos.  

Artículo 102. La falta del registro de la adopción no impide sus efectos legales, pero 

sujeta al responsable a las sanciones señaladas en esta Ley.  

A partir del registro del acta se harán las anotaciones correspondientes en el acta de 

nacimiento original, la cual quedará reservada y no se publicará ni expedirá constancia 

alguna que revele el origen de la niña, niño o adolescente ni dicha condición, salvo 

resolución judicial.  

Artículo 103. El DIFEM, los sistemas municipales DIF o la institución acreditada, según 

sea el caso, darán seguimiento a la adopción por un lapso de dos años en los términos 

que se establezcan en el Reglamento de esta Ley pudiéndose extender el tiempo que sea 

necesario si el caso la amerita.  

No obstante, el plazo establecido en el párrafo anterior, el DIFEM dará seguimiento a 

los casos en que las niñas, niños y adolescentes estén bajo tratamiento médico hasta su 

conclusión o hasta ya no considerarlo necesario.  

Artículo 104. El DIFEM tiene facultad para realizar visitas domiciliarias durante el 

periodo de seguimiento, el adoptante tiene la obligación de facilitar la visita 

domiciliaria al personal del DIFEM.  

Capítulo II 

De la adopción internacional 

Artículo 105. La adopción internacional es la promovida por los ciudadanos de otro país 

con residencia habitual fuera del territorio nacional y que tiene por objeto incorporar 

en una familia, a una niña, niño o adolescente que cuente con informe de adoptabilidad 

y que no haya sido posible su adopción dentro del territorio nacional o que por su 

situación, se considere que dicha adopción obedece al bien superior de la niña, niño o 

adolescente.  

Esta adopción se regirá por los tratados y convenios internacionales suscritos y 

ratificados por el Estado Mexicano y en lo conducente, por las disposiciones de esta Ley.  

Artículo 106. El DIFEM verificará que las autoridades centrales del país de origen de 

los solicitantes acrediten a través de un certificado de idoneidad, o equivalente, que los 

adoptantes son viables para la adopción, anexando los estudios médicos, psicológicos y 

socioeconómicos que se llevaron a cabo para tal efecto.  

En los trámites de adopción internacional el solicitante deberá acreditar su legal 

estancia en el país, a través de la forma migratoria expedida por el Gobierno Federal.  

Artículo 107. En las adopciones internacionales el DIFEM y los sistemas municipales 

DIF están facultados para dar seguimiento de las condiciones físicas, educativas y 

emocionales del adoptado a través de las medidas consulares respectivas.  
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Artículo 108. Resuelta la adopción, el Juez informará al DIFEM, al Sistema Nacional 

para el Desarrollo Integral de la Familia, a la Secretaría de Relaciones Exteriores y al 

Instituto Nacional de Migración.  

TÍTULO SEXTO 

INFRACCIONES Y SANCIONES 

Artículo 109. El incumplimiento a las disposiciones de la presente Ley será sancionado, 

en sus respectivos ámbitos de competencia por:  

I. El Consejo de la Judicatura del Estado.  

II. La Inspección General de las Instituciones de Seguridad Pública del Estado de México.  

III. La Secretaría de la Contraloría del Estado de México y/o la unidad de control interno 

del DIFEM.  

IV. La Contraloría Interna de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos.  

V. Los ayuntamientos y los presidentes municipales.  

Artículo 110. Son sanciones administrativas:  

I. Sanción económica.  

II. Multa.  

III. Destitución.  

IV. Inhabilitación.  

V. Suspensión.  

VI. Clausura.  

Artículo 111. Los servidores públicos que por acción u omisión transgredan los derechos 

de las niñas, niños y adolescentes serán sujetos de las sanciones administrativas 

previstas en esta Ley, sin menoscabo de las disposiciones contenidas en la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios y de la 

responsabilidad civil o penal que se configure.  

Artículo 112. La sanción económica procederá contra el servidor público que sin causa 

justificada, incumpla las obligaciones o los plazos establecidos por la presente Ley, 

dicha sanción será de cincuenta a trescientas veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización vigente.  

En caso de reincidencia, además de la sanción económica procederá la destitución.  

Artículo 113. La destitución del empleo, cargo o comisión procederá contra el servidor 

público cuando incumpla las obligaciones previstas por esta Ley, como consecuencia de 

un acto u omisión, obtenga lucro o cause daños y perjuicios a la administración pública 

o a los sujetos protegidos por la presente Ley. Además, se impondrá sanción económica 

equivalente al doble del monto obtenido indebidamente.  



244 
 

Artículo 114. La inhabilitación procederá contra el servidor público cuando incumpla 

las obligaciones previstas por esta Ley, como consecuencia de un acto u omisión que 

implique lucro al servidor público o cause daños y perjuicios a la administración pública 

o a los sujetos protegidos por la presente Ley, cuando el monto de aquellos sea mayor a 

cien y menor de trescientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización 

vigente será de uno a cinco años y de cinco a diez años si excede de dicho límite.  

Artículo 115. Las infracciones cometidas por los Centros de Asistencia Social de las 

instituciones acreditadas que funcionen sin autorización del DIFEM serán sancionadas 

con multa equivalente de dos mil a cinco mil veces el valor diario de la unidad de medida 

y actualización vigente que corresponda al momento de cometer la infracción y 

clausura.  

Artículo 116. Las infracciones cometidas por los Centros de Asistencia Social de las 

instituciones acreditadas que funcionen con autorización del DIFEM serán sancionadas 

en los términos siguientes:  

I. Con multa equivalente de cincuenta a dos mil veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización vigente que corresponda al momento de cometer la infracción, 

por incumplir las obligaciones contenidas en la presente Ley.  

II. Con multa equivalente de cincuenta a quinientas veces el valor diario de la Unidad 

de Medida y Actualización vigente que corresponda al momento de cometer la 

infracción, por incumplir las funciones que el DIFEM, en su caso, le haya delegado en 

materia de adopciones.  

III. Con multa equivalente de quinientas a dos nnilveces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización vigente que corresponda al momento de cometer la infracción, 

por desempeñar funciones que no hayan sido delegadas por el DIFEM en materia de 

adopciones.  

Además de las multas previstas en el presente artículo se podrá imponer la suspensión, 

y en caso de reincidencia se duplicará el monto de la multa y se aplicará conjuntamente 

con cualquiera de las sanciones contempladas, incluyendo la clausura. Se entiende por 

reincidencia que el infractor cometa la misma violación a las disposiciones de esta Ley, 

dos o más veces dentro del período de cinco años contado a partir de la fecha en que se 

le hubiere notificado la sanción inmediata anterior.  

Artículo 117. Cuando las personas que laboren en los Centros de Asistencia Social de las 

instituciones acreditadas contravengan los derechos de niñas, niños o adolescentes o 

incurran en actos contrarios a su interés superior, además de las sanciones descritas 

anteriormente, el DIFEM revocará la autorización otorgada a esa persona y será 

boletinada al Sistema Nacional DIF.  

Cualquier persona podrá presentar una queja ante el DIFEM si considera que se 

actualizan los supuestos previstos en este artículo. 

Artículo 118. Al interesado en reintegrar a una niña, niño o adolescente albergado a su 

núcleo familiar o al solicitante que infrinja las disposiciones establecidas en esta Ley, 

falsee información o intencionalmente oculte otra que se debiera conocer o se advierta 

que por negligencia obstaculice algún procedimiento, se le cancelará el trámite y el 



245 
 

DIFEM, o cualquier persona que tenga conocimiento del hecho, lo hará del conocimiento 

del Ministerio Público para los efectos legales que procedan.  

Artículo 119. Los jueces que conozcan del procedimiento de adopción y que 

contravengan lo dispuesto por la presente Ley serán sancionados conforme a lo 

establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de México.  

Artículo 120. El Oficial del Registro Civil que no registre el acta de adopción 

correspondiente, se le impondrá una multa de cincuenta a cien veces el valor diario de 

la Unidad de Medida y Actualización vigente que corresponda.  

Artículo 121. Al Oficial del Registro Civil que expida constancia mediante la cual se 

revele el origen del adoptado, sin que medie resolución judicial, será acreedor a la 

suspensión, en tanto dure el procedimiento administrativo disciplinario y, en su caso, 

procederá la destitución del empleo, cargo o comisión, así como la sanción económica 

de cincuenta a cien veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente 

que corresponda e inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 

comisiones públicas de uno a diez años.  

Artículo 122. Al solicitante que posterior a la entrega del certificado de idoneidad y del 

acta definitiva de guarda y cuidado, manifieste la negativa de continuar con el trámite 

de adopción, se cancelará la solicitud y se boletinará al Sistema Nacional DIF.  

Al solicitante que habiendo obtenido el Certificado de Idoneidad y el acta definitiva de 

guarda y cuidado, no realice la entrega de la documentación correspondiente al DIFEM, 

para el inicio del juicio de adopción en un plazo no mayor de quince días hábiles, se 

cancelará su solicitud. Durante dicho periodo, el DIFEM tomará las medidas preventivas 

necesarias para garantizar el interés superior de las niñas, niños y adolescentes 

protegiendo su integridad. 

 


